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SENTENCIA DE FECHA 2 DE DICIEMBRE DEL 1970 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de 
4 

fecha 25 de Julio de 1969. 

Materia: Confiscaciones. 

Recurrente: Corporación Azucarera de la República Dominicana. 

Abogados: Lic. Rafael Alburquerque Z—B., y Dres. J. Enrique 

Hernández Machado y Juan E. Ariza Mendoza. 

Recurrido: Sucs. de Jorge Juan Serrallés y Pérez. 

Abogado: Lic. Patricio V. Quiñones R. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, laSuprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente;; Manuel D. Ber-
gés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, 
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos ,del Se-
cretario General len la Sala donde celebra sus audiencias, 
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Na-
cional, hoy día 2 de diciembre del año 1970, años 1279  de 
la Independencia y 1089  de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Corpo- 
ración Azucarera de la República Dominicana, entidad es-
tatal originalmente instituida por la Ley N 9  78, de 1963, 
en liquidación de acuerdo con la Ley N 9  7, de 1966, contra 
la sentencia dictada en fecha 25 de julio de 1969 por la 
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Corte de Apelación de Santo Domingo, en funciones de Tri- 
bunal de Confiscaciones, cuyo dispositivo se transcribe más 

adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oídos a los abogados de los recurridos, Lic. Patricio 

V. Quiñones R., cédula N 9  1273, serie lra. y Dr. Ramón Pi-

na Acevedo M., cédula N9  43139, serie 1ra., por sí y por 

el Dr. Carlos Cornielle hijo, cédula 1\1 9  7526, serie 18, en 

la lectura de sus conclusiones; recurridos que son "los su-
cesores de Jorge Juan Serrallés y Pérez, señores: Iván Se-
rrallés Perrota-Doria, mayor de edad, soltero, propietario, 
dominicano, domiciliado en San Juan, Puerto Rico, y resi-
dente actualmente en el Hotel Comercial, de la calle El 
Conde esq. Hostos de esta ciudad, cédula N 9  17489, serie 

23; Héctor Juan Serrallés Porrota-Doria, mayor de edad, 
casado, ingeniero agrónomo, de nacionalidad americana, 
domiciliado y residente en la Urbanización "Merceditas", 
Ponce, Puerto Rico, cédula N 9  8687, serie 23; Jorge Juan 

Serrallés Porrata-Doria, mayor de edad, casado, economis-
ta, de nacionalidad americana, domiciliado y residente en 

Ramírez Arellano, N 9  B-A-5, Garden Hills, Bayamón, Puer-

to Rico, cédula N 9  12126, serie 23; Albertina Serrallés de 
Frías, mayor de edad, casada, ocupada en los quehaceres 
domésticos, dominicana, domiciliada y residente en el kiló-

metro 5 1/2 de la carretera Duarte, sin número, de esta ciu-

dad, cédula N9  3891, serie 23, debidamente asistida y auto-
rizada por su esposo Dr. Antonio L. Fríaz Gálvez, Doctor 
en Medicina, dominicano, del mismo domicilio y residencia; 

igia Serrallés Porrata-Doria, mayor de edad, soltera, ocu-
pada en los quehaceres domésticos, de nacionalidad ameri-
cana, domiciliada y residente en la Av. España sin núme-
ro, de la ciudad de San Pedro de Macorís, cédula N9  12573, 

serie 23; Julio Juan Serrallés Curet, mayor de edad, domi-
nicano, casado, propietario, domiciliado y residente en la 

planta alta de la casa N9 81 de la calle Benigno Filome- 

no Rojas, de esta ciudad, cédula N9 28022, serie 23; Antonio 
Juan Serrallés Curet, dominicano, mayor de edad, casado, 
propietario, domiciliado y residente en la casa N 9  24 de la 
calle "Hermanos Deligne", de esta ciudad, cédula N9 39972, 
serie 23, y Ana María Serrallés Curet, mayor de edad, do-
minicana, ocupada en los quehaceres domésticos, domicilia-
aa y residente en la planta alta de la casa N 9  81 de la ca-
lle Benignom Filomeno Rojas de esta ciudad, cédula N 9 

 105443, serie 18, todas estas últimas renovadas; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de la Corporación recurrente, de fe-
cha 15 de octubre de 1969, suscrito por sus abogados, en el 
cual se invocan contra la sentencia impugnada los medios 
que se indican más adelante; abogados que son el Lic. Ra-
fael Alburquerque Zayas Bazán, cédula N 9  4084, serie lra., 
y los Dres. José Enrique Hernández Machado, cédula N 9  
57969, serie lra., y Juan Esteban Ariza Mendoza, cédula 
N9 47326, serie lra.; 

Visto el memorial de defensa de los recurridos, de fe- 
cha 11 de, diciembre de 1969, suscrito por el Lic. Patricio 
V. Quiñones R.; 

Visto el escrito de réplica de la Corporación recurren- 
te, de fecha 6 de octubre de 1970, firmado por sus abogados; 

Visto el escrito de ampliación y réplica de los recurri- 
dos, de fecha 1 9  de octubre de 1970, firmado por sus abo-
gados; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales citados por la Corpora-
ción recurrente, que se mencionan más adelante, y los ar-
tículos 21 y 37 de la Ley N 9  5924, de 1962; 1 y 2 de la Ley 
N9 285 de 1964; y 1, 20 y 65 de la Ley Sobre Procedimiento 
de Casación; 
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Corte de Apelación de Santo Domingo, en funciones de Tri- 
bunal de Confiscaciones, cuyo dispositivo se transcribe más 

adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oídos a los abogados de los recurridos, Lic. Patricio 

V. Quiñones R., cédula N 9  1273, serie lra. y Dr. Ramón Pi-

na Acevedo M., cédula N9  43139, serie lra., por sí y por 

el Dr. Carlos Cornieile hijo, cédula N 9  7526, serie 18, en 

lá lectura de sus conclusiones; recurridos que son "los su-
cesores de Jorge Juan Serrallés y Pérez, señores: Iván Se-
rrallés Perrota-Doria, mayor de edad, soltero, propietario, 
dominicano, domiciliado en San Juan, Puerto Rico, y resi-
dente actualmente en el Hotel Comercial, de la calle El 
Conde esq. Hostos de esta ciudad, cédula N 9  17489, serie 

23; Héctor Juan Serrallés Porrota-Doria, mayor de edad, 
casado, ingeniero agrónomo, de nacionalidad americana, 
domiciliado y residente en la Urbanización "Merceditas", 
Ponce, Puerto Rico, cédula N 9  8687, serie 23; Jorge Juan 
Serrallés Porrata-Doria, mayor de edad, casado, economis-
ta, de nacionalidad americana, domiciliado y residente en 

Ramírez Arellano, N 9  B-A-5, Garden Hills, Bayamón, Puer-

to Rico, cédula 1V 9  12126, serie 23; Albertina Serrallés de 
Frías, mayor de edad, casada, ocupada en los quehaceres 
domésticos, dominicana, domiciliada y residente en el kiló-
metro 51/2 de la carretera Duarte, sin número, de esta ciu-

dad, cédula N9  3891, serie 23, debidamente asistida y auto-
rizada por su esposo Dr. Antonio L. Fríaz Gálvez, Doctor 
en Medicina, dominicano, del mismo domicilio y residencia; 
L igia Serrallés Porrata-Doria, mayor de edad, soltera, ocu-
pada en los quehaceres domésticos, de nacionalidad ameri-
cana, domiciliada y residente en la Av. España sin núme-
ro, de la ciudad de San Pedro de Macorís, cédula N 9  12573, 

serie 23; Julio Juan Serrallés Curet, mayor de edad, domi-
nicano, casado, propietario, domiciliado y residente en la 
planta alta de la casa NQ 81 de la calle Benigno Filome- 

no Rojas, de esta ciudad, cédula N9 28022, serie 23; Antonio 
Juan Serrallés Curet, dominicano, mayor de edad, casado, 
propietario, domiciliado y residente en la casa N9 24 de la 
calle "Hermanos Deligne", de esta ciudad, cédula NQ 39972, 
serie 23, y Ana María Serrallés Curet, mayor de edad, do-
minicana, ocupada en los quehaceres domésticos, domicilia-
da y residente en la planta alta de la casa NQ 81 de la ca-
lle Benignom Filomeno Rojas de esta ciudad, cédula N 9 

 105443, serie 18, todas estas últimas renovadas; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de la Corporación recurrente, de fe-
cha 15 de octubre de 1969, suscrito por sus abogados, en el 
cual se invocan contra la sentencia impugnada los medios 
que se indican más adelante; abogados que son el Lic. Ra-
fael Alburquerque Zayas Bazán, cédula N9 4084, serie ira., 
y los Dres. José Enrique Hernández Machado, cédula NQ 
57969, serie lra., y Juan Esteban Ariza Mendoza, cédul.a 
NQ 47326, serie 1ra.; 

Visto el memorial de defensa de los recurridos, de fe- 
cha 11 de, diciembre de 1969, suscrito por el Lic. Patricio 
V. Quiñones R.; 

Visto el escrito de réplica de la Corporación recurren- 
te, de fecha 6 de octubre de 1970, firmado por sus abogados; 

Visto el escrito de ampliación y réplica de los recurri- 
dos, de fecha 19 de octubre de 1970, firmado por sus abo-
gados; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales citados por la Corpora-
ción recurrente, que se mencionan más adelante, y los ar-
tículos 21 y 37 de la Ley N9 5924, de 1962; 1 y 2 de la Ley 
NQ 285 de 1964; y 1, 20 y 65 de la Ley Sobre Procedimiento 
de Casación; 
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Considerando que con motivo de una demanda en res-
titución de bienes confiscados, de los ahora recurridos, ini-
ciada ante el antiguo Tribunal de Confiscaciones, la Corte 
de Apelación de Santo Domingo sucesora de aquel tribunal, 

dictó en fecha 25 de julio de 1969, en sus funciones de Tr.-
bunal de Confiscaciones, la sentencia que ahora se impug-
na en casación, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: rith 

MERO: Acoge las conclusiones de la parte demandante, y 
en consecuencia, declara a los Sucesores del señor Jorge 
Juan Serrallés y Pérez, legítimos propietarios de las par-
celas números 5, 6, 62, 67, 68, 83 y 84 del Distrito Catastral 

N9  4 del Municipio de Yamasá, Provincia de San Cristó-
bal; SEGUNDO: Ordena al Registrador de Títulos del De-
partamento de San Cristóbal cancelar los Certificados de 
Títulos que amparan dichas parcelas, expedidos a favor 
de la Azucarera tlaina, S. por A., Central Río liaMa, C. 
por A., y Corporación Azucarera Dominicana, C. por A., y, 
expedir nuevos Certificados de Títulos de las repetidas par-
celas, a favor de los referidos Sucesores del señor Jorge 
Juan Serrallés y Pérez, excluyendo sus mejoras en favor 
de quie ncorresponda; y TERCERO: Rechaza las preten-
siones de la parte demandante Sucesores del señor Jorge 
Juan Serrallés y Pérez, respecto a la restitución de la par-
cela N9 69 del referido Distrito Catastral N 9  4, por no ha-
ber probado ser sus legítimos propietarios; y CUARTO: 
Compensa las costas entre las partes en causa"; 

Considerando que la Corporación recurrente invoca 
contra esa sentencia los siguientes medios de casación: Pri-
mer Medio: Falta de Base Legal; Segundo Medio: Violación 
del Derecho de Defensa; Tercer Medio: Violación de los 
principios generales que gobiernan la obligación de resti-
tuir en materia de Enriquecimiento Ilícito; Cuarto Medio: 
Violación de la Ley de Confiscaciones, art. 37; 

Considerando que los recurridos proponen que el re-
curso sea declarado inadmisible, por ser la Corporación re- 
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currente una entidad disuelta por la Ley N9 7, del 9 
de 

agosto de 1966; que, cuando los recurridos incoaron la de-manda que ha culminado en la senetncia ahora impugna-
da, los bienes cuya restitución ellos reclamaban estaban en 
el patrimonio de la Corporación Azucarera Dominicana, 
por lo cual ellos emplazaron en esa demanda a esa Corpo-
ración y al Estado; pero que, en el curso del proceso, in-
tervino la Ley N 9  7 de 1966, que disolvió esa Corporación 
y pasó los bienes que constituían el patrimonio de ella al 
Consejo Estatal del Azúcar, que por tanto al ser acogida su 
demanda por la sentencia de la Corte de Apelación en fun-
ciones de Tribunal de Confiscaciones, si el Consejo Estatal 
del Azúcar o el Estado, o ambos, tenían interés en impug-
nar esa sentencia, eran el Consejo Estatal del Azúcar y el 
Estado los únicos con calidad para recurrir en casación, pe-
ro no la antigua Corporación Azucarera Dominicana, que 
ya estaba disuelta; pero, 

Considerando que, como resulta del propio memoria] 
de los recurridos, los bienes por ellos reclamados, en los 
días de su demanda en poder de la Corporación Azucarera 
Dominicana y ahora del Consejo Estatal del Azúcar, son 
los mismos; que la Ley N9 7 de 1966, al afectar esos bie-
i'es en nombre del Consejo Estatal del Azúcar constituye 
por sí misma una prueba de que antes de esa Ley lo esta-
ban en nombre de la Corporación Azucarera Dominicana; 
que, por esa circunstancia, la Corporación Azucarera Do-
minicana, para que se cumplan las disposiciones de la Ley 
NQ 7, tiene una legítima calidad y un interés legítimo para 
impugnar en casación la sentencia de la Corte a-qua, ya 
que con ello trata de completar, en cuanto a los bienes de 
que ahora se trata, la entrega de bienes a que quedó obli-
gada por la Ley NQ 7 ya citada; que, finalmente, en la sen-
tencia impugnada consta que en la última audiencia de 
la Corte a-qua, el 16 de septiembre de 1968, ya vigente la 
Ley NQ 7 de 1966, los recurridos concluyeron no solamen- 
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Considerando que con motivo de una demanda en res-

titución de bienes confiscados, de los ahora recurridos, ini-

ciada ante el antiguo '1 ribunal de Confiscaciones, la Corte 

de Apeiacion de santo Domingo sucesora de aquel tribunal, 

dictó en fecha 25 de julio de 1969, en sus funciones de Tri-

bunal de Confiscaciones, la sentencia que ahora se impug-

na en casacion, cuyo dispositivo dice asi: "FALLA: _PRI-

MERO: Acoge las conclusiones de la parte demandante, y 
en consecuencia, declara a los Sucesores del señor Jorge 
Juan Serrallés y Pérez, legítimos propietarios de las par-
celas números 5, 6, 62, 67, 68, 83 y 84 del Distrito Catastral 

N 9  4 del Municipio de Yamasá, Provincia de San Cristó-

bal; SEGUNDO: Ordena al Registrador de Títulos del De-
partamento de San Cristóbal cancelar los Certificados de 
Títulos que amparan dichas parcelas, expedidos a favor 
de la Azucarera tlaina, S. por A., Central Río Haina, C. 
por A., y Corporación Azucarera Dominicana, C. por A., y 
expedir nuevos Certificados de Títulos de las repetidas par-
celas, a favor de los referidos Sucesores del señor Jorge 
Juan Serrallés y Pérez, excluyendo sus mejoras en favor 

de quie ncorresponda; y TERCERO: Rechaza las preten-

siones de la parte demandante Sucesores del señor Jorge 
Juan Serrallés y Pérez, respecto a la restitución de la par-

cela N 9  69 del referido Distrito Catastral N 9  4, por no ha-

ber probado ser sus legítimos propietarios; y CUARTO: 

Compensa las costas entre las partes en causa"; 

Considerando que la Corporación recurrente invoca 
contra esa sentencia los siguientes medios de casación: Pri-

mer Medio: Falta de Base Legal; Segundo Medio: Violación 

del Derecho de Defensa; Tercer Medio: Violación de 

principios generales que gobiernan la obligación de resti-
tuir en materia de Enriquecimiento Ilícito; Cuarto Medio: 

Violación de la Ley de Confiscaciones, art. 37; 
Considerando que los recurridos proponen que el re-

curso sea declarado inadmisible, por ser la Corporación re- 

currente una entidad disuelta por la Ley N9  7, del 9 de 
agosto de 1966; que, cuando los recurridos incoaron la de-
manda que ha culminado en la senetncia ahora impugna-
da, los bienes cuya restitución ellos reclamaban estaban en 
el patrimonio de la Corporación Azucarera Dominicana, 
por lo cual ellos emplazaron en esa demanda a esa Corpo-
ración y al Estado; pero que, en el curso del proceso, in-
tervino la Ley N 9  7 de 1966, que disolvió esa Corporación 
y pasó los bienes que constituían el patrimonio de ella al 
Consejo Estatal del Azúcar, que por tanto al ser acogida su 
demanda por la sentencia de la Corte de Apelación en fun-
ciones de Tribunal de Confiscaciones, si el Consejo Estatal 
del Azúcar o el Estado, o ambos, tenían interés en impug-
nar esa sentencia, eran el Consejo Estatal del Azúcar y el 
Estado los únicos con calidad para recurrir en casación, pe-
ro no la antigua Corporación Azucarera Dominicana, que 
ya estaba disuelta; pero, 

Considerando que, como resulta del propio memorial 
de los recurridos, los bienes por ellos reclamados, en los 
días de su demanda en poder de la Corporación Azucarera 
Dominicana y ahora del Consejo Estatal del Azúcar, son 
los mismos; que la Ley N 9  7 de 1966, al afectar esos bie-
nes en nombre del Consejo Estatal del Azúcar constituye 
por sí misma una prueba de que antes de esa Ley lo esta-
ban en nombre de la Corporación Azucarera Dominicana; 
que, por esa circunstancia, la Corporación Azucarera Do-
minicana, para que se cumplan las disposiciones de la Ley 
N9 7, tiene una legítima calidad y un interés legítimo para 
impugnar en casación la sentencia de la Corte a -qua, ya 
que con ello trata de completar, en cuanto a los bienes de 
que ahora se trata, la entrega de bienes a que quedó obli-
gada por la Ley N 9  7 ya citada; que, finalmente, en la sen-
tencia impugnada consta que en la última audiencia de 
la Corte a-qua, el 16 de septiembre de 1968, ya vigente la 
Ley N9 7 de 1966, los recurridos concluyeron no solamen- 
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te contra el Estado, sino contra la Corporación Azucare-
ra Dominicana, lo que robustece cuanto se ha decidido 
precedentemente; que, por tanto, el medio de inadmisión 
propuesto por los recurridos, que acaba de ser examinado 
carece de fundamento y debe ser desestimado; 

En cuanto al recurso de casación: 

Considerando que, en el primer medio de su memorial, 
la recurrente alega en síntesis, que la sentencia impugna-
da carece de base legal y lesiona el derecho de defensa por 
la razón de que el caso fue decidido por la Corte a-qua sin 

ciue se celebrase el contrainformativo que correspondía al 
Estado como codemandado y sin que la sentencia conten-
ga una narración completa de los hechos en que fundó su 

decisión; pero 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 

que, después de haber ordenado la Corte a-qua una infor-

mación testimonial en provecho de todas las partes inte-

resadas en la litis, la Corte a-qua prorrogó dicha informa-

ción testimonial y concedió plazos razonables al Estado pa 
a la celebración del contrainformativo en su provecho, 

sin que los representantes del Estado concurrieran a esa 
medida de instrucción en las fechas fijadas para ello; que. 
en tales condiciones, al resolver la Corte a-qua decidir el 

caso sobre las pruebas documentales y testimoniales pre-
sentadas por las otras partes, procedió en forma procesal-
mente correcta y sin lesión del derecho de defensa de los 
demandados; que, acerca de este punto, así como sobre la 
calidad de los demandantes y sobre el fundamento de su 
demandada, la sentencia contiene una explicación suficien-
te; que, por tanto, el primer medio del recurso carece de 
fundamento y debe ser desestimado, salvo lo que se dispo-
ne más adelante al examinar el cuarto y último medio; 

Considerando que, en el segundo medio de su memo-
rial, la recurrente alega, en síntesis, (después de reiterar 
alegatos  que presentó en 'el primer medio que ya han sido 
desestimados), que en los terrenos reclamados por los aho-
ra recurridos ante el Tribunal de Confiscaciones, existen 
asentamientos de trabajadores, según un documento ema-
nado de los propios recurridos; que, en vista de ello, esos 
trabajadores asentados debieron ser emplazados para que 
expusieran sus alegatos; pero, 

Considerando que, en el caso ocurrente, la iitis esta-
ba limitada a los reivindicantes de la propiedad de los te-
rrenos y a los adjudicatarios de esa propiedad en virtud 
de títulos cuya anulación se procuraba; que, por esa sola 
razón, el medio que se propone carece totalmente de fun-
damento; que, por otra parte, si los actuales recurrentes 
consideraban que la puesta en causa de esos asentados era 
útil a la defensa de su interés, nada impedía que dichos 
Lecurrentes tomaran esa medida procesal, lo que no hicie-
ron; todos, sin perjuicio de lo que se decide más adelan-
te, al examinarse el cuarto y último medio; 

Considerando que, en el tercer medio de su memorial, 
la recurrente alega, en síntesis, que la Corte a-qua no de-
bió ordenar la restitución de los terrenos en litis a los ac-
tuales recurridos, sin disponer, al mismo tiempo, que a la 
industria azucarera estatal le fuera resarcido el precio que 
pagó por los mismos; pero, 

Considerando que, conforme al sistema jurídico excep 
cional que establece la Ley sobre Confiscación General c12 
sienes, I\19  5924 de 1962, cuando se establezca que una per-
F.:ona ha sido privada de bienes de su propiedad mediante 
abuso o usurpación del Poder, como en el caso que ahora 
1..•e examina, la obligación que se pone a cargo de los adqui-
rientes o los detentadores inmediatos o ulteriores opera 
sólo en provecho de la persona perjudicada en la fase liti- 
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te contra el Estado, sino contra la Corporación Azucare-
ra Dominicana, lo que robustece cuanto se ha decidido 
precedentemente; que, por tanto, el medio de inadmisión 
propuesto por los recurridos, que acaba de ser examinado 
carece de fundamento y debe ser desestimado; 

En cuanto al recurso de casación: 

Considerando que, en el primer medio de su memorial, 
la recurrente alega en síntesis, que la sentencia impugna-
da carece de base legal y lesiona el derecho de defensa por 
la razón de que el caso fue decidido por la Corte a-qua sin 
que se celebrase el contrainformativo que correspondía al 
Estado como codemandado y sin que la sentencia conten-
ga una narración completa de los hechos en que fundó su 

decisión; pero 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 
que, después de haber ordenado la Corte a-qua una infor-
mación testimonial en provecho de todas las partes inte-
resadas en la litis, la Corte a-qua prorrogó dicha informa-
ción testimonial y concedió plazos razonables al Estado pa 
a la celebración del contrainformativo en su provecho, 

sin que los representantes del Estado concurrieran a esa 
medida de instrucción en las fechas fijadas para ello; que, 
en tales condiciones, al resolver la Corte a-qua decidir el 
caso sobre las pruebas documentales y testimoniales pre-
sentadas por las otras partes, procedió en forma procesal-
mente correcta y sin lesión del derecho de defensa de los 
demandados; que, acerca de este punto, así como sobre la 
calidad de los demandantes y sobre el fundamento de su 
demandada, la sentencia contiene una explicación suficien-
te; que, por tanto, el primer medio del recurso carece de 
fundamento y debe ser desestimado, salvo lo que se dispo-
ne más adelante al examinar el cuarto y último medio; 
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Considerando que, en el segundo medio de su memo-
rial, la recurrente alega, en síntesis, (después de reiterar 
cdegatos que presentó en 'el primer medio que ya han sido 
desestimados), que en los terrenos reclamados por los aho-
ra recurridos ante el Tribunal de Confiscaciones, existen 
asentamientos de trabajadores, según un documento ema-
nado de los propios recurridos; que, en vista de ello, esos 
trabajadores asentados debieron ser emplazados para que 
expusieran sus alegatos; pero, 

Considerando que, en el caso ocurrente, la iitis esta-
ba limitada a los reivindicantes de la propiedad de los te-
rrenos y a los adjudicatarios de esa propiedad en virtud 
de títulos cuya anulación se procuraba; que, por esa sola 
razón, el medio que se propone carece totalmente de fun-
damento; que, por otra parte, si los actuales recurrentes 
consideraban que la puesta en causa de esos asentados era 
útil a la defensa de su interés, nada impedía que dichos 
Lecurrentes tomaran esa medida procesal, lo que no hicie-
ron; todos, sin perjuicio de lo que se decide más adelan-
te, al examinarse el cuarto y último medio; 

Considerando que, en el tercer medio de su memoria], 
la recurrente alega, en síntesis, que la Corte a-qua no de-
bió ordenar la restitución de los terrenos en litis a los ac-
tuales recurridos, sin disponer, al mismo tiempo, que a la 
industria azucarera estatal le fuera resarcido el precio que 
pagó por los mismos; pero, 

Considerando que, conforme al sistema jurídico excep-
cional que establece la Ley sobre Confiscación General clz. 
Bienes, N9  5924 de 1962, cuando se establezca que una per-
sona ha sido privada de bienes de su propiedad mediante 
abuso o usurpación del Poder, como en el caso que ahora 
e examina, la obligación que se pone a cargo de los adqui-

rientes o los detentadores inmediatos o ulteriores opera 
sólo en provecho de la persona perjudicada en la fase liti- 
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giosa que a éste interese; que resulta esa situación litigio- 
sa en su provecho, sea por vía de restitución, o de compen- 
sación, si el obligado a restituir o a compensar al perjudica- 
do estima de su interés ejercitar acciones recursorias con- 
tra sus causantes intermedios a partir del perjudicado, esa 
posible nueva fase litigiosa no puede afectar al p

en el caso 
erjudica- 

do por el abuso o la usurpación del. Poder; que,  
ocurrente, al no haber puesto en causa la Corporación Azu-
carera Dominicana a ninguna otra persona en forma recur-

soria para los fines de resarcimiento a q - 
persona refiere en su 

tercer medio, éste carece de pertinencia, todo sin perjui
otras 

cio de las acciones que crea de lugar ejercitar por  

vías en lo adelante; 
Considerando que, en el cuarto y último medio de su 

memorial, la recurrente alega, en síntesis, que si la Corte 
a-qua llegó a la decisión de reconocer que los actuales re-
curridos fueron perjudicados por un abuso de poder, y 
puesto que la recurrente en liquidación y sus ca

en una em- 
usahabien- 

tes por efecto de la Ley N 9  7, de 1966, constituy 

presa industrial, lo pertinente en el caso era mantener los 
terrenos en el patrimonio de la empresa estatal del azúcar, 
y disponer una compensación en favor de los demandantes, 
ahora recurridos, y no la restitución pura y simple de esos 
terrenos, todo según el artículo 37 de la Ley N

9  5924 de 

1962; que, al no disponerlo así, la Corte a-qua ha violado 

por desconocimiento de ese texto legal; 
Considerando que, en efecto, el artículo 37 de la Ley 

N9 5924 de 1962 dispone lo siguiente: "Si el inmueble re-
clamado forma parte de una explotación agrícola, industrial 
o comercial, o si en él se han levantado edificios públicos 
o construcciones valiosas, o esté o pueda ser destinado a 
fines de utilidad pública o de interés social, el Tribunal no 
podrá ordenar en ningún caso la restitución o devolu 

el
ción 

del inmueble, pero declarará, cuando proceda, que de-
mandante tiene derecho a una compensación y enviará a 

2858 
BOLETIN JUDICIAL 	 2859 

las partes para que se pongan de acuerdo ante el Juez que 
comisione el Tribunal, de su mismo seno, respecto del 
monto y de las modalidades de la compensación. El repre-
sentante del Estado tendrá plenos poderes para pactar con 
el demandante, y en caso de no acuerdo el Juez comisiona-
do así lo informará al Tribunal para que éste fije la repa-
ración que corresponda"; que, en el caso ocurrente, la em-
presa demandada en restitución era una empresa agrícola-
industrial; que ese carácter, para quedar establecido, no 
necesitaba de ninguna prueba ni de ninpún alegato espe-
cífico, puesto que ello resulta del texto de la Ley N9 7 de 
1966, y los hechos proclamados en las leyes deben repu-
tarse como públicos y notorios; que, en consecuencia, ni 
la Corte a-qua, como cuestión fundamental, reconoció que 
los demandantes habían sido perjudicados por un abuso del 
Poder que los privó de los terrenos en litis, lo procedente 
era cumplir lo indicado en el texto legal que se ha transcri-
to, hasta encontrarse en condiciones de evaluar y ordenar 
la compensación que fuera de lugar en favor de los perju-
dicados; que, al no hacerlo así, la Corte a-qua ha violado 
por desconocimiento el texto legal citado; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada 
da en fecha 25 de julio de 1969, por la Corte de Apelación 
de Santo Domingo, en funciones de Tribunal de Confisca-
ciones, cuyo dispositivo se ha transcrito en parte anterior 
del presente fallo, en todos los puntos de la misma que se 
refieren a la restitución de los terrenos en litis a los actua-
les recurridos; Segundo: Rechaza el recurso de casación 
interpuesto contra la misma sentencia por la Corporación 
Azucarera Dominicana en liquidación, en todo cuanto en 
esa sentencia se reconoce que los recurridos fueron priva-
dos de esos terrenos por un abuso del Poder; Tercero: En-
vía el asunto para los fines de la compensación indicados 
en los motivos, a la Corte de Apelación de Santiago; Cuar-
to: Compensa las costas de casación entre las partes. 
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giosa que a éste interese; que resulta esa situación litigio-
sa en su provecho, sea por vía de restitución, o de compen-
sación, si el obligado a restituir o a compensar al perjudica-
do estima de su interés ejercitar acciones recursorias con-
tra sus causantes intermedios a partir del perjudicado, esa 
posible nueva fase litigiosa no puede afectar al perjudica-
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ocurrente, al no haber puesto en causa la Corporación Azu-
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curridos fueron perjudicados por un abuso de poy 
puesto que la recurrente en liquidación y sus causahabien

-

tes por efecto de la Ley N9 7, de 1966, constituyen una em-
presa industrial, lo pertinente en el caso era mantener los 
terrenos en el patrimonio de la empresa estatal del azúcar, 
y disponer una compensación en favor de los demandantes, 
ahora recurridos, y no la restitución pura y simple de de 

esos 

terrenos, todo según el artículo 37 de la Ley N
9  5924  

1962; que, al no disponerlo así, la Corte a-qua ha violado 

por desconocimiento de ese texto legal; 
Considerando que, en efecto, el artículo 37 de la Ley 

N9 5924 de 1962 dispone lo siguiente: "Si el inmueble re-
clamado forma parte de una explotación agrícola, industrial 
o comercial, o si en él se han levantado edificios públicos 
o construcciones valiosas, o esté o pueda ser destinado a 
fines de utilidad pública o de interés social, el Tribunal no 
podrá ordenar en ningún caso la restitución o devolución 
del inmueble, pero declarará, cuando proceda, que de-
mandante tiene derecho a una compensación y enviará a 
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las partes para que se pongan de acuerdo ante el Juez que 
comisione el Tribunal, de su mismo seno, respecto del 
monto y de las modalidades de la compensación. El repre-
sentante del Estado tendrá plenos poderes para pactar con 
el demandante, y en caso de no acuerdo el Juez comisiona-
do así lo informará al Tribunal para que éste fije la repa-
ración que corresponda"; que, en el caso ocurrente, la em-
presa demandada en restitución era una empresa agrícola-
industrial; que ese carácter, para quedar establecido, no 
necesitaba de ninguna prueba ni de ninpún alegato espe-
cífico, puesto que ello resulta del texto de la Ley 1\T 9  7 de 
1966, y los hechos proclamados en las leyes deben repu-
tarse como públicos y notorios; que, en consecuencia, ni 
la Corte a-qua, como cuestión fundamental, reconoció que 
los demandantes habían sido perjudicados por un abuso del 
Poder que los privó de los terrenos en litis, lo procedente 
era cumplir lo indicado en el texto legal que se ha transcri-
to, hasta encontrarse en condiciones de evaluar y ordenar 
la compensación que fuera de lugar en favor de los perju-
dicados; que, al no hacerlo así, la Corte a-qua ha violado 
por desconocimiento el texto legal citado; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada 
da en fecha 25 de julio de 1969, por la Corte de Apelación 
de Santo Domingo, en funciones de Tribunal de Confisca-
ciones, cuyo dispositivo se ha transcrito en parte anterior 
del presente fallo, en todos los puntos de la misma que se 
refieren a la restitución de los terrenos en litis a los actua-
les recurridos; Segundo: Rechaza el recurso de casación 
interpuesto contra la misma sentencia por la Corporación 
Azucarera Dominicana en liquidación, en todo cuanto en 
esa sentencia se reconoce que los recurridos fueron priva-
dos de esos terrenos por un abuso del Poder; Tercero: En-
vía el asunto para los fines de la compensación indicados 
en los motivos, a la Corte de Apelación de Santiago; Cuar-
to: Compensa las costas de casación entre las partes. 
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(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel 
A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— oJaquín M. Al-
varez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santia-
go Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secre- 

tario General. 
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado: Ernesto Curiel hijo. • 
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SENTENCIA DE FECHA 2 DE DICIEMBRE DEL 1970 

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, 
de fecha 17 de marzo de 1970. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: Luis Bolívar Rosario Santos, 
Abogado: Dr. Manuel E. Rivas Estévez. 

Recurrido: Mario Concepción Bello. 
Abogados: Dres. Rafael Moya y Julio A. Suárez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, laSuprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Manuel A Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joa-
quín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y 
Santiago Osvaldo Rojo Carbüccia, asistidos del Secreta-
rio General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 
la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, 
hoy día 2 del mes de diciembre del año 1970, años 1279 de 
la Independencia y 1089  de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen- 
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Luis Bo-
lívar Rosario Santos, dominicano, mayor de edad, casado, 
Ingeniero Electricista, portador de la Cédula Personal de 
Identificación N9 64657, Serie ira., domiciliado y residente 
en la calle Eugenio Perdomo, casa N 9  6, de esta ciudad, con- 
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(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel 
A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— oJaquín M. Al-
varez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santia-
go Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secre- 

tario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado: Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 2 DE DICIEMBRE DEL 1970 

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, 
de fecha 17 de marzo de 1970. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: Luis Bolívar Rosario Santos, 
Abogado: Dr. Manuel E. Rivas Estévez. 

Recurrido: Mario Concepción Bello. 
Abogados: Dres. Rafael Moya y Julio A. Suárez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, laSuprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joa-
quín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y 
Santiago Osvaldo Rojo Carbüccia, asistidos del Secreta-
rio General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 
la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, 
hoy día 2 del mes de diciembre del año 1970, años 1279 de 
la Independencia y 108 9  de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen- 
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Luis Bo-
lívar Rosario Santos, dominicano, mayor de edad, casado, 
Ingeniero Electricista, portador de la Cédula Personal de 
Identificación N9  64657, Serie 1ra., domiciliado y residente 
en la calle Eugenio Perdomo, casa N9 6, de esta ciudad, con- 
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tra la sentencia de fecha 17 de marzo de 1970, dictada por 
la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, cuyo disposi- 

tivo se copia más adelante; 
Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Julio A. Suárez, por sí y por el Dr. Rafe& 

Muza, abogados del recurrido Mario Concepción Bello, do- 

minicano, mayor de 
edad, locutor, cédula personal de iden- 

tidad N9 
 28055, Serie 2, de este domicilio y residencia, en 

la lectura de sus conclusiones; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Visto el memorial de casación depositado en la Secre-

taría de la Suprema Corte de Justicia en Techa 14 de abril 
de 1970, en el cual se invocan los medios que se indican 

más adelante; 
Visto el memorial de Defensa de fecha 8 de mayo de 

1970, y el de réplica de fecha 19 de octubre de 1970, sus- 

crito por los abogados del recurrido; 

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado y vistos los artículos 81 y 82 del Código de Traba-
jo; 16 y 37 de la Ley 637 de 1944, sobré Contratos de Tra-
bajo; 1315 del Código Civil; y 141 del Código de Procedi-
miento Civil, invocados por el recurrente; y 1 y 65 de la 

Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con mo-
tivo de una reclamación laboral que no pudo ser concilia-
da, hecha por el actual recurrido contra el recurrente, el 
Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, dictó en 
fecha 7 de octubre de 1969, una sentencia con el siguiente 

dispositivo: "FALLA: Primero: Se declara resuelto, por 

despido injustificado, el contrato de trabajo que existió en-
1, 

tre Mario Concepción Bello Urbáez y Luis Bolívar y Radio 

Unión, por culpa del patrono, y con responsabilidad para 
el patrono; Segundo: Se condena a la parte demandada a 
pagar al demandante, las prestaciones siguientes: 12 días 
de preaviso, 10 días de auxilio de cesantía, 10 días de vaca-
ciones y más tres meses de salario por concepto de las in-
demnizaciones establecidas por el ordinal 3ro. del artículo 
84 del Código de Trabajo, calculadas todas estas prestacio-
nes, salarios e indemnizaciones, a base de un salario de RD 
$75.00 mensuales; Tercero: Condena a la parte demandada 
al pago de las costas, y se ordena la distracción de las mis-
mas en favor del Dr. Julio Aníbal Suárez, que afirma ha-
berlas avanzado en su totalidad"; b) Que sobre apelación 
del demandado, la Cámara a-qua dictó en fecha 11 de fe-
brero de 1970, la sentencia ahora impugnada en casación, 
con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara 
regular y válido en cuanto a la forma el recurso de apela•. 
ción interpuesto por Luis Bolívar Rosario Santos, contra 
sentencia del Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Na-
cional, de fecha 7 de octubre de 1969, dictada en favor de 
Mario Concepción Bello, cuyo dispositivo ha sido copiado en 
parte anterior de esta misma sentencia; SEGUNDO: Rela-
tivamente al fondo, rechaza dicho recurso de alzada y en 
consecuencia Confirma en todas sus partes la sentencia im-
pugnada; TERCERO: Condena a la parte que sucumbe Luis 
Bolívar Rosario Santos, al pago de las costas del procedi-
miento, de conformidad con los artículos 5 y 16 de la Ley 
N9 302, de costas y honorarios del 18 de Junio del 1964 y 
691 del Código de Trabajo; ordenando su distracción en 
provecho del Dr. Julio Aníbal Suárez quien afirma haber-
las avanzado en su totalidad"; 

Considerando que el recurrente en su memorial de 
casación, invoca los siguientes medios: Primer Medio: Vio-
lación del artículo 1315 del Código Civil y 16 y 37 de la 
Ley N9 637. Segundo Medio: Violación de los artículos 81 
y 82 del Código de Trabajo. Tercer Medio: Violación del 



2862 

tra la sentencia de fecha 17 de marzo de 1970, dictada por 
la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, cuyo disposi-

tivo se copia más adelante; 
Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Julio A. Suárez, por sí y por el Dr. Rafae' 

Muza, abogados del recurrido Mario Concepción Bel de 
lo,
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minicano, mayor de edad, locutor, cédula personal 

tidad N9 
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la lectura de sus conclusiones; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
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Visto el memorial de casación depositado en la Secre-
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más adelante; 
Visto el memorial de Defensa de fecha 8 de mayo de 

1970, y el de réplica de fecha 19 de octubre de 1970, sus-

crito por los abogados del recurrido; 

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado y vistos los artículos 81 y 82 del Código de Traba-
jo; 16 y 37 de la Ley 637 de 1944, sobre Contratos de Tra-
bajo; 1315 del Código Civil; y 141 del Código de Procedi-
miento Civil, invocados por el recurrente; y 1 y 65 de la 

Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con mo-
tivo de una reclamación laboral que no pudo ser concilia-
da, hecha por el actual recurrido contra el recurrente, el 
Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, dictó en 
fecha 7 de octubre de 1969, una sentencia con el siguiente 

dispositivo: "FALLA: Prilner0: Se declara res
existió eene
uelto, por 

despido injustificado, el contrato de trabajo que  
tre Mario Concepción Bello Urbáez y Luis Bolívar y Radio 
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Unión, por culpa del patrono, y con responsabilidad para 
el patrono; Segundo: Se condena a la parte demandada a 
pagar al demandante, las prestaciones siguientes: 12 días 
de preaviso, 10 días de auxilio de cesantía, 10 días de vaca-
ciones y más tres meses de salario por concepto de las in-
demnizaciones establecidas por el ordinal 3ro. del artículo 
84 del Código de Trabajo, calculadas todas estas prestacio-
nes, salarios e indemnizaciones, a base de un salario de RD 
$75.00 mensuales; Tercero: Condena a la parte demandada 
al pago de las costas, y se ordena la distracción de las mis-
mas en favor del Dr. Julio Aníbal Suárez, que afirma ha-
berlas avanzado en su totalidad"; b) Que sobre apelación 
del demandado, la Cámara a-qua dictó en fecha 11 de fe-
brero de 1970, la sentencia ahora impugnada en casación, 
con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara 
regular y válido en cuanto a la forma el recurso de apela-. 
ción interpuesto por Luis Bolívar Rosario Santos, contra 
sentencia del Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Na-
cional, de fecha 7 de octubre de 1969, dictada en favor de 
Mario Concepción Bello, cuyo dispositivo ha sido copiado en 
parte anterior de esta misma sentencia; SEGUNDO: Rela-
tivamente al fondo, rechaza dicho recurso de alzada y en 
consecuencia Confirma en todas sus partes la sentencia im-
pugnada; TERCERO: Condena a la parte que sucumbe Luis 
Bolívar Rosario Santos, al pago de las costas del procedi-
miento, de conformidad con los artículos 5 y 16 de la Ley 
N9 302, de costas y honorarios del 18 de Junio del 1964 y 
691 del Código de Trabajo; ordenando su distracción en 
provecho del Dr. Julio Aníbal Suárez quien afirma haber-
las avanzado en su totalidad"; 

Considerando que el recurrente en su memorial de 
casación, invoca los siguientes medios: Primer Medio: Vio-
lación del artículo 1315 del Código Civil y 16 y 37 de la 
Ley N9 637. Segundo Medio: Violación de los artículos 81 
y 82 del Código de Trabajo. Tercer Medio: Violación del 
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artículo 141 del Código de Procedimiento Civil y del artícu- ' 

lo 505 del Código de Trabajo; 
Considerando que en el desarrollo de los medios pro-

puestos, los cuales se reúnen para su examen, el recurren-
te sostiene en síntesis que el demandante no probó el des-
pido; que él (el recurrente) en todo momento señaló que 
no había despedido al trabajador demandante y que "su 
puesto seguía esperándolo"; que de ello aportó pruebas 
iehacientes al tribunal; que él simplemente le había ad-
vertido la obligación de asistir al trabajo en la hora qut. 
le había señalado, lo que había notificado también al De-
partamento de Trabajo; que él no tenía como patrono que 
cumplir las formalidades que exigen los Arts. 81 y 82 del 
Código de Trabajo a los que se refiere el Juez a-quo pues-
to que "en ningún momento", se produjo el despido, pues 
fue el trabajador quien inexplicablemente abandonó su 
trabajo; que, además, cuando el trabajador presenta la 
querella en tiempo hábil, el patrono queda liberado de 
esas obligaciones legales; que, finalmente, la sentencia im-
pugnada carece de motivos y desnaturaliza los hechos al 
omitir consignar "algunas circunstancias que constituían 
el fundamento de la alegación del recurrente de que no hu-
bo despido y que el trabajador podía rintegrarse a su tra-
bajo"; que, por todo ello, estima que se ha incurrido en el 
fallo impugnado, en los vicios y violaciones denunciados y 

que debe ser casado; pero, 

Considerando que el examen del fallo impugnado po-
ne de manifiesto que la Cámara a-qua después de ponderar 
los puntos a que se refiere el recurrente, apreció en los 
Considerandos segundo y tercero del fallo impugnado, "que 

le recurrente anta el Juzgado a-quo alegó que no existió 

despido; que ante esta Cámara, en la audiencia del 18 de 
noviembre de 1969, solicitó un informativo para probar la 
justa causa del despido alegando que el intimado abando-
nó sus labores; que en la audiencia la recurrida se opuso 

a que se ordenara ese informativo para probar la justa cau-
sa del despido alegando que el patrono no había cumplido 
con las disposiicones del Art. 81 del Código de Trabajo, ye 
que no había comunicado el despido y las causas en las 48 
horas de éste haberse producido, al Departamento de Tra-
bajo; que esta Cámara al no haber prueba en tal sentidc 
c.n el expediente le concedió un plazo de 10 días a la recu-
rrente a fin de que depositara en el expediente la pruba 
de que cumplió con el citado art. 81 y fijó la audiencia del 
17 de diciembre de 1969 para conocer de nuevo el asunto; 
que la recurrente ni depositó prueba alguna de que hizo 
la referida comunicación al Departamento de Trabajo, ni 
asistió a la audiencia, concluyendo la recurrida al fondo; 
que asimismo la recurrida depositó la certificación NQ 2474 
del 28 de noviembre del 1969, expedida por el Departamen-
to de Trabajo, donde consta que el patrono recurrente no 
comunicó a ese Departamento el despido del ahora tra-
bajador intimado; que la recurrente lo que depositó fue co-
pia de una carta del 10 de enero del 1968 que dirigiera al 
Departamento de Trabajo, informándole que su trabajador 
Mario Bello Urbáez no ha querido acatar el horario de tra-
bajo establecido por esa empresa, lo que informa para los 
fines de lugar, pero dicha comunicación no encierra des-
pido alguno, sino que es una simple información; asimismo 
ha depositado la recurrente una carta del 10 de enero del 
1968 al ahora intimado donde lo amenaza con despido si 
no se reintegra a su trabajo"; que, a seguidas, la Cámara 
a-qua expresa que el patrono no probó haber comunicado 
oportunamente el despido alegado, y su causa, al Departa 
mento de Trabajo, a lo cual estaba obligado en virtud del 
Art. 81 del Código de Trabajo, por lo que, según el Art. 82 
el despido debía ser considerado injustificado; 

Considerando que aún cuando el recurrente ha alega-
do (ahora en casación) que al recurrir el trabajador al De-
partamento de Trabajo en tiempo hábil suplió con su di- 
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artículo 141 del Código de Procedimiento Civil y del artícu-

lo 505 del Código de Trabajo; 
Considerando que en el desarrollo de los medios pro-

puestos, los cuales se reúnen para su examen, el recurren-
te sostiene en síntesis que el demandante no probó el des-
pido; que él (el recurrente) en todo momento señaló que 
no había despedido al trabajador demandante y que "su 
puesto seguía esperándolo"; que de ello aportó pruebas 
fehacientes al tribunal; que él simplemente le había ad-
vertido la obligación de asistir al trabajo en la hora qut 
le había señalado, lo que había notificado también al De-
partamento de Trabajo; que él no tenía como patrono que 
cumplir las formalidades que exigen los Arts. 81 y 82 del 

Código de Trabajo a , 
los que se refiere el Juez a-quo pues-

to que "en ningún momento", se produjo el despido, pues 
fue el trabajador quien inexplicablemente abandonó su 
trabajo; que, además, cuando el trabajador presenta la 
querella en tiempo hábil, el patrono queda liberado de 
esas obligaciones legales; que, finalmente, la sentencia im-
pugnada carece de motivos y desnaturaliza los hechos al 
omitir consignar "algunas circunstancias que constituían 
el fundamento de la alegación del recurrente de que no hu-
bo despido y que el trabajador podía rintegrarse a su tra-
bajo"; que, por todo ello, estima que se ha incurrido en el 
fallo impugnado, en los vicios y violaciones denunciados y 

que debe ser casado; pero, 

Considerando que el examen del fallo impugnado po-

ne de manifiesto que la Cámara a-qua después de ponderar 

los puntos a que se refiere el recurrente, apreció en los 
Considerandos segundo y tercero del fallo impugnado, "que 

le recurrente ante el Juzgado a-quo alegó que no existió 

despido; que ante esta Cámara, en la audiencia del 18 de 
noviembre de 1969, solicitó un informativo para probar la 
justa causa del despido alegando que el intimado abando-
nó sus labores; que en la audiencia la recurrida se opuso 

a que se ordenara ese informativo para probar la justa cau-
sa del despido alegando que el patrono no había cumplido 
con las disposiicones del Art. 81 del Código de Trabajo, ye 
que no había comunicado el despido y las causas en las 48 
horas de éste haberse producido, al Departamento de Tra-
bajo; que esta Cámara al no haber prueba en tal sentidc 
( n el expediente le concedió un plazo de 10 días a la recu-
rrente a fin de que depositara en el expediente la pruba 
de que cumplió con el citado art. 81 y fijó la audiencia del 
17 de diciembre de 1969 para conocer de nuevo el asunto; 
que la recurrente ni depositó prueba alguna de que hizo 
la referida comunicación al Departamento de Trabajo, ni 
asistió a la audiencia, concluyendo la recurrida al fondo; 
que asimismo la recurrida depositó la certificación NQ 2474 
del 28 de noviembre del 1969, expedida por el Departamen-
to de Trabajo, donde consta que el patrono recurrente no 
comunicó a ese Departamento el despido del ahora tra-
bajador intimado; que la recurrente lo que depositó fue co-
pia de una carta del 10 de enero del 1968 que dirigiera al 
Departamento de Trabajo, informándole que su trabajador 
Mario Bello Urbáez no ha querido acatar el horario de tra-
bajo establecido por esa empresa, lo que informa para los 
fines de lugar, pero dicha comunicación no encierra des-
pido alguno, sino que es una simple información; asimismo 
ha depositado la recurrente una carta del 10 de enero del 
1968 al ahora intimado donde lo amenaza con despido si 
no se reintegra a su trabajo"; que, a seguidas, la Cámara 
a-qua expresa que el patrono no probó haber comunicado 
oportunamente el despido alegado, y su causa, al Departa 
mento de Trabajo, a lo cual estaba obligado en virtud del 
Art. 81 del Código de Trabajo, por lo que, según el Art. 82 
el despido debía ser considerado injustificado; 

Considerando que aún cuando el recurrente ha alega-
do (ahora en casación) que al recurrir el trabajador al De-
partamento de Trabajo en tiempo hábil suplió con su di- 
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ligencia la falta del patrono, no ha aportado la prueba de 
que la reclamación fuera hecha dentro del plazo perento-
rio que exige el Art. 81 antes citado; que, finalmente, so-
bre el salario y el tiempo que duró el contrato, la Cámara 
a-qua se expresa así: "que según se desprende de la carta 
de fecha 10 de enero del 1968 que el patrono dirigiera al 
Departamento de Trabajo, de referencia el patrono expre-
sa en la misma que el intimado es su trabajador, con 7 u 
8 meses de labores y RD$75.00 de salario mensual; que en 
tal virtud al quedar establecido el despido injusto, el tiem-
po de labores, y el salario devengado, procede confirmar la 
sentencia impugnada ya que además las vacaciones son un 
derecho consagrado por la Ley a favor de los trabajadores, 
consignado en los artículos 170 y 171 del Código de Tra-
bajo cuando el tiempo de trabajo es menor de un año"; 

Considerando que lo anteriormente expresado por la 
Cámara a-qua se ajusta a las previsiones de la ley, pues fue 
el mismo patrono quien admitió el despido; y, en tales con-
diciones, las deducciones y apreciaciones del Juez a-quo 
resultan correctas en hecho y en derecho; que, finalmente 
por todo lo expuesto y por el examen del fallo impugnado. 

se  advierte que éste contiene motivos suficientes y perti-
nentes que justifican su dispositivo; que, por tanto, en 
dicho fallo no se ha incurrido en los vicios y violaciones 
denunciados en los tres medios propuestos, los cuales care-
cen de fundamento y deben ser desestimados; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Luis Bolívar Rosario Santos, con-
tra la sentencia dictada por la Cámara de Trabajo del Dis-
trito Nacional, en fecha 17 de marzo del 1970, cuyo dispo-
sitivo ha sido copiado en parte anterior del presente fallo; 
Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas, con 
distracción de las mismas en provecho de los Dres. Julio 
Aníbal Suárez y Rafael Moya, quienes afirman haberlas 
avanzado en su totalidad.  

2867 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz 	

p 	Ma 

Tejada— Fernando E. Ravelo de la Fuente; Manuel D. Bergés Chuani.— - 
nuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— Joa

.  Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzarquín M 
San — - tiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Erneso Curiel hijo, Se-

cretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada, por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado: Ernesto Curiel hijo. 
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ligencia la falta del patrono, no ha aportado la prueba de 
que la reclamación fuera hecha dentro del plazo perento-
rio que exige el Art. 81 antes citado; que, finalmente, so-
bre el salario y el tiempo que duró el contrato, la Cámara 
a-qua se expresa así: "que según se desprende de la carta 
de fecha 10 de enero del 1968 que el patrono dirigiera al 
Departamento de Trabajo, de referencia el patrono expre-
sa en la misma que el intimado es su trabajador, con 7 u 
8 meses de labores y RD$75.00 de salario mensual; que en 
tal virtud al quedar establecido el despido injusto, el tiem-
po de labores, y el salario devengado, procede confirmar la 
sentencia impugnada ya que además las vacaciones son un 
derecho consagrado por la Ley a favor de los trabajadores, 
consignado en los artículos 170 y 171 del Código de Tra-
bajo cuando el tiempo de trabajo es menor de un año"; 

Considerando que lo anteriormente expresado por la 
Cámara a-qua se ajusta a las previsiones de la ley, pues fue 
el mismo patrono quien admitió el despido; y, en tales con-
diciones, las deducciones y apreciaciones del Juez a-quo 
resultan correctas en hecho y en derecho; que, finalmente 
por todo lo expuesto y por el examen del fallo impugnado. 

se  advierte que éste contiene motivos suficientes y perti-
nentes que justifican su dispositivo; que, por tanto, en 
dicho fallo no se ha incurrido en los vicios y violaciones 
denunciados en los tres medios propuestos, los cuales care-
cen de fundamento y deben ser desestimados; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Luis Bolívar Rosario Santos, con-
tra la sentencia dictada por la Cámara de Trabajo del Dis-
trito Nacional, en fecha 17 de marzo del 1970, cuyo dispo-
sitivo ha sido copiado en parte anterior del presente fallo; 

klegundo: Condena al recurrente al pago de las costas, con 
distracción de las mismas en provecho de los Dres. Julio 
Aníbal Suárez y Rafael Moya, quienes afirman haberlas 
avanzado en su totalidad.  

2867 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada— Fedo 
E. Ravelo de la Fuente; Manuel D. Bergés Chupani. rnan

— Ma nuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. 
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar— San- 
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado: Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 2 DE DICIEMBRE DEL 1970 

Sentencia imp g  
unada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 23 

de febrero de 1970. 

Materia: Tierras. 

Recurrente: Ernestina Rosalía Guzmán Vda. Mejía Ricart. 

Abogado: Dr. Héctor Flores Ortiz. 

Recurrido: Victoria Lluberes Vda. Polanco y compartes. 

Abogado: Dr. Rolando A. Peña Frómeta. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, laSuprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. ue 

Rav 
 l elo Bergés

de la 

Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Man D.  
Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio á 

Beras, Joa- 

quín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almnzar y 
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretar lo 

General,
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en  
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, 

hoy día 2 de diciembre del año 1970, arios 127
9  de la Inde-

pendencia y 108 9 
 de la Restauración, dicta en audiencia 

púbica, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ernesti-
lia Rosalía Guzmán Vda. Mejía Ricart, dominicana, mayor 

de edad, abogada, domiciliada en la casa N
9  84 de la ca-

lle José Reyes de esta ciudad, cédula N
9  4454, serie ira., 

contra sentencia del Tribunal Superior de Tierras, de fe-
cha 23 de febrero del 1970, dictada en relación con la Par- 
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cela N9  71-A (Subdividida en Parcelas Nos. 71-A-1 a 71-A-7) 
del Distrito Catastral NQ 3 del Distrito Nacional, cuyo dis-
positivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Héctor 

Flores Ortiz, cédula NQ 38135, serie ira., abogado de la re-
currente; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación, suscrito en fecha 23 de 
abril del 1970, por el abogado de la recurrente, en el cual 
se invocan los medios que se indican más adelante; 

Visto el memorial de defensa, suscrito en fecha 12 de 
junio del 1970 por el Dr. Roberto Antonio Peña Frómeta, 
cédula N9 55939, serie ira., abogado de los recurridos, que 
lo son los sucesores de Rafael Ricardo Polanco García, Vic- 
toria Lluberes Vda. Polanco, dominicana, mayor de edad, 
cédula N9 4481, serie ira., domiciliada en la casa N9 13 de 
la calle Leonor de Ovando de esta ciudad, Rhina Margari-
ta Polanco Miniño de Cr. amaño, dominicana, mayor de edad, 
domiciliada en la casa N 9  13 de la calle Juan Evangelista 
Jiménez, de esta ciudad, cédula NQ 8238, serie 2; Nelly 
Evangelista Polanco de Martí, dominicana, mayor de edad. 
domiciliada en la casa N9 19 de la calle Pedro Ignacio Es-
paillat, de esta ciudad, cédula N9 45690, serie ira.; Rafael 
Ricardo Polanco Miniño, dominicano, mayor de edad, do-
miciliado en el apartamiento N9 3-E, Bronx 57, Nueva 
York, Estados Unidos de Norte América, y Altagracia Na-
dal Saint-Amand, dominicana, soltera, cédula N9 7555, se- 
rie ira., domiciliada en la casa NQ 23 de la calle Luperón 
de esta ciudad; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1351 del Código Civil, 216 y 
268 de la Ley de Registro de Tierras, y 1 y 65 de la Ley so-
bre Procedimiento de Casación; 
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SENTENCIA DE FECHA 2 DE DICIEMBRE DEL 1970 

uada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 23 
Sentencia imp gn  

de febrero de 1970. 

Materia: Tierras. 

Recurrente: Ernestina Rosalía Guzmán Vda. Mejía Ricart. 

Abogado: Dr. Héctor Flores Ortiz. 

Recurrido: Victoria Lluberes Vda. Polanco y compartes. 

Abogado: Dr. Rolando A. Peña Frómeta. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, laSuprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Rave 

l D D. lo Bergés 
de la 

Fuente, Primer Su 	 J 
stituto de Presidente; Manue 

Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, oa-
quín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y 
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario 

General, en la Sala donde celebra sus audieto nciasacional
, en la 

ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distri N, 

hoy día 2 de 
9 diciembre del ario 170, arios 127 9  de la Inde-

pendencia y 108 de la Restauración, dicta en audiencia 
púbica, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ernesti-
na Rosalía Guzmán Vda. Mejía Ricart, dominicana, mayor 

de edad, abogada, domiciliada en la casa N
9  84 de la ca-

lle José Reyes de esta ciudad, cédula N
9  4454, serie ir dea., 

contra sentencia del Tribunal Superior de Tierras, fe-
cha  23 de febrero del 1970, dictada en relación con la Par- 
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cela N9  71-A (Subdividida en Parcelas Nos. 71-A-1 a 71-A-7) 
del Distrito Catastral N 9  3 del Distrito Nacional, cuyo dis-
positivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Héctor 

Flores Ortiz, cédula N9 38135, serie ira., abogado de la re-
currente; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación, suscrito en fecha 23 de 
abril del 1970, por el abogado de la recurrente, en el cual 
se invocan los medios que se indican más adelante; 

Visto el memorial de defensa, suscrito en fecha 12 de 
junio del 1970 por el Dr. Roberto Antonio Peña Frómeta, 
cédula N9 55939, serie ira., abogado de los recurridos, que 
lo son los sucesores de Rafael Ricardo Polanco García, Vic-
toria Lluberes Vda. Polanco, dominicana, mayor de edad, 
cédula N9 4481, serie ira., domiciliada en la casa N 9  13 de 
la calle Leonor de Ovando de esta ciudad, Rhina Margari-
ta Polanco Miniño de C: amaño, dominicana, mayor de edad, 
domiciliada en la casa N° 13 de la calle Juan Evangelista 
Jiménez, de esta ciudad, cédula N9 8238, serie 2; Nelly 
Evangelista Polanco de Martí, dominicana, mayor de edad, 
domiciliada en la casa N9 19 de la calle Pedro Ignacio Es- 
paillat, de esta ciudad, cédula N9 45690, serie ira.; Rafaei 
Ricardo Polanco Miniño, dominicano, mayor de edad, do- 
miciliado en el apartamiento N9 3-E, Bronx 57, Nueva 
York, Estados Unidos de Norte América, y Altagracia Na- 
dal Saint-Amand, dominicana, soltera, cédula N9 7555, se-
rie ira., domiciliada en la casa N9 23 de la calle Luperón 
de esta ciudad; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1351 del Código Civil, 216 y 
268 de la Ley de Registro de Tierras, y 1 y 65 de la Ley so-
bre Procedimiento de Casación; 
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Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) 
que con motivo del proceso de subdivisión de la Parcela 
N9 71-A, del Distrito Catastral N 9  3 del Distrito de Santo 

Domingo, el Tribunal de Tierras de jurisdicción original, 
dictó en fecha 27 de junio del 1969 una sentencia cuyo dis-
positivo aparece inserto en el de la ahora impugnada; b) 
que sobre los recursos de apelación de Ernestina Guzmán 
Vda. Mejía Ricart y de Wenceslao Vidal Céspedes por sí 
y por los sucesores de Prudencio Vidal y Amantina Fer-
nández intervino la sentencia ahora impugnada cuyo dis-
positivo dice así: "FALLA: Primero: Se acogen, en cuan-
to a la forma, y se rechazan, en cuanto al fondo, las apela-
ciones interpuestas en fechas 11 de julio de 1969, por el 
Dr. Antonio Rosario, a nombre de la Dra. Ernestina Guz-
mán Vda. Mejía Ricart, y 25 de julio del mismo año, por 
el Dr. Fernando A. Silié Gatón, a nombre del señor Wen-
ceslao Vidal Céspedes, quien actúa por sí y por los Suce-
sores de Prudencio Vidal, y de la señora Amantina Fer-
nández, contra la Decisión N9 1 dictada por el Tribunal de 
Tierras de Jurisdicción Original en fecha 27 de junio de 
1969, en relación con la Parcela N 9  71-A (subdividida en 
Parcelas Nos. 71-A-1 a 71-A-7) del Distrito Catastral N 9  3 

del Distrito Nacional. Segundo: Se rechazan, por infunda-
das las pretensiones de los apelantes, Dra. Ernestina Ro-
salía Guzmán de Mejía Ricart, Sucesores de Prudencio Vi-
dal y Amantina Fernández. Tercero: Se confirma, en to-
das sus partes la Decisión N 9  1 dictada por el Tribunal de 
Tierras en fecha 27 de junio de 1969, en relación con 

Parcela N 9  71-A (subdividida en Parcelas Nos. 71-A-1 a 
71-A-7) del Distrito Catastral N 9  3, del Distrito Nacional, 
cuyo dispositivo dice así: "Primero: Rechaza, por impro- 
cedente y mal fundadas, las conclusiones presentadas por 
la parte intimante en esta instancia, Dra. Ernestina Guz- 
mán Viuda Mejía Ricart, en el sentido de que se revoque 
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la Resolución del Tribunal Superior de Tierras, de fecha 
11 de Diciembre del año 1964, que aprobó la 

subdivisión de 
la parcela N9 71-A, del Distrito Catastral N9 3, del Dis-

trito Nacional, a fin de que sea reintegrad a  a la misma, la 
Parcela N9 71-A-2, declarando nulo y sin valor ni efecto 
alguno, el Certificado de Título N9 66-839, de la Dirección 
del Registro de Títulos del Distrito Nacional y que como 
una consecuencia de esto, se proceda a realizar una nueva 
subdivisión; Segundo: Reconoce, en toda su vigencia y vi-
gor, como una consecuencia del ordinal anterior, la Re-
solución dictada por el Tribunal Superior de Tierras, en 
fecha 11 de Diciembre del año 1964, en favor del señor Ra-
fael Ricardo Polanco García, relativa a la aprobación de 
los trabajos de Deslinde de la Parcela N9 71-A-2, del Dis-
trito Catastral 1N9 3 del Distrito Nacional, con una exten-
sión superficial de 5 Has., 27 As., 14 Cas."; 

Considerando, que la recurrente invoca en su memo-
rial los siguientes medios de casación; Primer Medio: Con-
tradicción de fallos y violación de la cosa juzgada; Segun-
do Medio: Violación de los artículos 216 y 268 de la Ley 
de Registro de 

Tierras; Tercer Medio: Falta de base legal 
y desnaturalización de los hechos; 

Considerando que en el primer medio de su memorial 
la recurrente alega, en síntesis, lo siguiente: que el Tribu-
nal a-quo, al conocer del nuevo proyecto de subdivisión pre-
parado por el agrimensor Jos'é Rafael Reyes Félix, a re-
querimiento, principalmente, de Rafael Ricardo Polanco 
García, debió tener en cuenta que el plano de fecha 3 de 
septiembre de 1964, relativo a la Parcela N9 71-A-2, suscri-to por 

dicho agrimensor, era el mismo que el Agrimensor 
S. Mario Sánchez Guzmán había firmado el 17 de febrero 
del 1959, en relación ron la Parcela N9 71-A-72, el cual 
fue rechazado por la decisión N9 3 del 29 de noviembre 
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Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) 
que con motivo del proceso de subdivisión de la Parcela 
N9 71-A, del Distrito Catastral N9 3 del Distrito de Santo 
Domingo, el Tribunal de Tierras de jurisdicción original, 
dictó en fecha 27 de junio del 1969 una sentencia cuyo dis-
positivo aparece inserto en el de la ahora impugnada; b) 
que sobre los recursos de apelación de Ernestina Guzmán 
Vda. Mejía Ricart y de Wenceslao Vidal Céspedes por sí 
y por los sucesores de Prudencio Vidal y Amantina Fer-
nández intervino la sentencia ahora impugnada cuyo dis-
positivo dice así: "FALLA: Primero: Se acogen, en cuan-
to a la forma, y se rechazan, en cuanto al rondo, las apela-
ciones interpuestas en fechas 11 de julio de 1969, por el 
Dr. Antonio Rosario, a nombre de la Dra. Ernestina Guz-
mán Vda. Mejía Ricart, y 25 de julio del mismo año, por 
el Dr. Fernando A. Silié Gatón, a nombre del señor Wen-
ceslao Vidal Céspedes, quien actúa por sí y por los Suce-
sores de Prudencio Vidal, y de la señora Amantina Fer-
nández, contra la Decisión NQ 1 dictada por el Tribunal de 
Tierras de Jurisdicción Original en fecha 27 de junio de 
1969, en relación con la Parcela N 9  71-A (subdividida en 
Parcelas Nos. 71-A-1 a 71-A-7) del Distrito Catastral N 9  3 

del Distrito Nacional. Segundo: Se rechazan, por infunda-
das las pretensiones de los apelantes, Dra. Ernestina Ro-
salía Guzmán de Mejía Ricart, Sucesores de Prudencio Vi-
d.al y Amantina Fernández. Tercero: Se confirma, en to-
das sus partes la Decisión N 9  1 dictada por el Tribunal de 
Tierras en fecha 27 de junio de 1969, en relación con :a 

Parcela N 9  71-A (subdividida en Parcelas Nos. 71-A-1 a 
71-A-7) del Distrito Catastral N 9  3, del Distrito Nacional, 
cuyo dispositivo dice así: "Primero: Rechaza, por impro-
cedente y mal fundadas, las conclusiones presentadas por 
la parte intimante en esta instancia, Dra. Ernestina Guz-
mán Viuda Mejía Ricart, en el sentido de que se revoque 
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la Resolución del Tribunal Superior de Tierras, de fecha 
11. de Diciembre del año 1964, que aprobó la subdivisión 
de la parcela N9 71-A, del Distrito Catastral NQ 3, del Dis-
trito Nacional, a fin de que sea reintegrada a la misma, la 
Parcela N9 71-A-2, declarando nulo y sin valor ni efecto 
alguno, el Certificado de Título NQ 66-839, de la Dirección 
del Registro de Títulos del Distrito Nacional y que como 
una consecuencia de esto, se proceda a realizar una nueva 
subdivisión; Segundo: Reconoce, en toda su vigencia y vi-
gor, como una consecuencia del ordinal anterior, la Re-
solución dictada por el Tribunal Superior de Tierras, en 
lecha 11 de Diciembre del año 1964, en favor del señor Ra-
fael Ricardo Polanco García, relativa a la aprobación de 
los trabajos de Deslinde de la Parcela N9 71-A-2, del Dis-
trito Catastral N9 3 del Distrito Nacional, con una exten-
sión superficial de 5 Has., 27 As., 14 Cas."; 

Considerando, que la recurrente invoca en su memo-
rial los siguientes medios de casación; Primer Medio: Con-
tradicción de fallos y violación de la cosa juzgada; Segun-
do Medio: Violación de los artículos 216 y 268 de la Ley 
de Registro de Tierras; Tercer Medio: Falta de base legal 
y desnaturalización de los hechos; 

Considerando que en el primer medio de su memorial 
la recurrente alega, en síntesis, lo siguiente: que el Tribu-
nal a-quo, 

al conocer del nuevo proyecto de subdivisión pre-
parado por el agrimensor Joé Rafael Reyes Félix, a re-
querimiento, principalmente, de Rafael Ricardo Polanco 
García, debió tener en cuenta que el plano de fecha 3 de 
septiembre de 1964, relativo a la Parcela N9 71-A-2, suscri-
to por dicho agrimensor, era el mismo que el Agrimensor 
S. Mario Sánchez Guzmán había firmado el 17 de febrero 
del 1959, en relación Pon la Parcela N9 71-A-72, el cual 
fue rechazado por la decisión N9 3 del 29 de noviemb're 
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del 1963, revisada y confirmada el 28 de enero del 1964; 

que el Tribunal Superior de Tierras debió advertir no sólo 
que estaba violando la autoridad de la cosa juzgada de una 
sentencia que había dictado anteriormente, sino que esta-
ba incurriendo en una contradicción de fallos al aprobar 
ahora lo que antes había rechazado; pero, 

Considerando, que en primer término, si el proyecto 
de subdivisión primeramente hecho, fue rechazado por el 
Tribunal de Tierras, no puede haber sobre los derechos de 
las partes autoridad de cosa juzgada, puesto que éstos no 
quedaron reconocidos o fijados por sentencia alguna; que, 
además, la cuestión propuesta no puede suscitarse en ca-
sación, si no lo había sido ante los jueces del fondo; que, 
por tanto, se trata de un medio nuevo que, como tal, no 
puede ser admitido; por lo que el primer medio del recurso 
carece de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando, que en el segundo medio de su memo-
rial el recurrente alega, en síntesis, que el Tribunal Supe-
rior de Tierras había aprobado la subdivisión de la Parce-

la N9  71-A-2 en Cámara de Consejo, sin comprobar si to-
dos los colindantes habían dado su conformidad a dicha 
subdivisión; que, sin embargo, la aprobación se hizo con 
la única declaración de conformidad dada por Freddy Ra-
món Espinal, quien también era peticionario de la subdivi- 

sión; pero, 

Considerando. que, en efecto, en la sentencia impug-
nada se expresa "que el proceso de subdivisión parcial-
mente aprobado por la Resolución del Tribunal Superior de 
Tierras de fecha 11 de diciembre del 1964, constituyó el des- J. 

linde de la porción registrada y poseída por el señor Po-
lanco García, y, en consecuencia, el agrimensor contratista 
solamente estaba obligado a obtener la conformidad de 
los propietarios colindantes y de aquellos propietarios que 
específicamente pretendiera derechos dentro de la exten- 
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Sión de terreno poseída por el señor Polanco García"; que, 
sin embargo, como esta Resolución de subdivisión fue im-
pugnada por la recurrente, el caso fue sometido a debate 
y ella pudo presentar todos los alegatos que consideró ne-
cesarios para su defensa, tanto en jurisdicción Original co-
mo ante el Tribunal Superior de Tierras, así como también 
pudo interponer el recurso de casación que se falla por 
esta sentencia; 

Considerando, además, que el Tribunal a-quo para re-
chazar los alegatcs de la recurrente tendientes a que fue-
ra anulada la Resolución de Subdivisión dictada por el Tri-
bunal Superior de Tierras en fecha 11 de diciembre del 
1964, expresa lo siguiente: que por el examen de los docu-
mentos del expediente y de los testimonios presentados tan-
to ante el Juez de Jurisdicción Original como ante dicho 
Tribunal, así como por los hechos y circunstancias de la cau-
sa formó su convicción en el sentido de que Rafael Ricar-
do Polanco García ocupó las porciones del terreno que in-
legran hoy la Parcela N9 71-A-2, desde que las adquirió, 
"o sea desde el 18 de enero de 1955 al 16 de abril del 1956" ; 

 y mantuvo la posesión material de la misma, sin discusión 
con nadie, hasta la revolución de abril del 1965, es decir, 
con posterioridad al 11 de diciembre del 1964, fecha en que 
fue aprobada, parcialmente, por el Tribunal Superior de 
Tierras la subdivisión de la parcela en liscusión; que, asi-
mismo, se expresa en la sentencia impugnada, que Ernesti-
na Rosalía Guzmán Vda. Mejía Ricart nunca ocupó la Par-
cela N9 71-A-2, aún cuando había adquirido porciones de 
terreno en la Parcela 1\1 9  71-A en fechas 23 y 26 de diciem-
bre del 1955, y 10 de agosto del 1958, y ha sido después de 
la aprobación de la subdivisión o deslinde cuando ha for-
mulado su reclamación de los mismos terrenos medidos a 
Polanco García, quien los poseía pacíficamente hacíwnás 
de diez años; que también se expresa en el fallo impug-
nado que no se h9 demostrado que Abraham Aguiar Díaz 
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del 1963, revisada y confirmada el 28 de enero del 1964; 
que el Tribunal Superior de Tierras debió advertir no sólo 
que estaba violando la autoridad de la cosa juzgada de una 
sentencia que había dictado anteriormente, sino que esta-
ba incurriendo en una contradicción de fallos al aprobar 
ahora lo que antes había rechazado; pero, 

Considerando, que en primer término, si el proyecto 
de subdivisión primeramente hecho, fue rechazado por el 
Tribunal de Tierras, no puede haber sobre los derechos de 
las partes autoridad de cosa juzgada, puesto que éstos no 
quedaron reconocidos o fijados por sentencia alguna; que, 
además, la cuestión propuesta no puede suscitarse en ca-
sación, si no lo había sido ante los jueces del fondo; que, 
por tanto, se trata de un medio nuevo que, como tal, no 
puede ser admitido; por lo que el primer medio del recurso 
carece de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando, que en el segundo medio de su memo-
rial el recurrente alega, en síntesis, que el Tribunal Supe-
rior de Tierras había aprobado la subdivisión de la Parce-

la N9  71-A-2 en Cámara de Consejo, sin comprobar si to-
dos los colindantes habían dado su conformidad a dicha 
subdivisión; que, sin embargo, la aprobación se hizo con 
la única declaración de conformidad dada por Freddy Ra-
món Espinal, quien también era peticionario de la subdivi- 

sión; pero, 

Considerando. que, en efecto, en la sentencia impug-
nada se expresa "que el proceso de subdivisión parcial-
mente aprobado por la Resolución del Tribunal Superior de 
Tierras de fecha 11 de diciembre del 1964, constituyó el des-
linde de la porción registrada y poseída por el señor Po-
lanco García, y, en consecuencia, el agrimensor contratista 
solamente estaba obligado a obtener la conformidad de 
los propietarios colindantes y de aquellos propietarios que 
específicamente pretendiera derechos dentro de la exten- 
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sión de terreno poseída por el señor Polanco García"; que, 
sin embargo, como esta Resolución de subdivisión fue im-
pugnada por la recurrente, el caso fue sometido a debate 
y ella pudo presentar todos los alegatos que consideró ne-
cesarios para su defensa, tanto en jurisdicción Original co-
mo ante el Tribunal Superior de Tierras, así como también 
pudo interponer el recurso de casación que se falla por 
esta sentencia; 

Considerando, además, que el Tribunal a-quo para re-
chazar los alegatos de la recurrente tendientes a que fue-
ra anulada la Resolución de Subdivisión dictada por el Tri-
bunal Superior de Tierras en fecha 11 de diciembre del 
1964, expresa lo siguiente: que por el examen de los docu-
mentos del expediente y de los testimonios presentados tan-
to ante el Juez de Jurisdicción Original como ante dicho 
Tribunal, así como por los hechos y circunstancias de la cau-
sa formó su convicción en el sentido de que Rafael Ricar-
do Polanco García ocupó las porciones del terreno que in-
tegran hoy la Parcela N9 71-A-2, desde que las adquirió, 
"o sea desde el 18 de enero de 1955 al 16 de abril del 1956" ; 

 y mantuvo la posesión material de la misma, sin discusión 
con nadie, hasta la revolución de abril del 1965, es decir, 
con posterioridad al 11 de diciembre del 1964, fecha en que 
fue aprobada, parcialmente, por el Tribunal Superior de 
Tierras la subdivisión de la parcela en liscusión; que, asi-
mismo, se expresa en la sentencia impugnada, que Ernesti-
na Rosalía Guzmán Vda. Mejía Ricart nunca ocupó la Par-
cela N9 71-A-2, aún cuando había adquirido porciones de 
terreno en la Parcela N 9  71-A en fechas 23 y 26 de diciem-
bre del 1955, y 10 de agosto del 1958, y ha sido después de 
la aprobación de la subdivisión o deslinde cuando ha for-
mulado su reclamación de los mismos terrenos medidos a 
Polanco García, quien los poseía pacíficamente hacía ajnás 
de diez años; que también se expresa en el fallo impug-
nado que no se h:3 demostrado que Abraham Aguiar Díaz 
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causante de la Vda. Mejía Ricart fuera dueño de la porción 
de terreno deslindada a Polanco García; 

Considerando, que por lo antes expuesto es evidente 
que los jueces del fondo apreciaron, que la recurrente no 
podía aspirar a que le fuera deslindada la porción de te-
rreno que había adquirido dentro de la Parcela N 9  71-A 

en el lugar que hoy se señala como parcela N 9  71-A-2, mien-

tras de otra manera comprobó que su oponente, Polanco 
García, estaba en posesión de esa porción del terreno cuan-
do se realizaba el proceso de subdivisión; 

Considerando, que los agrimensores al proceder a la 
subdivisión de un terreno en comunidad están obligados 
al practicar la mensura a tener en cuenta las posesiones 
de los copropietarios, siempre que al hacerlo así no lesio-
nen los derechos de éstos; que por lo expuesto precedente-
mente se comprueba que los jueces del fondo rechazaroa 
las pretensiones de la recurrente basándose en que su opo-
nente, Polanco García, ocupaba la porción de terreno que 
le fue deslindada por el agrimensor contratista de la sub-
división, sin que se demostrara que la recurrente haya su-
frido ningún perjuicio como consecuencia de ese deslinde; 
que en tales condiicones el segundo medio del recurso ca-
rece de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando, que en el tercer medio de su memorial, 
la recurrente alega lo siguiente: que no es cierto como se 
afirma en la sentencia impugnada que Polanco García ocu-
pó la Parcela No 71-A-2 sin discusión con nadie, dasde su 
adquisición hasta la revolución del 24 de abril del 1965, 
puesto que, según se comprueba por el estudio del expe-
diente, cuando Polanco García quiso apropiarse de esos te-
rrenos por medio de una subdivisión que practicó el Agri-
mensor S. Mario Sánchez Guzmán, ella (la recurrente) se 
opuso y la subdivisión no fue aprobada; que tampoco es 
cierto que ella no ocupaba el terreno cuando lo adquirió, 
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ya que la recurrente tuvo, por lo menos, un encargado de 
sus terrenos y éste nunca fue turbado por Polanco García; 
que el Tribunal a-quo desnaturalizó los hechos de la causa 
cuando en su sentencia afirma que ha sido después de la 
aprobación de la subdivisión que, la recurrente, ha formu-
lado reclamaciones sobre estos terrenos, cuando ella había 
impugnado la subdivisión practicada por el Agrimensor 
Sánchez Guzmán; pero, 

Considerando, que tal como se expresa en esta senten-
cia en relación con el segundo medio del recurso, el Tri-
bunal a-quo se fundó, en definitiva, para rechazar los ale-
gatos de la recurrente, principalmente, en que ésta no ocu-
pó nunca el terreno que reclama y se basó para ello tanto 
en los documentos del expediente como en las declaracio-
res de los testigos oídos en ambas jurisdicciones; que la 
recurrente no alegó ante los jueces del fondo, según se com-
prueba del examen del expediente, que mantuviera un en-
cargado en el terreno objeto de la discusión; que por el 
contrario los Jueces establecieron que Polanco García ha-
bía mantenido la posesión del terreno durante diez años: 
que por lo antes expuesto y por el exámen de la sentencia 
impugnada se comprueba que en ella no se ha incurrido 
en los vicios de falta de base legal ni de desnaturalización 
de los hechos de la causa alegados en este medio por la 
recurrente; por todo lo cual dicho medio carece de funda-
mento y debe ser desestimado; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Ernestina Rosalía Guzmán Vda. de 
Mejía Ricart, contra la sentencia del Tribunal Superior de 
Tierras, dictada en fecha 23 de febrero del 1970, en rela-
ción con la subdivisión de la Parcela N9 71-A (subdivididas 
en Parcelas Nos. 71-A-1 a 71-A-7), del Distrito Catastral 
N9 3 del Distrito de Santo Domingo, cuyo dispositivo se 
copia en parte anterior del presente fallo; Segundo: Conde-
na a la recurrente al pago de las costas, con distracción en 
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causante de la Vda. Mejía Ricart fuera dueño de la porción 
de terreno deslindada a Polanco García; 

Considerando, que por lo antes expuesto es evidente 
que los jueces del fondo apreciaron, que la recurrente no 
podía aspirar a que le fuera deslindada la porción de te-
rreno que había adquirido dentro de la Parcela N 9  71-A 

en el lugar que hoy se señala como parcela N 9  71-A-2, mien-
tras de otra manera comprobó que su oponente, Polanco 
García, estaba en posesión de esa porción del terreno cuan-
do se realizaba el proceso de subdivisión; 

Considerando, que los agrimensores al proceder a la 
subdivisión de un terreno en comunidad están obligados 
al practicar la mensura a tener en cuenta las posesiones 
de los copropietarios, siempre que al hacerlo así no lesio-
nen los derechos de éstos; que por lo expuesto precedente-
mente se comprueba que los jueces del fondo rechazaroa 
las pretensiones de la recurrente basándose en que su opo-
nente, Polanco García, ocupaba la porción de terreno que 
le fue deslindada por el agrimensor contratista de la sub-
división, sin que se demostrara que la recurrente haya su-
frido ningún perjuicio como consecuencia de ese deslinde; 
que en tales condlicones el segundo medio del recurso ca-
rece de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando, que en el tercer medio de su memorial, 
la recurrente alega lo siguiente: que no es cierto como se 
afirma en la sentencia impugnada que Polanco García ocu-
pó la Parcela N9  71-A-2 sin discusión con nadie, dasde su 
adquisición hasta la revolución del 24 de abril del 1965, 
puesto que, según se comprueba por el estudio del expe-
diente, cuando Polanco García quiso apropiarse de esos te-
rrenos por medio de una subdivisión que practicó el Agri-
mensor S. Mario Sánchez Guzmán, ella (la recurrente) se 
opuso y la subdivisión no fue aprobada; que tampoco es 
cierto que ella no ocupaba el terreno cuando lo adquirió, 
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ya que la recurrente tuvo, por lo menos, un encargado de 
sus terrenos y éste nunca fue turbado por Polanco García; 
que el Tribunal a-quo desnaturalizó los hechos de la causa 
cuando en su sentencia afirma que ha sido después de la 
aprobación de la subdivisión que, la recurrente, ha formu-
lado reclamaciones sobre estos terrenos, cuando ella había 
impugnado la subdivisión practicada por el Agrimensor 
Sánchez Guzmán; pero, 

Considerando, que tal como se expresa en esta senten-
cia en relación con el segundo medio del recurso, el Tri-
bunal a-quo se fundó, en definitiva, para rechazar los ale-
gatos de la recurrente, principalmente, en que ésta no ocu-
pó nunca el terreno que reclama y se basó para ello tanto 
en los documentos del e.qpediente como en las declaracio-
res de los testigos oídos en ambas jurisdicciones; que la 
recurrente no alegó ante los jueces del fondo, según se com-
prueba del examen del expediente, que mantuviera un en-
cargado en el terreno objeto de la discusión; que por el 
contrario los Jueces establecieron que Polanco García ha-
bía mantenido la posesión del terreno durante diez años: 
que por lo antes expuesto y por el exámen de la sentencia 
impugnada se comprueba que en ella no se ha incurrido 
en los vicios de falta de base legal ni de desnaturalización 
de los hechos de la causa alegados en este medio por la 
recurrente; por todo lo cual dicho medio carece de funda-
mento y debe ser desestimado; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Ernestina Rosalía Guzmán Vda. de 
Mejía Ricart, contra la sentencia del Tribunal Superior de 
Tierras, dictada en fecha 23 de febrero del 1970, en rela-
ción con la subdivisión de la Parcela N9 71-A (subdivididas 
en Parcelas Nos. 71-A-1 a 71-A-7), del Distrito Catastral 
NI> 3 del Distrito de Santo Domingo, cuyo dispositivo se 
copia en parte anterior del presente fallo; Segundo: Conde-
na a la recurrente al pago de las costas, con distracción en 

4 
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favor del Dr. Roberto Antonio Peña Frómeta, abogado de 

los recurridos, quien afirma haberlas 
avanzado en su ma- 

yor parte. 
(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 

E. Ravelo de la Fuente.— Manuel 
D. Bergés Chupani.-

Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín 
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— 
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, 

Secretario General. 
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado: Ernesto Curiel hijo. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha 
2 de. julio de 1969. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Francisco Bierd. 

Abogados: Dr. J. A, Miguel Díaz Pichardo y Dr. Vicente Dámaso 
Jorge Job. 

Interviniente: José E. Kunhard hijo. 

Abogado: Dr. Félix R. Castillo Plácido. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, laSuprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Eduardo Read Ba-
rreras, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio 
Joaquín M. Alvarez Perelló y Juan Bautista Rojas Almán-
7ar, asistidos del Secretario General, en la Sala donde ce-
lebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de 
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 2 del mes de Diciem-
bre de 1970, años 1279 de la Independencia y 108° de la 
Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de 
casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Francis-
co Bierd, dominicano, mayor de edadl, casado, agricultor, 
domiciliado y residente en Rancho Ambrosio, del Munici-
pio de Puerto Plata, cédula No 6788, serie 37, contra la sen-
tencia de fecha 2 de julio de 1969, dictada en sus atribucio- 

4. 
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favor del Dr. Roberto Antonio Peña Frómeta, abogado de 
los recurridos, quien afirma haberlas avanzado en su ma- 

yor parte. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 

E. Ravelo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupani.-

Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín 
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.—
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, 

Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado: Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 2 DE DICIEMBRE DEL 1970 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha 
2 de julio de 1969. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Francisco Bierd. 

Abogados: Dr. J. A. Miguel Díaz Pichardo y Dr. Vicente Dámaso 
Jorge Job. 

Interviniente: José E. Kunhard hijo. 

Abogado: Dr. Félix R. Castillo Plácido. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

   

En Nombre de la República, laSuprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Eduardo Read Ba-
ireras, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, 
Joaquín M. Alvarez Perelló y Juan Bautista Rojas Almán-
zar, asistidos del Secretario General, en la Sala donde ce-
lebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de 
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 2 del mes de Diciem-
bre de 1970, años 127 9  de la Independencia y 1089  de la 
Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de 
casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Francis-
co Bierd, dominicano, mayor de edad/, casado, agricultor, 
domiciliado y residente en Rancho Ambrosio, del Munici-
pio de Puerto Plata, cédula N9 6788, serie 37, contra la sen-
tencia de fecha 2 de julio de 1969, dictada en sus atribucio- 
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nes correccionales por la Corte de Apelación de Santiago, 
cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Félix R. Castillo Plácido, cédula 18850, 

serie 37, abogado de José E. Kundhardt hijo, dominicano, 
mayor de edad, casado, agrimensor, cédula 145, serie 38, 
domiciliado y residente en Puerto Plata parte intervinien-
te, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 
Secretaría de la Corte a-qua en fecha 27 de junio de 1969, 
a requerimiento del Dr. J.•A. Miguel Díaz Pichardo, cédu-
la 24809 serie 54. abogado del recurrente, en la cual no ex-
pone ningún medio determinado de casación; 

Visto el Memorial de Casación de fecha 10 de noviem-
bre de 1970, suscrito por el Dr. Vicente Dámaso Jorge Job, 
cédula 43377, serie 31, a nombre del recurrente, en el cual 
se invocan los medios que se indican más adelante; 

Visto el escrito de fecha 13 de noviembre de 1970, fir-
mado por el abogado de la parte interviniente; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 1 y 2 de la Ley N9 5869, de 
1962; 1315 y 1382 del Código Civil; 141 del Código de Pro-
cedimiento Civil; 189 y 455 del Código de Procedimiento 
Criminal; y 1, 20 y 65 de la Ley Sobre Procedimiento de 

Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta; a) Que con moti-
vo de una querella por violación de propiedad, hecha el 
3 de junio de 1963 por José E. Kundhardt, contra Eusebio 
Almonte y Francisco Bierd y compartes, el Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Puerto Plata, regu- 

BOLETIN JUDICIAL 	
2879 

larmente apoderado, dictó en fecha 2 de junio 
de 1964, una sentencia en defecto cuyo dispositivo dice así: 
"Falla: Pri• mero: 

Que debe pronunciar y Pronuncia el defecto contra 
los nombrados Francisco Bierd(alias) Flaco, Palén Rosa-
rio, Rogelio Rosario, Fito García, Pablo López (alias) Tan-
que, 

Albertino Familia, Ramón Zarzuela, Gabriel Caraba- llo 
(alias) Lulú, y Ramón Zarzuela hijo, por no haber com 

parecido no obstante haber sido legalmente citados; Se- gundo: 
Que debe declarar y Declara a los nombrados Fran- cisco 

Bierd (alias) Flaco, Palén Rosario, Rogelio Rosario, 
Pito García, Pablo López (alias) Tanque, Albertino Fami- 
lia, Ramón Zarzuela, Gabriel Caraballo (alias) Lulú, Ra- 
món Zarzuela hijo, Félix Rosario, Pedro del Rosario, Ni- 
casio Guzmán, Ramón Guzmán Almonte, Adolfo Bierd Mar- 
tínez (alias) Teón, y Sinito Almonte, culpables del delito de 

violación de propiedad en perjuicio de José Eugenio 
Kunhardt hijo; y en consecuencia, condena a Francisco 
Bierd (alias) Flaco, Palén Rosario, Rogelio Rosario, Pito 
García, Pablo López (alias) Tanque, Albertino Familia, Ra- 
món Zarzuela, Gabriel Cadaballo (alias) Lulú, y Ramón 
Zarzuela hijo, a Seis Meses de Prisión Correccional, cada 
uno, y al pago de las costas penales, y a los nombrados 
Félix Rosario, Pedro del Rosario, Nicasio Guzmán, Ramón 
Guzmán Almonte Adolfo iBerd Martínez (alias) Teón y 
Sinito Almonte, a Dos Meses de Prisión Correccional y al pago de 

las costas penales, acogiendo en favor de estos 
últimos, circunstancias atenuantes; Tercero: Que debe de-
clarar y Declara como buena y válida la constitución en 
parte civil hecha por José Eugenio Gunhardt hijo contra 
Francisco Bierd (alias) Flaco, y en consecuencia condena 
a este último al pago de una indemnización de Un Mil Pe-
sos Oro en favor del primero, por concepto de daños y per-
juicios; Cuarto: Que debe 

condenar y Condena además a 
Francisco Bierd (alias) Flaco al pago de las costas civiles 
con distracción en provecho del Dr. Félix R. Castillo Pláci- 
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nes correccionales por la Corte de Apelación de Santiago, 
cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Félix R. Castillo Plácido, cédula 18850, 

serie 37, abogado de José E. Kundhardt hijo, dominicano, 
mayor de edad, casado, agrimensor, cédula 145, serie 38, 
domiciliado y residente en Puerto Plata parte intervinien-
te, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 
Secretaría de la Corte a-qua en fecha 27 de junio de 1969, 
a requerimiento del Dr. Miguel Díaz Pichardo, cédu-
la 24809 serie 54. abogado del recurrente, en la cual no ex-
pone ningún medio determinado de casación; 

Visto el Memorial de Casación de fecha 10 de noviem-
bre de 1970, suscrito por el Dr. Vicente Dámaso Jorge Job, 
cédula 43377, serie 31, a nombre del recurrente, en el cual 
se invocan los medios que se indican más adelante; 

Visto el escrito de fecha 13 de noviembre de 1970, fir-
mado por el abogado de la parte interviniente; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 1 y 2 de la Ley N 9  5869, de 

1962; 1315 y 1382 del Código Civil; 141 del Código de Pro-
cedimiento Civil; 189 y 455 del Código de Procedimiento 
Criminal; y 1, 20 y 65 de la Ley Sobre Procedimiento de 

Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta; a) Que con moti-
vo de una querella por violación de propiedad, hecha el 
3 de junio de 1963 por José E. Kundhardt, contra Eusebio 
Almonte y Francisco Bierd y compartes, el Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Puerto Plata, regu- 
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larmente apoderado, dictó en fecha 2 de junio de 1964, 
 sentencia en defecto cuyo dispositivo dice así: "Falla: una 

mero: Que debe pronunciar y Pronuncia el defecto contra 
los nombrados Francisco Bierd (alias) Flaco, Palén 

 rio, Rogelio Rosario, Fito García, Pablo Ló 
	

Rosa 
pez (ali 	Tan- que, Albertino Familia, Ramón Zarzuela, Gabriel as) 

Caraba- llo (alias) Lulú, y Ramón Zarzuela hijo, por no haber com 
parecido no obstante haber sido legalmente citados; Se-
gundo: Que debe declarar y Declara a los nombrados Fran-
cisco Bierd (alias) Flaco, Palén Rosario, Rogelio o 

Ro, Pito García, Pablo López (alias) 	, 	 ai- Tanque Albertin Fsariom lia, Ramón Zarzuela, Gabriel Caraballo (alias) Lulú, Ra- 
món Zarzuela hijo, Félix Rosario, Pedro del Rosario, Ni- 
casio Guzmán, Ramón Guzmán Almonte, Adolfo Bierd Mar- 
tínez (alias) Teón. y Sinito Almonte, culpables del delito de 

violación de propiedad en perjuicio de José Eugenio 
Kunhardt hijo; y en consecuencia, condena a Francisco 
Bierd (alias) Flaco, Palén Rosario, Rogelio Rosario, Pito 
García, Pablo López (alias) Tanque, Albertino Familia, Ra- 
món Zarzuela, Gabriel Cadaballo (alias) Lulú, y Ramón 
Zarzuela hijo, a Seis Meses de Prisión Correccional, cada 
uno, y al pago de las costas penales, y a los nombrados 
Félix Rosario, Pedro del Rosario, Nicasio Guzmán, Ramón 
Guzmán Almonte Adolfo iBerd Martínez (alias) Teón y 
Sinito Almonte, a Dos Meses de Prisión Correccional y al pago de 

las costas penales, acogiendo en favor de estos 
últimos, circunstancias atenuantes; Tercero: Que debe de-
clarar y Declara como buena y válida la constitución 

en 
parte civil hecha por José Eugenio Gunhardt hijo contra 
Francisco Bierd (alias) Flaco, y en consecuencia condena 
a este último al pago de una indemnización de Un Mil Pe-
sos Oro en favor del primero, por concepto de daños y per-
juicios; Cuarto: Que debe condenar y Condena además a 
Francisco Bierd (alias) Flaco al pago de las costas civiles' 
con distracción en provecho del Dr. Félix R. Castillo Pláci- 
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arte civil constituida, quien afirma ha- 
do, abogado de la p mayor arte"; b) Que sobre recurso 
berlas avanzado en su may p  
de oposición de Francisco Bierd, el 

citado
entencia c 

Juzgado
uyo dispo- 

nado; e) 

en fe- 

cha 26 de Octubre de 1965 dictó una s 
sitivo figura inserto en el del fallo ahora impugla Corte 
Que sobre del prevenido recurso del prevenido,  
de Apelación de Santiago dictó en fecha 2 de junio de 1969 

una sentencia con el siguiente dispositivo: "Fallars
: Primero: 

ere-
Declara regular en cuanto a la forma, el recurso de 
lación interpuesto por el nombrado Francisco Bierd (alias) 

lación interpuesto por el nombrado Francisco iBer Juz- 
d (El 

Flaco), contra sentencia correccional dictada por el 
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial cuyo dispositi- 

de Puerto 

Plata, en fecha 26 de octubre del ario 1965, 
vo es el siguiente: "Falla: Primero: que debe declarar y de- 
clara Nulo, por no haber comparecido el oponente, el re- 
curso de oposición intentado por el nombrado Francisco 
Bierd (a) El Flaco, contra sentencia de fecha dos de junio 
del año mil novecientos sesenta y cuatro, que lo condenó a 
seis meses de prisión y al pago de las costas, por el delito 
de violación de propiedad en perjuicio de José Eugenio 
Kundhardt hijo, y a pagarle a éste una indemnización de 

un 
mil pesos oro (RD$1,000.00), a título de daños y per- 

juicios, y al pago de las costas penales y civiles, distraídas 

estas últimas en provecho del Dr. Félix R. na 
Castillo Pláci- 

do; y Segundo: que debe condenar y Conde  
al pago de las costas de su recurso, tanto penales como ci-
viles, con distracción de estas últimas en favor del aboavan- 

gado, 

Dr. Félix R. Castillo Plácido, quien afirma haberlas 
zado. Segundo: Modifica la sentencia apelada en cuanto a 
la pena impuéstale al prevenido en el sentido de reducir 
ésta a una multa de RD$75.00 (Setenta y Cinco Pesos Oro), 
por el delito de violación de propiedad cometido en per. 
juicio de José Eugenio Kunhardt hijo; Tercero: Confirma 
la séntencia recurrida en cuanto condenó al inculpado 

11 
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Francisco Bierd (a) El Flaco al pago de una indemnización 
de RD$1,000.00 (Mil Pesos Oro), en favor de la parte civil 
constituida, señor José Eugenio Kunhardt hijo, por los 
daños morales y materiales por él experimentados; Cuar-
to: Condena a dicho prevenido al pago de las costas pena-
les y civiles con distracción de estas últimas en provecho 
del Dr. Félix Castillo Plácido, quien afirma haberlas avan-
zado en su mayor parte"; 

Considerando que en su memorial de casación, el re-
currente invoca los siguientes medios: "Primer Medio: Fal-
ta de base legal por desnaturalización de los hechos de la 
causa, por hacerle producir efectos contrarios a su natura-
leza o modo de ser, y atribuír al recurrente una confesión 
que él no ha hecho. Segundo Medio: Violación del art. 1315 
del Código Civil, 141 del de Proc. Civil combinado con el 
189 del Código de Procedimiento Criminal. Tercer Medio: 
Violación del art. 1382 del Código Civil. Falta de base legal. 
Violación en este aspecto del art. 1315 del Código Civil". 

Considerando que independientemente de los alegatos 
del recurrente, es necesario en el presente caso, por el tiem-
po transcurrido, examinar y decidir, si la acción pública, 
por tratarse de un hecho de carácter correccional, está o 
no prescrito, pues en materia penal la prescripción es de 
orden público, y puede suscitaráe de ofiico y aún en ca-
sación; 

Considerando que según el artículo 455 del Código de 
Procedimiento Criminal, la prescripción es de tres años si 
se tratare de un delito que mereciese pena correccional; 
que, en la especie, el delito pusto a cargo del prevenido re-
currente, o sea, violación de propiedad, está sancionado con 
pena correccional de acuerdo con el Artículo 19 de la Ley 
N9 5869, de 1962; 

Considerando que según consta en el fallo impugna-
do y en los documentos a que él se refiere, la querella 
puesta por José E. Kundhart contra el prevenido lo fue el 

11 
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Francisco Bierd (a) El Flaco al pago de una indemnización 
de RD$1,000.00 (Mil Pesos Oro), en favor de la parte civil 
constituida, señor José Eugenio Kunhardt hijo, por los 
daños morales y materiales por él experimentados; Cuar-
to: Condena a dicho prevenido al pago de las costas pena-
les y civiles con distracción de estas últimas en provecho 
del Dr. Félix Castillo Plácido, quien afirma haberlas avan-
zado en su mayor parte"; 

Considerando que en su memorial de casación, el re-
currente invoca los siguientes medios: "Primer Medio: Fal-
ta de base legal por desnaturalización de los hechos de la 
causa, por hacerle producir efectos contrarios a su natura-
leza o modo de ser, y atribuír al recurrente una confesión 
que él no ha hecho. Segundo Medio: Violación del art. 1315 
del Código Civil, 141 del de Proc. Civil combinado con el 
189 del Código de Procedimiento Criminal. Tercer Medio: 
Violación del art. 1382 del Código Civil. Falta de base legal. 
Violación en este aspecto del art. 1315 del Código Civil". 

Considerando que independientemente de los alegatos 
del recurrente, es necesario en el presente caso, por el tiem-
po transcurrido, examinar y decidir, si la acción pública, 
por tratarse de un hecho de carácter correccional, está o 
no prescrito, pues en materia penal la prescripción es de 
orden público, y puede suscitare de ofiico y aún en ca-
sación; 

Considerando que según el artículo 455 del Código de 
Procedimiento Criminal, la prescripción es de tres años si 
se tratare de un delito que mereciese pena correccional; 
que, en la especie, el delito pusto a cargo del prevenido re-
currente, o sea, violación de propiedad, está sancionado con 
pena correccional de acuerdo con el Artículo 1 9  de la Ley 
N9 5869, de 1962; 

Considerando que según consta en el fallo impugna-
do y en los documentos a que él se refiere, la querella 
puesta por José E. Kundhart contra el prevenido lo fue el 
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do, abogado de la parte civil constituida, quien afirma ha 
mayor parte"; b) Que sobre recurso 

berlas avanzado en su  
de oposición de Francisco Bierd, el citado Juzgado en fe- 

o dis 
cha 26 de Octubre de 1965 dictó una sentencia cuy nado ; po- ) 
sitivo figura inserto en el del fallo ahora impugla Corte

c 

Que sobre del prevenido recurso del prevenido,  
de Apelación de Santiago dictó en fecha 2 de junio de 1969 

una sentencia con el siguiente dispositivo: " recu
Falla:

rso de ape- 
Primero: 

Declara regular en cuanto a la forma, el 
lación interpuesto por el nombrado Francisco Bierd (alias) 
lación interpuesto por el nombrado Francisco iBerd (El 
Flaco), c onra sentencia correccional dictada por el Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Puerto 

Plata, en fecha 26 de octubre del año 1965, cuy declara r y de- 
o dispositi- 

vo es el siguiente: "Falla: Primero: que debe 
clara Nulo, por no haber comparecido el oponente, el re-
curso de oposición intentado por el nombrado Francisco 
Bierd (a) El Flaco, contra sentencia de fecha dos de junio 
del año mil novecientos sesenta y cuatro, que lo condenó a 
seis meses de prisión y al pago de las costas, por el delito 
de violación de propiedad en perjuicio de José Eugenio 
Kundhardt hijo, y a pagarle a éste una indemnización de 

un 
mil pesos oro (RD$1,000.00), a título de daños y per-

juicios, y al pago de las costas penales y civiles, distraídas 
estas últimas en provecho del Dr. Félix R. CastilloPláci

-

do; y Segundo: que debe condenar y Condena al oponente 
al pago de las costas de su recurso, tanto penales como ci-
viles, con distracción de estas últimas en favor del abogado, 
Dr. Félix R. Castillo Plácido, quien afirma haberlas avan- 

Segundo: Modifica la sentencia apelada en cuanto a 
zado. la pena impuéstale al prevenido en el sentido de reducir 

ésta a una multa de RD$75.00 

Tercero: Confirma 
juicio

(Setenta y Cinco Pesos Or
p

o), 

por el delito de violación de propiedad cometido n er-
juicio de José Eugenio Kunhardt hijo;  
la séntencia recurrida en cuanto condenó al inculpado 
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3 de junio de 1963; que el 2 de julio de 1964, el Juzgado 
de Primera Instancia de Puerto Plata lo condenó en de-
fecto, y luego el 26 de octubre de 1965 declaró nula su opo-
sición por no haber comparecido; que, de ese fallo apeló 
el prevenido Bierd el día 2 de noviebre de 1965, según 

consta en el acta levantada por el Sem
cretario de dicho tri-

bunal; que el expediente permaneció inactivo, es decir, sin 
que se realizara ningún acto de procedimiento, desde el 2 
de noviembre de 1961, fecha de la apelación, hasta el día 18 
de Marzo de 1969, en que el Presidente de la Corte de 
Apelación de Santiago dictó un Auto fijando la audiencia per 
del 22 de abril de 1965 para conocer de la apelación,  
lo cual la inactividad antes dicha duró tres años, tres me- 

ses y 16 días; 
Considerando que la apelación contra una sentencia 

de condenación es un acto que interrumpe la prescripción; 
que, por tanto, si después de interpuesta la apelación, trans-
curre el tiempo necesario para prescribir, sin que ningún 
nuevo acto interrumptivo se haya producido, la prescrip- 

ue ción produce inevitablemente su efecto; q, asimismo el 
plazo de cinco años necesario para prescribir cuando hay 
condenación no sustituye al de tres años si el fallo conde-
natorio ha sido apelado, como ocurrió en la especie, pues 
como no tiene autoridad de cosa juzgada, lo que corre, es 
tal hipótesis, es la prescripción de la acción pública y no 
de la pena, siempre que la instancia no haya sido objeto de 
ninguna nueva persecución o acto de instrucción, lo que 

ue 

no ocurrió en la especie; que ese efecto se produce a 
cuando la apelación sea del propio prevenido, pues nada 
impide al ministerio público o a la parte civil, conservar 
su acción, y evitar la prescripción, haciendo las actuacio-
nes procesales necesarias; que, por tanto, habiendo trans- 
currido más de tres años, según se dijo antes, desde la fe- 
cha de la apelación hasta cuando el proceso se puso de 
nuevo en movimiento, la acción pública estaba prescrita 

cuando se juzgó la apelación, y la sentencia dictada debe, 
en tales condiicones ser casada, sin necesidad de envío, 
por no quedar nada que juzgar ni en el aspecto penal ni en 
el aspecto civil, pues en cuanto a este último aspecto la 
prescripción de la acción civil que tiene por base el deli-
to, se opera en el mismo plazo de tres años; 

Considerando que procede declarar de oficio las cos-
tas penales y declarar al tenor del Artículo 65 de la Ley 
Sobre Procedimiento de Casación la compensación de las 
costas civiles por tratarse de una regla procesal, que por 
ser de orden público, su cumplimiento y aplicación esta-
ba a cargo de los jueces del fondo; 

Por tales motivos, Primero: Casa sin envío la senten-
cia de fecha 2 de Julio de 1969, dictada en sus atribuciones 
correccionales por la Corte de Apelación de Santiago, cu-
yo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del pre-
sente fallo, y declara de oficio las costas penales; Segun-
do: Compensa las costas civiles entre las partes. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernandc 
E. Ravelo de la Fuente.— Eduardo Read Barreras.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Fran-
cisco Elpidio Beras.— oJaquín M. Alvarez Perelló.— Juan 
Bautista Rojas Almánzar.— Ernesto Curiel hijo, Secre-
tario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado: Ernesto Curiel hijo. 
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3 de junio de 1963; que el 2 de julio de 1964, el Juzgado 
de Primera Instancia de Puerto Plata lo condenó en u opo- 

de- 

fecto, y luego el 26 de octubre de 1965 declaró nula s 
sición por no haber comparecido; que, de ese fallo apeló 

el prevenido Bierd el día 2 de noviebre desegún 
consta en el acta levantada por el Secretario de dicho tri-
bunal; que el expediente permaneció inactivo, es decir, sin 
que se realizara ningún acto de procedimiento, desde el 2 
de noviembre de 1961, fecha de la apelación, hasta el día 18 
de Marzo de 1969, en que el Presidente de la Corte de 
Apelación de Santiago dictó un Auto fijando la audiencia por 
del 22 de abril de 1965 para conocer de la apelación,  
lo cual la inactividad antes dicha duró tres años, tres me- 

ses y 16 días; 
Considerando que la apelación contra una sentencia 

de condenación es un acto que interrumpe la prescripción; 
que, por tanto, si después de interpuesta la apelación, trans-
curre el tiempo necesario para prescribir, sin que ningún 
nuevo acto interrumptivo se haya producido, la prescrip- 

ue ción produce inevitablemente su efecto; q, asimismo el 
plazo de cinco años necesario para prescribir cuando hay 
condenación no sustituye al de tres años si el fallo conpues 

de-

natorio ha sido apelado, como ocurrió en la especie,  
como no tiene autoridad de cosa juzgada, lo que corre, es 
tal hipótesis, es la prescripción de la acción pública y no 
de la pena, siempre que la instancia no haya sido objeto de 
ninguna nueva persecución o acto de instrucción, lo que 

no
no ocurrió en la especie; que ese efecto se produce a 
cuando la apelación sea del propio prevenido, pues nada 
impide al ministerio público o a la parte civil, conservar 
su acción, y evitar la prescripción, haciendo las actuacio-
nes procesales necesarias; que, por tanto, habiendo trans- 
currido más de tres arios, según se dijo antes, desde la fe- 
cha de la apelación hasta cuando el proceso se puso de 
nuevo en movimiento, la acción pública estaba prescrita 
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cuando se juzgó la apelación, y la sentencia dictada debe, 
en tales condiicones ser casada, sin necesidad de envío, 
por no quedar nada que juzgar ni en el aspecto penal ni en 
el aspecto civil, pues en cuanto a este último aspecto la 
prescripción de la acción civil que tiene por base el deli-
to, se opera en el mismo plazo de tres años; 

Considerando que procede declarar de oficio las cos-
tas penales y declarar al tenor del Artículo 65 de la Ley 
Sobre Procedimiento de Casación la compensación de las 
costas civiles por tratarse de una regla procesal, que por 
ser de orden público, su cumplimiento y aplicación esta-
ba a cargo de los jueces del fondo; 

Por tales motivos, Primero: Casa sin envío la senten-
cia de Techa 2 de Julio de 1969, dictada en sus atribuciones 
correccionales por la Corte de Apelación de Santiago, cu-
yo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del pre-
sente fallo, y declara de oficio las costas penales; Segun-
do: Compensa las costas civiles entre las partes. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernande 
E. Ravelo de la Fuente.— Eduardo Read Barreras.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Fran-
cisco Elpidio Beras.— oJaquín M. Alvarez Perelló.— Juan 
Bautista Rojas Almánzar.— Ernesto Curiel hijo, Secre-
tario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado: Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 4 DE DICIEMBRE DEL 1970 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de 
fecha 18 de Junio de 1970. 

Materia: Penal. 

Recurrentes: Enrique Herasme González y Francisco Díaz Abréu. 
Abogado: Dr. Euclides Marmolejos. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Eduardo Read 
Barreras, Segundo Sustituto de Presidente; • Manuel D. 
Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Juan Bautista Rojas 
Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito 
Nacional, hoy día 4 de) mes de Diciembre de 1970, años 
1279  de la Independencia y 1089  de la Restauración, dicta 
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente 
ventencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Enri-
que Herasme González, dominicano, mayor de edad, ca-
sado, cédula Nc 11098, serie 22, residente en el Campamen-
to "Duarte" de la Policía Nacional y Francisco Díaz Abréu, 
dominicano, mayor de edad, soltero, cédula N 9  37220, se-
rie 54, residente en el Campamento "Duarte" de la Policía 
Nacional, contra la sentencia dictada en materia criminal 
por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en fecha 18 
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de Junio de 1970, cuyo dispositivo se copia más adelante; 
Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación, levantada en iu 
Secretaría de la Corte a-qua en fecha 23 de junio de 1970, 
a requerimiento del Dr. Euclides Marmolejos, cédula 58993, 
serie lra., abogado de los recurrentes, en la cual no se invo-
ca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 295, 296, 297, 298 y 302 del 
Código Penal; 1382 del Código Civil; y 1 y 65 de la Ley 
Sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
nocumentos a que ella se refiere, consta: a) Que con moti-
vo de la muerte violenta de varias persoias ocurrida en el 
año 1967, el Juzgado de Instrucción de la Segunda Circun.s-
cripción del Distrito Nacional, regularmente apoderado 
por el Magistrado Procurador Fiscal, procedió a la instrue. 
ción de la sumaria correspondiente, y en fecha 6 de agos-
to de 1968, dictó una Providencia Calificativa por la cual 
declaró que existían indicios de culpabilidad suficientes, a 
cargo de Enrique Herasme González y Francisco Díaz 
Abréu, como autores del crimen de asesinato de Carlos Ra-
mírez, Luis Alfonso Vargas, Fabián de Jesús Carrasco, Ba-
silio Perdomo y Hugo Eusebio Peña, y los envió a ser juz-
gados por ante el Tribunal Criminal; b) Que sobre apelación 
de los acusados, la Cámara de Calificación del Distrito Na-
cional confirmó dicha Providencia Calificativa en fecha 27 
de Septiembre de 1968; c) Que apoderado del caso, la Quin-
la Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Nacional, en fecha 6 de marzo de 1969 dictó 
sentencia descargando a los acusados por insuficiencia de 
pruebas y rechazó la constitución en parte civil, que se 
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SENTENCIA DE FECHA 4 DE DICIEMBRE DEL 1970 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de 

fecha 18 de Junio de 1970. 

Materia: Penal. 

Recurrentes: Enrique Herasme González y Francisco Díaz Abréu. 

Abogado: Dr. Euclides Marmolejos. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Eduardo Read 
Barreras, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. 
Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Juan Bautista Rojas 
Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito 
Nacional, hoy día 4 del mes de Diciembre de 1970, años 

1279  de la Independencia y 108 9  de la Restauración, dicta 
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente 

Fentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Enri-
que Herasme González, dominicano, mayor de edad, ca-
sado, cédula Nc 11098, serie 22, residente en el Campamen-
to "Duarte" de la Policía Nacional y Francisco Díaz Abréu, 
dominicano, mayor de edad, soltero, cédula N 9  37220, se-

rie 54, residente en el Campamento "Duarte" de la Policía 
Nacional, contra la sentencia dictada en materia criminal 
por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en fecha 18 

de Junio de 1970, cuyo dispositivo se copia más adelante; 
Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 
Secretaría de la Corte a-qua en fecha 23 de junio de 1970, 
a requerimiento del Dr. Euclides Marmolejos, cédula 58993, 
serie lra., abogado de los recurrentes, en la cual no se invo-
ca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte dé Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 295, 296, 297, 298 y 302 del 
Código Penal; 1382 del Código Civil; y 1 y 65 de la Ley 
Sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
aocumentos a que ella se refiere, consta: a) Que con moti-
vo de la muerte violenta de varias persoias ocurrida en el 
año 1967, el Juzgado de Instrucción de la Segunda Circuns-
cripción del Dilstrito Nacional, regularmente apoderado 
por el Magistrado Procurador Fiscal, procedió a la instruc-
ción de la sumaria correspondiente, y en fecha 6 de agos-
to de 1968, dictó una Providencia Calificativa por la cual 
declaró que existían indicios de culpabilidad suficientes, a 
cargo de Enrique Herasme González y Francisco Díaz 
Abréu, como autores del crimen de asesinato de Carlos Ra-
mírez, Luis Alfonso Vargas, Fabián de Jesús Carrasco, Ba-
silio Perdomo y Hugo Eusebio Peña, y los envió a ser juz-
gados por ante el Tribunal Criminal; b) Que sobre apelación 
ce los acusados, la Cámara de Calificación del Distrito Na-
cional confirmó dicha Providencia Calificativa en fecha 27 
de Septiembre de 1968; c) Que apoderado del caso, la Quin-
ta Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Nacional, en fecha 6 de marzo de 1969 dictó 
sentencia descargando a los acusados por insuficiencia de 
pruebas y rechazó la constitución en parte civil, que se 
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había hecho en su contra; d) Que sobre apelación del Minis-
terio Público y de la parte civil constituida, la Corte di_ 
Apelación de Santo Domingo dictó en fecha 18 de junio 
oe 1970, la sentencia ahora impugnada en casación, con 
el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Declara regulares 
y válidos los recursos de apelación interpuestos por el Ma-
gistrado Procurador General de la Corte de Apelación de 
Santo Domingo; el Magistrado Procurador Fiscal del Dis-
trito Nacional y el Dr. Miguel A. Vásquez Fernández, ac-
tuando a nombre y representación de Marcelino Vargas y 
su esposa Consuelo Acevedo de Varías, parte civil cons 
tituída, contra sentencia dictada en fecha 6 de marzo de 
1969, por la Quinta Cámara Penal del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo copiado 
textualmente dice así: "Falla: Primero: Se rechaza la cons-
titución en parte civil constituida, por improcedente y mal 
fundada; Segundo: Se descargan a los acusados Enrique 
Herasme González y Francisco Díaz Abréu, de los hechos 
puestos a su cargo, por insuficiencia de pruebas; Tercero: 
Se declaran las costas de oficio"; por haber sido interpues-
tos de conformidad con las prescripciones legales. Segun•• 
do: Declara regular y válida la constitución en parte civil 
hecha por los señores Marcelino Vargas y Consuelo Ace-

,,edo de Vargas, padres de Luis Alfonso Vargas Acevedo, 
contra los acusados Enrique Herasme González y Francis-
co Díaz Abréu; Tercero: Revoca en parte la sentencia ape-
lada y obrando por propia autoridad y contrario imperio, 
declara a los nombrados Enrique Herasme González y 
Francisco Díaz Abréu, culpables del crimen de asesinato 
en perjuicio de Hugo Eusebio Peña y Luis Alfonso Var- 
gas y al primero además de asesinato en perjuicio de Car- 
los Ramírez y en consecuencia los condena a sufrir la pena 
de 20 años de trabajos públicos a cada uno, aplicando el 
principio del no cúmulo de penas y acogiendo en su fa- 
vor circunstancias atenuantes; Cuarto: Condena a los acu- 

sados a pagar una indemnización de RD$25,0é0.00 (Vein-
ticinco Mil Pesos Oro) en favor de la parte civil constitui-
da, por los daños morales y materiales sufridos por ésta de 
la comisión de los crímenes puesta a cargo de los acusa-
dos; Quinto: Da acta a la parte civil constituida de su desis-
timiento hecho en audiencia de su constitución contra el 
Estado Dominicano; Sexto: Condena a los acusados al pa-
go de las costas civiles con distracción de las mismas en 
provecho del Dr. Miguel A. Vásquez Fernández, quien afir-
ma haberlas avanzado en su totalidad; Séptimo: Confirma 
la sentencia apelada en lo relativo al descargo de los acu-
sados como autores del crimen de asesinato en perjuicio de 
Fabián de Jesús Carrasco y el Dr. Basilio Perdomo; Octa-
vo: Condena a los acusados al pago de las costas penales"; 

Considerando que mediante la ponderación de los ele-
mentos de juicio regularmente administrados en la instruc-
ción de la causa, la Corte a-qua dió por establecido: a) "que 
en fecha 14 del mes de diciembre de 1967, aparecieron ul-
t'mados a balazos los cadáveres de Carlos Ramírez y Luih 
Alfonso Vargas, en la Autopista "30 de Mayo" a la altura 
del kilómetro 8 el primero, y en la carretera Sánchez a la 
altura del km. 10 el segundo, así como el nombrado Hugo 
Eusebio Peña quien apareció gravemente herido al nivel 
del cuello, con armas de fuego en el km. 10 de la autopista 
' 30 de Mayo", falleciendo en el hospital Padre Billini en 
fecha 17 de diciembre de 1967 después de ser intervenido 
quirúrgicamente sin éxito; que anteriormente o sea en fe-
cha 11 de abril habían aparecido muertos por armas de 
fuego en las inmediaciones de Arroyo Hondo, los cadáve-
i es de Basilio Perdomo y Fabián de Jesús Carrasco"; "b) 
que en fecha 13 de diciembre del año 1967, alrededor de 
las 9:30 de la noche, el entonces segundo teniente Enri-
que Herasme González, P. N., se encontraba ingiriendo be-
bidas alcohólicas en la barra "Oneida" ubicada en la ca-
lle Marcos Ruiz N9  22 de esta ciudad, en compañía de Fran- 
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había hecho en su contra; d) Que sobre apelación del Minis-
terio Público y de la parte civil constituida, la Corte de 
Apelación de Santo Domingo dictó en fecha 18 de junio 
de 1970, la sentencia ahora impugnada en casación, con 
el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Declara regulares 
y válidos los recursos de apelación interpuestos por el Ma-
gistrado Procurador General de la Corte de Apelación de 
Santo Domingo; el Magistrado Procurador Fiscal del Dis-
trito Nacional y el Dr. Miguel A. Vásquez Fernández, ac-
tuando a nombre y representación de Marcelino Vargas y 
su esposa Consuelo Acevedo de Varias, parte civil cons 
tituída, contra sentencia dictada en fecha 6 de marzo de 
1969, por la Quinta Cámara Penal del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo copiado 
textualmente dice así: "Falla: Primero: Se rechaza la cons-
titución en parte civil constituída, por improcedente y mal 
fundada; Segundo: Se descargan a los acusados Enrique 
Herasme González y Francisco Díaz Abréu, de los hechos 
puestos a su cargo, por insuficiencia de pruebas; Tercero: 
Se declaran las costas de oficio"; por haber sido interpues-
tos de conformidad con las prescripciones legales. Segun-
do: Declara regular y válida la constitución en parte civil 
hecha por los señores Marcelino Vargas y Consuelo Ace-

,
.edo de Vargas, padres de Luis Alfonso Vargas Acevedo, 
contra los acusados Enrique Herasme González y Francis-
co Díaz Abréu; Tercero: Revoca en parte la sentencia ape-
lada y obrando por propia autoridad y contrario imperio, 
declara a los nombrados Enrique Herasme González y 
Francisco Díaz Abréu, culpables del crimen de asesinato 
en perjuicio de Hugo Eusebio Peña y Luis Alfonso Var- 
gas y al primero además de asesinato en perjuicio de Car- 
los Ramírez y en consecuencia los condena a sufrir la pena 
de 20 años de trabajos públicos a cada uno, aplicando el 
principio del no cúmulo de penas y acogiendo en su fa- 
vor circunstancias atenuantes; Cuarto: Condena a los acu- 

Lados a pagar una indemnización de RD$25,0é0.00 (Vein-
ticinco Mil Pesos Oro) en favor de la parte civil constitui-
da, por los daños morales y materiales sufridos por ésta de 
la comisión de los crímenes puesta a cargo de los acusa-
dos; Quinto: Da acta a la parte civil constituída de su desis-
timiento hecho en audiencia de su constitución contra el 
Estado Dominicano; Sexto: Condena a los acusados al pa-
go de las costas civiles con distracción de las mismas en 
provecho del Dr. Miguel A. Vásquez Fernández, quien afir• 
rna haberlas avanzado en su totalidad; Séptimo: Confirma 
la sentencia apelada en lo relativo al descargo de los acu-
sados como autores del crimen de asesinato en perjuicio de 
Fabián de Jesús Carrasco y el Dr. Basilio Perdomo; Octa-
vo: Condena a los acusados al pago de las costas penales"; 

Considerando que mediante la ponderación de los ele-
mentos de juicio regularmente administrados en la instruc-
ción de la causa, la Corte a-qua dió por establecido: a) "que 
en fecha 14 del mes de diciembre de 1967, aparecieron ul-
trnados a balazos los cadáveres de Carlos Ramírez y Luis 
Alfonso Vargas, en la Autopista "30 de Mayo" a la altura 
del kilómetro 8 el primero, y en la carretera Sánchez a la 
altura del km. 1.0 el segundo, así como el nombrado Hugo 
Eusebio Peña quien apareció gravemente herido al nivel 
del cuello, con armas de 'fuego en el km. 10 de la autopista 
"30 de Mayo", falleciendo en el hospital Padre Billini en 
fecha 17 de diciembre de 1967 después de ser intervenido 
quirúrgicamente sin éxito; que anteriormente o sea en fe-
cha 11 de abril habían aparecido muertos por armas de 
fuego en las inmediaciones de Arroyo Hondo, los cadáve-
i es de Basilio Perdomo y Fabián de Jesús Carrasco"; "b) 
que en fecha 13 de diciembre del año 1967, alrededor de 
las 9:30 de la noche, el entonces segundo teniente Enri-
que Herasme González, P. N., se encontraba ingiriendo be-
bidas alcohólicas en la barra "Oneida" ubicada en la ca-
lle Marcos Ruiz N• 22 de esta ciudad, en compañía de Fran- 
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CISCO Díaz Abréu, entonces Raso P. N.; que en dicha ba-
rra se encontraba también el nombrado Hugo Eusebio Pe-
ña (a) Peñita, quien abandonó el lugar a la llegada de los 
acusados; que al poco rato procedieron a retirarse de di-
cha barra, encontrándose de nuevo con Hugo Eusebio Pe-
ña, en la esquina formada por las calles "Marcos Ruiz" y 
"Seybo"; que este último les pidió que lo transportara en 
el vehículo que ellos ocupaban, accediendo éstos; que una 
vez en el vehículo el acusado Herasme González ordenó a 
su compañero registrarlo aduciendo que con ese individuo 
había tenido problemas personales; que en el registro de-
claran le encontraron a la víctima un cuchillo de 10 pul-
gadas, por lo que le dijo Herasme González "ya tú no me 
vas a perseguir más", "tú me has buscado por Mata Ham-
bre por varias veces", por lo que ordenó a Díaz Abréu lo 
amarrara, lo que éste hizo, llevándolo al km. 10 de la Au-
topista 30 de Mayo donde ambos le dispararon con sus ar-
mas de reglamento, dejándolo por muerto; que cuando re-
gresaban de este hecho, se encontraron por los alrededores 
dedores de la Universidad Autónoma de Santo Domingo 
con un joven color oscuro, pelo crespo a quien no cono-
cían, a quien hicieron por la fuerza abordar el vehículo, 
llevándolo al km. 10 de la Carretera Sánchez donde fue 
atado por ambos y arrojado al suelo, donde Herasme Gon-
zález le propinó dos balazos que segaron su vida, regre-
sando luego a la barra "Oneida" a eso de las doce (12) de 
la noche, donde permanecieron hasta más o menos la una 
y media de la madrugada'r; c) que en las declaraciones da-
das por Enrique Herasme González ante la Policía Nacio-
nal, en lo que concierne a la muerte de Carlos Ramírez ocu-
rrida el 13 de diciembre de 1967, consta que él declaró: "en 
relación a eso puedo decirle, que ese sujeto responde al 
nombre de Carlos Ramírez (a) Carlos Taylor, y le di muerte 
de tres balazos con mi pistola calibre 45 en razón de que 
ese sujeto me dió una pedrada por las espaldas en el mes 

de septiembre del año 1965, este sujeto lo localicé yo la 
noche del día 11, lunes en la calle Elvira de Mendoza es-
quina José Contreras de esta ciudad, y me lo llevé en un 
carro público de los que viajan a la región Sur, desmon-
tándonos 500 metros antes de donde lo ultimé"; 

Considerando que en los hechos así establecidos se en-
cuentran reunidos los elementos ionstitutivos del rrimen 
de asesinato, previsto por los Artírulos 295, 296, 297 y 298 
del Código Penal; y sanlionado por el Artídulo 302 del mis-
mo Código con la pena de treinta años de trabajos públi-
cos; que, en consecuencia al condenar a los acusados re-
currentes, por el crimen cometido, y después de declarar-
los culpables, a veinte años de trabajos públicos, acogien-
do en su favor circunstancias atenuantes, la Corte a-qua le 
aplicó una sanción ajustada a la ley; 

Considerando que asimismo la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho cometido por los acusados, había oca-
sionado a la parte civil constituída, daños morales y ma-
teriales cuyo monto apreció en veinte y cinco mil pesos; 
que, en consecuencia, al condenarlos al pago de esa suma, 
a título de reparación en favor de dicha parte civil consti-
tuida, aplicó correctamente el Artículo 1382 del Código 
Civil; 

Considerando que examinada la sentencia impugnada 
en sus demás aspectos en lo que concierne al interés de los 
Lcusados recurrentes, ella no contiene vicio alguno que 
justifique su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca - 
sación interpuesto por Enrique Herasme González y Fran-
cisco Díaz Abréu, contra la sentencia dictada en materia 
criminal por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en 
fecha 18 de Junio de 1970, cuyo dispositivo ha sido copia-
do en parte anterior del presente fallo; Segundo: Condena 
a los recurrentes al pago de las costas. 
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cisco Díaz Abréu, entonces Raso P. X.; que en dicha ba-
rra se encontraba también el nombrado Hugo Eusebio Pe-
ña (a) Perilla, quien abandonó el lugar a la llegada de los 
acusados; que al poco rato procedieron a retirarse de di-
cha barra, encontrándose de nuevo con Hugo Eusebio Pe-
ña, en la esquina formada por las calles "Marcos Ruiz" y 
"Seybo"; que este último les pidió que lo transportara en 
el vehículo que ellos ocupaban, accediendo éstos; que una 
vez en el vehículo el acusado Herasme González ordenó a 
su compañero registrarlo aduciendo que con ese individuo 
había tenido problemas personales; que en el registro de-
claran le encontraron a la víctima un cuchillo de 10 pul-
gadas, por lo que le dijo Herasme González "ya tú no me 
vas a perseguir más". "tú me has buscado por Mata Ham-
bre por varias veces", por lo que ordenó a Díaz Abréu lo 
amarrara, lo que éste hizo, llevándolo al km. 10 de la Au-
topista 30 de Mayo donde ambos le dispararon con sus an. 
mas de reglamento, dejándolo por muerto; que cuando re-
gresaban de este hecho, se encontraron por los alrededores 
dedores de la Universidad Autónoma de Santo Domingo 
con un joven color oscuro, pelo crespo a quien no cono-
cían, a quien hicieron por la fuerza abordar el vehículo, 
llevándolo al km. 10 de la Carretera Sánchez donde fue 
atado por ambos y arrojado al suelo, donde Herasme Gon-
zález le propinó dos balazos que segaron su vida, regre-
Eando luego a la barra "Oneida" a eso de las doce (12) de 
la noche, donde permanecieron hasta más o menos la una 
y media de la madrugada'>; c) que en las declaraciones da-
das por Enrique Herasme González ante la Policía Nacio-
nal, en lo que concierne a la muerte de Carlos Ramírez ocu-
i rida el 13 de diciembre de 1967, consta que él declaró: "en 
relación a eso puedo decirle, que ese sujeto responde al 
nombre de Carlos Ramírez (a) Carlos Taylor, y le di muerte 
de tres balazos con mi pistola calibre 45 en razón de que 
ese sujeto me dió una pedrada por las espaldas en el mes 

de septiembre del año 1965, este sujeto lo localicé yo la 
noche del día 11, lunes en la calle Elvira de Mendoza es-
quina José Contreras de esta ciudad, y me lo llevé en un 
carro público de los que viajan a la región Sur, desmon-
tándonos 500 metros antes de donde lo ultimé"; 

Considerando que en los hechos así establecidos se en-
cuentran reunidos los elementos ionstitutivos del rrimen 
cae asesinato, previsto por los Artírulos 295, 296, 297 y 298 
del Código Penal; y sanlionado por el Artídulo 302 del mis-
mo Código con la pena de treinta años de trabajos públi-
cos; que, en consecuencia al condenar a los acusados re-
currentes, por el crimen cometido, y después de declarar-
los culpables, a veinte años de trabajos públicos, acogien-
do en su favor circunstancias atenuantes, la Corte .a-qua le 
aplicó una sanción ajustada a la ley; 

Considerando que asimismo la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho cometido por los acusados, había oca-
sionado a la parte civil constituída, daños morales y ma-
teriales cuyo monto apreció en veinte y cinco mil pesos; 
que, en consecuencia, al condenarlos al pago de esa suma, 
a título de reparación en favor de dicha parte civil consti-
tuida, aplicó correctamente el Artículo 1382 del Código 
Civil; 

Considerando que examinada la sentencia impugnada 
en sus demás aspectos en lo que concierne al interés de los 
acusados recurrentes, ella no contiene vicio alguno que 
justifique su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca - 
sación interpuesto por Enrique Herasme González y Fran-
cisco Díaz Abréu, contra la sentencia dictada en materia 
criminal por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en 
fecha 18 de Junio de 1970, cuyo dispositivo ha sido copia-
cío en parte anterior del presente fallo; Segundo: Condena 
a los recurrentes al pago de las costas. 

  

  

  

  

        

        



2890 
	 BOLETIN JUDICIAL 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Eduardo Read Barreras.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Juan 
Bautista Rojas Almánzar.— Santiapo Osvaldo Rojo Car-
buccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y oublicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado: Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 4 DE DICIEMBRE DEL 1970 

Sentencia Impugnada: 04 te de Apelación de San Francisco de 
Macorís, de fecha 8 de julio de 1970. 

Materia: Penal. 

Recurrentes: Ramón Antonio Pérez, José Salcedo Henríquez y la 

Compañía de Seguros "Seguros Pepín, S. A.". 
Abogado: Dr. Ezequiel Ant, José María González Reyes. 

Interviniente: Gregoria Antonia Burgos. 

Abogado: Dr. Luis F. Nicario. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Eduardo Read Ba- 
rreras, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Ber-
gés Chupani, Manuel A. Amiama, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo 
Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la Sa-
la donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán. Distrito Nacional, hoy día 4 del mes de 
diciembre de 1970, años 127 9  de la Independencia y 1089 
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte 
de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Ramón 
Antonio Pérez, dominicano, mayor de edad, soltero, chó-
fer, cédula N9  40432, serie 54, domiciliado y residente en 
la calle "Colón" N9  55 de la ciudad de Moca, José Salce-
do Henríquez, dominicano, mayor de edad, casado, cédula 
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(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Eduardo Read Barreras.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Juan 
Bautista Rojas Almánzar.— Santiapo Osvaldo Rojo Car-
buccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y oublicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado: Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 4 DE DICIEMBRE DEL 1970 

Sentencia impugnada: Cite de Apelación de San Francisco de 
Macorís, de fecha 8 de julio de 1970. 

Materia: Penal. 

Recurrentes: Ramón Antonio Pérez, José Salcedo Henríquez y la 

Compañía de Seguros "Seguros Pepín, S. A.". 
Abogado: Dr. Ezequiel Ant, José María González Reyes. 

Interviniente: Gregoria Antonia Burgos. 

Abogado: Dr. Luis F. Nicario. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Eduardo Read Ba-
rreras, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Ber-
gés Chupani, Manuel A. Amiama, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo 
Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la Sa-
la donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 4 del mes de 
diciembre de 1970, años 127 9  de la Independencia y 108 9 

 de la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte 
de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Ramón 
Antonio Pérez, dominicano, mayor de edad, soltero, chó-
fer, cédula N9  40432, serie 54, domiciliado y residente en 
la calle "Colón" N9  55 de la ciudad de Moca, José Sake-
cio Henríquez, dominicano, mayor de edad, casado, cédula 
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ti? 

N9 
 18537, serie 54, domiciliado y residente en la calle Duar 

te esquina Independencia de la ciudad de Moca, y la Com-
pañía  de Seguros "Seguros Pepín, S. A.", compañía comer-
cial establecida de acuerdo con las Leyes de la República 
con su domicilio social en la ciudad de Santo Domingo, con-
tra la sentencia de fecha 8 de julio de 1970, dictada en sude

s 

vtribuciones correccionales por la Corte de Apelación  
San Francisco de Macorís, cuyo dispositivo se copia más 

adelante; 
Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. L. E. Norberto R., en representación del 

Dr. Ezequiel Antonio José María González Reyes, cédula 

N9 
 23744, serie 55, abogado de los recurrentes, en la lectu-

ra de sus conclusiones; 

Oído al Dr. Luis F. Nicasio, cédula N 9  2151, serie 67, 

abogado de Gregoria Antonia Burgos, dominicana, mayor 
de edad, casada, de ofinios del hogar, domiciliada y resi-
dente en la Sección Palmaritos, Jurisdicción del Municipio 
y Provincia de Salcedo, cédula N9 14683, serie 55, parte 
interviniente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 

Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 13 de julio de 1970, 

a requerimiento del Dr. Ezequiel Antonio José María Gon- 
bogado de los recurrentes, en la cual no se 

zález Reyes, a  
invoca ningún medio determinado de casación; 

Visto el memorial de casación de 'fecha 6 de noviembre 
de 1970, suscrito por el abogado de los recurrentes, en el 
cual se invoca el medio que se indica más adelante; 

Visto el escrito de la parte interviniente, en fecha b 
de noviembre de 1970, suscrito por su abogado; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber dede 
li- 

berado, y vistos los artículos 49 y 61 de la Ley N
9  241,  

1967, sobre Tránsito de Vehículos; 1 y siguientes de la Ley 
N9  4117, de 1955, sobre Seguros de Vehículos de Motor; 
1383 y 1384 del Código Civil; 141 del Código de Procedi-
miento Civil; y 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
cíe Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
tocumentos a que ella se refiere, consta: a) Que con moti-
vo de un accidente automovilístico ocurrido en el "Zan-
jón", paraje de la sección de Palmarito„ de Salcedo, el día 
24 de octubre de 1969, en el cual resultó lesionada Grego-
ria Antonia Borgos, fue sometido a la acción de la justicia 
el chófer Ramón Antonio Pérez, y el Juzgado de Primera 
instancia de Salcedo, en fecha 12 de diciembre de 1969, 
dictó una sentencia cuyo dispositivo figura copiado más 
e delante, en el de la sentencia ahora impugnada; b) Que 
sobre recursos del prevenido, de la persona puesta en cau-
sa como civilmente responsable y de la Compañía asegu-
radora, la Corte de Apelación de San Francisco de Maco 
rís, dictó en fecha 8 de julio de 1970, la sentencia que aho-
ra se impugna, con el siguiente dispositivo; "FALLA: PRI-
MERO: Declara regular y válido, el recurso de apelación 
interpuesto por el Dr. Danilo Ramírez, a nombre y repre-
sentación del prevenido Ramón Antonio Pérez, de la per 
cona vivamente responsable señor José Salcedo Henrí-
quez y de la Compañía Aseguradora "Seguros Pepín S. A.", 
por haber sido intentado en tiempo hábil y de acuerdo a las 
leyes de procedimiento, contra sentencia dictada por el 1 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Salcedo, de fecha 12 de diciembre del año 1969, cuyo dis-
positivo es el siguiente: "Falla: Primero: Declara al preve-
nido Ramón Antonio Pérez, culpable de violar los artículos 
N9 49, incisos (A y B); N9 61, incisos (A y C., Segunda 
Parte) de la Ley 241, en perjuicio de Gregoria Antonia Bur-
gos y en consecuencia se condena acogiendo a su favor cir-
cunstancias atenuantes y el principio de no cúmulo de pe- 
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N9 
 18537, serie 54, domiciliado y residente en la calle Duar-

te esquina Independencia de la ciudad de Moca, y la Com-
pañía de Seguros "Seguros Pepín, S. A.", compañía comer-
cial establecida de acuerdo con las Leyes de la República 
con su domicilio social en la ciudad de Santo Domingo, con-
tra la sentencia de fecha 8 de julio de 1970, dictada en sus 
2tribuciones correccionales por la Corte de Apelación de 
San Francisco de Macorís, cuyo dispositivo se copia más 

delante; 
Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. L. E. Norberto R., en representación del 

Dr. Ezequiel Antonio José María González Reyes, cédula 
N9 23744, serie 55, abogado de los recurrentes, en la lectu-

ra de sus conclusiones; 

Oído al Dr. Luis F. Nicasio, cédula N 9  2151, serie 67, 

abogado de Gregoria Antonia Burgos, dominicana, mayor 
de edad, casada, de of Hos del hogar, domiciliada y resi-
dente en la Sección Palmaritos, Jurisdicción del Municipio 

y 
Provincia de Salcedo, cédula N9 14683, serie 55, parte 

interviniente, en la lectura de sus conclusiones; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 

Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 13 de julio de 1970, 

a requerimiento del Dr. Ezequiel Antonio José María Gon-
zález Reyes, abogado de los recurrentes, en la cual no se 
invoca ningún medio determinado de casación; 

Visto el memorial de casación de 'fecha 6 de noviembre 
de 1970, suscrito por el abogado de los recurrentes, en el 
cual se invoca el medio que se indica más adelante; 

Visto el escrito de la parte interviniente, en fecha b 

de noviembre de 1970, suscrito por su abogado; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado, y vistos los artículos 49 y 61 de la Ley N9 241, de 
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1967, sobre Tránsito de Vehículos; 1 y siguientes de la Ley 
N9  4117, de 1955, sobre Seguros de Vehículos de Motor; 
1383 y 1384 del Código Civil; 141 del Código de Procedi-
miento Civil; y 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
tocumentos a que ella se refiere, consta: a) Que con moti-
vo de un accidente automovilístico ocurrido en el "Zan-
jón", paraje de la sección de Palmarito„ de Salcedo, el día 
24 de octubre de 1969, en el cual resultó lesionada Grego-
ria Antonia Borgos, fue sometido a la acción de la justicia 
el chófer Ramón Antonio Pérez, y el Juzgado de Primera 
instancia de Salcedo, en fecha 12 de diciembre de 1969, 
dictó una sentencia cuyo dispositivo figura copiado más 
2delante, en el de la sentencia ahora impugnada; b) Que 
sobre recursos del prevenido, de la persona puesta en cau-
sa como civilmente responsable y de la Compañía asegu-
radora, la Corte de Apelación de San Francisco de Maco 
rís, dictó en fecha 8 de julio de 1970, la sentencia que aho-
ra se impugna, con el siguiente dispositivo; "FALLA: PRI 
MERO: Declara regular y válido, el recurso de apelación 
interpuesto por el Dr. Danilo Ramírez, a nombre y repre-
sentación del prevenido Ramón Antonio Pérez, de la per 
cona civilmente responsable señor José Salcedo Henrí-
quez y de la Compañía Aseguradora "Seguros Pepín S. A.", 
por haber sido intentado en tiempo hábil y de acuerdo a las 
leyes de procedimiento, contra sentencia dictada por el 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicilal de 
Salcedo, de fecha 12 de diciembre del año 1969, cuyo dis-
positivo es el siguiente: "Falla: Primero: Declara al preve-
nido Ramón Antonio Pérez, culpable de violar los artículos 
N9 49, incisos (A y B); N9 61, incisos (A y C., Segunda 
Parte) de la Ley 241, en perjuicio de Gregoria Antonia Bur-
gos y en consecuencia se condena acogiendo a su favor cir-
cunstancias atenuantes y el principio de no cúmulo de pe- 
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ras— a veinte pesos de multa (RD$20.00) y al pago de las 
costas penales; Segundo: Se declara regular y válida en 
la forma y en el fondo, la constitución en parte civil in-
terpuesta po rel Dr. Luis Felipe Nicasio Rodríguez en nom-
bre y representación de la seuora agraviada Antonia Bur-

gos, contra el prefenido Ramón Antonio Pérez y la perso-
na ciivlmente responsable sebor José Salcedo Henríquez; 
Tercero: Se condenan conjunta y solidariamente a Ram4n 
Antonio Pérez (prevenido) y José Salcedo Henríquez (per-
sona civilmente responsable) al pago de una indemnizaci8n 
de mil quinientos pesos oro, moneda nacional de curso le-
gal (RD$1,500.00) a favor ed Gregoria; Antonia Burgos 
(agraviada) como justa reparación de los daños y perjui-
cios sufridos por ella con ocasión del accidente; Cuarto: 
Se condenan conjunta y solidariamente a Ramón Antonio 
Pérez (prevenido) y José Salcedo Rodríguez (persona ci- • 
vilmente responsable) al pago de los intereses legales de 
la suma indemnizatoria a partir de la demanda en justi- 
cia a título de indemnización complementaria; Quinto: 
Se condenan conjunta y solidariamente a Ramón Antonio 
Pérez (prevenido) y José Salcedo Rodríguez 

Pérez Henríquez (persona civilmente responsable) al pa-

go de las costas civiles y se ordena la distracrión de las 

mismas a favor del Dr. Luis Felipe Nirasio R., quien afir-
ma haberlas avanzado en su totalidad; Seyto: Se declara 
la presente sentencia, común, ejecutoria y oponible en el 
aspecto civil a la compañía aseguradora del vehículo que 
produjo el accidente". SEGUNDO: Pronuncia el Defecto 
del prevenido por no haber comparecido a esta audiencia, 

ito obstante haber sido legalmente citado; 
TERCERO: Con-

firma en todas sus partes la sentencia recurrida; 
CUAR-

TO: Condena a la parte apelante al pago de las costas pe-
nales y civiles del presente recurso con distracción de las 
últimas en favor del Dr. Luis Felipe Nicasio, abogado, 
quien afirma haberlas avanzado en su mayor parte"; 
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Considerando que los recurrentes en su memorial de 
casación invocan el siguiente medio: Unico Medio: Viola-
ción del Artículo 141 del Código de Procedimiento Civil, 
por faltas de motivos; 

Considerando que en el desarrollo del único medio 
propuesto, los recurrentes alegan en síntesis que la Cor-
te a-qua hizo ponderaciones únicamente en cuanto al as-
pecto penal del caso; que en ninguno de sus motivos se-
ñaló si el monto de la indemnización acordada es justa y 
está acorde con el daño experimentado por la agraviada; 
que tampoco motivó el hecho de por qué la persona pues-
ta en causa como civilmente responsable debe responder 
de los daños que ocasionó el prevenido; ni tampoco si 
entre dicha persona y la compañía aseguradora existe al-
gún vínculo contractual que permita hacer oponible las 
condenaciones civiles a dicha compañía; que los jueces 
aunque tienen facultad soberana para apreciar los hechos, 
eso no les redime del deber de motivar sus sentencias; que 
no basta citar el artículo 1383 del Código Civil y la Ley 
N9 4117 sobre Seguros Obligatorios de Vehículos de Mo-
tor; que, por tanto, estiman los recurrentes; que se violó 
el artículo 141 del Código de Pronunciamiento Civil; 

Considerando que los Jueces del fondo mediante la 
ponderación de los elementos de juicio que fueron regu-
larmente administrados en la instrucción de la causa, die-
ron por establecido que el día 24 de octubre de 1969 se 
produjo un accidente en el paraje "El Zanjón", sección 
de Palmarito, municipio de Salcedo y que: "a)— el lugar 
nejo de un vehículo de motor, previsto por el artículo 49 
poca visibilidad; b) que la carretera es de poca anchura; 
c) que el carro transitaba a una velocidad inmoderada y 
que al llegar a la curva seg3n las propias palabras del con-
ductor, venía a una velocidad de cuarenta (40) kms. por 
hora; d) que la agraviada venía transitando a su izquier-
da por el paseo de la carretera; e) que no obstante venir 
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nas— a veinte pesos de multa (RD1.20.00) y al pago de las 
costas penales; Segundo: Se declara regular y válida en 
la forma y en el fondo, la constitución en parte civil in-
terptlesta po rel Dr. Luis Felipe Nirasio Rodríguez en nom-
bre y representación de la seuora agraviada Antonia Bur-
gos, contra el prefenido Ramón Antonio Pérez y la perso-
na ciivlmente responsable sebor José Salcedo Henríquez; 
Tercero: Se condenan conjunta y solidariamente a Ram4n 
Antonio Pérez (prevenido) y José Salcedo Henríquez (per-
sona civilmente responsable) al pago de una indemnizaci 8n 

de mil quinientos pesos oro, moneda nacional de curso le-
gal (RD$1,500.00) a favor ed Gregorio; Antonia Burgos 
(agraviada) como justa reparación de los daños y perjui-
cios sufridos por ella con ocasión del accidente; Cuarto: 
Se condenan conjunta y solidariamente a Ramón Antonio 
Pérez (prevenido) y José Salcedo Rodríguez (persona ci- 
vilmente responsable) al pago de los intereses legales de 
la suma indemnizatoria a partir de la demanda en justi- 
cia a título de indemnización complementaria; 

Quinto: 

Se condenan conjunta y solidariamente a Ramón Antonio 
Pérez (prevenido) y José Salcedo Rodríguez 

Pérez Henríquez (persona civilmente responsable) al pa-
go de las costas civiles y se ordena la distracrión de las 
mismas a favor del Dr. Luis Felipe Nirasio R., quien afir-

ma 
a haberlas avanzado en su totalidad; Seyto: Se declara 

la presente sentencia, común, ejecutoria y oponible en el 
aspecto civil a la compañía aseguradora del vehículo que 

produjo el accidente". SEGUNDO: Pronuncia el Defecto 

del prevenido por no haber comparecido a esta audiencia, 

no obstante haber sido legalmente citado; 
TERCERO: Con-

firma en todas sus partes la sentencia recurrida; 
CUAR-

TO: Condena a la parte apelante al pago de las costas pe-
nales y civiles del presente recurso con distracción de las 
últimas en favor del Dr. Luis Felipe Nicasio, abogado, 

quien afirma haberlas avanzado en su mayor parte"; 
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Considerando que los recurrentes en su memorial de 
casación invocan el siguiente medio: Unico Medio: Viola-
ción del Artículo 141 del Código de Procedimiento Civil, 
por faltas de motivos; 

Considerando que en el desarrollo del único medio 
propuesto, los recurrentes alegan en síntesis que la Cor-
te a-qua hizo ponderaciones únicamente en cuanto al as-
pecto penal del caso; que en ninguno de sus motivos se-
ñaló si el monto de la indemnización acordada es justa y 
está acorde con el daño experimentado por la agraviada; 
que tampoco motivó el hecho de por qué la persona pues-
ta en causa como civilmente responsable debe responder 
de los daños que ocasionó el prevenido; ni tampoco al 
entre dicha persona y la compañía aseguradora existe al-
gún vínculo contractual que permita hacer oponible las 
condenaciones civiles a dicha compañía; que los jueces 
aunque tienen facultad soberana para apreciar los hechos, 
eso no les redime del deber de motivar sus sentencias; que 
no basta citar el artículo 1383 del Código Civil y la Ley 
N9  4117 sobre Seguros Obligatorios de Vehículos de Mo-
tor; que, por tanto, estiman los recurrentes; que se violó 
el artículo 141 del Código de Pronunciamiento Civil; 

Considerando que los Jueces del fondo mediante la 
ponderación de los elementos de juicio que fueron regu-
larmente administrados en la instrucción de la causa, die-
ron por establecido que el día 24 de octybre de 1969 se 
produjo un accidente en el paraje "El Zanjón", sección 
de Palmarito, municipio de Salcedo y que: "a)— el lugar 
nejo de un vehículo de motor, previsto por el artículo 49 
poca visibilidad; b) que la carretera es de poca anchura; 
e) que el carro transitaba a una velocidad inmoderada y 
que al llegar a la curva seg3n las propias palabras del con-
ductor, venía a una velocidad de cuarenta (40) kms. por 
hora; d) que la agraviada venía transitando a su izquier-
da por el paseo de la carretera; e) que no obstante venir 
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por el paseo y a su izquierda la peatona, el accidente no 
se debió a esta circunstancia sino al hecho de que el con-
ductor perdió el control del vehículo al querer trazar y 

rebasar la curva a una velocidad a todas luces impruden-
te; f) que no se pudo establecer la existencia de un obstácu-
lo o algún escollo que forzara al conductor a despl laza se 

de su vía normal al paseo de la carretera; g) que, pre-
venido (conductor) al conducir el vehículo en plena curva 
a una velocidad de 40 kms. por hora, a sabienda de la es-
trechez de la misma y ante un mínimum de visibilidad, 
debió tener en cuenta estas circunstancias y obrar con 
prudencia y discresión, cosa que no hizo, poniendo en peli-
gro la integridad física y hasta la vida de la agraviada; el 
conducir a exceso de velocidad e imprudentemente; razo-
nes de por sí que onstituyen una imprudencia y una viola-
ción a los reglamentos de tránsito"; 

Considerando, en cuanto al aspecto penal, que esos 
hechos así establecidos desde primera instancia, y admiti-
dos por la Corte a-qua al confirmar en todas sus partes las 
apreciaciones del primer lugar colifiguran "el delito de 
golpes y heridas por imprudencia, producidos con el ma-
nejo de un vehículo de motor, previsto por el artículo 49 

de la Ley N9  241, de 1967, sobre Tránsito de Vehículos de 
Motor, y sancionado por ese mismo texto legal con la pe-
na de 3 meses a un año y con multa de RD$50.00 a RD$ 
300.00 si el lesionado resultare enfermo o imposibilitado 
para su trabajo por diez días o más, pero por menos de 
veinte, como ocurrió en la especie; que, en consecuencia, 
al condenar al prevenido recurrente a veinte pesos de mul-
ta, aogiendo en su favor circunstanscias atenuantes, y 
después de declararlo culpable, los jueces del fondo le apli- 

caron una sanción ajustada a la ley; 

Considerando, que en cuanto a las condenaciones ci-
viles el examen del fallo impugnado revela una ausencia 
completa de motivos, tal como lo alegan los recurrentes, en 

cuanto a la naturaleza y magnitud de los daños recibidos 
en el accidente por la persona agraviada, constituida en 
parte civil, lo que era inidspensable para poder justifi-
car dicha sentencia impugnada en cuanto a la indemniza-
ción de RD$1,500.00 que fue acordada a la agraviada; que 
en ese aspecto el fallo de primera instancia tampoco ofre-
ce motivos pertinentes; que, en lo que concierne a la co-
mitencia el abogado que representó a la persona puesta 
en causa como civilmente responsable, no planteó ese pun-
to a la Corte a-qua, sino que se limitó a solicitar que se 
acordara una indemnización que estuviera de acuerdo con 
los daños recibidos, lo que implicaba la aceptación de la 
comitencia; y, en cuanto a la Compañía Aseguradora el fa-
llo de primera instancia revela que el vínculo contractual 
entre dicha compañía y el asegurado, no fue objeto de dis-
cusión; que, en tales condiciones, el fallo impugnado debe 
ser casado en lo que respecta únicamente al monto de la 
indemnización acordada; 

Considerando que las costas civiles pueden ser compen-
sadas según el artículo 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación, cuando su fallo es casado por falta de mo-
tivos; 

Por tales motivos, Primero: Casa únicamente en cuan-
to al monto de la indemnización acordada, la sentencia de 
fecha 8 de julio de 1970, dictada por la Corte de Apelación 
de San Francisco de Macorís, en sus atribuciones correc-
cionales, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte ante-
rior del presente fallo; y envía el asunto así delimitado a 
la Corte de Apelación de La Vega; Segundo: Rechaza los 
recursos de casación de Ramón A. Pérez, José Salcedo Hen-
ríquez y la Compañía de Seguros Pepín, S. A., en todos 
SUS demás aspectos, y condena al prevenido recurrente al 
pago de las costas penales; Tercero: Compensa las costas 
civiles entre las partes. 
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cuanto a la naturaleza y magnitud de los daños recibidos 
en el accidente por la persona agraviada, constituida en 
parte civil, lo que era inidspensable para poder justifi-
car dicha sentencia impugnada en cuanto a la indemniza-
ción de RD$1,500.00 que fue acordada a la agraviada; que 
en ese aspecto el fallo de primera instancia tampoco ofre-
ce motivos pertinentes; que, en lo que concierne a la co-
mitencia el abogado que representó a la persona puesta 
en causa como civilmente responsable, no planteó ese pun-
to a la Corte a-qua, sino que se limitó a solicitar que se 
acordara una indemnización que estuviera de acuerdo con 
los daños recibidos, lo que implicaba la aceptación de la 
comitencia; y, en cuanto a la Compañía Aseguradora el fa-
llo de primera instancia revela que el vínculo contractual 
entre dicha compañía y el asegurado, no fue objeto de dis-
cusión; que, en tales condiciones, el fallo impugnado debe 
ser casado en lo que respecta únicamente al monto de la 
indemnización acordada; 

Considerando que las costas civiles pueden ser compen-
adas según el artículo 65 de la Ley sobre Procedimiento 

de Casación, cuando su fallo es casado por falta de mo-
tivos; 

Por tales motivos, Primero: Casa únicamente en cuan-
to al monto de la indemnización acordada, la sentencia de 
fecha 8 de julio de 1970, dictada por la Corte de Apelación 
de San Francisco de Macorís, en sus atribuciones correc-
cionales, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte ante-
rior del presente fallo; y envía el asunto así delimitado a 
la Corte de Apelación de La Vega; Segundo: Rechaza los 
recursos de casación de Ramón A. Pérez, José Salcedo Hen-
ríquez y la Compañía de Seguros Pepín, S. A., en todos 
sus demás aspectos, y condena al prevenido recurrente al 
pago de las costas penales; Tercero: Compensa las costas 
civiles entre las partes. 
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(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Eduardo Read Barrera.— Manuel D. 
Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Joaquín M. Al-
varez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santia-
go Osvaldo Rojo Carbuccia.— ,Ernesto Curilel, hijo, Se- 

cretario General. 
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 

certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 9 DE DICIEMBRE DEL 1970 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 

Nacional, de fecha 26 de agosto de 1969. 

Materia: Civil, 

Recurrente: José Antonio Pérez. 

Abogados: Dres. Altagracia G. Maldonado P., Víctor Ml Mangual 
y Vinicio Regalado Marte. 

Recurrido: Sucs. de Luisa Finke Vda. Sánchez. 
Abogado: Dr. Julio César Abreu Reinos°, 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Fernando 
). Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de 
Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amia-
ma, Francisco Elpidio Beras, Juan Bautista Rojas Almán-
zar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distri-
to Nacional, hoy día 9 de diciembre del año 1970, años 
1279  de la Independencia y 1089 de la Restauración, dic-
ta en audiencia pública, como corte de casación, la siguien-
te sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por José An-
tonio Pérez, dominicano, mayor de edad, soltero, emplea. 
do privado, domiciliado en la casa N 9  112 de la calle Ca-
racas, de esta ciudad, cédula N 9  33869, serie 1ra., contra 
la sentencia dictada en sus atribuciones civiles por la Cá-
mara Civil y Comercial de la Primera Circunscripción del 
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(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
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señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mas y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 

certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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tonio Pérez, dominicano, mayor de edad, soltero, emplea-
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Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, en 
fecha 26 de agosto de 1969, coyo dispositivo se copia más 

adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oída la Dra. Altagracia G. Maldonado P., cédula Nc 

38221, serie lra., por sí y en•representación de los Dres. 
Víctor Manuel Mangual y Vinicio Regalado Marte, cédulas 
Nos. 18900 y 26647, series lra. y 56, respectivamente, abo-
gados del recurrente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído al Dr. Julio César Abreu Reinoso, cédula N 9  16030, 

serie 34, abogado de la recurrida Lucila Finke Vda. Ar-

thur, domiciliada en el apartamento N 9  304 de la 3ra. plan-

ta del Edificio Baquero, de esta ciudad, cédula N 9  105, se-

rie 65, mayor de edad, dominicana en la lectura de sus 

conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Visto el memorial de casación del recurrente, suscrito 
por sus abogado y depositado en la Secretaría de la Su-
prema Corte de Justicia, en fecha 15 de enero de 1970, en 
el cual se invocan los medios de casación que se indican 

más adelante; 

Visto el escrito de defensa de la recurrida Vda. Ar-
thur, firmado por su abogado y fechado a 6 de marzo de 

1970; 

Vista la resolución de esta Suprema Corte de 'Justicia 
°e fecha 14 de mayo de 1970, declarando el defecto del 

recurrido Carlos Arthur; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 141, 472 y 473 del Código de 
Procedimiento Civil; y 1, 20 y 65 de la Ley sobre Proce- 

aimiento de Casación;  
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Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha 
22 de noviembre de 1968, el Juzgado de Paz de la Primera 
Circunscripción del Distrito Nacional, dictó una sentencia 
en atribuciones civiles, cuyo dispositivo dice así: "PRI-
MERO: Se condena a los Sucesores de Luisa Finque Vda. 
Sánchez a pagarle al señor José Antonio Pérez, la suma de 
Mil Cuatrocientos Cuarenta Pesos Oro (RD$1,400.00), que 
le adeuda por concepto de alquileres vencidos y dejados 
de pagar correspondientes a los meses de marzo de 1166 a 
abril de 1768, a razón de RD$80.00 cada mensualidad, por 
el apartamiento 305 tercera planta del edificio Baquero, 
situado en la calle El Conde esquina Hostos de esa ciudad; 
SEGUNDO: Se condena a los mencionados sucesores al 
pago de los intereses legales de esta suma a partir de la 
fecha de la demanda; TERCERO: Se ordena el desalojo in-
mediato de los Sucesores de Luisa Finke Vda. Sánchez del 
apartamiento N9 304 de la tercera planta del Edificio Ba-
quero situado en la calle El Conde esquina Mostos de esta 
ciudad; CUARTO: Se ordena la rescisión del contrato in-
tervenido entre Luisa Finque Vda. Sánchez y el Edificio 
Baquero C. por A.; QUINTO: La presente sentencia es eje-
cutoria provisional y sin fianza no obstante cualquier re-
curso que se interponga contra la misma; y SEXTO: Se 
condena a los Sucesores de Luisa Finke Vda. Sánchez al 
pago de las costas con distracción de las mismas en pro-
vecho del Dr. Vinicio Regalado Duarte, quien afirma ha-
berlas avanzado en su totalidad"; b) que sobre apelación 
de Lucila Finke Vda. Arthur, la Cámara de lo Civil y 
Comercial de la Primera Circunscripción del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Nacional, en fecha 26 de 
agosto de 1969, dictó la sentencia ahora impugnada en ca-
sación, cuyo dispositivo se transcribe a continuación: "FA-
LLA: PRIMERO: Acoge las conalusiones formuladas en 
audiencia por Lucila Finke Vda. Arthur, parte intimante 
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S• en consecuencia: a) Declara bueno y válido por regular 
en la forma el recurso de Apelación a breve término inter-
puesto por Lucila Finke Viuda Arthur contra sentencia dci-
tada en fecha 22 de noviembre del año 1968, por el Juz-
gado de Paz de la Primera Circunscripción del Distrito 
Nacional, en atribuciones civiles, en provecho de José An-
tonio Pérez; b) Declara nula la dicha sentencia impugna-
da y remite a las partes ante el Juzgado de Paz de la Pri-
mera Circunscripción del Distrito Nacional, para la pro-
secución de las actuaciones; SEGUNDO: Condena a José 
Antonio Pérez, parte intimada que sucumbe al pago de las 
costas al abogado Dr. Salvador E. Pou Hernández, quien 
afirma haberlas avanzado en su totalidad"; 

Considerando que el recurrente invoca en su memo-
rial el siguiente medio de casación: Medio Unico: Violación 
al artículo 473 del Código de Procedimiento Civil; 

Considearndo que el recurrente en el desarrollo de su 
único medio de casación, alega en síntesis, que como prin-
cipie general en razón del efecto devolutivo del recurso 
de apelación el proceso pasa íntegramente del Tribunal del 
primer grado al Tribunal de segundo grado sobre la máxi-
ma latina Res Devolvitur Adinalicen Superiorem; de cu-
yo principio resulta que el Juez de Segundo Grado se en-
cuentra legalmente apoderado de todas las cuestiones que 
se suscitaren por ante el Juez de Primer Grado, tanto los 
de hecho como los de derecho, a menos que el recurso no 
se haya hecho limitadamente a ciertos puntos de la sen-
tencia apelada, lo que no ha sucedido en la especie; que en 
consecuencia al desconocer el Juez a-qua en la sentencia 
impugnada dicho principio violó el artículo 473 del Có-
digo de Procedimiento Civil, y dicha sentencia debe ser 

casada; 
Considerando que efectivamente, en el presente caso, 

la sentencia impugnada revela que el Juez de Paz, apode- 
rado de la presente litis, estatuyó al fondo de la deman- 
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da que le fue sometida, acogiendo así en todas sus partes, 
las conclusiones de la parte demandante, y en tales cir-
cunstancias, el Tribunal de Segundo Grado, apoderado de 
dicho asunto, por la apelación general de la sucumbiente, 
Lucila Finke Vda. Arthur, no podía, como lo hizo, sin vio-
lar el efecto devolutivo de la apelación, como lo alega el 
recurrente, limitarse a anular el fallo apelado, y remitir 
de nuevo el expediente de que se trata, por ante el Juez 
ce Paz que ya había fallado sobre el fondo de dicha litis; 
que en consecuencia, al fallar así el juez a-quo, procede 
la casación de la sentencia impugnada, sin que sea necesa-
rio eraminar los demás alegatos del recurrente; 

Considerando que la distracción de costas no puede ser 
ordenada en el presente caso, porque el abogado del re-
currente, no obstante haberlo así solicitado, no ha afir-
mado haberlas avanzado; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dicta-
da por la Cámara Civil y Comercial de la Primera Circuns-
cripción del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Nacional, en fecha 26 de agosto de 1969, cuyo .  dispositivo 
se copia en parte anterior del presente fallo; y envía dicho 
asunto por ante el Juzgado de Primera Instancia de San 
Cristóbal, en las mismas atribuciones; Segundo: Condena 
a los recurridos al pago de las costas. 

(Firmados): Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Ma• 
nuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francis-
co Elpidio Beras.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— San-
tiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Se-
cretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y Publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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y en consecuencia: a) Declara bueno y válido por regular 
en la forma el recurso de Apelación a breve término inter-• 
puesto por Lucila Finke Viuda Arthur contra sentencia dci-
tada en fecha 22 de noviembre del año 1968, por el Juz-
gado de Paz de la Primera Circunscripción del Distrito 
Nacional, en atribuciones civiles, en provecho de José An-
tonio Pérez; b) Declara nula la dicha sentencia impugna-
da y remite a las partes ante el Juzgado de Paz de la Pri-
mera Circunscripción del Distrito Nacional, para la pro-
secución de las actuaciones; SEGUNDO: Condena a José 
Antonio Pérez, parte intimada que sucumbe al pago de las 
costas al abogado Dr. Salvador E. Pou Hernández, quien 
afirma haberlas avanzado en su totalidad"; 

Considerando que el recurrente invoca en su memo-
rial el siguiente medio de casación: Medio Unico: Violación 
al artículo 473 del Código de Procedimiento Civil; 
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tencia apelada, lo que no ha sucedido en la especie; que en 
consecuencia al desconocer el Juez a-qua en la sentencia 
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digo de Procedimiento Civil, y dicha sentencia debe ser 
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dicho asunto, por la apelación general de la sucumbiente, 
Lucila Finke Vda. Arthur, no podía, como lo hizo, sin vio-
lar el efecto devolutivo de la apelación, como lo alega el 
recurrente, limitarse a anular el fallo apelado, y remitir 
de nuevo el expediente de que se trata, por ante el Juez 
de Paz que ya había fallado sobre el fondo de dicha litis; 
que en consecuencia, al fallar así el juez a-quo, procede 
la casación de la sentencia impugnada, sin que sea necesa-
rio eraminar los demás alegatos del recurrente; 

Considerando que la distracción de costas no puede ser 
ordenada en el presente caso, porque el abogado del re-
currente, no obstante haberlo así solicitado, no ha afir-
mado haberlas avanzado; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dicta-
da por la Cámara Civil y Comercial de la Primera Circuns-
cripción del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Nacional, en fecha 26 de agosto de 1969, cuyo dispositivo 
se copia en parte anterior del presente fallo; y envía dicho 
asunto por ante el Juzgado de Primera Instancia de San 
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a los recurridos al pago de las costas. 

(Firmados): Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Ma• 
nuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francis-
co Elpidio Beras.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— San-
tiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Se-
cretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y nublicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 9 DE DICIEMBRE DEL 1970 

Sentencia impugnada: 
Corte de Apelacin de San Juan de la Ma 

guana, de fecha 11 de agosto de 1970. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Rafael Encarnación. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer &Istituto de Presidente; Eduardo Read 
Barreras, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. 
Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio 
Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas 
Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos 
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-

trito Nacional, hoy día 9 de diciembre del año 1970, años 

1279  de la Independencia y 1089  de la Restauración, dicta 

en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente 

sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Rafael 
Encarnación, dominicano, mayor de edad, soltero, agricul-
tor, domiciliado y residente en la Sección Vallejuelo del 
Municipio de San Juan de la Maguana, contra la sentencia 
de fecha 11 de agosto de 1970, dictada en sus atribuciones 
correccionales por la Corte de Apelación de San Juan de 
la Maguana, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 
Secretaría de la Corte a-qua en fecha 11 de agosto de 1970, 
a requerimiento del prevenido recurrente, en la cual no 
se expone ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 379 y 388 del Código Pe-
nal; y 1 y 65 de la Ley Sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo 
Ge un sometimiento por robo de una vaca propiedad de 
Pedro Beriguete, el Juzgado de Primera Instancia de San 
Juan de la Maguana dictó en fecha 6 de agosto de 1969. 
una sentencia cuyo dispositivo dice así: "FALLA: que de-
be PRIMERO: Declarar a Rafael Encarnación, no culpa-
ble del hecho que se le imputa, y, en consecuencia, lo des-
carga por no haberlo cometido; SEGUNDO: Declara las 
costas de oficio; TERCERO: Ordena la devolución de la va-
ca cuerpo del delito a su legítimo dueño Rafael Encarna-
ción"; b) que sobre recurso del Procurador General de la 
Corte de Apelación de San Juan de la Maguana, dicha Cor-
te en fecha 11 de noviembre de 1969, dictó una sentencia 
en defecto con el siguiente dispositivo: "Se declara regu-
lar y válido el recurso interpuesto por el Magistrado Pro-
curador General de la Corte en fecha 6 de agosto de 1969, 
contra sentencia correccional del Juzgado de Primera Ins-
tancia de San Juan N 9  649 de la misma fecha, cuyo dispo-
sitivo se copia en otra parte de esta sentencia; por haber 
sido hecho dentro del plazo y demás formalidades de ley; 
Se pronuncia el defecto contra el nombrado Rafael En-
carnación por no haber comparecido a esta instancia no 
obstante haber sido legalmente citado; Se revoca la sen-
tencia recurrida y se declara al nombrado Rafael Encar- 
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 
Secretaría de la Corte a-qua en fecha 11 de agosto de 1970, 
a requerimiento del prevenido recurrente, en la cual no 
se expone ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 379 y 388 del Código Pe-
nal; y 1 y 65 de la Ley Sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo 
oe un sometimiento por robo de una vaca propiedad de 
Pedro Beriguete, el Juzgado de Primera Instancia de San 
Juan de la Maguana dictó en fecha 6 de agosto de 1969, 
una sentencia cuyo dispositivo dice así: "FALLA: que de-
be PRIMERO: Declarar a Rafael Encarnación, no culpa-
ble del hecho que se le imputa, y, en consecuencia, lo des-
carga por no haberlo cometido; SEGUNDO: Declara las 
costas de oficio; TERCERO: Ordena la devolución de la va-
ca cuerpo del delito a su legítimo dueño Rafael Encarna-
ción"; b) que sobre recurso del Procurador General de la 
Corte de Apelación de San Juan de la Maguana, dicha Cor-
te en fecha 11 de noviembre de 1969, dictó una sentencia 
en defecto con el siguiente dispositivo: "Se declara regu-
lar y válido el recurso interpuesto por el Magistrado Pro-
curador General de la Corte en fecha 6 de agosto de 1969, 
contra sentencia correccional del Juzgado de Primera Ins-
tancia de San Juan N 9  649 de la misma fecha, cuyo dispo-
sitivo se copia en otra parte de esta sentencia; por haber 
sido hecho dentro del plazo y demás formalidades de ley; 
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carnación por no haber comparecido a esta instancia no 
obstante haber sido legalmente citado; Se revoca la sen-
tencia recurrida y se declara al nombrado Rafael Encar- 
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nación culpable del delito de robo de animales co 
en los cam- 

pos, y se condena a seis (6) meses de prisióncorrecciona
l 

 y a RD$50.00 pesos de multa y se condena además al pa- 

go de las costas"; c) que sobre recurso 
de

to de 
oposición dic- e' d 

prevenido, dicha Corte en fecha 11 de agos 
	1970, 

tó la sentencia ahora impugnada en casación, con el si-
guiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Se declara bue-
no y válido en cuanto a la forma el recurso de oposición in-
terpuesto por Rafael Encarnación en fecha 19 de enero de 
1970, contra la sentencia de esta Corte de fecha o  11 en de otra

no-

viembre de 1969, cuyo dispositivo figura copiad  
parte de esta sentencia, por estar dentro del plazo y de-
más formalidades legales; SEGUNDO: Se confirma la sen-
tencia recurrida en todas sus partes; TERCERO: Se con-
cena además al prevenido al pago de las costas"; 

Considerando que mediante la ponderación de los ele-
mentos dejuicio que fueron regularmente administrados 
en la instrucción de la causa, la Corte a-qua dió por es-
tablecidos los hechos siguientes: a) que el señor Rafael En- 
carnación, prevenido en este hecho, fue encontrado por el 
testigo Rosario Martínez, Alcalde Pedáneo de Vallejuemis- 

- 

lo, trasladando una vaca de un sitio para ro y que la 
de Rafael Encarnación; b) que el 

ma no tenía la estamp a  
referido prevenido había puesto otra estampa a la vaca ro- 
bada; c) que el señor Pedro Berigüete le había dicho al 

Alcalde 	de los calde Rosario Martínez que hacía tiempo que se le ha- 

bía perdido una vaca; d) que el testigo 	
op 

Santos declar6 en la Corte que el prevenido Rafael En-
carnación tenía una vaca de su mamá, pero que no era la 

que estaba envuelta en este robo"; 

Considerando que después de establecer esos hechos 

la Corte a-qua 
formó su íntima convicción sobre la culpa-

bilidad del prevenido, según consta en el Considerando 

inserto en la página 4 del 'fallo impugnado en esta foi'ma: 

"que por las declaraciones de los testigos Rosario Martí-
nez Alcalde Pedáneo de Vallejuelo y Leopoldo de los San-
tos, se ha comprobado que el autor del robo de la vaca, ob-
jeto de este expediente lo es el señor Rafael Encarnación, 
la cual estaba pastando en una sabana de la sección de Va-
llejuelo del municipio de El Careado, de esta jurisdicción, 
por lo que procede confirmar en todas sus partes, la sen-
tencia en defecto de esta Corte de Apelación, de fecha 11 
de noviembre de 1969"; "que también se ha establecido 
por la misma confesión en este sentido del prevenido Ra-
fael Encarnación, que es reincidente en esta clase de he-
chos"; 

Considerando que los jueces del fondo son soberanos 
para apreciar el valor probatorio de los elementos de jui-
cios que se le someten, lo cual no puede ser censurado en 
casación, salvo desnaturalización que no resulta estable-
cida en el presente caso; que, los hechos precedentemente 
establecidos configuran el delito de robo previsto en el ar-
tículo 379 del Código Penal, y sancionado cuando se trate 
de robo de animales en los campos por el artículo 388, mo-
dificado, del mismo Código, con la pena de seis meses a 
dos años de prisión y multa de quinientos a dos mil pe-
sos; que, en consecuencia, al condenar al prevenido recu-
rrente a seis meses de prisión y cincuenta pesos de multa, 
&cogiendo circunstancias atenuantes, la Corte a-qua le apli-
có una sanción ajustada a la Ley; 

Considerando que examinada la sentencia impugna-
da en sus demás aspectos, en lo que concierne al interés 
del prevenido recurrente, ella no contiene vicio alguno 
que justifique su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Rafael Encarnación contra senten-
cia dictada por la Corle de Apelación de San Juan de la 
Maguana en fecha 11 de agosto de 1970, en sus atribucio- 
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Santos declar6 en la Corte que el prevenido Rafael En- 
carnación tenía una vaca de su mamá, pero que no era la 

que estaba envuelta en este robo"; 
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"que por las declaraciones de los testigos Rosario Martí-
nez Alcalde Pedáneo de Vallejuelo y Leopoldo de los San-
tos, se ha comprobado que el autor del robo de la vaca, ob-
jeto de este expediente lo es el señor Rafael Encarnación, 
la cual estaba pastando en una sabana de la sección de Va-
llejuelo del municipio de El Carcado, de esta jurisdicción, 
por lo que procede confirmar en todas sus partes, la sen-
tencia en defecto de esta Corte de Apelación, de fecha 11 
de noviembre de 1969"; "que también se ha establecido 
por la misma confesión en este sentido del prevenido Ra-
fael Encarnación, que es reincidente en esta clase de he-
chos"; 

Considerando que los jueces del fondo son soberanos 
para apreciar el valor probatorio de los elementos de lui-
dos que se le someten, lo cual no puede ser censurado en 
casación, salvo desnaturalización que no resulta estable-
cida en el presente caso; que, los hechos precedentemente 
establecidos configuran el delito de robo previsto en el ar-
tículo 379 del Código Penal, y sancionado cuando se trate 
de robo de animales en los campos por el artículo 388, mo-
dificado, del mismo Código, con la pena de seis meses a 
dos años de prisión y multa de quinientos a dos mil pe-
sos; que, en consecuencia, al condenar al prevenido recu-
rrente a seis meses de prisión y cincuenta pesos de multa, 
acogiendo circunstancias atenuantes, la Corte a-qua le apli-
có una sanción ajustada a la Ley; 

Considerando que examinada la sentencia impugna-
da en sus demás aspectos, en lo que concierne al interés 
del prevenido recurrente, ella no contiene vicio alguno 
que justifique su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Rafael Encarnación contra senten-
cia dictada por la Cor:e de Apelación de San Juan de la 
Maguana en fecha 11 de agosto de 1970, en sus atribucio- 
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nes 	
s, cuyo dispositivo ha sido copiado eh 

parte anterior 
correccionale del presente tallo; Segundo: Condena al re-

currente al pago de las costas. ada.— F. E. Ra- 
Manuel (Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tej 

velo de la Fdente.— Eduardo Read Barrera.—  
D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francilsico 
Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bau-

tista Rojas Almánzar.— Secretario 

Osvaldo Rojo Carbuc- 

-cia.— Ernesto Curiel hijo, 	
io General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la afue

u-

diencia pública del día, mes y año en él expresados, y  
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 

certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 9 DE DICIEMBRE DEL 1970 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega de fecha 
15 de septiembre de 1969. 

Materia: Penal. 

Recurrentes: Eugenio Salcedo Ureña, Leocadio de Js. Vásquez 
la Compañía de Seguros, C. por A. 

Abogado: Lic. Ramón B. García. 

Interviniente: Juan López Valdez. 
Abogados: Dres. Hugo Francisco Alvarez V. y Adolfo Cruz R. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la RepúbliCa, la Suprema Corte de Jus• 
ticia, regularmente constituída por los Jueces, Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de 
Presidente; Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras . 

 Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Na-
cional, hoy día 9 del mes de diciembre de 1970, años 127 9 

 de la Independencia y 1089  de la Restauración, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Euge-
nio Salcedo Ureña, dominicano, mayor de edad, soltero, 
chófer, domiciliado y residente en la ciudad de Santia-
go, cédula N9  27384, serie 54; Leocadio de Jesús Vásquez, 
dominicano, mayor de edad, casado, propietario, domicilia-
do y residente en la ciudad de Santiago, cédula N 9  2587, 
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nes correccionales, cuyo dispositivo ha sido copiado eñ 
parte anterior del presrmte fallo; Segundo: Condena al re-

currente al pago de las costas. 
(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-

velo de la Fuente:—Eduardo Read Barrera.— Manuel 

D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.
—  Francilstco 

Elpidio Basas.— 
 Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bau-í 

tista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuc-
-cia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día. mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 

certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 9 DE DICIEMBRE DEL 1970 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega de fecha 

15 de septiembre de 1969. 

Materia: Penal. 

Recurrentes: Eugenio Salcedo Ureña, Leocadio de Js. Vásquez y 

la Compañía de Seguros, C. por A. 

Abogado: Lic. Ramón B. García. 

Interviniente: Juan López Valdez. 
Abogados: Dres. Hugo Francisco Alvarez V. y Adolfo Cruz R. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la RepúbliCa, la Suprema Corte de Jus- 
ticia, regularmente constituída por los Jueces, Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de 
Presidente; Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras. 
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Na-
cional, hoy día 9 del mes de diciembre de 1970, años 127 9 

 de la Independencia y 1089  de la Restauración, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Euge-
nio Salcedo Ureña, dominicano, mayor de edad, soltero, 
chófer, domiciliado y residente en la ciudad de Santia-
go, cédula N9  27384, serie 54; Leocadio de Jesús Vásquez, 
dominicano, mayor de edad, casado, propietario, domicilia-
do y residente en la ciudad de Santiago, cédula N 9  2587, 
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serie 54, y la Compañía Unión de Seguros, C. por A., con-

tra la sentencia de fecha 15 de septiembre C d 969 
e 1, dicta-

da en atribuciones correccionales por la orte de Apela-
ción de La Vega, cuyo dispositivo será copiado más ade-

lante; 
Oído al alguacil de turno en la lectura d rol; 976, se-
Oído al Lic. Ramón B. García G., cédul

el 
 a N9  

rie 47, abogado de los recurrentes, en la lectura de sus 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General conclusiones; 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación, de fecha 22 de 

septiembre de 1969, levantada en la Secretaría de la Cor-

te a-qua 
a requerimiento del citado Licenciado Ramón B. 

en representación 
García G., actuando éste a nombre y  
de los recurrentes; acta en la que no se invoca ningún me-

dio determinado de casación; 
Visto el memorial de casación de' 

 echa 31 de agosto de 

1970, suscrito por el abogado de los recurrentes, en el que 
se invocan los medios que se indican más adelante; memo-
rial que fue depositado en la Secretaría de la Suprema 

Corte de Justicia; 
Visto el escrito del interviniente y parte civil cons-

tituida Juan López Valdez, dominicano, mayor de co
ns-

tituida  privado, casado, domiciliado y residente en la 

ciudad de La Vega, cédula N 9  27629, serie 47, fechado el 

día 31 de agosto de 1970, firmado por sus abogados Docto-

res Hugo Francisco Alvarez V., cédula N
9  20267, serie 47, 

y Adolfo Cruz Rodríguez, cédula N 9  18096, serie 47; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de- 
árra 

liberado y vistos los artículos 1ro., apartado d), pfos 1, 

2,y 6 de la Ley N 9 
 5771 de 1961, 92, párrafo b), 101 y 105 

de la Ley N9 
 4809. de 1957, 1382 y 1383 del Código Civil; 

130 y 133 del Código de Procedimiento Civil; 194 del Có- 

digo de Procedimiento Criminal, 10 de la Ley N9 4117 de 
951 y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti-
vo de un accidente automovilístico ocurrido el día 2 dr , 

 diicembre de 1967 en el kilómetro uno y medio de la au-
topista Duarte, cruce de Soto y de Jarabacoa, Sección de 
Arenoso, jurisdicción del municipio de La Vega, accidente 
en el que resultó con golpes y fracturas que le ocasiona-
ron la muerte al menor Juan López Pérez, de ocho años 
de edad, fue apoderada la Segunda Cámara Penal del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La Ve-
ga para conocer de la inculpación puesta a cargo de Eu-
genio Salcedo Ureña, a quien se le imputó haber cometido 
el delito de violación a la Ley N 9  5771 como conductor del 
vehículo que produjo el referido accidente; b) que dicha 
Cámara resolvió el asunto mediante su sentencia de fe-
cha 22 de mayo de 1968, cuyo dispositivo está inserto en 
el del fallo ahora impugnado; e) que sobre los recursos 
de apelación interpuestos por el inculpado Eugenio Salce-
do Ureña; Leocadio de Jesús Vásquez, persona puesta en 
causa como civilmente responsable; la Compañía Unión de 
Seguros, C. por A., y Juan López Valdez, parte civil cons-
tituida, intervino el fano recurrido en la presente instan-
cia, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: 
Declara regulares y válidos, los recursos de apelación in-
terpuestos por el Lic. Ramón B. García, a nombre y re-
presentación de Leocadio de Jesús Vásquez, persona ci. 
vilmente responsable, la Cía. Unión de Seguros, C. por A., 
y el prevenido Eugenio Salcedo Ureña y por el Dr. Adolfo 
de la Cruz Rodríguez, a nombre y. representación de la 
parte civil constituída Juan López Valdez, contra senten-
cia de la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera 
instincia del Distrito Judicial de La Vega, de fecha 22 
de Mayo de 1968, cuyo dispositivo es el siguiente: "FA- 
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serie 54, y la Compañía Unión de Seguros, C. por A., con-
tra la sentencia de fecha 15 de septiembre de 1969, dicta-
da en atribuciones correccionales por la Corte 

d
más ade- 
e Apela- 

ción de La Vega, cuyo dispositivo será copiado 

lante; 
Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Lic. Ramón 13. García G., cédula N

9  976, se- 

rie 47, abogado de los recurrentes, en la lectura de su3 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General conclusiones; 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación, de fecha 22 de 

septiembre de 1969, levantada en la Secretaría de la Cor-

te a-qua 
a requerimiento del citado Licenciado Ramón B. 

actuando éste a nombre y en representación 
García G.,  
de los recurrentes; acta en la que no se invoca ningún me-

dio determinado de casación; 
Visto el memorial de casación de' 

 echa 31 de agosto de 

1970, suscrito por el abogado de los recurrentes, en el que 
te invocan los medios que se indican más adelante; memo-
rial que fue depositado en la Secretaría de la Suprema 

Corte de Justicia; 
Visto el escrito del interviniente y parte civil cons-

tituída Juan López Valdez, dominicano, mayor de edad, 
empleado privado, casado, domiciliado y residente en la 

ciudad de La Vega, cédula N 9  27629, serie 47, fechado el 

día 31 de agosto de 1970, firmado por sus abogados Docto-

res Hugo Francisco Alvarez V•, cédula N
9  20267, serie 47, 

y Adolfo Cruz Rodríguez, cédula N 
18096, serie 47; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de- 
La  y vistos los artículos 1ro., apartado d), pos 1, 

2,y 6 de la Ley N 9 
 5771 de 1961, 92, párrafo b), 101 y 105 

de la Ley N9 
 4809. de 1957, 1382 y 1383 del Código Civil; 

130 y 133 del Código de Procedimiento Civil; 194 del Có- 

digo de Procedimiento Criminal, 10 de la Ley N9 4117 de 
Q51 y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
ducumentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti-
vo de un accidente automovilístico ocurrido el día 2 dr.: 
diicembre de 1967 en el kilómetro uno y medio de la au-
topista Duarte, cruce de Soto y de Jarabacoa, Sección de 
Arenoso, jurisdicción del municipio de La Vega, accidente 
en el que resultó con golpes y fracturas que le ocasiona-
ron la muerte al menor Juan López Pérez, de ocho años 
de edad, fue apoderada la Segunda Cámara Penal del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La Ve-
ga para conocer de la inculpación puesta a cargo de Eu-
genio Salcedo UrrIña, a quien se le imputó haber cometido 
e) delito de violación a la Ley N9 5771 como conductor del 
vehículo que produjo el referido accidente; b) que dicha 
Cámara resolvió el asunto mediante su sentencia de fe-
cha 22 de mayo de 1968, cuyo dispositivo está inserto en 
el del fallo ahora impugnado; c) que sobre los recursos 
de apelación interpuestos por el inculpado Eugenio Salce-
do Ureña; Leocadio de Jesús Vásquez, persona puesta en 
causa como civilmente responsable; la Compañía Unión de 
Seguros, C. por A., y Juan López Valdez, parte civil cons-
tituida, intervino el fallo recurrido en la presente instan-
cia, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: 
Declara regulares y válidos, los recursos de apelación in-
terpuestos por el Lic. Ramón B. García, a nombre y re-
presentación de Leocadio de Jesús Vásquez, persona ci. 
vilmente responsable, la Cía. Unión de Seguros, C. por A., 
y el prevenido Eugenio Salcedo Ureña y por el Dr. Adolfo 
de la Cruz Rodríguez, a nombre y representación de la 
parte civil constituida Juan López Valdez, contra senten-
cia de la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera 
Instincia del Distrito Judicial de La Vega, de fecha 22 
de Mayo de 1968, cuyo dispositivo es el siguiente: "FA- 
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LLA: Primero: 
Se acoge como bueno y válido la cons-

litución en parte civil intentada por Juan López en con-

tra de Leocadio de Jesús Vásquez o Alvarez Valencia 
al través de los Dres. 

por 
Adolfo de la Cruz Rodríguez y ug 
ser regular en la 'forma; Segundo: Se declara culpable al 
nombrado Eugenio Salcedo Ureña de violar la Ley 5771, 
en perjuicio del que en vida se llamó Juan López Pérez y 
en consecuencia se le coidena al pago de una multa de 
RD$30.00 acogiendo en su favor circunstancias atenuantes; 

Tercero: 
Se con dona a Leocadio de Jesús Vásquez al pago 

de una indemnización de RD$1,000.00 en favor de Juan Ló-
pez por los daños morales y materiales que le causara su 

preposé Eugenio Salcedo Ureña; 
Cuarto: Se condena a Leo-

cadio de Jesús Vásquez al ;pago de las 
costas

Dres. 
civiles

Adolfo 
con 

distracción de 1Fs mismas en pr
o Alvarez 

de los 

de la Cruz Rodriguez y Hugo 
	Valencia, quienes 

afirman haberlas avanzado en su mayor arte; 
Quinto: La p 

presente sentencia es común y 
oponible a la compañía de 

or Seguros "Unión de Seguros C. p 
a Eugenio Salcedo Ureña al pago de las costas penales; 

Por haber sido hechos de conformidad a la Ley. 
SEGUN-

DO: 
Declara culpable al prevenido Eugenio Salcedo Ure-

ña de violar la Ley N9 5771, en perjuicio del menor Juan 

López Pérez, confirmando así, en este aspesecuenc, s
cto, el 

ia

Ordinal 

Segundo de la sentencia apelada, y en con
e le 

condena al pago de una multa de RD$15.00 y al pago de 
las costas penales. acogiendo en su favor circunstancias ate-
nuantes y reconociendo faltas también, en igual proporción 
de la víctima, modificando así la última parte de dicho or-

dinal Segundo. TERCERO: Declara regular y válida, en 

la ofrma, la constitución en parte civil hecha por Juan Leo- 
Ló- 

pez Valdez contra la persona civilmente responsable 
cadio de Jesús Vásquez y la Cía. Unión de 

Seguros C. por ,  

A. y en cuanto al fondo, los condena solidariamente al pa- 

go de 
una indemnización de RD$1,500.00 en favor de di- 

1 
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cha parte civil constituida Juan López Valdez como jus-
ta reparación de los daños morales y materiales sufrido: 
por él con la muerte de su hijo Juan López Pérez, acaeci-
da en el dicho accidente, modificándose así, el ordinal Ter-
cero de la sentencia apelada, al entender esta Corte que 
es la suma adecuada para satisfacer la ya indicada repara-
ción civil, al reconocer esta Corte falta recíprocas de la 
víctima y el prevenido, e nigual proporción, y que la repa-
ración acordada a la parte civil constituida (RD$1,500.00? 
Mil Quinientos Pesos Oro) a juicio de este tribunal, deter-
minada la proporción que de acuerdo a la gravedad res-
pectiva de las faitas comunes, deberán soportar tanto la 
parte civil y el prevenido, teniéndose en cuenta que el re-: 
ferido aumento de la indemnización impuesta por el tri-
bunal a-quo, se hace por estar también apoderado de la 
apelación de la parte civil constituída Juan López Valdez. 
CUARTO: Condena a la persona ciivlmente responsable 
Leocadio de Jesús Vásquez y la Cía. Unión de Seguros C. 
por A., al pago solidario de las costas civiles, distrayendo 
las mismas e nfavor de los Dres. Hugo Alvarez Valencia 
y Adolfo de la Cruz Rodríguez, quienes afirman haberlas 
avanzado en su totalidad. QUINTO: Declara la presente 
sentencia común y oponible a la Cía. Unión de Seguros, 
C. por A." 

Considerando que los recurrentes invocan en su me-
morial de casación como medio único: la desnaturalización 
de los hechos y, consecuentemente, la ausencia de base le-
gal en el Tallo impugnado; 

Considerando que en el desarrollo del medio propues-
to los recurrentes alegan, en síntesis, que se incurrió en 
la desnaturalización de los hechos y en el vicio de falta de 
base legal porque a su juicio la Corte a-qua no tuvo en 
cuenta en todo su alcance el testimonio de Narciso Fran-
cisco Reyes que declaró, entre otras cosas, que el preveni-
do venía a velocidad moderada y que "el muchachito se le 
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LLA: Primero: Se acoge como bueno y válido la cons-
titución en parte civil intentada por Juan López en con-
tra de Leocadio de Jesús Vásquez al través de los Drespor 
Adolfo de la Cruz Rodríguez y Hugo Alvarez Valencia 
ser regular en la 'forma; Segundo: Se declara culpable al 
nombrado Eugenio Salcedo Ureña de violar la Ley 5771, 

en perjuicio del que en vida se llamó Juan López multa 
Pérez y 

	

en consecuencia Se le coidena al pag de una 	
de 

RD$30.00 acogiendo en su favor circunstancias atenuantes; 
Tercero: Se condena a Leocadio de Jesús Vásquez al pago 
de una indemnización de RD$1,000.00 en favor de Juan Ló-
pez por los daños morales y materiales que le causara su 

preposé Eugenio Salcedo Ureña; 
Cuarto: Se condena a Leo-

cadio de Jesús Vásquez al pago de las 
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Adolfo 
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distracción de 1F s mismas en pr Alvarez Valencia, quienes 

afirman haberlas avanzado en su mayor arte; 
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Seguros "Unión de Seguros C. por A.;  
a Eugenio Salcedo Ureña al pago de las costas penales; 
Por haber sido hechos de conformidad a la Ley. 

SEGUN-

DO: 
Declara culpable al prevenido Eugenio Salcedo Ure-

ña de violar la Ley N9 5771, en perjuicio del menor Juan 
López Pérez, confirmando así, en este aspecto, el Ordinal 
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la ofrma, la constitución en parte civil hecha por Juan Ló- 
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A. y en cuanto al fondo, los condenas 
 olidariamente 

favor d 

al pa- 
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go de una indemnización de RD$1,500.00 en 
	e di 
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t-afó al papá y se atravesó al carro"; que igual pasó con lo 
declarado por Juan López Valdez, quien dijo que él venía 
con su hijo agarrado de la mano, que el carro venía a su 
derecha como a 40 kms. por hora y que el carro le quite 

Ll hijo de la mano, etc.; que José del Carmen Quezaelante, 
da deel-

claró que "el muchacho se atravesó al carro por d  
chófer frenó y cuando frenó dió un bandazo"; que 

ue los que 
a 
a su de- vez 

el prevenido declaró que había un carro parado la 
recha, que él frenó el carro y le dió al niño, y q  
venían en el carro le dijeron que no parara porque lo po-
dían matar y que él fue y se entregó a la Policía; que ve-
nía a "30 ó 40 kms.." por hora y había un grupo delante 
y que él alcanzó a ver las gentes y redujo la velocidad; 
que con esas declaraciones, las cuales los exponentes ad-
miten que están en contradicción con lo erpuesto por el 
testigo Quezada, debió darse otra solución al caso porque 
las mismas (las cuades se transcriben casi íntegras en ellos 

la 

exposición de los recurrentes) se infiere —a juicio de  
— que el menor se zafó violentamente de la mano de su 
padre y se estrelló contra el carro que manejaba el preve- 
nido; ue las afirmaciones que hace la Corte a-qua en los 
motivos del fallo impugnado no están acordes con los he-
chos porque dijo —entre otras cosas— que el accidente 
ocurrió en la convergencia de cuatro carreteras, y que 
eso no es real, ni resulta de la declaración de ningún tes-
tigo ni del prevenido, porque el hecho ocurrió "en plena 
.autopista, frente a las oficinas de Pedro Rivera (Factoría 
Industrias Veganas)"; que la Corte fraccionó las declara- 

ara tomar la parte que conducía a la culpabilidad 
carnes p  del prevenido; y, al efecto censuran los recurrentes las 
apreciaciones de la Corte a-qua en los Considerandos pri- 

cuarto, concluyendo finalmente 
mero, segundo, tercero y 

en el sentido 	
declarado por 

ntido de que la Corte a-qua ignoró lo  
ue "en •este 

el padre de la víctima, por lo que estiman q  
proceso hay serias informaciones que tienden a desmentir 
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sustancialmente, la realidad imaginativa de la Corte 
a-qua"; que, por todo ello estiman que se ha incurrido en 
los vicios denunciados y que el 'fallo impugnado debe ser 
casado; pero, 

Considerando que la Corte a-qua, mediante los ele-
mentos de juicio regularmente administrados en el trans-
curso de la instrucción de la presente causa, ha dado por 
establecidos, los hechos siguientes: "a) que el día 2 de di-
ciembre del año 1967, siendo aproximadamente las once y 
treinta minutos de la mañana, ocurrió un accidente auto-
movilístico en el kilómetro uno y medio de la autopista 
Duarte, tramo carretera La Vega-Santiago, exactamente 
en el punto de intersección con la antigua carretera Duar-
te, antiguo cruce con la carretera a Jarabacoa y cruce con 
la carretera a la Sección de Soto; b) que en el vértice del 
triángulo formado por la intersección de la autopista Duar-
te y la antigua carretera Duarte, existe una bomba para 
el expendio de gasolina y en frente, en el lado oeste de la 
supramencionada autior4sta,' una ;importante fa4oría de 
arroz propiedad de Pedro Rivera; e) que por razón de ser 
dicho lugar punto de afluencia de los moradores de las sec-
ciones de Soto, Guaco y otras aledañas, así como por el mo-
vimiento constante de los parroquianos de dicha bomba de 
gasolina y factoría de arroz y la gran población del mismo, 
el _movimiento de peatones, negociantes, vehículos de to-
das clases y sus pasajeros es bastante intenso; d) que el tra-
mo de la autopista en ese sitio es completamente recto, per-
mitiendo, por tanto, observar de una distancia considerable 
(un cuarto de kilómetro) el movimiento de las personas, es-
pecialmente cruzando la citada vía en cualquier sentido o 
dirección; e) que al prevenido le precedía otro vehículo tran-
sitando a muy corta distancia el cual se vió precisado a re-
ducir la marcha por estar atravesando la autopista algunas 
personas, percatándose de esta maniobra el prevenido; f` 
que al acercarse a dicho lugar, por lo consignado en el apar- 
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sustancialmente, la realidad imaginativa de la Corte 
a-qua"; que, por todo ello estiman que se ha incurrido en 
los vicios denunciados y que el Tallo impugnado debe ser 
casado; pero, 

Considerando que la Corte a-qua, mediante los ele
. . 

mentos de juicio regularmente administrados en el trans-
curso de la instrucción de la presente causa, ha dado por 
establecidos, los hechos siguientes: "a) que el día 2 de di-
ciembre del año 1967, siendo aproximadamente las once y 
treinta minutos ce la mañana, ocurrió un accidente auto-
movilístico en el kilómetro uno y medio de la autopista 
Duarte, tramo carretera La Vega-Santiago, exactamente 
en el punto de intersección con la antigua carretera Duar-
te, antiguo cruce con la carretera a Jarabacoa y cruce con 
la carretera a la Sección de Soto; b) que en el vértice del 
triángulo formado por la intersección de la autopista Duar-
te y la antigua carretera Duarte, existe una bomba para 
el expendio de gasolina y en frente, en el lado oeste de la 
supramencionada autiorMsta,' una ;importante faptoría die 
arroz propiedad de Pedro Rivera; c) que por razón de ser 
dicho lugar punto de afluencia de los moradores de las sec-
ciones de Soto, Guaco y otras aledañas, así como por el mo-
vimiento constante de los parroquianos de dicha bomba de 
gasolina y factoría de arroz y la gran población del mismo, 
el _movimiento de peatones, negociantes, vehículos de to-
das clases y sus pasajeros es bastante intenso; d) que el tra-
mo de la autopista en ese sitio es completamente recto, per-
mitiendo, por tanto, observar de una distancia considerable 
(un cuarto de kilómetro) el movimiento de las personas, es-
pecialmente cruzando la citada vía en cualquier sentido o 
dirección; e) que al prevenido le precedía otro vehículo tran-
sitando a muy corta distancia el cual se vió precisado a re-
ducir la marcha por estar atravesando la autopista algunas 
personas, percatándose de esta maniobra el prevenido; f` 
que al acercarse a dicho lugar, por lo consignado en el apar- 

1-afó al 	
á y se atravesó al carro"; que igual pasó con lo 

declarado 
pappor Juan López Valdez, quien dijo que él venía 

con su hijo agarrado de la mano, que el carro venía a su 
derecha como a 40 kms. por hora y que el carro le quite 

Ll hijo de la mano, etc.; que José del Carmen Quezaelante, 
da deel-

claró que "el muchacho se atravesó al carro por d  
chófer frenó y cuando frenó dió un bandazo"; que a su vez 

el prevenido declaró que había un carro parado a la que 
de-

recha, que él frenó el carro y le dió al niño, y que los  
venían en el carro le dijeron que no parara porque lo po- 
dían matar y que él fue y se entregó a la Policía; que ve- 
nía a "30 ó 40 kms.." por hora y había un grupo delante 
y que él alcanzó a ver las gentes y redujo la velocidad; 
que con esas declaraciones, las cuales los exponentes ad- 
miten que están en contradicción con lo erpuesto por el 
testigo Quezada, debió darse otra solución al caso porque 
las mismas (las cuades se transcriben casi íntegras en ellos 

la 

exposición de los recurrentes) se infiere —a juicio de  
— que el menor se zafó violentamente de la mano de su 
padre y se estrelló contra el carro que manejaba el preve-
nido; que las afirmaciones que hace la Corte a-qua en los 

motivos del fallo impugnado no están acordes el 
con

acc id 
los 

 ente 
he-

chos porque dijo —entre otras cosas— que  
ocurrió en la convergencia de cuatro carreteras, y que 
eso no es real, ni resulta de la declaración de ningún tes-
tigo ni del prevenido, porque el hecho ocurrió "en plena 
autopista, frente a las oficinas de Pedro Rivera (Factoría 
Industrias Veganas)"; que la Corte fraccionó las declara- 

ara tomar la parte que conducía a la culpabilidad 
ciones p  del prevenido; y, al efecto censuran los recurrentes las 
apreciaciones de la Corte a-qua en los Considerandos pri- 

segundo, tercero y cuarto, concluyendo finalmente 
mero, en el sentido de que la Corte a-qua ignoró lo declarado por ue "en este 
el padre de la víctima, por lo que estiman q  
proceso hay serias informaciones que tienden a desmentir 
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tado c), el conductor no adoptó todas las precauciones que. 
Ley prevee como reducir la velocidad hasta un límite que 

garantizara la integridad física de los peatones, dar repeti-
dos toques de bocina para anunciar su presencia y extre-
mar sus cuidados hasta suplir con su experiencia aquellos 
que la Ley no indique; g) que el señor Juan López Valdez 
y su hijo Juan López Pérez, imprudentemente atravesa-
ron la expresada autopista desde el paseo lateral izquier-
do, tomando como punto de referencia la dirección en que 
transitaba el conductor del vehículo, es decir, desde la bom-
ba de gasolina hacia la factoría de arroz ya indicada; h) que 
arribando a este último paseo fue atropellado el menor Ló-
pez Pérez por el automóvil manejado por el conductor Eu-
genio Salcedo Ureña; i) que el automóvil resultó con el fa-
rol izquierdo (interno) del lado derecho con abolladuras; j) 
que según el certificado médico expedido ,e1 agraviado Juan 
López Pérez presentó traumatismos y laceraciones en el 
cráneo, tórax y extremidades inferiores que le causaron he- 

morragia interna y la muerte"; 

Considerando, en cuanto al aspecto penal, que la Corte 
a-qua, teniendo como fundamento los hechos y circunstan-
cias de la causa que acaban de ser relatados, especialmente 
el lugar en que ocurrió el accidente y por la circunstancia 

de que dicho lugar ;  que es de mucho tránsito, es bienco-

nocido por el conductor del vehículo Salcedo Ureña, quien 
diariamente lo transita en sus viajes de ida y vuelta a la 
ciudad de Santo Domingo. y que, por tanto, él "estaba obli-
gado a adoptar todas las precauciones que la Ley indica y 

aún suplir aquellas que la experiencia y el buen juicio que 
se supone tiene todo chófer provisto de licencia, puedan 
aconsejarle y no limitarse únicamente a tocar la bocina 
cuando dar toques repetidos de la misma, así como reducir 
ir marcha hasta un límite que garantizara la integridad fí- 
sica de las personas y de los peatones que pudieran estar 
atravesando la vía en el momento que se acercaba al refe- 
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1 ido lugar y no reducirla hasta un grado que todavía ofre-
cía peligro como es el de sesenta kilómetros por hora que 
declara el testigo presencial y pasajero del carro José del 
Carmen Quezada Espinal o el de cuarenta kilómetros por 
hora declarado por el mismo prevenido"; y que "en cuanto 
al señor Juan López Valdez, padre del menor accidentado, 
y en cuanto al mismo menor, que éstos al apresurarse a 
atravesar la indicada autopista sin 'esperar que la misma es-
tuviera libre y que su acceso no ofreciera para ellos ningún 
peligro, cometieron a su vez, faltas de imprudencia que 
han sido tambiéín causa generadora de este accidente en 
igual proporción a las faltas cometidas por el prevenido Eu-
genio Salcedo Ureña"; "que por las ponderaciones anterior-
mente hechas, esta Corte entiende al rechazar las conclu-
siones del prevenido Eugenio Salcedo Ureña, que debe de-
clararlo culpable de violar las disposiciones del artículo 92, 
párrafo b) in-medio, 101 y 105 de la Ley N9 4809, que como 
se ha dicho ha sido causa generadora de este accidente en 
una proporción igual a las faltas cometidas por la víctima 
y en el cual resultó murto el menor que en vida respondía 
al nombre de Juan López Pérez y condenarlo a las sanciones 
que se indicarán en la parte dispositiva de la presente sen-
tencia confirmando en este aspecto el Ordinal Segundo da 
la sentencia apelada, acogiendo en su favor circunstancias 
atenuantes y, en otro aspecto, modificando dicho ordinal en 
el sentido de reconocer en su favor la concurrencia, ea 
igual proporción, de las faltas cometidas por la víctima"; 

Considerando que contrariamente a los alegatos del in-
culpado y recurrente Eugenio Salcedo Ureña, es preciso re-
conocer que la Corte de Apelación lejos de incurrir en los 
vicios señalados por él en su medio único de casación, ha da-
do una motivación amplia, pormenorizada y acorde con la 
verdad de los hechos y circunstancias de la causa para fun-
damentar su fallo e interpretó como corresponde los testi-
monios del caso, dándole a los prealudidos hechos el sen- 
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tado e), el conductor no adoptó todas las precauciones que 
la Ley prevee como reducir la velocidad hasta un límite que 
garantizara la integridad física de los peatones, dar repeti- 

extre- 
dos toques de bocina para anunciar su presencia y 
mar sus cuidados hasta suplir con su experiencia aquellos 
que la Ley no indique; g) que el señor Juan López Valdez 
y su hijo Juan López Pérez, imprudentemente atravesa-
ron la expresada autopista desde el paseo lateral izquier-
do, tomando como punto de referencia la dirección en que 
transitaba el conductor del vehículo, es decir, desde la bom-
ba de gasolina hacia la factoría de arroz ya indicada; h) que 
arribando a este último paseo fue atropellado el menor Ló-
pez Pérez por el automóvil manejado por el conductor Eu-
genio Salcedo Ureña; i) que el automóvil resultó con el fa-
rol izquierdo (interno) del lado derecho con abolladuras; j) 
que según el certificado médico expedido ,el agraviado Juan 
López Pérez presentó traumatismos y laceraciones en el 
cráneo, tórax y extremidades inferiores que le causaron he- 

morragia interna y la muerte"; 

Considerando, en cuanto al aspecto penal, que la Corte 
a-qua, teniendo como fundamento los hechos y circunstan-
cias de la causa que acaban de ser relatados, especialmente 
el lugar en que ocurrió el accidente y por la circunstancia 

de que dicho lugar ;  que es de mucho tránsito, es bien co 

nocido por el conductor del vehículo Salcedo Ureña, quien 
diariamente lo transita en sus viajes de ida y vuelta a la 
ciudad de Santo Domingo. y que, por tanto, él "estaba obli-
gado a adoptar todas las precauciones que la Ley indica y 
aún suplir aquellas que la experiencia y el buen juicio que 
se supone tiene todo chófer provisto de licencia, puedan 
aconsejarle y no limitarse únicamente a tocar la bocina 
cuando dar toques repetidos de la misma, así como reducir 
i marcha hasta un límite que garantizara la integridad fi-• 
sica de las personas y de los peatones que pudieran estar 
atravesando la vía en el momento que se acercaba al refe- 

 

HOLETIN JUDICIAL 	 2917 

nido lugar y no reducirla hasta un grado que todavía ofre-
cía peligro como es el de sesenta kilómetros por hora que 
declara el testigo presencial y pasajero del carro José del 
Carmen Quezada Espinal o el de cuarenta kilómetros por 
hora declarado por el mismo prevenido"; y que "en cuanto 
al señor Juan López Valdez, padre del menor accidentado, 
y en cuanto al mismo menor, que éstos al apresurarse a 
atravesar la indicada autopista sin esperar que la misma es-
tuviera libre y que su acceso no ofreciera para ellos ningún 
peligro, cometieron a su vez, faltas de imprudencia que 
han sido tambiéín causa generadora de este accidente en 
igual proporción a las faltas cometidas por el prevenido Eu-
genio Salcedo Ureña"; "que por las ponderaciones anterior-
mente hechas, esta Corte entiende al rechazar las conclu-
siones del prevenido Eugenio Salcedo Ureña, que debe de-
clararlo culpable de violar las disposiciones del artículo 92, 
párrafo b) in-medio, 101 y 105 de la Ley I\1 9  4809, que como 
se ha dicho ha sido causa generadora de este accidente en 
una proporción igual a las faltas cometidas por la víctima 
y en el cual resultó murto el menor que en vida respondía 
al nombre de Juan López Pérez y condenarlo a las sanciones 
que se indicarán en la parte dispositiva de la presente sen-
tencia confirmando en este aspecto el Ordinal Segundo de 
la sentencia apelada, acogiendo en su favor circunstancias 
atenuantes y, en otro aspecto, modificando dicho ordinal en 
el sentido de reconocer en su favor la concurrencia, ea 
igual proporción, de las faltas cometidas por la víctima"; 

Considerando que contrariamente a los alegatos del in-
culpado y recurrente Eugenio Salcedo Ureña, es preciso re-
conocer que la Corte de Apelación lejos de incurrir en los 
vicios señalados por él en su medio único de casación, ha da-
do una motivación amplia, pormenorizada y acorde con la 
verdad de los hechos y circunstancias de la causa para fun-
damentar su fallo e interpretó como corresponde los testi-
monios del caso, dándole a los prealudidos hechos el sen- 
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tido y alcance inherentes a su propia naturaleza y basando 
en ellos su íntima convicción, por lo que es obvio que ha 
hecho, en la especie, un correcto uso del poder soberano de 
apreciación de que están investidos los jueces del fondo en 
la depuración de la prueba; y que, por tanto, es claro que 
lo que los recurrentes denominan desnaturalizció e los 

hechos, según resulta de sus propios alegatos

a
, poned   otra 

cosa que la crítica que a ellos les merece el criterio que se 
formaron los jueces del fondo acerca de tales hechos; or 

que, 

además, por todo cuanto se ha venido exponiendo, y p el 
examen del fallo impugnado, es obvio que este contiene 
una relación de los hechos y circunstancias de la causa que 
permite apreciar que la ley fue bien aplicada; que, por tan-
to, los medios propuestos por los recurrentes, por carecer 

de 'fundamento, deben ser desestimados; 

Considerando; además, que los hechos establecidos pol' 
la Corte a-qua en la forma que se dijo, caracterizan la in-

fracción prevista en el artículo 1 9, párrafos I y II, y 69 de 

la Ley N 9  5771, y habida cuenta de las prescripciones con-

tenidas en los artículos 92, 102 y 105 de la Ley N 9  4809, vi-

gentes estas leyes cuando ocurrió el hecho; por tanto, al con-
denar al procesado y recurrente Salcedo Ureña al pago de 
una multa de quince pesos oro, después de daclararlo culpa-
ble, acogiendo en su favor circunstancias atenuantes y re-
conociendo faltas también, en igual proporción de la vícti-
ma, dicha Corte a-qua le aplicó una pena ajustada a la Ley; 

Considerando que examinada la sentencia impugnada 
en sus demás aspectos, ella no contiene, en lo que respec-
ta al interés del inculpado y recurrente, vicio alguno que 

justifique su casación. 
Considerando ,en cuanto al aspecto civil, Tribunal de 

Alzada motiva su decisión en lo que atañe al fondo del 
asunto, expresando que al no ser discutida la constitución 
en parte civil de Juan López Valdez "y por consiguiente la 
relación de comitente a preposé existente entre Eugenio 
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Salcedo Ureña y el propietario del vehículo, Leocadio de Je-
sús Vásquez, y al acoger las conclusiones de dicha parte ci-
vil, que debe condenar a la persona puesta en causa coma 
civilmente responsable, el referido Leocadio de Jesús Vás-
quez, y a la Compañía Unión de Seguros, C. por A., es su 
precitada calidad, al pago de las indemnizaciones que se in-
dican al final de esta sentencia, en la cantidad justa, to-
mando como base la proporción de las faltas puestas a car-
go del prevenido y de la víctima, y en consecuencia de esta 
circunstancia, aumentar la suma indemnizatoria en fa-
vor de dicha parte civil constituida por los daños sufridos 
a causa del accidente, en razón de estar este Tribunal de 
Alzada apoderado igualmente de su recurso de apelación"; 
que, finalmente la Corte a-qua dice "que en virtud de lo 
que dispone el artículo 10 de la Ley N9 4117 sobre Seguro 
Obligatorio de Vehículos, procede que la presente sentencia 
sea declarada común y oponible a la Compañía Unión de 
Seguros, C. por A.; 

Considerando que la Corte a-qua con lo que ha mani-
festado en el anterior desarrollo a los fines de justificar 
las condenaciones civiles por ella pronunciadas, esto es, al 
condenar a Leocadio de Jesús Vásquez, persona puesta en 
causa como civilmente responsable, al pago de una indem-
nización de mil quinientos pesos oro y en la proporción que 
ella ha estimado, en favor de Juan López Valdez, parte ci-
vil constituída, y al disponer que la sentencia dictada sea 
oponible a la Compañía Unión de Seguros, C. por A., hizo 
una adecuada aplicación de la Ley; 

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a Juan López Valdez; Segundo: Rechaza los recursos de 
casación interpuestos por Eugenio Salcedo Ureña, Leocadio 
de Jesús Vásquez y la Compañía Unión de Seguros, C. por 
A., contra la sentencia de fecha 15 de septiembre de 1969, 
dictada en atribuciones correccionales por la Corte de Ape- 



2918 	 -BOLETIN JUDICIAL 

tido y alcance inherentes a su propia naturaleza y basando 
en ellos su íntima convicción, por lo que es obvio que ha 
hecho, en la especie, un correcto uso del poder soberano de 
apreciación de que están investidos los jueces del fondo en 
la depuración de la prueba; y que, por tanto, es claro que 

lo que los recurrentes denominanro desnaturalización es de 
 otra 
los 

hechos, según resulta de sus ppios aleg  
cosa que la crítica que a ellos les merece el criterio que se 
formaron los jueces del fondo acerca de tales hechos; or 

que, 

además, por todo cuanto se ha venido exponiendo, y p el 
examen del fallo impugnado, es obvio que este contiene 
una relación de los hechos y circunstancias de la causa que 
permite apreciar que la ley fue bien aplicada; que, por tan-
to, los medios propuestos por los recurrentes, por carecer 

de fundamento, deben ser desestimados; 

Considerando, además, que los hechos establecidos poi' 
la Corte a-qua en la forma que se dijo, caracterizan la in- 

fracción prevista en el artículo 1 9, párrafos I y II, y 69  de 

le Ley N 9  5771, y habida cuenta de las prescripciones con- 

tenidas en los artículos 92, 102 y 105 de la Ley N 9  4809, vi- 

gentes estas leyes cuando ocurrió el hecho; por tanto, al con 
denar al procesado y recurrente Salcedo Ureña al pago de 
una multa de quince pesos oro, después de daclararlo culpa- 
ble, acogiendo en su favor circunstancias atenuantes y re- 
conociendo faltas también, en igual proporción de la vícti- 
ma, dicha Corte a-qua le aplicó una pena ajustada a la Ley; 

Considerando que examinada la sentencia impugnada 
en sus demás aspectos, ella no contiene, en lo que respec-
ta al interés del inculpado y recurrente, vicio alguno que 

justifique su casación. 
Considerando ,en cuanto al aspecto civil, Tribunal de 

Alzada motiva su decisión en lo que atañe al fondo del 
asunto, expresando que al no ser discutida la constitución 
en parte civil de Juan López Valdez "y por consiguiente la 
relación de comitente a preposé existente entre Eugenio 
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Salcedo Ureña y el propietario del vehículo, Leocadio de Je-
sús Vásquez, y al acoger las conclusiones de dicha parte ci-
vil, que debe condenar a la persona puesta en causa como 
civilmente responsable, el referido Leocadio de Jesús Vás-
quez, y a la Compañía Unión de Seguros, C. por A., es su 
precitada calidad, al pago de las indemnizaciones que se in-
dican al final de esta sentencia, en la cantidad justa, to-
mando como base la proporción de las faltas puestas a car-
go del prevenido y de la víctima, y en consecuencia de esta 
circttnstancia, aumentar la suma indemnizatoria en fa-
vor de dicha parte civil constituída por los daños sufridos 
a causa del accidente, en razón de estar este Tribunal de 
Alzada apoderado igualmente de su recurso de apelación"; 
que, finalmente la Corte a-qua dice "que en virtud de lo 
que dispone el artículo 10 de la Ley N 9  4117 sobre Seguro 
Obligatorio de Vehículos, procede que la presente sentencia 
sea declarada común y oponible a la Compañía Unión de 
Seguros, C. por A.; 

Considerando que la Corte a-qua con lo que ha mani-
festado en el anterior desarrollo a los fines de justificar 
las condenaciones civiles por ella pronunciadas, esto es, al 
condenar a Leocadio de Jesús Vásquez, persona puesta en 
causa como civilmente responsable, al pago de una indem-
nización de mil quinientos pesos oro y en la proporción que 
ella ha estimado, en favor de Juan López Valdez, parte ci-
vil constituída, y al disponer que la sentencia dictada sea 
oponible a la Compañía Unión de Seguros, C. por A., hizo 
una adecuada aplicación de la Ley; 

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a Juan López Valdez; Segundo: Rechaza los recursos de 
casación interpuestos por Eugenio Salcedo Ureña, Leocadio 
de Jesús Vásquez y la Compañía Unión de Seguros, C. por 
A., contra la sentencia de Techa 15 de septiembre de 1969, 
dictada en atribuciones correccionales por la Corte de Ape- 
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lación de La Vega, cuyo dispositivo ha sido copiado en par-
te anterior del presente fallo; Tercero: Condena a Eugenio 
Salcedo Ureña al pago de las costas penales; y Cuarto: Con-

ciena a Leocadio de Jesús Vásquez y a la Compañía Unión 
de Seguros, C. por A., al pago de las costas civiles, distra 
yéndolas en favor de los Doctores Adolfo Cruz Rodríguez y 
Hugo Francisco Alvarez V., abogado del interviniente, quie-
res afirman estarlas avanzando en su totalidad. 

(Firmados): Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Ma-
nuel A. Amiama.-- Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M 
Alvarez Perelló.— Juan Baútista Rojas Almáuzar.— San-
tiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Se- 

cretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 

certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 9 DE DICIEMBRE DEL 1970 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha 
28 de abril de 1970. 

Materia: Penal. 

Recurrentes: Ramón de Jesús García, y Seguros Pepín, S. A. 
Abogado: Dr. Ramón Octavio Portella 

Interviniente: Pelro Fulgencio Toribio Toribio. 
Abogado: Dr. Juan Grullón Castañeda. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Eduardo Read Ba-
rreras, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joa-
quín M. Alvarez Perelló, y Juan Bautista Rojas Almánzar, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guz-
mán, Distrito Nacional, hoy día 9 del mes de Diciembre 
de 1970, años 127° de la Independencia y 108 9  de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como corte de casa-
ción, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Ramón 
de Jesús García, dominicano, mayor de edad, casado, chó-
fer, domiciliado y residente en la Sección Cacique, del Mu-
nicipio de Monción, Provincia de Santiago Rodríguez, cédu-
la N9  4629, serie 42, y Seguros Pepín S. A., entidad comer-
cial establecida de conformidad con las Leyes de la Repú- 
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lación de La Vega, cuyo dispositivo ha sido copiado en par-
te anterior del presente fallo; Tercero: Condena a Eugenio 
Salcedo Ureña al pago de las costas penales; y Cuarto: Con-
dena a Leocadio de Jesús Vásquez y a la Compañía Unión 
de Seguros, C. por A., al pago de las costas civiles, distra 
yéndolas en favor de los Doctores Adolfo Cruz Rodríguez y 
Hugo Francisco Alvarez V., abogado del interviniente, quie-
nes afirman estarlas avanzando en su totalidad. 

(Firmados 1 : Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Ma-
nuel A. Amiama.-- Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M 
Alvarez Perelló.— Juan Baútista Rojas Almáuzar.— San-
tiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Se- 

cretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 9 DE DICIEMBRE DEL 1970 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha 
28 de abril de 1970. 

Materia: Penal. 

Recurrentes: Ramón de Jesús García, y Seguros Pepin, S. A. 
Abogado: Dr, Ramón Octavio Portella 

Interviniente: Pelro Fulgencio Toribio Toribio. 
Abogado: Dr. Juan Grullón Castañeda. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Eduardo Read Ba-
rreras, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joa-
quín M. Alvarez Perelló, y Juan Bautista Rojas Almánzar, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guz-
mán, Distrito Nacional, hoy día 9 del mes de Diciembre 
de 1970, años 127° de la Independencia y 108 9  de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como corte de casa-
ción, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Ramón 
de Jesús García, dominicano, mayor de edad, casado, chó-
fer, domiciliado y residente en la Sección Cacique, del Mu-
nicipio de Monción, Provincia de Santiago Rodríguez, cédu-
la N9 4629, serie 42, y Seguros Pepín S. A., entidad comer-
cial establecida de conformidad con las Leyes de la Repú- 



blica, con su domicilio social en la ciudad de Santo Domin-
go, R. D., debidamente representada por su Presidente-Ad-
ministrador el Dr. Bienvenido R. Corominas Pepín, cédu-
la N9  32136, serie 31, contra la sentencia de fecha 28 de 
abril de 1970, dictada en sus atribuciones correccionales 
por la Corte de Apelación de Santiago, cuyo dispositivo se 
copia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. L. E. Norberto, en representación del Dr. 

Ramón Octavio Portella, cédula N 9  6620, serie 32, abogado 
de los recurrentes en la lectura de sus conclusiones; 

Oído al Dr. Juan Rafael Grullón Castañeda, Cédula N 9 
 24100, serie 56, abogado de Pedro Fulgencio Toribio Tori-

bio, ler. Tte. Policía Nacional, dominicano, mayor de edad, 
,soltero, cédula N 9  23784, serie 37, domiciliado y residente 
en la Cía. Operaciones Especiales de la Policía Nacional en 
Mano-Guayabo, Distrito Nacional, parte interviniente, en la 
lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
c:e la República; 

Vista el acta de los recursos de casación, levantada en 
la Secretaría de la Corte a-qua en fecha 8 de junio de 1970, 
a requerimiento del Dr. Ramón Octavio Portella, cédula 
6620, serie 32, abogado de los recurrentes, en la cual no se 
expone ningún medio determinado de casación; 

Visto el Memorial de Casación de fecha 13 de Noviem-
bre de 1970, suscrito por el abogado de los recurrentes, en 
el cual se invocan los medios que se indican más adelante; 

Visto el escrito de la parte interviniente, de fecha 13 
de noviembre de 1970, y el de ampliación recibido el 18 de 
ese mismo mes, suscritos ambos por su abogado' 

La Suprema Corte de Justicial después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49, letra b y 52 de la Ley N° 
241, de 1967; 10 de la Ley N 9  4117, de 1955; 1315 y 1383 del 
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Código Civil; 141 del Código de Procedimiento 
 20 y 65 de la Ley Sobre Procedimiento 
	

Civil; y 1, 
de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que n mo- 
tivo de un accidente automovilístico ocurrido el día 22 de 
junio de 1965, en la carretera que conduce del municipio de 
Monción a Valverde, en el cual resultó con golpes diversos 
Pedro Fulgencio Toribio Toribio, el Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Valverde, regularmente 
apoderado, dictó en fecha 7 de octubre de 1970, una senten-
cia cuyo dispositivo figura inserto en el fallo impugnado; 
b) Que sobre recursos del prevenido y de la Compañía ase-
guradora, la Corte de Apelación de Santiago, dictó en Te-
cha 28 de abril de 1970, la sentencia ahora impugnada en ca-
sación, con el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Decla-
ra bueno y válido, en la forma, el recurso de apelación in-
terpuesto po rel Dr. Ramón Octavio Portella Quezada, a 
nombre y representación del señor Ramón de Jesús García, 
en su doble condición de prevenido y persona civilmente 
responsable y de la Compañía de Seguros Pepín, S. A. con- 
tra senencia de fecha 7 de octubre de 1969, dictada por el 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San-
tiago Rodríguez, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: 
Que debe declarar y declara al nombrado Ramón de Jesús 
García, de generales anotadas, culpable del delito de vio-
lación a la ley 241 (golpes involuntarios) en perjuicio d2 
Pedro Fulgencio Toribio y Toribio, y en consecuencia lo 
condena al pago de una multa de Treinta Pesos Oro (RD$ 
30.00), acogiendo circunstancias atenuantes en su favor y al 
pago de las costas penales; Segundo: Que debe declarar y 
c:eclara al nombrado Pedro Fulgencio Toribio y Toribio, de 
generales anotadas, no culpable del delito de violación a la 
leferida Ley 241, y en consecuencia lo descarga por no ha-
ber violado la mencionada ley; Tercero: Se declara regula' 
y válida la constitución en parte civil hecha por el señor Pe- r 
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blica, con su domicilio social en la ciudad de Santo Domin-
go, R. D., debidamente representada por su Presidente-Ad-
ministrador el Dr. Bienvenido R. Corominas Pepín, cédu-
la N9  32136, serie 31, contra la sentencia de fecha 28 de 
abril de 1970, dictada en sus atribuciones correccionales 
por la Corte de Apelación de Santiago, cuyo dispositivo se 
copia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. L. E. Norberto, en representación del Dr. 

Ramón Octavio Portella, cédula N 9  6620, serie 32, abogado 
de los recurrentes en la lectura de sus conclusiones; 

Oído al Dr. Juan Rafael Grullón Castañeda, Cédula N 9 
 24100, serie 56, abogado de Pelro Fulgencio Toribio Tori-

bio, ler. Tte. Policía Nacional, dominicano, mayor de edad, 
soltero, cédula N 9  23784, serie 37, domiciliado y residente 
en la Cía. Operaciones Especiales de la Policía Nacional en 
Mano-Guayabo, Distrito Nacional, parte interviniente, en la 
lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta de los recursos de casación, levantada en 
la Secretaría de la Corte a-qua en fecha 8 de junio de 1970, 
a requerimiento del Dr. Ramón Octavio Portella, cédula 
6620, serie 32, abogado de los recurrentes, en la cual no se 
expone ningún medio determinado de casación; 

Visto el Memorial de Casación de fecha 13 de Noviem-
bre de 1970, suscrito por el abogado de los recurrentes, en 
el cual se invocan los medios que se indican más adelante; 

Visto el escrito de la parte interviniente, de fecha 13 
de noviembre de 1970, y el de ampliación recibido el 18 de 
Ese mismo mes, suscritos ambos por su abogado' 

La Suprema Corte de Justicial después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49, letra b y 52 de la Ley N 9 

 241, de 1967; 10 de la Ley N9  4117, de 1955; 1315 y 1383 del 
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Código Civil; 141 del Código de Procedimiento 
 20 y 65 de la Ley Sobre Procedimiento 
	

Civil; y 1, 
de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) ue con mo- 
tivo de un accidente automovilístico ocurrido Q 

 el día 22 de junio de 1965, en la carretera que conduce del municipio de 
Monción a Valverde, en el cual resultó con golpes diversos 
Pedro Fulgencio Toribio Toribio, el Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Valverde, regularmente 
apoderado, dictó en fecha 7 de octubre de 1970, una senten-
cia cuyo dispositivo figura inserto en el fallo impugnado; 
b) Que sobre recursos del prevenido y de la Compañía ase-
guradora, la Corte de Apelación de Santiago, dictó en 'fe-
cha 28 de abril de 1970, la sentencia ahora impugnada en ca-
sación, con el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Decla-
ra bueno y válido, en la forma, el recurso de apelación in-
terpuesto po rel Dr. Ramón Octavio Portella Quezada, a 
nombre y representación del señor Ramón de Jesús García, 
en su doble condición de prevenido y persona civilmente 
responsable y de la Compañía de Seguros Pepín, S. A. con- 
tra senencia de fecha 7 de octubre de 1969, dictada por el 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San. 
tiago Rodríguez, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: 
Que debe declarar y declara al nombrado Ramón de Jesús 
García, de generales anotadas, culpable del delito de vio-
lación a la ley 241 (golpes involuntarios) en perjuicio 
Pedro Fulgencio Toribio y Toribio, y en consecuencia lo 
condena al pago de una multa de Treinta Pesos Oro (RD$ :3 
O . O O ) , acogiendo circunstancias atenuantes en su favor y al 

pago de las costas penales; Segundo: Que debe declarar y 
declara al nombrado Pedro Fulgencio Toribio y Toribio, de 
generales anotadas, no culpable del delito de violación a la 
referida Ley 241, y en consecuencia lo descarga por no ha-
ber violado la mencionada ley; Tercero: Se declara regula' 
y válida la constitución en parte civil hecha por el señor Pe- r 
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dro Fulgencio Toribio y Toribio, por órgano de su aboga-
do constituido, Dr. Juan Rafael Grullón Castañeda, y en con-
secuencia se condena al señor Ramón de Jesús García a pa-
gar una indemnización de Dos Mil Pesos Oro (RD$2,000.00) 
en favor de dicha parte civil constituida, como justa repa-
ración de la destrucción parcial, del vehículo de su propiedad 
y los golpes sufridos por él; Cuarto: Se condena además al 
nombrado Ramón de Jesús García, al pago de las costas ci-
viles, las que deberán distraerse en favor del Dr. Juan Ra-
fael Grullón Castañeda, quien afirma estarlas avanzando 
en su mayor parte, más los intereses legales a partir de la 
presente sentencia; Quinto: Se declara que esta sentencia 
sea común y oponible a la Compañía Nacional de Seguros 
Pepín, S. A., en su calidad de entidad aseguradora del ve-
hículo que ocasionó los daños". Segundo: Pronuncia el de-
tecto contra el prevenido Ramón de Jesús García por no 
haber comparecido, no obstante estar legalmente citado; 
Tercero: Confirma la sentencia apelada en todos los aspec-
tos alcanzados por el presente recurso; Cuarto: Condena al 
prevenido Ramón de Jesús García al pago de las costas pe-

nales; Quinto: Condena al prevenido Ramón de Jesús Gar 
cía y la compañía de Seguros Pepín, S. A., al pago de las 
costas civiles con distracción de las mismas en provecho de 
los Dres. Florencio Santos Rivas y Juan Rafael Grullón Cas-
tañeda, quienes Afirmaron estarlas avanzando en su ma- 

yor parte"; . . 

Considerando que los recurrentes invocan en su Memo -

rial de Casación, los siguientes medios: "Primer Medio: 

Desnaturalización de los hechos. Segundo Medio: /Falta de 

base legal y falta de motivos. (Violación al Artículo 141 
del Código de Procedimiento Civil). Tercer Medio: iVola-

ción del Artículo 3 del Código de Procedimiento Criminal"; 
Considerando que en el desarrollo de los medios pri-

mero y tercero, los cuales se reúnen para su examen, los 
recurrentes sostienen en síntesis lo siguiente: Que la Cor- 

te en los motivos del fallo impugnado dice estar edificada 
por las declaraciones del agraviado y de los testigos y "por 
los demás documentos que obran en el expediente", pe- 
o dejó de ponderar un acta suscrita por el Fiscalizador 

cel Juzgado de Paz de Monción, en la cual consta que el 
vehículo manejado por el agraviado y coprevenido Tori-
bio había dejado huellas en el pavimento en dirección dé 
izquierda a derecha que indican que éste le había toma-
do la derecha de la carretera al prevenido recurrente Gar-
cía; que por ello se incurrió a su juicio en el vicio de des-
naturalización de los hechos; Que si bien el artículo 3 del 
Código de Procedimiento Criminal permite perseguir la 
acción civil al mismo tiempo que la acción pública, esa 
disposición se refiere a daños a las personas y no a la pro-
piedad; que estos últimos deben ser reclamados por acción 
principal ante un tribunal civil, pero nunca accesoriamen 
te a la acción penal, pues son daños a una cosa inanima-
cia, y I* acción en representación se basta entonces en un 
cuasi delito y debe ser intentada separadamente; por to-
do lo cual entienden los recurrentes que el fallo impug-
nado debe esr casado; Pero, 

Considerando que los jueces del fondo tienen facul-
tad para apreciar el valor probatorio de los elementos de 
juicio que se les someten, y nada impide que formen su 
convicción, como ocurrió en la especie, según resulta del 
examen del fallo impugnado, en base al contenido de las 
declaraciones prestadas y de los documentos aportados, sin 
que estén obligados a dar motivos especiales sobre todos 
y cada uno de los documentos del proceso, a menos que al-
guno de ellos haya sido objeto de alguna impugnación o 
de conclusiones particulares que obliguen a tal motivación 
especial; que, por tanto la falta de una ponderación par-
ticular acerca del acta suscrita por el Fiscalizador del Juz-
gado de Paz de Monción, a que se refieren los recurrentes, 
no puede constituir, como ellos lo sostienen, una desna- 
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Oro Fulgencio Toribio y Toribio, por órgano de su ahoga-
do constituido, Dr. Juan Rafael Grullón Castañeda, y en con-
secuencia se condena al señor Ramón de Jesús García a pa-
gar una indemnización de Dos Mil Pesos Oro (RD$2,000.00) 
en favor de dicha parte civil constituída, como justa repa-
ración de la destrucción parcial del vehículo de su propiedad 
y los golpes sufridos por él; Cuarto: Se condena además al 
nombrado Ramón de Jesús García, al pago de las costas ci-
viles, las que deberán distraerse en favor del Dr. Juan Ra-
fael Grullón Castañeda, quien afirma estarlas avanzando 
en su mayor parte, más los intereses legales a partir de la 
presente sentencia; Quinto: Se declara que esta sentencia 
sea común y oponible a la Compañía Nacional de Seguros 
Pepín, S. A., en su calidad de entidad aseguradora del ve-
hículo que ocasionó los daños". Segundo: Pronuncia el de-
tecto contra el prevenido Ramón de Jesús García por no 
haber comparecido, no obstante estar legalmente citado; 
Tercero: Confirma la sentencia apelada en todos los aspec-
tos alcanzados por el presente recurso; Cuarto: Condena al 
prevenido Ramón de Jesús García al pago de las costas pe-
nales; Quinto: Condena al prevenido Ramón de Jesús Gar 
cía y la compañía de Seguros Pepín, S. A., al pago de las 
costas civiles con distracción de las mismas en provecho de 
los Dres. Florencio Santos Rivas y Juan Rafael Grullón Cas-
tañeda, quienes afirmaron estarlas avanzando en su ma- 

yor parte"; . . 

Considerando que los recurrentes invocan en su Memo 
rial de Casación, los siguientes medios: "Primer Medio: 
Desnaturalización de los hechos. Segundo Medio: ¿Falta de 
base legal y falta de motivos. (Violación al Artículo 141 
del Código de Procedimiento Civil). Tercer Medio: iVola-
ción del Artículo 3 del Código de Procedimiento Criminal"; 

Considerando que en el desarrollo de los medios pri-
mero y tercero, los cuales se reúnen para su examen, los 
recurrentes sostienen en síntesis lo siguiente: Que la Cor- 
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te en los motivos del fallo impugnado dice estar edificada 
por las declaraciones del agraviado y de los testigos y "por 
los demás documentos que obran en el expediente", pe-
lo dejó de ponderar un acta suscrita por el Fiscalizador 
cel Juzgado de Paz de Monción, en la cual consta que el 
vehículo manejado por el agraviado y coprevenido Tori-
bio había dejado huellas en el pavimento en dirección dé 
izquierda a derecha que indican que éste le había toma-
do la derecha de la carretera al prevenido recurrente Gar-
cía; que por ello se incurrió a su juicio en el vicio de des-
naturalización de los hechos; Que si bien el artículo 3 del 
Código de Procedimiento Criminal permite perseguir la 
acción civil al mismo tiempo que la acción pública, esa 
disposición se refiere a daños a las personas y no a la pro-
piedad; que estos últimos deben ser reclamados por acción 
principal ante un tribunal civil, pero nunca accesoriamen 
te a la acción penal, pues son daños a una cosa inanima-
da, y la acción en representación se basta entonces en un 
cuasi delito y debe ser intentada separadamente; por to-
do lo cual entienden los recurrentes que el fallo impug- 
nado debe esr casado; Pero, 

Considerando que los jueces del fondo tienen facul-
tad para apreciar el valor probatorio de los elementos de 
juicio que se les someten, y nada impide que formen su 
convicción, como 'currió en la especie, según resulta del 
examen del fallo impugnado, en base al contenido de las 
Declaraciones prestadas y de los documentos aportados, sin 
que estén obligados a dar motivos especiales sobre todos 
y cada uno de los documentos del proceso, a menos que al-
guno de ellos haya sido objeto de alguna impugnación o 
de conclusiones particulares que obliguen a tal motivación 
especial; que, por tanto la falta de una ponderación par-
ticular acerca del acta suscrita por el Fiscalizador del Juz-
gado de Paz de Monción, a que se refieren los recurrentes, 
no puede constituír, como ellos lo sostienen, una desna- 
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turalización de los hechos; sobre todo que la propia expo-
sición de los recturentes, revela que lo que ellos denomi-
nan desnaturalización no es otra cosa que la crítica que 
ellos formulan a la apreciación que hicieron los jueces dhl 
fondo del conjunto de las pruebas aportadas que, en cuan-
to al alegato concerniente a la aplicación el rtículo 3 

del Código de Procedimiento Criminal, es evidente que de 
acuerdo con ese texto la acción en daños y perjuicios que 
tiene por base un delito, puede ejercerse conjuntamente 
a la acción pública; y nada impide que se reclamen al mis-
mo tiempo que los daños morales y materiales que se pro-
ducen cuando hay lesiones corporales, aquellos otros da-
ños, consecuencia directa del delito, que haya podido re-
cibir la persona eonstituíada en parte civil, por los des-
perfectos que con motivo del hecho delictuoso, haya reci-
bido al deteriorarse cosas de su pertenencia, siendo inne-
cesario que tenga que acudir a una acción principal, inde-
pendientemente, ante la jurisdicción civil, para reclamar 
la reparación de esos daños, pues eso equivaldría a frus-
trar el derecho de opción que el legislador en el artículo 
3 del Código de Procedimiento Criminal ha consagrado en 
beneficio de la parte lesionada, todo en interés de una rá-
pida admnistradón de justicia; criterio éste que está robus-
tecido por la Ley N9 4117, de 1955, Sobre Seguro Obliga-
torio de Vehículos de Motor; que, por tanto los medios pri-
mero y tercero del Memorial de Casación, por carecer de 

fundamento, deben ser desestimados; 

Considerando que en el segundo medio los recurren-
tes alegan, en cuanto al monto de la indemnización acor-

dada por la Corte a-qua, y asce,pdente a dos mil pesos, que 

como dicha indemnización abarca no sólo la reparación 
de los daños morales y materiales que experimentó el agra-
viado con los golpes y heridas recibidos, sino también los 
desperfectos que sufrió su vehículo, dicha Corte debió ex-
plicar en qué se basó para justipreciar esos daños, pues 
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el fallo impugnado es mudo al respecto; que si bien los 
jueces gozan de un poder soberano para apreciar el mon-
to de los daños, eso no les redime de dar una motivación, 
aunque sea suscinka, por lo cual estiman los recurrentes 
que se vició el artículo 141 del Código de Procedimiento 
Civil y se dejó sin base legal el 'fallo dictado, en ese punto; 

Considerando que el examen del fallo impugnado, re-
vela, tal como lo exponen los recurrentes, que la Corte 
a-qua, 

en el Considerando inserto en la página 13 del mis-
mo, que en el único que se refiere al punto así plantea-
do, no describe ni detalla los desperfectos del vehículo, 
propiedad del agraviado', ni tampoco la naturaleza de los 
golpes y heridas que él recibió, lo que era necesario para 
justificar el monto de la indemnización de dos mil pesos 
acordados, la cual englobaba todos esos daños; que a su vez 
el fallo de primera instancia, cuyos motivos fueron adop-
tados, silencia en absoluto ese aspecto de la litis; que, en 
tales condiciones esta Suprema Corte de Justicia está im-
posibilitada, al ejercer sus poderes de control, de apreciar 
si la indemnización de dos mil pesos acordada, está justi-
ficada; que, por tanto, la sentencia que se examina debe 
ser casada por falta de base legal y de motivos, pero úni-
camente en cuanto al monto de la indemnización acordada, 
rechazándose los recursos interpuestos en todos sus demás 
aspectos, conforme a las razones dadas a propósito de los 
medios que se examinaron en primer término, y por las 
que se exponen a continuación en lo concerniente a las 
condenaciones penales; 

Considerando, en efecto, que mediante la ponderación 
de los elementos de juicio que fueron regularmente admi-
nistrados en la instrucción de la causa, la Corte a-qua dió 
por establecido, según consta en los motivos del fallo im-
pugnado, lo siguiente: "que el accidente automovilístico 
en el cual resultó con golpes diversos el Primer Teniente 
de la Policía Nacional Pedro Fulgencio Toribio Toribio, 
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turalización de los hechos; sobre todo que la propia expo-
sición de los recturentes, revela que lo que ellos denomi-
nan desnaturalización no es otra cosa que la crítica que 
ellos formulan a la apreciación que hicieron los jueces dél 
fondo del conjunto de las pruebas aportadas que, en cuan-
to al alegato concerniente a la aplicación el rtículo 3 

del Código de Procedimiento Criminal, es evidente que de 
acuerdo con ese texto la acción en daños y perjuicios que 
tiene por base un delito, puede ejercerse conjuntamente 
a la acción pública; y nada impide que se reclamen al mis-
mo tiempo que los daños morales y materiales que se pro-
ducen cuando hay lesiones corporales, aquellos otros da-
ños, consecuencia directa del delito, que haya podido re-
cibir la persona constituíada en parte civil, por los des-
perfectos que con motivo del hecho delictuoso, haya reci-
bido al deteriorarse cosas de su pertenencia, siendo inne-
cesario que tenga que acudir a una acción principal, inde-
pendientemente, ante la jurisdicción civil, para reclamar 
la reparación de esos daños, pues eso equivaldría a frus-
trar el derecho de opción que el legislador en el artículo 
3 del Código de Procedimiento Criminal ha consagrado en 
beneficio de la parte lesionada, todo en interés de una rá-
pida admnistración de justicia; criterio éste que está robus-
tecido por la Ley N9 4117, de 1955, Sobre Seguro Obliga-
torio de Vehículos de Motor; que, por tanto los medios pri-
mero y tercero del Memorial de Casación, por carecer de 

fundamento, deben ser desestimados; 

Considerando que en el segundo medio los recurren-
tes alegan, en cuanto al monto de la indemnización acor-

dada por la Corte a-qua, y asceondente a dos mil pesos, que 

como dicha indemnización abarca no sólo la reparación 
de los daños morales y materiales que experimentó el agra-
viado con los golpes y heridas recibidos, sino también los 
desperfectos que sufrió su vehículo, dicha Corte debió ex-
plicar en qué se basó para justipreciar esos daños, pues 
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el fallo impugnado es mudo al respecto; que si bien los 
jueces gozan de un poder soberano para apreciar el mon-
to de los daños, eso no les redime de dar una motivación, 
aunque sea suscinita, por lo cual estiman los recurrentes 
que se vició el artículo 141 del Código de Procedimiento 
Civil y se dejó sin base legal el Tallo dictado, en ese punto; 

Considerando que el examen del fallo impugnado, re-
•ela, tal como lo exponen los recurrentes, que la Corte 

a-qua, 
en el Considerando inserto en la página 13 del mis.. 

mo, que en el único que se refiere al punto así plantea-
oo, no describe ni detalla los desperfectos del vehículo, 
propiedad del agraviadó, ni tampoco la naturaleza de los 
golpes y heridas que él recibió, lo que era necesario para 
justificar el monto de la indemnización de dos mil pesos 
acordados, la cual englobaba todos esos daños; que a su vez 
e] fallo de primera instancia, cuyos motivos fueron adop-
tados, silencia en absoluto ese aspecto de la litis; que, en 
tales condiciones esta Suprema Corte de Justicia está im-
posibilitada, al ejercer sus poderes de control, de apreciar 
si la indemnización de dos mil pesos acordada, está justi-
ficada; que, por tanto, la sentencia que se examina debe 
ser casada por falta de base legal y de motivos, pero úni-
camente en cuanto al monto de la indemnización acordada, 
rechazándose los recursos interpuestos en todos sus demás 
aspectos, conforme a las razones dadas a propósito de los 
medios que se examinaron en primer término, y por las 
que se exponen a continuación en lo concerniente a las 
condenaciones penales; 

Considerando, en efecto, que mediante la ponderación 
de los elementos de juicio que fueron regularmente admi-
nistrados en la instrucción de la causa, la Corte a-oua dió 
por establecido, según consta en los motivos del fallo im-
pugnado, lo siguiente: "que el accidente automovilístico 
en el cual resultó con golpes diversos el Primer Teniente 
de la Policía Nacional Pedro Fulgencio Toribio Toribio, 
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se debió a la falt9 exclusiva del prevenido Ramón de Je- 
sús García, por las razones siguientes: 1) porque él condu- 
cía su vehículo, desde Valverde hacia Monción, a una ve- 
locidad excesiva; 2) porque al conducirlo, lo hacía ocu 
pando el lado izquierdo de la carretera, o sea, el lado de 
recho que correspondía a los vehículos que transitaban al 
en dirección contraria a la que él marchaba; 3) porque  
llegar a la curva, no redujo velocidad ni tomó las precau- 
ciones que le manda la ley, tales como, tocar bocina y ocu- 
par su derecha; 4) porque la carretera que conduce desde 
Valverde a Monción, es una carretera que está en mal 
estado y que, estaba siendo reparada en la época del ac-
cidente, razón por la cual había pilas de materiales de 
construcción esparcidas por dicha vía; y 5) porque el día 
riel accidente estaba lloviendo y esta circunstancia le obli-
gaba a extremar su vigilancia y prudencia; que de los he-
chos antes relatados, se desprenden faltas e imprudencias 

imputables al prevenido Ramón de Jesús García que impu- 
com- 

prometen su responsabilidad penal, sin que pueda 
társele ninguna falta a la víctima Pedro Fulgencio Tori-
bio Toribio, ya que él conducía su vehículo a una velocidad 
moderada y por el lado derecho de la vía en donde fue al- 
canzado por el carro que imprudentemente conducía el pre-
venido Ramón de Jesús García, recibiendo los golpes y he-

ridas ya descritos"; 
Considerando que los hechos así establecidos, confi-

guran, a cargo del prevenido recurrente Ramón de Jesús 
García, el delito de golpes y heridas por imprudencia, pro-
ducidos con el manejo de un vehículo de motor, previsto 
por ese mismo texto con la pena de 3 meses a un años de 
prisión y multa de RD$50:00 a RD$300.00, cuandou traba- 

el le- 

sionado resultase enfermo o imposibilitado para s 
jo por diez días o más, pero menos de veinte, como ocu-
rrió en la especie; que, por tanto, al condenar al preveni- mul- 
do, después de declararlo culpable, a treinta pesos de 

fl 
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justifique su casación; 
prevenido recurrente, ella no contiene vicio alguno 
en sus demás aspectos, en lo que concierne al interés del 

aplicó una sanción ajustada a la léy; 
la, acogiendo en su favor circun,btancias atenuantes, le 

Considerando que examinada la sentencia impugnada 

que 

Considerando que las costas civiles pueden ser com-
pensadas cuando un fallo es casado por falta de base le-
gal o de motivos; 

Por tales motivos, Primero: Se admite como intervi-
riente a Pedro Fulgencio Toribio Toribio; Segundo: Casa 
únicamente en cuanto al monto de la indemnización acor-
dad, la sentencia de fecha 28 de abril de 1970, dictada en 
sus atribuciones correccionales por la Corte de Apelación 
de Santiago, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte an-
terior del presente fallo, y envía el asunto así delimitado 
por ante la Corte de Apelación de La Vega; Tercero: Con-
dena al prevenido recurrente al pago de las costas pena-
les; Cuarto: Compensa entre las partes las costas civiles; 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Eduardo Read Barreras.— Ma 
miel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francis-
co Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan 
Bautista Rojas Almánzar.— Ernesto Curiel hijo, Secreta-
rio General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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riente a Pedro Fulgencio Toribio Toribio; Segundo: Casa 
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diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
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SENTENCIA DE FECHA 11 DE DICIEMBRE DEL 1970 

Tribunal Superior de Tierras, de fecha 24 
Sentencia impugnada.:  

de abril de 1970. 

Materia: Tierras. 

Recurrentes: María Magdalena Ortiz y Jesús Antonio Ortiz por 
sí y en representación de los Sucesores de Isaías Ortiz. 

Abogado: Dr. Ponciano Rondón Sánchez. 

Recurrido: Luis T. de los Santos. ead M. y Julio E. Duquela Morales 
 Dres. Federico A. R  

Dios, Patria y Libertad. 

República Dominicana. 

ública, la Suprema Corte de Jus- 
En Nombre de la Rep or los Jueces Eduakdo 

ticia, regularmente constituida p  
Read Barreras, Segundo Sustituto en Funciones de Presi. 

dente, Manuel D. Bergés Chupani, Manuel A. 
Arniarna, 

Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló y 
Juan Bautista Rojas Almánzar, asistidos del Secretario 

General, en la. Sala donde celebra sus audienciasNacional 
, en la 

ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito , 

hoy día 11 de diciembre del ario 1970, arios a en 1279 audiencia 
de la In- 

dependencia y 1089  de la Restauración, dict  

pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el reruso de casación interpuesto por María 
dalena Ortiz y Jesús Antonio Ortiz, dominicanos, ma- 

Mag 	 289, serie 12, y 51, serie 12, 
yores de edad, cédulas Nos.  
respectivamente, y domiciliados en la ciudadón de los Sucesores 

San Juan 

de la Maguana, por sí y en representaci  
de Isaías Ortiz, contra sentencia del Tribunal Superior de 
Tierras, en fecha 24 de abril del 1970, dictada en relación 

con la Parcela N9 387, del Distrito Catastral N9 2, del Mu- 
nicipio de San Juan de la Maguana, cuyo dispositivo se 
copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Pon-

ciano Rondón Sánchez. cédula N9 57606, serie lra., aboga-
do de los 'recurrentes; 

Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Julio 
E. Duquela Morales, cédula N9 22819, serie 47, por sí y en 
representación del Dr. Federico A. Read M., cédula 149  
32132, serie lra., abogados del recurrido, que lo es Luis 
Temístocles de los Santos, dominicanos, mayor de edad, 
casado, agricultor, cédula N9 472, serie 12, domiciliado en 
la casa N9  92 de la calle Santomé de la ciudad de San Juan 
cie la Maguana; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial dé casación, suscrito el 11 de ma-
yo del 1970 por el abogado de los recurrentes, en el cual 
se invocan los medios que se indican más adelante; 

Visto el memorial de defensa suscrito el 23 de junio 
eel 1970 por los abogados del recurrido; 

Atendido a que los Magistrados Manuel Ramón Ruiz 
Tejada y Fernando E. Ravelo de la Fuente se han abste- 
nido de integrarla Corte en él presente caso, en razón de 
que habían firmado como Jueces del Tribunal Superior de 
Tierras la sentencia dictada en el saneamiento; y que el 
Magistrado Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia está enfer-
mo, se ha llamado a completar la Corte para que la pre- 
sida al Magistrado Eduardo Read Barreras, Segundo Sus-
tituto del Presidente; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 86, 137 y siguientes de la Ley 
de Registro de Tierras, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación; 
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SENTENCIA DE FECHA 11 DE DICIEMBRE DEL 1970 

Tribunal Superior de Tierras, de fecha 21 
Sentencia impugnada:  

de abril de 1970. 

Materia: Tierras. 

dalena Ortiz y Jesús Antonio Ortiz por 
Recurrentes: María Mag  sí y en representación de los Sucesores de Isaías Ortiz. 

Abogado: Dr. Ponciano Rondón Sánchez. 

Recurrido: 
Luis T. de los Santos. ead M. y Julio E. Duquela Morales 

 Dres. Federico A. R  

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

ública, la Suprema Corte de Jus-
En Nombre de la Rep or los Jueces Eduardo

ticia, regularmente constituida p  
Read Barreras, Segundo Sustituto en Funciones de Presi. 
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ari
dict
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 a en 1279 audiencia 

de la In- 

dependencia y 108 9  de la Restauración ,   

pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el reruso de casación interpuesto por María 
Magdalena Ortiz y Jesús Antonio Ortiz, dominicanos, ma- 
yores de edad, cédulas Nos. 289, serie 12, y 51, serie 12, 

respectivamente, y domiciliados en la ciudde load des Sucesores 
San Juan 

de la Maguana, por sí y en representación  
de Isaías Ortiz, contra sentencia el Tribunal Superior de 

Tierras, en fecha 24 de abril del d 
1970,  

con la Parcela N 9  387, del Distrito Catastral N 9  2, del Mu- 
nicipio de San Juan de la Maguana, cuyo dispositivo se 
copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Pon-

ciano Rondón Sánchez, cédula N 9  57606, serie lra., aboga-
do de los 'recurrentes; 

Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Julio 
E. Duquela Morales, cédula N 9  22819, serie 47, por sí y en 
representación del Dr . Federico A. Read M., cédula 149  
32132, serie Ira., abogados del recurrido, que lo es Luis 
Temístocles de los Santos, dominicanos, mayor de edad, 
casado, agricultor, cédula N 9  472, serie 12, domiciliado en 
la casa N9  92 de la calle Santomé de la ciudad de San Juan 
cie la Maguana; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación, suscrito el 11 de ma- 
yo del 1970 por el abogado de los recurrentes, en el cual 
se invocan los medios que se indican más adelante; 

Visto el memorial de defensa suscrito el 23 de junio 
riel 1970 por los abogados del recurrido; 

Atendido a que los Magistrados Manuel Ramón Ruiz 
Tejada y Fernando E. Ravelo de la Fuente se han abste-
nido de integrarla Corte en él presente caso, en razón de 
que habían firmado como Jueces del Tribunal Superior de 
Tierras la sentencia dictada en el saneamiento; y que el 
Magistrado Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia está enfer- 
mo, se ha llamado a completar la Corte para que la pre-
sida al Magistrado Eduardo Read Barreras, Segundo Sus-
tituto del Presidente; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 86, 137 y siguientes de la Ley 
de Registro de Tierras, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación; 
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vista de obtener un resultado legalmente injustificable, en 
perjuicio de una persona cualquiera y cometido en el pro-
ceso de saneamiento" lo que no ha ocurrido en ningún mo-
mento, en la especie; que para que un recurso de revisión 
por fraude pueda ser acogido es condición indispensable 
cue se haya cometido un fraude en el proceos de sanea-
miento; que en el presente caso no se han aportado prue-
bas de la existencia de un fraude en el proceso de sanea-
miento, y en ningún momento el demandante en revisión 
por fraude ha sido privado de algún derecho e interés en 
los terrenos sometidos al saneamiento; pero, 

Considerando que conforme al artículo 140 de la Ley 
de Registro de Tierras las pruebas que se sometan en apo-yo de un recurso en revisión por fraude "deben sólo con-
cretarse a demostrar que el intimado obtuvo el registro 
fraudulentamente, es decir, por cualquier actuación, ma-
niobra, mentira o reticencia realizada para perjudicar al 
demandante en sus derechos o intereses y que ha permi-
tdo o dado lugar a la obtención del decreto de registro"; 

Considerando, que en la sentencia impugnada se da 
por establecido lo siguiente: "Que en cuanto al fondo, es-
to es, en lo relativo al fraude propiamente dicho ?  el Tri-
bunal Superior observe, que los derechos reclamados por 
el señor Temístocles de los Santos, y adquiridos por com-
pra al señor Nazario Ortiz Moreta proceden de los que 
originalmente tenía el señor Isaías Ortiz, y que fueron 
adjudicados a sus Sucesores; Que por declaración del pro-
pio Nazario Ortiz, se comprueba, que la venta por él rea-
lizada fue con el consentimiento de los demás Sucesores, 
aún cuando trate de explicar posteriormente que la Parce-
la en cuestión le pertenecía en propiedad exclusiva por 
habérsela comprado a su padre; Que en esas condiciones, 
el Tribunal Superior estima que, cuando la Parcela fue 
adjudicada a la Sucesión de Isaías Ortiz mediante la sen-
tencia que al efecto dictó el Juez de Jurisdicción Original, 
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Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 

documentos a que ella se refiere consta lo sigfraude 
uient 

in
e: a) 

que con motivo de un recurso en revisión por ter-
puesto por Luis Temístocles de los Santos con el 

t
24 de 
ra sentencia 

del Tribunal Superior de Tierras dictada  
del 1951, en relación con la Parcela N9 

38
el Tribunal Su- 

ugnada nu- 

7 del Distrito 

Catastral N 9 
 2 del Municipio de San Juan, 

perior de Tierras drasó: 
 la sentencia 

1) 
ah
Se

or
atmite en la for- 
a imp 

y o dispositivo dice  	
"FALLA: 

ma, y se acoge en cuanto al fondo, el recurso en revisión 
por fraude interpuesto e nfecha 7 de junio del 1969, por 
El Lic. Angel Salvador Can& Pelletier a nombre y en re-
presentación del señor Luis Temístocles de los Santos; 2) 

Se revoca la Decisión Número 38  
1957, dictada por el Tribunal Superior de Tierras, que ad-

judicó la Parcela Número 387 del D. C. favor 
Número 2 del 

los Su 
Municipio de San Juan de la Maguana, en 

	de 

cesores de Isaías Ortiz; 3) Se ordena la celebración de un 

rale«) saneamiento en relación condicha can Parcela  en 
y se

a 
 designa al Juez de Jurisdicción Original 

	snto 	l 

ciudad de San Juan de la Maguana, Dr. Arturo Ramírez 
Fernández, a quein deberá comunicársele la presente sen 

tencia y enviársele el expediente;" 

Considerando, que el recurrente invoca en su emo- 

rial los siguientes medios de casación: Primer Medio:

m 

de R
Fal

- 
- 

sa aplicación de los artículos 137 a 142 de la Ley 
	e 

Bistro de Tierras. Segundo Medio: Violación del artículo 
86 de la Ley de Registro de Tierras. Tercer Medio: Des-
naturalización de los hechos y falta de base legal; 

Considerando, que en el primer medio de su memo-
rial el recurrente alega, en síntesis, que el recurso en re-
visión por fraude que organizai los artículos 137 a 142 
de la Ley de Registro de Tierras exigen para su aplicación 
"la existencia de un designio previo y malicioso, y, por 
ello, de carácter internacional, formado y ejecutado en 
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to es, en lo relativo al fraude propiamente dicho 2  el Tri-
bunal Superior observa, que los derechos reclamados por 
el señor Temístocles de los Santos, y adquiridos por com-
pra al señor Nazario Ortiz Moreta proceden de los que 
originalmente tenía el señor Isaías Ortiz, y que fueron 
adjudicados a sus Sucesores; Que por declaración del pro-
pio Nazario Ortiz, se comprueba, que la venta por él rea-
lizada fue con el consentimiento de los demás Sucesores, 
aún cuando trate de explicar posteriormente que la Parce-
la en cuestión le pertenecía en propiedad exclusiva por 
habérsela comprado a su padre; Que en esas condiciones, 
el Tribunal Superior estima que, cuando la Parcela fue 
adjudicada a la Sucesión de Isaías Ortiz mediante la sen-
tencia que al efecto dictó el Juez de Jurisdicción Original, 
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Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 

documentos a que ella se refiere consta o 
	uiente: a) l 

que con motivo de un recurso en revisión por sig
fraude inter-

puesto por Luis Temístocles de los Santos 
dictada con el 

t
24 de 
ra sentencia 

del Tribunal Superior de Tierras  
del 1951, en relación con la Parcela N9 

38
el Tribunal Su- 

ugnada nu- 

7 del Distrito 

Catastral N 9  2 del Municipio de San Juan, 

perior de Tierras dictó la sentencia ahora imp 

y o dispositivo dice así: "FALLA: 1) Se 
ma, y se acoge en cuanto al fondo, el recurso en revisión 
por fraude interpuesto e nfecha 7 de junio del 1969, por 
d Lic. Angel Salvador Canó Pelletier a nombre y en re-
presentación del señor Luis Temístoclesde los Santos; 2) 

Se revoca la Decisión Número 38 de  
1957, dictada por el Tribunal Superior de Tierras, que ad-

judicó la Parcela Número 387 del D. C. favor 
Número 2 

los Su- 

del 

Municipio de San Juan de la Maguana, en 
	de 

cesores de Isaías Ortiz; 3) Se ordena la celebración de uu 

Luevo saneamiento en relación 
con

inal con 
dicha Paiarceela, en 

l
y se 

designa al Juez de Jurisdicción Orig
snto 	a 

ciudad de San Juan de la Maguana, 
	Arturo Ramírez Dr.  

Fernández, a quein deberá comunicársele la presente sen 

tencia y enviársele el expediente;" 

Considerando, que el recurrente invoca en su memo-
rial los siguientes medios de casación: Primer Medio: Fal - 

- 

de R 
sa aplicación de los artículos 137 a 142 de la Ley e 
Bistro de Tierras. Segundo Medio: Violación del artículo 
86 de la Ley de Registro de Tierras. Tercer Medio: Des-
naturalización de los hechos y falta de base legal; 

Considerando, que en el primer medio de su memo-
rial el recurrente alega, en síntesis, que el recurso en re-
visión por fraude que organizai los artículos 137 a 142 
de la Ley de Registro de Tierras exigen para su aplicación 
"la existencia de un designio previo y malicioso, y, por 
ello, de carácter internacional, formado y ejecutado en 
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y que fue .
notificada a dicha Sucesión, estos y de manera 

principal el señor Nazario Ortiz, como integrante de la 
misma y como causante del actual recurrente, estaba en 
la obligación de señalar al Tribunal Superior la existen-

cia 
esa venta, como un compromiso obligacional frente 

al señor de los Santos y a la Ley que se lo exige, pese a quc 
en el expediente había referencia de la misma con la ns-
trucción que celebró el Juez a-quo, y al no hacerlo así,

i 
 de 

una manera velada, delataron su deseo intencional de pre-
valerse de los efectos de esa sentencia, desconociendo la 
venta comentada, al hacerse adjudicar con disimulo la pro-

piedad de la Parcela en cuestión; Que en esas cocual
ndicion

carac- 
es, 

existe en la especie una reticencia meditada, la 
teriza el fraude establecido por el Artículo 137 de ladel Ley 
de Registro de Tierras, y que vida la adjudicación de-
recho de propiedad que en esa forma se realizó, y hace ad-
misible por tanto el presente recurso con todas sus conse-

cuencias legales subsecuentes'; 

Considerando, que lo antes expuesto muestra que los 
Jueces del fondo, haciendo uso del poder soberano de que 
están investidos para determinar los hechos que consti-
tuyen el fraude civil previsto por el artículo 140 de la Ley 
de Registro de Tierras, estimaron, basándose en las prue-
bas existentes en el expediente, que los recurrentes fue-

ron reticentes al no informar al Tribunal de Tierras habí 
en e

a  
l 

saneamiento de la Parcela N 9  387 el trapaso que  

otorgado el heredero Nazario Ortiz Moreta en favor de 
Temístocles de los Santos, hecho que a juicio de dichos 
jueces fue cometido con intención; que tratándose en el 

caso de una cuestión de hecho de la soberana 
ap

ser
reci 

 cen- 
ación 

de los jueces del fondo, que no puede, por tanto, 
surada en casación, el medio que se examina carece de 

fundamento y debe ser desestimado; 
Considerando que en el segundo medio de su memo-

rial los recurrentes alegan, en síntesis, que el Tribuna: 
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a-quo al ordenar un saneamiento por su decisión violó el 
brtículo 86 de la Ley de Registro de Tierras, ya que la 
sentencia contra la cual se intentó la revisión por fraude 
tenía la autoridad de la cosa juzgada, consagrada en el 
artículo 1351 del Código Civil, la cual tiene un efecto ab-
solito en el procedimiento catastral, en virtud del artículo 
86 de la Ley de Registro de Tierras que atribuye carácter 
erga omnes a las sentencias dictadas en el saneamiento; 
pero, 

Considerando, que si bien es cierto, como lo alegan los 
recurrentes, que la sentencia final dictada en el saneamien-
to tiene la autoridad de la cosa juzgada, según lo consa-
gra el artículo 86 de la Ley de Registro de Tierras, esto 
es, a condición de que no haya interpuesto dentro del pla-
zo de un año, como en la especie, el reclurso en revisión 
por fraude previsto en los artículos 137 y siguientes de 
la Ley de Registro de Tierras, recurso que se interpone 
contra la sentencia definitiva dictada en el saneamiento; 

/que, en consecuencia, al revocar el Tribunal a-quo, la sen-
tencia definitiva dictada por el Tribunal Superior de Tie-
rras en fecha 24 de enero del 1951, en relación con la re-
ferida Parcela N 9  387, por estimar que los actuales recu-
rrentes cometieron un fraude en perjuicio de Luis Te-
místocles de los Santos, por haberse hecho adjudicar di-
cha Parcela, dichos jueces no incurrieron en los vicios y 
violaciones alegadas por dichos recurrentes; por todo lo 
cual el segundo medio del recurso carece de fundamento 
y debe ser desestimado también; 

Considerando, que en el tercer medio de su memo-
rial, los recurrentes alegan, en resumen, que en ningún 
momento se sometió prueba seria al Tribunal Superior de 
Tierras que justificara el fraude, y es un hecho cierto que 
los Sucesores de Isaías Ortiz son los legítimos propieta-
rios de la Parcela N 9  387, y tales derechos fueron deseo- 
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y que fue notificada a dicha Sucesión, estos y de manera 
principal el señor Nazario Ortiz, como integrante de la 
misma y como causante del actual recurrente, estaba en 
la obligación de señalar al Tribunal Superior la existen-
&a de esa venta, como un compromiso obligacional frente 
al señor de los Santos y a la Ley que se lo exige, pese a qu?. 
cn el expediente había referencia de la misma con la ns-
trucción que celebró el Juez a-quo, y al no hacerlo así,
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 de 

una manera velada, delataron su deseo intencional de pre-
valerse de los efectos de esa sentencia, desconociendo la 
venta comentada, al hacerse adjudicar con disimulo la pro-
piedad de la Parcela en cuestión; Que en esas condiciones. 
existe en la especie una reticencia meditada, la cual carac-
teriza el fraude establecido por el Artículo 137 de la Ley 
de Registro de Tierras, y que vicia la adjudicación del de-
recho  de propiedad que en esa forma se realizó, y hace ad-
misible por tanto el presente recurso con todas sus conse- 

cuencias legales subsecuentes'; 

Considerando, que lo antes expuesto muestra que los 
Jueces del fondo, haciendo uso del poder soberano de qu i- 

e 

están investidos para determinar los hechos que const 
tuyen el fraude civil previsto por el artículo 140 de la Ley 
de Registro de Tierras, estimaron, basándose en las prue-
bas existentes en el expediente, que los recurrentes fue-

ron reticentes al no informar al Tribunal de Tierras habíaa 

otorgado el heredero Nazario Ortiz Moreta en favor de 
Temístocles de los Santos, hecho que a juicio de dichos 
jueces fue cometido con intención; que tratándose en el 
caso de una cuestión de hecho de la soberana apreciación 
de los jueces del fondo, que no puede, por tanto, ser cen-
surada en casación, el medio que se examina carece de 

fundamento y debe ser desestimado; 
Considerando que en el segundo medio de su memo-

rial los recurrentes alegan, en síntesis, que el Tribunal 
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quo al ordenar un saneamiento por su decisión violó el 
lirtículo 86 de la Ley de Registro de Tierras, ya que la 
sentencia contra la cual se intentó la revisión por fraude 
tenía la autoridad de la cosa juzgada, consagrada en el 
artículo 1351 del Código Civil, la cual tiene un efecto ab-
Lolúto en el procedimiento catastral, en virtud del artículo 
86 de la Ley de Registro de Tierras que atribuye carácter 
erga omnes a las sentencias dictadas en el saneamiento; 
pero, 

Considerando, que si bien es cierto, como lo alegan los 
recurrentes, que la sentencia final dictada en el saneamien-
to tiene la autoridad de la cosa juzgada, según lo consa-
gra el artículo 85 de la Ley de Registro de Tierras, esto 
es, a condición de que no haya interpuesto dentro del pla-
zo de un año, como en la especie, el reclurso en revisión 
por fraude previsto en los artículos 137 y siguientes de 
la Ley de Registro de Tierras, recurso que se interpone 
contra la sentencia definitiva dictada en el saneamiento; 

/ que, en consecuencia, al revocar el Tribunal a-quo, la sen-
tencia definitiva dictada por el Tribunal Superior de Tie-
rras en fecha 24 de enero del 1951, en relación con la re-
ferida Parcela N 9  387, por estimar que los actuales recu-
rrentes cometieron un fraude en perjuicio de Luis Te-
místocles de los Santos, por haberse hecho adjudicar di-
cha Parcela, dichos jueces no incurrieron en los vicios y 
violaciones alegadas por dichos recurrentes; por todo lo 
cual el segundo medio del recurso carece de fundamento 
y debe ser desestimado también; 

Considerando, que en el tercer medio de su memo-
rial, los recurrentes alegan, en resumen, que en ningún 
momento se sometió prueba seria al Tribunal Superior de 
Tierras que justificara el fraude, y es un hecho cierto que 
los Sucesores de Isaías Ortiz son los legítimos propieta-
rios de la Parcela N 9  387, y tales derechos fueron deseo- 
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SENTENCIA DE FECHA 11 DE DICIEMBRE DEL 1970 
Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo de 

fecha 20 de marzo de 1970. 

Materia: Civil. 

Recurrente: Virginia Terc. 	- 
Abogado: Lic, Luis Henríquez Castillo. 

Recurrido: Jorge Chame. 

Abogado: Lic. Enrique Sánchez González. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus• 
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de 
Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amia-
ma, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, 
Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo 
Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la Sala don-
de celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domin-
go de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 11 de diciembre 
del año 1970, años 1279 de la Independencia y 108

9  de la 
Rastauración, dicta en audiencia pública, como corte de 
casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Virgi-
nia Terc, libanesa, mayor de - edad, de quehaceres domés-
ticos, domiciliada en la planta alta de la casa N

9  122 de 
la Av. Mella de esta ciudad, cédula N9 52584, serie lra., 
contra la sentencia dictada en sus atribuciones civiles por 
la Corte de Apelación de Santo Domingo, en fecha 20 de 
marzo de 1970, cuyo dispositivo se copia más adelante; 
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hocidos y desnaturalizados; que, además, la decisión im- 
pugnada carece de motivos por todo lo cual debe ser ca- 

sada; pero, 
Considerando que por el examen de la sentencia im-

pugnada y por lo expuesto precedentemente es evidente 
que dicha sentencia contiene motivós suficientes, perti-
nentes y congruentes, que justifican su dispositivo, y en 
ella no se -ha incurrido en desnaturalización alguna, por 
lo cual el tercer medio del recurso carece de fundamento 

y debe ser desestimado; 
Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-

sación interpuesto por María Magdalena Ortiz y Jesús An-
tonio Ortiz, por sí y en nombre de los Sucesores de Isaías 
Ortiz, contra sentencia del Tribunal Superior de Tierras, 
del 24 de abril del 1970 dictada en relación con la Parce-

la N9  387 del Distrito Catastral N 9  2 del Municipio de San 

Juan de la Maguana, cuyo dispositivo se copia en parte an-
terior del presente fallo; Segundo: Condena a los recurren-
tes al pago de las costas con distracción en favor de los 
Dres. Julio E. Duquela Morales y Federico A. Read M., 
abogados del recurrido, quienes afirman haberlas avanza-

do en su totalidad. 

(Firmados): Eduardo Read Barreras.— Manuel D. 
Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francisco D-
pidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perrelló.— Juan Bau-
tista Rojas Almánzar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 

General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au 
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 

certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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hocidos y desnaturalizados; que, además, la decisión im- 
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nentes y congruentes, que justifican su dispositivo, y en 
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lo cual el tercer medio del recurso carece de fundamento 

y debe ser desestimado; 
Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-

sación interpuesto por María Magdalena Ortiz y Jesús An-
tonio Ortiz, por sí y en nombre de los Sucesores de Isaías 
Ortiz, contra sentencia del Tribunal Superior de Tierras, 
del 24 de abril del 1970 dictada en relación con la Parce-

la N9  387 del Distrito Catastral N 9  2 del Municipio de San 

Juan de la Maguana, cuyo dispositivo se copia en parte an-
terior del presente fallo; Segundo: Condena a los recurren-
tes al pago de las costas con distracción en favor de los 
Dres. Julio E. Duquela Morales y Federico A. Read M., 
abogados del recurrido, quienes afirman haberlas avanza- 
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tista Rojas Almánzar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
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SENTENCIA DE FECHA 11 DE DICIEMBRE DEL 1970 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de 
fecha 20 de marzo de 1970. 

Materia: Civil. 

Recurrente: Virginia Terc. 	- 

Abogado: Lic, Luis Henríquez Castillo. 

Recurrido: Jorge Chame. 

Abogado: Lic. Enrique Sánchez González. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus• 
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de 
Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amia-
ma, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, 
Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo 
Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la Sala don-
de celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domin-
go de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 11 de diciembre 
del año 1970, años 127 9  de la Independencia y 108 9  de la 
Rastauración, dicta en audiencia pública, como corte de 
casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Virgi-
nia Terc, libanesa, mayor de- edad, de quehaceres domés-
ticos, domiciliada en la planta alta de la casa N 9  122 de 
la Av. Mella de esta ciudad, cédula N 9  52584, serie lra., 
contra la sentencia dictada en sus atribuciones civiles por 
la Corte de Apelación de Santo Domingo, en 'fecha 20 de 
marzo de 1970, cuyo dispositivo se copia más adelante; 
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Lic. J. Agustín Gautier Chalas, cédula N9 

17669, serie lra., en la lectura de sus conclusiones,, en re 
presentación del Lic. Luis Henríquez Castillo, cédula N 9 

 128037, serie lra., abogado de la recurrente; 

Oído al Lic. Enrique Sánchez González, cédula N 9  242, 

serie 37, en la lectura de sus conclusiones, como abogado 
del recurrido Jorge Chame, mayor de edad, libanés, do- 
miciliado en la planta alta de la casa N 9  98 de la calle 

Juan Isidro Pérez, de esta ciudad, cédula N 9  1437, serie la.; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Visto el memorial de casación de la recurrente, suscri-
to por "su abogado, depositado en la Secretaría de la Supre-

ma Corte de Justicia el día 1 9  de junio de 1970, y en el 

cual se invocan los medios que luego se indican; 

Visto el memorial de defensa del recurrido, suscrito 

por su abogado; 
Vistos los escritos de ampliación de la recurrente y 

del Recurrido; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados, por la recu-
rrente; los artículos 131 y 141 del Código de Procedimien-
to Civil, las leyes 390 de 1940 y 2125 de 1949; y los ar-
t'culos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en 
los documentos a que ella se refiere, consta: a) que con 
motivo de una demanda en liquidación y partición de 
una comunidad de bienes, intentada por Virginia Terc con-
tra Jorge Chame, la Cámara Civil y Comercial de la Pri-
mera Circunscripción del Distrito Nacional, dictó en sus 
atribuciones civiles, el 28 de septiembre de 1967, una sen-
tencia cuyo dispositivo es el sgiuiente: "FALLA: PRIME-

RO: Rechaza, por improcedente y mal fundada la deman- 
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te"; González, por afirmar haberlas avanzado en su mayor par-
oe las mismas en favor del Licenciado Enrique Sánchez 
parte que sucumbe, al pago de las costas, con distracción 

en consecuencia confirma en otdas sus partes la sentencia 

TERCERO: 
Acoge las conclusiones de la parte apelada y 

do, en auanto al fondo, el referido renurso de apelación; 
mente, rechaza igualmente por improcedente y mal funda-

la parte apelante, señora Virginia Terc bsidiarias de
, y cdnsecuencial- 

fundada, las conclusiones principales y las su 
	

y mal 

ecurrida; CUARTO: 
Condena a la señora Virginia Terc, 

teriormente; S)GUNDO: 
Rechaza, por improcedente 

de septiembre 
 de 1967, cuyo dispositivo figura copiado an-

Distrito Nacional, en sus atribuciones civiles, y en fecha 28 

ra Circunscripció n 
 del Juzgado de Primera Instancia del 

cia dictada por la Cámara Civil y Comercial de la Prime-
interpuesto por la señora Virginia Terc, contra la senten-
ser regular y válido en la forma, el recurso de apelación 

sitivo es el siguiente: 
"FALLA: PRIMERO: 

Admite, pot 

llo, intervino la sentencia ahora impugnada, cuyo dispo- 
b) que sobre la apelación de Virginia Terc contra ese fa- 

dez, quien afirma haberlas avanzado en su á 
 mayo Gon 

vecho del abogado Licenciado Enrque Sánchez 
	zá- 

instancia ordenando la distracc
de  iónas costas 

de las mismas  en pro- 

dante que sucumbe, al pago 	l 	de 

nes; SEGUNDO: 
Condena a Virginia Tehc parte deman- 

quidación y partición de comunidad matrimonial de b en li- 
da incoada por Virginia Terc contra Jorge 

	e 

la presente 

r parte"; 

ie- 

Considerando que la recurrente invoca en su memo-
rial, los siguientes medios de casación: 

Primer Medio: 
Prueba decisiva contra el requerido, mediante su confe-si

ón perfecta. Falta de Base Legal, por cambio Traudulen: 
to de nacionalidad, haciéndose pasar el recurrido por li-
banés, siendo turco, para invocar un estatuto personal que 
no le pertenece; y violación del art. 4 de la Constitución, 

2938 



BOLETIN JUDICIAL 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Lic. J. Agustín Gautier Chalas, cédula N 9 

 17669, serie lra., en la lectura de sus conclusiones,, en re 
presentación del Lic. Luis Henríquez Castillo, cédula N 9 

 128037, serie lra., abogado de la recurrente; 

Oído al Lic. Enrique Sánchez González, cédula N 9  242, 

serie 37, en la lectura de sus conclusiones, como abogado 
del recurrido Jorge Chame, mayor de edad, libanés, do- 
miciliado en la planta alta de la casa N° 98 de la calle 

Juan Isidro Pérez, de esta ciudad, cédula N 9  1437, serie la.; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Visto el memorial de casación de la recurrente, suscri-

to por .su abogado, depositado en la Secretaría de la Supre-

ma Corte de Justicia el día 1 9  de junio de 1970, y en el 

cual se invocan los medios que luego se indican; 

Visto el memorial de defensa del recurrido, suscrito 

por su abogado; 
Vistos los escritos de ampliación de la recurrente y 

del Recurrido; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados, por la recu-
rrente; los artículos 131 y 141 del Código de Procedimien-
to Civil, las leyes 390 de 1940 y 2125 de 1949; y los ar-
t'culos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en 
los documentos a que ella se refiere, consta: a) que con 
motivo de una demanda en liquidación y partición de 
una comunidad de bienes, intentada por Virginia Terc con-
tra Jorge Chame, la Cámara Civil y Comercial de la Pri-
mera Circunscripción del Distrito Nacional, dictó en sus 
atribuciones civiles, el 28 de septiembre de 1967, una sen-
tencia cuyo dispositivo es el sgiuiente: "FALLA: PRIME-

RO: Rechaza, por improcedente y mal fundada la deman- 
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te"; González, por afirmar haberlas avanzado en su mayor par- 
ae las mismas en favor del Licenciado Enrique Sánchez 
parte que sucumbe, al pago de las costas, con distracción 

recurrida; CUARTO: 
Condena a la señora Virginia Terc, 

en consecuencia confirma en otdas sus partes la sentencia 

TERCERO: 
Acoge las conclusiones de la parte apelada y 

do, en auanto al fondo, el referido renurso de apelaci
nón; 

mente, rechaza igualmente por improcedente y mal fuda- 
la parte apelante, señora Virginia Terc, y nsecuencial- 
fundada, las conclusiones principales y las subsidiarias de 

teriormente; SEGUNDO: 
Rechaza, por improcedente y mal 

de septiembre de 1967, cuyo dispositivo figura copiado an- 
Distrito Nacional, en sus atribuciones civiles, y en fecha 28 
ra Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia del 
cia dictada por la Cámara Civil y Comercial de la Prime- 
interpuesto por la señora Virginia Terc, contra la senten- 
ser regular y válido en la forma, el recurso de apelación 

sitivo es el siguiente: 
"FALLA: PRIMERO: 

Admite, pot 

llo, intervino la sentencia ahora impugnada cu y o di f- 
b) que sobre la apelación de Virginia Terc contra ese ; 
dez, quien afirma haberlas avanzado en su mayor parte" 
vecho del abogado Licenciado Enrque Sánchez Gonz- 
instancia ordenando la distracción de las misma

s  en pro-

dante que sucumbe, al pago de las costas de la presente 

nes; SEGUNDO: 
Condena a Virginia Tehc parte demanie 

 quidación y partición de comunidad matrimonial de b-

da incoada por Virginia Terc contra 
Jorge Chame en li- 

	

co. 

	

a

spo- 

Considerando que la recurrente invoca en su memo-
rial, los siguientes medios de casación: 

Primer Medio: 
Prueba decisiva contra el requerido, mediante su confe-
s:ón perfecta. Falta de Base Legal, por cambio Traudulen: 
to de nacionalidad, haciéndose pasar el recurrido por li-
banés, siendo turco, para invocar un estatuto personal que 
no le pertenece; y violación del art. 4 de la Constitución, 
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e] cual prescribe que el Gobierno Dominicano es esenical-

mente civil, y, por tanto, - no admite que en la república se 

ejecute como civil, ordenanza religiosa, a menos que una 
Ley del país extranjero de fuerza ejecutoria a esa reso-
lución, como lo realizó este país entre el Estado Dominica-
no y la iglesia católica. Artículo 1354, Código Civil; Se-
gundo Medio: Violación, por falta de aplicación indispen-
sable, de los artículos 2 (apartados F y G), y 24, de la Ley 

N9 
 716, del 9 de octubre, de 1944, sobre Funciones Públi 

cas de los Cónsules Dominicanos por los cuales artículos 
podrá serles excepcionalmente concedida la invesitdura 
de Función Pública a los Cónsules Honorarios de la Re-
pública Dominicana, y no le fue dada al Cónsul Honorar

.' 

Dr. Michel Mattar, Cónsul en Líbano, para darle curso y 
oespués certificar las firmas de los funcionarios que in-
tervinieron en la expedición del certificado de costumbre 

r
eligiosa de parte de dos abogados libaneses, que fue la 

base del fallo de primera instancia y de la sentencia de 
apelación recurrida; Tercer Medio: Violación del Derecho 
de Defensa de la recurrente, al negarse a ella establecer la 

prueba de que realizó servicios personales 
atrimonio 

y comer
del

cialee- s 

ciu aumentaron extraordinariamente el p 	
r 

currido. Violación del Art. 141 del Código de Procedimien-

t o 
 Civil; contradicción e interpretación errónea de motivos 

y su falseamiento, incluso por mutilación en la sentencia 
de primera instancia de varios puntos de las conclusiones 
de la recurrente, y tratar en segundo grado de justificar 

esa falta, erróneamente; 

Considerando que en la segunda parte del primer me-
dio de casación y en todo el segundo medio, la recurrente 
alega en síntesis, que loF jueces del fondo para establecer 
que el régimen matrimonial que existía entre ella y Cha-
me era el de separación de bienes y no el de la comuni-
dad legal, se basaron en un Certificado de Costumbres, ex-
pedido por dos abogados del Líbano, el día 31 de julio de 

1965, certificando que no está debidamente autorizado por 
el Cónsul honorario dominicano en aquel país, formalidad 
exigida por el artículo 24 de la Ley 716 de 1944, sobre Fun-
ciones Públicas de los Cónsules; que la recurrente ha ve. 
•ido sosteniendo con alegato desde el primer grado de ju 

risdicción; que la Corte a-qua para rechazar dicho alegato 
se basó en que "los abogados libaneses, el Notario Bustany 
y el Cónsul Matta, son "serios y honestos", y que la "ma-
la fe no se presume"; que al decidir sobre la base de ese 
Certificado, que no había una comunidad de bienes en el 
matrimonio Chame-Terc, y que por tanto no procedía 1:1 
demanda en partición y liquidación intentada, dicha Cor-
te incurrió, en la sentencia impugnada, en los vicios y vio- 
laciones denunciados; 

Considerando que el examen del fallo impugnado re-
,iela que los jueces del fondo para rechazar la demanda de 
Virginia Terc, se basaron, esencialmente, en los siguientes 
motivos: 1 9) que los esposos Chame-Terc, son libaneses; 
2 9) que se casaron en el Líbano; 3 9) que vivieron en el Lí-
bano desde el 1925 fecha del matrimonio, hasta el año 1929, 
época en que se radicaron en Santo Domingo; 4c que ese 
matrimonio estaba regido por la ley libanesa; 5g) que la 
ciemandante Terc no probó que en el Líbano, los que con-
traen matrimonio sin indicar el régimen matrimonial adop-
tado, están casados bajo el régimen de la comunidad de 
bienes; 69 ) que, además, en el expediente figura un Certifi-
cado de dos abogados libaneses en que consta que en el Lí-
bano el que se casa sin contrato no está casado bajo el ré-
gimen de la comunidad de bienes; 

Considerando que la Corte a-qua para atribuír crédi-
to al referido Certificado, expresó en la sentencia impug-
nada, lo siguiente: "que el indicado documento está firma-
Co por los abogados Georges Faddoul y Wagdi Wehbi, Li-
baneses, en Beirut, en fecha 31 de julio de 1965, firmas 
que fueron legalizadas por el notario público de Beirut, 



2940 

el cual prescribe que el Gobierno Dominicano es esenical-
mente civil, y, por tanto, no admite que en la república se 
ejecute como civil, ordenanza religiosa, a menos que una 
Ley del país extranjero de fuerza ejecutoria a esa reso-
lución, como lo realizó este país entre el Estado Dominica-
no y la iglesia católica. Artículo 1354, Código Civil; Se-
gundo Medio: Violación, por falta de aplicación indispen-
sable, de los artículos 2 (apartados F y G), y 24, de la Ley 

N9 
 716, del 9 de octubre, de 1944, sobre Funciones Públi 

cas de los Cónsules Dominicanos por los cuales artículos 
podrá serles excepcionalmente concedida la invesitdura 
de Función Pública a los Cónsules Honorarios de la Re-
pública Dominicana, y no le fue dada al Cónsul Honorari) 
Dr. Michel Mattar, Cónsul en Líbano, para darle curso y 
después certificar las firmas de los funcionarios que in-
tervinieron en la expedición del certificado de costumbre 
religiosa de parte de dos abogados libaneses, que fue la 
base del fallo de primera instancia y de la sentencia de 
apelación recurrida; Tercer Medio: Violación del Derecho 
de Defensa de la recurrente, al negarse a ella establecer la 
prueba de que realizó servicios personales y comer

del
cialre- es 

qu aumentaron extraordinariamente el patrimonio 
currido. Violación del Art. 141 del Código de Procedimien

-

to Civil; contradicción e interpretación errónea de motivos 
y su falseamiento, incluso por mutilación en la sentencia 
de primera instancia de varios puntos de las conclusiones 
de la recurrente, y tratar en segundo grado de justificar 

esa falta, erróneamente; 

Considerando que en la segunda parte del primer me-
dio de casación y en todo el segundo medio, la recurrente 
alega en síntesis, que los jueces del fondo para establecer 
que el régimen matrimonial que existía entre ella y Cha-
me era el de separación de bienes y no el de la comuni-
dad legal, se basaron en un Certificado de Costumbres, ex-
pedido por dos abogados del Líbano, el día 31 de julio de 
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1965, certificando que no está debidamente autorizado por 
el Cónsul honorario dominicano en aquel país, formalidad 
exigida por el artículo 24 de la Ley 716 de 1944, sobre Fun-
ciones Públicas de los Cónsules; que la recurrente ha ve. 
pido sosteniendo con alegato desde el primer grado de ju 
risdicción; que la Corte a-qua para rechazar dicho alegato 
se basó en que "los abogados libaneses, el Notario Bustany 
y el Cónsul Matta, son "serios y honestos", y que la "ma-
la fe no se presume"; que al decidir sobre la base de ese 
Certificado, que no había una comunidad de bienes en el 
matrimonio Chame-Terc, y que por tanto no procedía 
demanda en partición y liquidación intentada, dicha Cor-
te incurrió, en la sentencia impugnada, en los vicios y vio- 
laciones denunciados; 

Considerando que el examen del fallo impugnado re- 
que los jueces del fondo para rechazar la demanda de 

Virginia Terc, se basaron, esencialmente, en los siguientes 
motivos: 1°) que los esposos Chame-Terc, son libaneses; 
29) que se casaron en el Líbano; 3 9) que vivieron en el Lí-
bano desde el 1925 fecha del matrimonio, hasta el año 1929, 
época en que se radicaron en Santo Domingo; 4c que ese 
matrimonio estaba regido por la ley libanesa; 5g) que la 
demandante Terc no probó que en el Líbano, los que con-
traen matrimonio sin indicar el régimen matrimonial adop-
tado, están casados bajo el régimen de la comunidad de 
bienes; 69) que, además, en el expediente figura un Certifi-
cado de dos abogados libaneses en que consta que en el Lí-
bano el que se casa sin contrato no está casado bajo el ré-
gimen de la comunidad de bienes; 

Considerando que la Corte a-qua para atribuír crédi-
to al referido Certificado, expresó en la sentencia impug-
nada, lo siguiente: "qué el indicado documento está firma-
cio por los abogados Georges Faddoul y Wagdi Wehbi, Li-
baneses, en Beirut, en fecha 31 de julio de 1965, firmas 
que fueron legalizadas por -el notario público de Beirut, 

9 
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Lic. Ratif Samara; que a juicio de esta Corte, el señor 
Chame, al aportar el mencionado documento, firmado por 
los mencionados abogados, no tieen que probar también 
que los indicados juristas figuran inscritos en el cuadro de 
abogados del ministerio de justicia de su país, y que sea 
este funcionario el único con calidad para certificar que 
los mencionados firmantes del indicado documento, son 
abogados; pues a criterio de la Corte, es suficiente, como 
lo dice el documento que ellos, los firmantes del documen-
to, abogados de los tribunales de la República del Líbano, 
registrados en el Sindicato Libanés de los abogados de Bei-
rut, declaramos bajo la fe del juramento... etc. (lo que cer-
tifican los dichos abogados que consta en documento an-
tes copiado); que la firma de dichos abogados en el docu-
mento aludido, fue puesta en su presencia del notario Lic. 
Ratif Samara, quien afirma, que los conoce personalmen-
te, por lo que la Corte a este respecto dá crédito y entera 
fe al documento aludido, en cuanto los declarantes afir-
man ser abogados del Líbano, y en cuanto a que sus fir-
mas están válidamente legalizadas por el Notario Públi-
co de Beirut, Lic. Ratif Samará; el mencionado documen-
to, se llama en derecho certificado de costumbre y sirve 
como tal para demostrar que en tal o cual país, está en 
vigencia tal o cual ley o costumbre, sin que sea este el 
único modo de probar la existencia de las leyes extranje-
ras"; que, además en dicho fallo consta: "que aunque e] 
certificado de costumbre, no es el único medio de probar 

la existencia de la vigencia de una ley extranjera, sí es un 
medio valedero para tales fines, y que no es necesario rigu- 
rosamente hablando, para establecer la ya indicada exis- 
tencia y vigencia de una ley extranjera, que se presente, 
como lo pide la apelante, el texto auténtico de la ley"; 

Considerando que, en principio, todo matrimonio de 
personas domiciliadas en la República Dominicana se pre-
sume contraído bajo el régimen de la comunidad legal, 

2943 
que es el régimen de derecho común; que, por 
te, todo aquel que alegue la existenci

a  de un réconsiguien- 
gimen dis- tinto en su matrimonio, debe probarlo; 

Considerando que nada se opone a que en nuestro país 
aquel que alegue ante nuestros tribunales la aplicación de 
un Derecho Extranjero, justifiqu e  su texto, mediante cer-tificación de dos abogados en ejercicio en el 

 legislación se trate siemre 	 país de cuya p 	
que dicha certificación esté debidamente legalizada; 

Considerando que de conformidad con el artículo 3 
de la Ley 716 de 1944, sobre Funciones Públicas de los 
Cónsules, todo documento que se destine a exhibirse an-
te funcionarios judiciales deberá estar certificado por el 
funcionario consular de la jurisdicción en que fuere ex-
pedido; 

Considerando que de conformidad con el Párrafo del 
¿rtículo 19 de la referida ley, "los cónsules honorarios no 
están investidos de las funciones contenidas en esta dis- 
posición, sino en los casos a que se refieren los apartados f) y g) 

del artículo 2 y el artículo 24 en los cuades podrá 
serle excepcionalmente acordada por disposición emana- 
da del Secretario de Estado de elaciones 
la debida aprobación del Presiden

R
te de la República";, con "; que, además el artículo 24 de la referida ley dispone lo siguien-

te: "A los efectos del cumplimiento de las disposiciones 
del artículo tercero de la presente ley, los funcionarios 
consulares legalizarán las firmas de las, auotridades de su 
jurisdicción, notarios y demás oficiales públicos, siempre 
que dichas firmas sean puestas en su presencia, o estuvie-
ren registradas en el consulado o fueren conocidas por el 
funcionario actuante"; 

Considerando que de sus disposiciones legales resul-
ta que para que esa certificación pueda tener eficacia pro-
batoria en nuestros tribunales es preciso que los funcio- 
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Lic. Ratif Samara; que a juicio de esta Corte, el señor 
Chame, al aportar el mencionado documento, firmado por 
los mencionados abogados, no tieen que probar también 
que los indicados juristas figuran inscritos en el cuadro de 
abogados del ministerio de justicia de su país, y que sea 

este 'funcionario <.-1 único con calidad para certificar que 
los mencionados firmantes del indicado documento, son 
abogados; pues a criterio de la Corte, es suficiente, como 
lo dice el documento que ellos, los firmantes del documen-
to, abogados de los tribunales de la República del Líbano, 
registrados en el Sindicato Libanés de los abogados de Bei-
rut, declaramos bajo la fe del juramento... etc. (lo que cer-
tifican los dichos abogados que consta en documento an-
tes copiado); que la firma de dichos abogados en el docu-
mento aludido, fue puesta en su presencia del notario Lic. 
Ratif Samara, quien afirma, que los conoce personalmen-
te, por lo que la Corte a este respecto dá crédito y entera 
fe al documento aludido, en cuanto los declarantes afir-
man ser abogados del Líbano, y en cuanto a que sus fir-
mas están válidamente legalizadas por el Notario Públi-
co de Beirut, Lic. Ratif Samará; el mencionado documen-
to, se llama en derecho certificado de costumbre y sirve 
como tal para demostrar que en tal o cual país, está en 
vigencia tal o cual ley o costumbre, sin que sea este el 
único modo de probar la existencia de las leyes extranje-
ras"; que, además en dicho fallo consta: "que aunque el 
certificado de costumbre, no es el único medio de probar 
la existencia de la vigencia de una ley extranjera, sí es un 

medio valedero para tales fines, y que no es necesario rigu-
rosamente hablando, para establecer la ya indicada exis-
tencia y vigencia de una ley extranjera, que se presente, 
como lo pide la apelante, el texto auténtico de la ley"; 

Considerando que, en principio, todo matrimonio de 
personas domiciliadas en la República Dominicana se pre-
sume contraído bajo el régimen de la comunidad legal, 
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que es el régimen de derecho común; que, por consiguien- 
te, todo aquel que alegue la existencia de un régimen dis- 
tinto en su matrimonio, debe probarlo; 

Considerando que nada se opone a que en nuestro país aquel que alegue 
ante nuestros tribunales la aplicación de 

un Derecho Extranjero, justifiqu e  su texto, mediante cer-
tificación de dos abogados en ejercicio en el país de cuya 
legislación se trate siempre que dicha certificación esté 
debidamente legalizada; 

Considerando que de conformidad con el artículo 3 
de la Ley 716 de 1944, sobre Funciones Públicas de los 
Cónsules, todo documento que se destine a exhibirse an-
te funcionarios judiciales deberá estar certificado por el 
funcionario consular de la jurisdicción en 

que fuere ex-pedido; 

Considerando que de conformidad con el Párrafo del 
artículo 19 de la referida ley, "los cónsules honorarios no 
están investidos de las funciones contenidas en esta dis-
posición, sino en los casos a que se refieren los apartados f) y g) del artículo 2 y el artículo 24 en los cuades podrá 
serle excepcionalmente acordada por disposición emana- 
da del Secretario de Estado de Relaciones Exteriores, con 
la debida aprobación del Presidente de la República"; que, 
además el artículo 24 de la referida ley dispone lo siguien-
te: "A los efectos del cumplimiento de las disposiciones 
del artículo tercero de la presente ley, los funcionarios 
consulares legalizarán las 'firmas de las, auotridades de su 
jurisdicción, notarios y demás oficiales públicos, siempre 
que dichas firmas sean puestas en su presencia, o estuvie-
ren registradas en el consulado o fueren conocidas por el 
funcionario actuante"; 

Considerando que de sus disposiciones legales resu-- . 
ta que para que esa certificación pueda tener eficacia pro-
batoria en nuestros tribunales es preciso que los funcio- 
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de la mujer casada y los bienes  
en el curso del matrimonio; 	que ella pueda adquirir  

Considerando que en esas condiciones, la sentencia 
impugnada debe ser- casada también sobre ese punto sin 

de la recurrente; 
que sea necesario ponderar los demás medios y alegatos 

Considerando que como en la especie se trata 
de una litis sobre partición de bienes subsecuente a un divorcio, 

procede compensar las costas; 

Por tales motivos, Primero: Casa en todas sus 
 la sentencia dictada en sus atribuciones civiles 
	

partes, 
Cor- te de Apelación de Santo Domingo en f 

	
por la 

fecha 20 de marzc de 1970, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior 
del presente fallo, y envía el asunto ante 

la Corte de Ape-
las partes. lación de Santiago; y, Segundo: Compensa las costas entre 

(Firmados): Fernando E. Ravelo de la Fuente, 
Ma-nuel D. Bergés Chupan.— Manuel A.  co Elpidio Beras.— Joaq 	

Alvarez Perelló.— Juan uín M. 	
Amiama.— Francis- 

Alva 
Bautista Rojas Almáuzar.— Santiago O 
buccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 

Ge
svaldo Rojo Car- 

neral. 
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-diencia
mada pública del día, mes y año en él expresados, y fue 

'fir, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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narios consulares nuestros, (debidarne(nte autorizadas si. 
son honoríficos) hayan legalizado las firmas de las auto-
ridades de su jurisdicción; 

Considerando que como en la especie, las firmas de 
las autoridades y de los particulares que intervinieron en 
la aludida Certificación no han sido debidamente legaliza-
das por nuestro Cónsul en Beirut, es claro que dicho docu-
mento carece de la eficacia probatoria que le atribuyeron 
los jueces del fondo; que, en consecuencia procede casar 
en ese punto, la sentencia impugnada; 

Considerando que en su tercer medio de casación la 
recurrente alega en síntesis, que ella solicitó a los jueces 
del fondo que le permitieran probar mediante varias me-
didas de instrucción, que entre ella y Chame existió una 
comunidad de bienes o una sociedad de hecho, pues ella 
aportó su trabajo personal en la formación de ese patrimo-
nio conjunto; que la prueba de ese hecho evitaría que 
Chame se enriqueciera injustamente, pues es evidente que 
ellos trabajaron juntos y formaron un patrimonio que de-
be ser liquidado y partido entre ellos dos; que la Corte 
a-qua al no entenderlo así, incurrió en la sentencia im-
pugnada en los vicios y violaciones denunciados; 

Considerando que el examen de la sentencia impug-
nada pone de manifiesto que la Corte a-qua rechaza en 
definitiva, esos pedimentos, sobre la base, de que se tra-
taba de una demanda nueva en grado de apelación, sin te-
ner en cuenta que aún cuando llegue a establecerse que 
el matrimonio Chama-Terc se hizo bajo el régimen de 
la separación de bienes, aún en ese caso, procede la deter-
minación de la propiedad de aquellos bienes que no hu-
bieran sido individualizados y que hubiesen figurado co-
mo confundidos en un patrimonio común de hecho; crite-
rio que se reafirma por la circunstancia de que en nues-
tro Derecho Positivo interno existen leyes que como las 
390 de 1940 y 2125 de 1949, protegen el trabajo personal 
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narios consulares nuestros, (debidameinte autorizados si. 
son honoríficos) hayan legalizado las firmas de las auto-

ridades de su jurisdicción; 
Considerando que como en la especie, las firmas de 

las autoridades y de los particulares que intervinieron en 
la aludida Certificación no han sido debidamente legaliza-
das por nuestro Cónsul en Beirut, es claro que dicho docu-
mento carece de la eficacia probatoria que le atribuyeron 
los jueces del fondo; que, en consecuencia procede casar 

I en ese punto, la sentencia impugnada; 
Considerando que en su tercer medio de casación la 

recurrente alega en síntesis, que ella solicitó a los jueces 
del fondo que le permitieran probar mediante varias me-
didas de instrucción, que entre ella y Chame existió una 
comunidad de bienes o una sociedad de hecho, pues ella 
aportó su trabajo personal en la formación de ese patrimo-
nio conjunto; que la prueba de ese hecho evitaría que 
Chame se enriqueciera injustamente, pues es evidente que 
ellos trabajaron juntos y formaron un patrimonio que de-
be ser liquidado y partido entre ellos dos; que la Corte 
a-qua al no entenderlo así, incurrió en la sentencia im-
pugnada en los vicios y violaciones denunciados; 

Considerando que el examen de la sentencia impug-
nada pone de manifiesto que la Corte a-qua rechaza en 
definitiva, esos pedimentos, sobre la base, de que se tra-
taba de una demanda nueva en grado de apelación, sin te-
ner en cuenta que aún cuando llegue a establecerse que 
el matrimonio Chama-Terc se hizo bajo el régimen de 
la separación de bienes, aún en ese caso, procede la deter-
minación de la propiedad de aquellos bienes que no hu-
bieran sido individualizados y que hubiesen figurado co-
mo confundidos en un patrimonio común de hecho; crite-
rio que se reafirma por la circunstancia de que en nues-
tro Derecho Positivo interno existen leyes que como las 
390 de 1940 y 2125 de 1949, protegen el trabajo personal  
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de la mujer casada y los bienes que ella pueda adquirir 
en el curso del matrimonio; 

Considerando que en esas condiciones, la 
 impugnada debe ser casada también sobre 

ese 
sentencia 

punto, sin 
de la recurrente; 
que sea necesario ponderar los demás medios y alegatos 

Considerando que como en la especie se trata de una 
litis sobre partición de bienes subsecuente a un divorcio, 
procede compensar las costas; 

Por tales motivos, Primero: Casa en todas 
sus  la sentencia dictada en sus atribuciones civiles 	

partes, 
por Cor-te de Apelación de Santo Domingo en fecha 20 d la 

 e marzo de 1970, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior 
del presente fallo, y envía el asunto ante la Corte de Ape-

las partes. lación de Santiago; y, Segundo: Compensa las costas entre 

(Firmados): Fernando E. Ravelo de la Fuente, Ma-nuel D. 
Bergés Chupan.— Manuel A. Amiama.— Francis-

co Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan 
Bautista Rojas Almáuzar.— Santiago Osvaldo Rojo Car-
buccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, 

en la au • • diencia pública del día, mes  firmada, leída 	 y año en él expresados, y fue 
y publicada por mí, Secretario General, que 

certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 11 DE DICIEMBRE DEL 1970 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha 

9 de julio de 1969. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Magistrado Procurador General de la República c s. 

Abogado: Dr. Manuel A. Guzmán 
Elías Gadala María. 	Vásquez (abogado del preve. 

nido). 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-

món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E.an 
Ravelo de la 

Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel 
D. Ber-

gés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus ien 

aud 

cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito 
Nacional, hoy día 11 dial mes de diciembre de 1970 arios 

1279  de la Independencia y 1089  de la Restauración, dicta 

en audiencia pública, corno corte de casación, la siguiente 

sentencia: 
Sobre el recurso de . casación interpuesto por el Magis-

trado Procurador Geneltal de la República contra C laorte 
sen- 

tencia dictada en fecha "9 de julio de 1969 por la  de 
Apelación de Santiago, en funciones de Tribunal de Con-
fiscaciones y en atriblc iones correccionales, cuyo dispositi

-

vo dice así: "Primero: 
Eüeclara regular y válido en cuanto 

a la forma, la impugnaclión necha por el señor Elías Ga- 
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dala María, contra la confiscación general de sus bienes, 
ordenada por la Ley N9 5816, de fecha 15 de febrero del 
año í962, por haber sido hecha dentro del plazo legal y en 
la forma prescrita por la Ley que regula esta materia; Se-gundo; Rechaza las conclusiones hechas en su escrito de 
fecha 2 de mayo de í969 por el procesado Elías Gadala Ma- 
•ía, por órgano de sus abogados, Dr. Manuel Guzmán Vás-

quez y Lic. Eduardo Sánchez Cabral, en el sentido de que: 
"lo descarguéis por ser inconstitucionales la Ley número 
58í6, de fecha 15 de febrero de 1962, y el párrafo segundo 
del artículo Primero de la Ley n-mero 5924, de fecha 26 
de mayo de 1962, sobre Confiscación General de Bienes", 
por tener la sentencia dictada por la Suprema Corte de 
Justicia en fecha 26 de marzo de 1969, la autoridad de la 
cosa irervocablemente juzgada en este aspecto; Tercero: 
Declara que el prevenido ))lías Gadala María no ha come-
tido el delito de enriquecimiento ilícito mediante el abu-
so de usurpación del Poder; y que, por otro lado, tampoco 
es posible colegir, como consecuencia de lo anteriormente 
expuesto, que dicho prevenido hubiere sido un testaferro 
oel tirano Rafael Leonidas Trujillo; Cuarto: Descarga, en 
consecuencia, al procesado Elías Gadala María del referido 
delito a su cargo y ordena aue el Estado Dominicano o 
quien fuere de lugar, le restituya los bienes que le fue-
ron confiscados a su propietario Dais Gadala María; Quin-
to: Declara las costas de oficio"; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Manuel A. Guzmá -,J. Vásquez, cédula 20243, 

serie 54, por sí y po rel Lic. Eduz.rdo Sánchez Cabral, cé-
dula 24018, serie 31, abogados del recurrido, en la lectura 
de sus conclusiones; recurrido qty, es Elías Gadala María, 
de nacionalidad 2alvadoreña, ml.yor de edad, casado, in-
dustrial, domiciliado en la Avenida Abraham Lincoln No. 
86, de esta capital, cédula 88583 serie era.; 

Oído el dicatmen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

• 
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SENTENCIA DE FECHA 11 DE DICIEMBRE DEL 1970 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha 

9 de julio de 1969. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Magistrado Procurador General de la República c, s. 

Abogado: Dr. Manuel A. Guzmán 

Elías Gadala María. 	Vásquez (abogado del preve 

nido). 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-

món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E.an 
Ravelo de la 

Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel 
D. Ber-

gés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien- ito 
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distr 
Nacional, hoy día 11 6.?.1 mes de diciembre de 1970 arios 

1279  de la Independencia y 1089  de la Restauración, dicta 

en audiencia pública, corno corte de casación, la siguiente 

sentencia: 
Sobre el recurso de casación interpuesto por el Magis-

trado Procurador General de la República contra C laorte 
sen-

tencia dictada en fecha '9 de julio de 1969 por la  de 
Apelación de Santiago, en funciones de Tribunal de Con-
fiscaciones y en atriblc iones correccionales, cuyo dispositi

-

vo dice así: "Primero: 
raeclara regular y válido en cuanto 

a la forma, la impugnaclión necha por el señor Elías Ga- 
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dala María, contra la confiscación general de sus bienes, 
ordenada por la Ley N9 5816, de fecha 15 de febrero del 
año í962, por haber sido hecha dentro del plazo legal y en 
la forma prescrita por la Ley que regula esta materia; Se-gundo; Rechaza las conclusiones hechas en su escrito de 
fecha 2 de mayo de í969 por el procesado Elías Gadala Ma-
ría, por órgano de sus abogados, Dr. Manuel Guzmán Vás-
auez y Lic. Eduardo Sánchez Cabral, en el sentido de que: 
"lo descarguéis por ser inconstitucionales la Ley número 
58í6, de fecha 15 de febrero de 1962, y el párrafo segundo 
del artículo Primero de la Ley n-mero 5924, de fecha 26 
de mayo de 1962, sobre Confficación General de Bienes", 
por tener la sentencia dictada por la Suprema Corte de 
Justicia en fecha 26 de marzo de 1969, la autoridad de la 
cosa irervocablemente juzgada en este aspecto; Tercero: 
Declara que el prevenido ))lías Gadala María no ha come-
tido el delito de enriquecimiento ilícito mediante el abu-
so de usurpación del Poder; y que, por otro lado, tampoco 
es posible colegir, como consecuencia de lo anteriormente 
expuesto, que dicho prevenido hubiere sido un testaferro 
oel tirano Rafael Leonidas Trujillo; Cuarto: Descarga, en 
consecuencia, al procesado Elías Gadala María del referido 
delito a su cargo y ordena aue el Estado Dominicano o 
quien fuere de lugar, le restituya los bienes que le fue-
ron confiscados a su propietario Elaís Gadala María; Quin-
to: Declara las costas de oficio"; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Manuel A. Guzmé-a Vásquez, cédula 20243, 

serie 54, por sí y po rel Lic. Eduz.rdo Sánchez Cabral, cé-
dula 24018, serie 31, abogados del recurrido, en la lectura 
de sus conclusiones; recurrido qw. es  Elías Gadala María, 
de nacionalidad 1.:alvadoreña, m¿yor de edad, casado, in-
dustrial, domiciliado en la Avenida Abraham Lincoln No. 
26, de esta capital, cédula 88583 serie lra.; 

Oído el dicatmen del Magistrado Procurador General 
de la República; 
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Visto el memorial de casación del Magistrado Procu-
rador General de la República, de fecha 4 de agosto del 
presente año 1970, en el cual se alega, en síntesis, que la 
Corte de Apelación de Santiago al fallar como lo hizo en 
la sentencia impugnada, cometió un exceso de poder, en el 
punto en que ordenó la restitución de los bienes del aho-
i a recurrido, por el hecho de haberlo descargado del delito 
de enriquecimiento ilícito, pues, según el Magistrado re-
currente, esa atribución no resulta para el Tribunal de Con-

fiscaciones, de la Ley N 9  5924 de 1962, ni es compatible 

con la Ley N9  289, de 1966, que se refiere en su artículo 4 
al status de los bienes que integran el patrimonio de la 
Corporación Dominicana de Empresas Estatales (Corde); 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y visto el artículo 64 de la Ley sobre Procedi- 

miento de Casación; 
Considerando, que el texto legal que acaba de ser ci-

tado dice así: "El Procurador General de la República pue-
de recurrir también en casación, contra toda sentencia vi-
ciada de exceso de poder, antes de vencidos los plazos de 
la ley para que las partes interesadas hagan uso de sus de-
rechos, o dentro del año de dictado el fallo. Para los efec-
tos de los artículos anteriores, los Procuradores Genera 
les de las Cortes de Apelación y de los Procuradores Fis 
cales remitirán al Procurador General de la República una 
copia certificada de toda sentencia en último recurso, dic-
tada por sus respectivos tribunales, dentro de los veinte 
días del pronunciamiento. Igual obligación corresponde a 
los Jueces de Paz, cuando fallen en primera y última ins- 

tancia"; 
Considerando. que del examen del expediente y del 

propio memorial del Magistrado recurrente resulta que 
la sentencia que impugn. 'fue dictada en la fecha del nue-
ve de julio del año mil -Movecientos sesenta y nueve (de 
julio de 1969); que es de principio reconocido que los pla- 

  

BOLETIN JUDICIAL 	 2949 

zos para recurrir en casación son de orden público, y que, 
por tanto, corresponde a la propia Suprema Corte de Jus-
ticia velar por su estricta observancia; que el recurso de 
casación fue interpuesto, en la especie, en la fecha de cua-
tro de agosto del año mil novecientos setenta en curso (4 
de agosto de 1970); que, por tanto, el recurso ha sido in-
terpuesto agotado ya el período de un año fijado por el 
artículo 64 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, 
como máximo, para la interposición de los recursos por ex-
ceso de poder; 

Por tales motivos, y sin necesidad de ponderar los 
alegatos del recurso, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por el Magistrado Procura-
aor General de la República contra la sentencia dictada 
en fecha 9 de julio de 1969 por la Corte de Apelación de 
Santiago, en funciones de Tribunal de Confiscaciones y en 
materia correccional, cuyo dispositivo se na transcrito al 
comienzo del presente fallo; Segundo: Declara las costas 
de oficio; 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tajada.— Fernando: 
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel D Bergés Chupani.— 
Manuel A. Amiama.— Francisco Elpir.,io Beras.— Joaquín 
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista. Rojas Almánzar.— 
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, 
Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su enc -ibezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año ?.n él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
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SENTENCIA DE FECHA 11 DE DICIEMBRE DEL 1970 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago de fecha 

3 de julio de 1969. 

Materia: Penal. 

Recurrentes: Raymundo Montes de Oca, Almacenes Yaque, C. 

por A., y la Quisqueyana, S. A. 

Abogados: Dres. Manuel D. Vega Pimentel y José Augusto Vega 

Imbert. 

Interviniente: Rómulo Rodríguez Rodríguez. 
Abogado: Dr. Jaime Cruz Tejada. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de 
Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amia-
ma, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló 
y Juan Bautista Rojas Almánzar, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, 
hoy día 11 de diciembre del año 1970, años 127q de la In-
dependencia y 108x d,e la Restauración, dicta en audiencia 
pública, como corte de. casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Ray-
mundo Montes de Oca, dominicano, mayor de edad, solte-
ro, domiciliado en SantOgo, portador de la cédula de iden-
tificación personal N9 5.4703. serie 31; Almacenes Yaque, 
C. por A. y la Quisqueya.na , S. A., todos del domicilio de 
Santiago, contra la sentencia dictada en atribuciones co- 

Ireccionales por la Corte de Apelación de Santiago, el 3 
de julio de 1969, cuyo dispositivo se transcribirá más 
adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Lic. Gustavo Vega, a nombre de los doctores 

Manuel D. Vega Pimentel y José Augusto Vega Imbert, 
portadores, respectivamente, de las cédulas de identifica-
ción personal Nos. 49502 y 44605, serie 31, abogado de los 
recurrentes, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído al Dr. Jaime Cruz Tejada, abogado del intervi-
Mente Rómulo Rodríguez Rodríguez, parte civil constituí-
da, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta de los recursos levantada en la Secre-
taría de la Corte a-qua, a requerimiento del abogado de 
los recurrentes, Dr. Manuel Danilo Vega Pimentel, en fe-
cha 10 de julio de 1969, y en la cual no se invoca ningún 
medio determinado de casación; 

Visto el memorial de casación de los recurrentes, sus-
crito por sus abogados en fecha 25 de agosto de 1970, y en 
e] cual se invocan los medios que más adelante se indi-
carán; 

Visto el escrito del interviniente, firmado por su abo-
gado, en fecha 28 de agosto de 1970; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 49 y 52 de la ley N9 241; 
de 1967; 2 y siguientes de la Ley N9 4117, de 1955; 1383 
y 1384 del Código Civil; y 1 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de casación; 

Considerando que en la decisión impugnada, y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: que 
en ocasión de una colisión de vehículos ocurrida en San-
tiago, entre la camioneta placa N 9  77493, propiedad de los 
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de la República; 
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los recurrentes, Dr. Manuel Danilo Vega Pimentel, en fe-
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Almacenes Yaque C. por A., manejada por Raymundo Mon-
tes de Oca, y la motocicleta placa N 9  17658, conducida por 
Rómulo Rodríguez Rodríguez, colisión de la que resultó con 
lesiones varias el último, la Segunda Cámara Penal del 
Juzgado de Primera Instancia de Santiago, apoderada del 
asunto, dictó en sus atribuciones correccionales en fecha 11 
de febrero de 1969, una sentencia cuyo dispositivo se trans-
cribe en el de la ahora impugnada; b) que contra dicha de-
cisión recurrieron en alzada el Magistrado Procurador Fis-
cal del Distrito Judicial de Santago, y la parte civil cons-
tituida, Rómulo Rodríguez Rodríguez, dictando la Corte 
ae Apelación de Santiago, con dicho motivo, la sentencia 
ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo es el si-
guiente: "FALLA: PRIMERO: Declara regular en la for-
ma los recursos de apelación interpuestos por el Dr. Wil-
son Pérez Báez, Abogado Ayudante del Magistrado Pro-
curador Fiscal del Distrito Judicial de Santiago y del Dr. 
Jaime Cruz Tejada, parte civil constituida, contra senten-
cia dictada por la Segunda Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, de 
fecha once (11) d efebrero del año mil novecientos sesenta 
y nueve, cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: Primero: 
Debe declarar y al efecto declara a Raymundo Antonio 
Montes de Oca, no culpable de violar el art. 49 de la Ley 
241 (golpes o heridas causadas involuntamiamente con el 
manejo de un vehículo de motor) en perjuicio de Rómulo 
Rodríguez Rodríguez por no haber cometido ninguna de 
las faltas establecidas en la primera parte del art. 49 de 
la indicada ley 241; Segundo: Declara a Raymundo Anto- 
nio Montes de Oca, no culpable de violar el art. 1 de la ley 
4117 Mod. y en consecuencia lo descarga por no haber vio- 
lado la indicada ley; Tercero: Debe declarar y al efecto 
declara a Rómulo Rodríguez Rodríguez, no culpable de 
violar el art. 49 de la Ley 141 y en consecuencia lo descar- 
ga del hecho puesto a su cargo por no naberlo cometido; 
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Cuarto: Debe declarar y al efecto declara a Rómulo Ro-
dríguez Rodríguez, culpable de violar el inciso 7 del art. 
47 de la Ley 241 (manejar sin licencia) y juzgando este 
caso en Instancia única lo condena al pago de una multa 
de RD$5.00 (Cinco Pesos Oro); Quinto: Debe declarar y al 
efecto declara, regular en la forma la constitución en par-
te civil hecha por Rómulo Rodríguez Rodríguez, contra 
Raymundo Antonio Montes de Oca y los Almacenes Ya-
que, C. por A., y, en cuanto al fondo la rechaza por im-
procedente e infndada; Sexto: Declara las costas de oficio 
en lo que respecta a Raymundo Antonio Montes de Oca; 
Séptimo: Condena a Rómulo Rodríguez, al pago de las cos-
tas penales". SEGUNDO: Revoca el ordinal Primero de la 
Sentencia apelada en cuanto a que declaró al prevenido 
Raymundo Antonio Montes de Oca no culpable de violar 
el artículo 45 de la Ley 241 (golpes involuntarios) en per-
juicio de Rómulo Rodríguez Rodríguez, y lo descargó del 
hecho puesto a su cargo, por no haber cometido ninguna 
de las faltas esatblecidas en la primera parte del susodi-
cho artículo 49; y la Corte, actuando por su propia auto-
ridad y contrario imperio, declara al prevenido Raymundo 
Antonio Montes de Oca, culpable del delito de golpes invo-
luntarios causados con el manejo de un vehículo de motor 
en perjuicio de Rómulo Rodríguez Rodríguez, y en con-
secuencia, acogiendo en su favor circunstancias atenuantes 
y tomando en consideración la falta de la víctima Rómulo 
Rodríguez Rodríguez, lo condena al pago de una multa de 
1?D$75.00 (Setenta y Cinco Pesos Oro); T)RCERO Confir-
ma el ordinal Segundo de la sentencia recurrida, que des-
cargó al prevenido Aaymundo Antonio Montes de Oca del 
delito de violación al artículo 1 de la Ley 4117, Modifi-
cada, por no haberlo cometido; CUARTO: Confirma el or-
ainal Quinto de la sentencia apelada en cuanto a que de-
claró regular en la forma la constitución en parte civil he-
cha por Rómulo Rodríguez Rodríguez contra Raymundo 
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Almacenes Yaque C. por A., manejada por Raymundo Mon-
tes de Oca, y la motocicleta placa N 9  17658, conducida por 

Rómulo Rodríguez Rodríguez, colisión de la que resultó con 
lesiones varias el último, la Segunda Cámara Penal del 
Juzgado de Primera Instancia de Santiago, apoderada del 
asunto, dictó en sus atribuciones correccionales en fecha 11 
de febrero de 1969, una sentencia cuyo dispositivo se trans-
cribe en el de la ahora impugnada; b) que contra dicha de-
cisión recurrieron en alzada el Magistrado Procurador Fis• 
cal del Distrito Judicial de Santago, y la parte civil cons-
tituída, Rómulo Rodríguez Rodríguez, dictando la Corte 
cie Apelación de Santiago, con dicho motivo, la sentencia 
ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo es el si-

guiente: "FALLA: PRIMERO: Declara regular en la for-
ma los recursos de apelación interpuestos por el Dr. wil-
son Pérez Báez, Abogado Ayudante del Magistrado Pro-
curador Fiscal del Distrito Judicial de Santiago y del Dr. 
Jaime Cruz Tejada, parte civil constituida, contra senten-
cia dictada por la Segunda Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, de 
fecha once (11) d efebrero del año mil novecientos sesenta 
y nueve, cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: Primero: 
Debe declarar y al efecto declara a Raymundo Antonio 
Montes de Oca, no culpable de violar el art. 49 de la Ley 
241 (golpes o heridas causadas involuntamiamente con el 
manejo de un vehículo de motor) en perjuicio de Rómuk 
Rodríguez Rodríguez por no haber cometido ninguna de 
las faltas establecidas en la primera parte del art. 49 de 
la indicada ley 241; Segundo: Declara a Raymundo Anto- 
nio Montes de Oca, no culpable de violar el art. 1 de la ley 
4117 Mod. y en consecuencia lo descarga por no haber vio- 
lado la indicada ley; Tercero: Debe declarar y al efecto 
declara a Rómulo Rodríguez Rodríguez, no culpable de 
violar el art. 49 de la Ley 141 y en consecuencia lo descar- 
ga del hecho puesto a su cargo por no naberlo cometido; 
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Cuarto: Debe declarar y al efecto declara a Rómulo Ro-
dríguez Rodríguez, culpable de violar el inciso 7 del art. 
47 de la Ley 241 (manejar sin licencia) y juzgando este 
caso en Instancia única lo condena al pago de una multa 
de RD$5.00 (Cinco Pesos Oro); Quinto: Debe declarar y al 
efecto declara, regular en la forma la constitución en par-
te civil hecha por Rómulo Rodríguez Rodríguez, contra 
Raymundo Antonio Montes de Oca y los Almacenes Ya-
que, C. por A., y, en cuanto al fondo la rechaza por im-
procedente e infndada; Sexto: Declara las costas de oficio 
en lo que respecta a Raymundo Antonio Montes de Oca; 
Séptimo: Condena a Rómulo Rodríguez, al pago de las Cos-
tas penales". SEGUNDO: Revoca el ordinal Primero de la 
Sentencia apelada en cuanto a que declaró al prevenido 
Raymundo Antonio Montes de Oca no culpable de violar 
el artículo 45 de la Ley 241 (golpes involuntarios) en per-
juicio de Rómulo Rodríguez Rodríguez, y lo descargó del 
hecho puesto a su cargo, por no haber cometido ninguna 
de las faltas esatblecidas en la primera parte del susodi-
cho artículo 49; y la Corte, actuando por su propia auto-
ridad y contrario imperio, declara al prevenido Raymundo 
Antonio Montes de Oca, culpable del delito de golpes invo-
luntarios causados con el manejo de un vehículo de motor 
en perjuicio de Rómulo Rodríguez Rodríguez, y en con-
secuencia, acogiendo en su favor circunstancias atenuantes 
y tomando en consideración la falta de la víctima Rómulo 
Rodríguez Rodríguez, lo condena al pago de una multa de 
PD$75.00 (Setenta y Cinco Pesos Oro); T)RCERO Confir-
ma el ordinal Segundo de la sentencia recurrida, que des-
cargó al prevenido Aaymundo Antonio Montes de Oca del 
cielito de violación al artículo 1 de la Ley 4117, Modifi-
cada, por no haberlo cometido; CUARTO: Cordirma el or-
ninal Quinto de la sentencia apelada en cuanto a que de-
claró regular en la forma la constitución en parte civil he-
cha por Rómulo Rodríguez Rodríguez contra Raymundo 
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Antonio Montes de Oca y los Almacenes Yaque, C. por A.; 
y revoca dicho ordinal en cuanto a que rechazó dicha cons-
titución por improcedente e infundada, y, en consecuen-
cia, en cuanto al fondo condena a Raymundo Antonio Mon-
tes de Oca y Almacenes Yaque, C. por A., a pagar a favor 
de Rómulo Rodríguez Rodríguez la suma de RD$1,500.00 
(Mil Quinientos Pesos Oro), como justa reparación por 
daños y perjuicios, morales y materiales, sufridos por di-
cha parte civil constituida, como consecuencia del acci-
dente de que es cuestión; QUINTO: Condena a Raymundo 
Antonio Montes de Oca y los Almacenes Yaque, C. por 
A., persona civilmente responsable puesta en causa, al 
hago de los intereses legales de la suma principal acorda-
da en favor de la parte civil constituida, a partir de la 
demanda en justicia, a título de indemnización suplemen-
taria; SEXTO: Declara la presente sentencia, en su as-
pecto civil, común y oponbile a la Compañía de Seguros, 
La Quisqueyana, S. A., aseguradora de la responsabilidad 
civil de los Almacenes Yaque, C. por A., propietaria del 
ehículo que conducía Raymundo Antonio Montes de Oca, 

preposé de dichos almacenes; SEPTIMO: Condena a Ray-
mundo Antonio Montes de Oca al pago de las costas pe-
nales; OCTAVO: Condena a Raymundo Antonio Montes de 
Oca, a los Almacenes Yaque, C. por A. y la Compañía de 
Seguros, La Quisqueyana, S. A., al pago de las costas ci-
viles, con distracción de las mismas en provecho del Dr. 
Jaime Cruz Tejala, quien afirmó estarlas avanzando en 
su totalidad."; 

Considerando que en apoyo de su recurso los recu-
rrentes invocan los siguientes Medios: Primer Medio: In-
suficiencia de motivos; motivos falsos; falta de base legal; 
violación a la Ley 241 y a la Ordenanza Municipal de San-
tiago N9  1346-63 del 12 de junio de 1963; falta de ponde-
ración de los testimonios. Todo al declarar la pretendida 
falta de Raymundo Antonio Montes de Oca. Segundo Me- 

dio: Violación de los Al ts. 1382 y siguientes del Código Ci-
vil en cuanto a la relación de causa a efecto entre la fal-
ta y el daño y, consecuentemente no aplicación de la Teo-
ría de la Casualidad Adecuada. Tercer medio: Falta de mo-
t.vos y carencia de base legal en la evaluación del daño; 

Considerando que en apoyo de lo alegado en el pri-
mer medio de su memorial, los recurrentes alegan, en sín-
tesis: a) que en el fallo se sostiene que el prevenido Mon-
tes de Oca, al momento de producirse la colisión entre los 
vehículos conducía a una velocidad excesiva, sin que se 
especificara si dicha velocidad excedía la de 35 kilóme-
tros por hora, líriite éste que autoriza la Ley N 9  241, de 
diciembre de 1967, dentro de la zona urbana; b) que el 
proceder al establecimiento de los hechos de la causa, la 
Corte a-qua no ponderó las declaraciones de todos los tes-
tigos, pues si Manuel Antonio Salas, expuso que el preve-
nido Montes de Oca "venía transitando a una velocidad 
aproximada entre 15 y 20 millas, lo que está dentro del 
límite normal, los otros dos simplemente dijeron que la 
camioneta que conducía Montes de Oca venía "bandiada", 
o como un "bólido", expresiones estas últimas que no pue-
den ser traducidas necesariamente como expresiones de 
un exceso de velocidad; que si ciertamente —continúan 
exponiendo los recurrentes—, la Corte a-qua podía deci-
dirse por la declaración que considerara más veraz, debía 
hacerlo dando los motivos pertinentes, lo que era tanto más 
imperativo cuanto que el juez de primer grado se fundó 
precisamente en la decln-ación del testigo Salas, para li- 
berar de toda falte ‘,1 ereve-: Montes de Oca, 	CalhO'hn 
el fallo i— 	 también como falta impu- 
table evenr 3 	 de Oca, que trataba de rebasar 

at producirse el choque ,a un vehículo 
pcie precedía, motivación falsa ya que el prevenido no 
cbó ce- vehículo que viniese por la misma ruta, en, 

snt ido contrario, sino por uno que desembocó por la Ave- 
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Antonio Montes de Oca y los Almacenes Yaque, C. por A.; 
y revoca dicho ordinal en cuanto a que rechazó dicha cons-
titución por improcedente e infundada, y, en consecuen-
cia, en cuanto al fondo condena a Raymundo Antonio Mon-
tes de Oca y Almacenes Yaque, C. por A., a pagar a favor 
de Rómulo Rodríguez Rodríguez la suma de RD$1,500.00 
(Mil Quinientos Pesos Oro), como justa reparación por 
daños y perjuicios, morales y materiales, sufridos por di-
cha parte civil constituida, como consecuencia del acci-
dente de que es cuestión; QUINTO: Condena a Raymundo 
Antonio Montes de Oca y los Almacenes Yaque, C. por 
A., persona civilmente responsable puesta en causa, al 
hago de los intereses legales de la suma principal acorda-
da en favor de la parte civil constituida, a partir de la 
demanda en justicia a título de indemnización suplemen-
taria; SEXTO: Declara la presente sentencia, en su as-
pecto civil, común y oponbile a la Compañía de Seguros, 
La Quisqueyana, S. A., aseguradora de la responsabilidad 
civil de los Almacenes Yaque, C. por A., propietaria del 
ehículo que conducía Raymundo Antonio Montes de Oca, 

preposé de dichos almacenes; SEPTIMO: Condena a Ray-
mundo Antonio Montes de Oca al pago de las costas pe-
nales; OCTAVO: Condena a Raymundo Antonio Montes de 
Oca, a los Almacenes Yaque, C. por A. y la Compañía de 
Seguros, La Quisqueyana, S. A., al pago de las costas ci-
viles, con distracción de las mismas en provecho del Dr. 
Jaime Cruz Tejala, quien afirmó estarlas avanzando en 
su totalidad."; 

Considerando que en apoyo de su recurso los recu-
rrentes invocan los siguientes Medios: Primer Medio: In-
suficiencia de motivos; motivos falsos; falta de base legal; 
violación a la Ley 241 y a la Ordenanza Municipal de San-
tiago N9  1346-63 del 12 de junio de 1963; falta de ponde-
ración de los testimonios. Todo al declarar la pretendida 
falta de Raymundo Antonio Montes de Oca. Segundo Me- 
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dio: Violación de los Aras. 1382 y siguientes del Código Ci-
vil en cuanto a la relación de causa a efecto entre la fal-
ta y el daño y, consecuentemente no aplicación de la Teo-
ría de la Casualidad Adecuada. Tercer Medio: Falta de mo-
t , vos y carencia de base legal en la evaluación del daño; 

Considerando que cn apoyo de lo alegado en el pri-
mer medio de su memorial, los recurrentes alegan, en sín-
tesis: a) que en el fallo se sostiene que el prevenido Mon-
tes de Oca, al momento de producirse la colisión entre los 
vehículos conducía a una velocidad excesiva, sin que se 
especificara si dicha velocidad excedía la de 35 kilóme-
tros por hora, límite éste que autoriza la Ley N 9  241, de 
diciembre de 1967, dentro de la zona urbana; b) que el 
proceder al establecimiento de los hechos de la causa, la 
Corte a-qua no ponderó las declaraciones de todos los tes-
tigos, pues si Manuel Antonio Salas, expuso que el preve-
nido Montes de Oca "venía transitando a una velocidad 
aproximada entre 15 y 20 millas, lo que está dentro del 
límite normal, los otros dos simplemente dijeron que la 
camioneta que conducía Montes de Oca venía "bandiada", 
o como un "bólido", expresiones estas últimas que no pue-
den ser traducidas necesariamente como expresiones de 
un exceso de velocidad; que si ciertamente —continúan 
exponiendo los recurrentes—, la Corte a-qua podía deci-
dirse por la declaración que considerara más veraz, debía 
hacerlo dando los motivos pertinentes, lo que era tanto más 
imperativo cuanto que el juez de primer grado se 'fundó 
precisamente en la deel .l.ración del testigo Salas, para li- 
berar de toda falte 	ureiéPr-'1Viontes de Oca., ,:; 1;1.40'hn 
el fallo 	 también como falta impu- 
table Pvert;.-7  i 	de Oca, que trataba de rebasar 
pc• 1211•z...uct, al producirse el choque ,a un vehículo 
pele pr•-cedía, motivación falsa ya que el prevenido no 
ció ce- vehículo que viniese por la misma ruta, en 

ntirlo contrario, sino por uno que desembocó por la Ave- 
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nida Máximo Gómez; que además ninguno de los testigos 
declaró que el prevenido "tomó gran parte del lado iz-
quierdo" de la vía, como se afirma en el fallo impugnado; 
que, por el contrario, uno de los testigos oídos, Genao, de-
claró que el prevenido Montes de Oca, en vez de doblar a 
la izquierda, "viró hacia la derecha" y que fue el con-
ductor de la motocicleta, que ya casi había rebasado la 
calle, quien perdió el control y dió a la camioneta; d) que, 
por último también se imputa a Montes de Oca, no haber 
tocado bocina; que aparte de que ningún testigo ha hecho 
semejan* afirMación; él no estaba obligado a hacerlo, 
pues la Ordenanza N 9  1346-63 del Ayuntamiento de San-
tiagi, prohibe el haaerlo a los vehículos que transiten por 
las calles de preferencia, como lo es la Avenida Valerio; 
pero, 

Considerando que para dictar su fallo, la Corte a-qua 
dió por establecido que el prevenido Montes de Oca, tran-
sitaba por la Avenida Valerio, de la ciudad de Santiago, 

* que es una avenida de tránsito preferente de sur a norte, 
en fecha 29 del mes de junio de 1968; que delante de la 
camioneta que manejaba, marchaba un carro al que trató 
de rebasar por la izquierda, sin tomar en consideración 
que por donde transitaba era una vía de dos direcciones, 
y que al tratar de rebasar a dicho vehículo lo hizo a ex 
cesiva velocidad, sin tocar bocina ni asegurarse de que 
la vía por donde se había desviado, apreciable parte de la 
cual ocupó, estaba completamente libre; que igualmente 

tra!i3ba f---J.1 una motocicleal recurrido Rodríguez Ro- 
dríguez, de este a oeste, por la avenida * --o Gómez, el 
cual detuvo su marcha algunos metros dentro'.1%, inter- 
sección, con la Valerio, reanudando la marcha si: xio.. 

rarse de que podía existir todavía algún peligro, s,. - 

alcanzado por la camioneta manejada por el prever 
Montes de Oca, con las consecuencias consiguientes; de t. 

do lo cual la Corte a-qua llegó a la conclusión de que el ac• 
cidente se debió a las faltas de uno y otro prevenidos; 

Considerando, en cuanto a los alegatos de los recu-
rrentes particularizados con las letras a) y b), que en la 
sentencia impugnada se consigna, que para formar su con-
vicción en el sentido en que lo hizo, la Corte a-qua se 'fun-
dó, entre otros elementos de juicio, en el ,`testimonio de 
los testigos oídos en la audiencia", lo que no puede sine 
entenderse en el sentido de que las declaraciones de to4 
dos los testigos de la causa, sin excepción, fueron pondera-
dos, aunque la expresada Corte concedió más crédito a 
las de los testigos Rafael de los Santos y Enrique Genao, 
a lo que podía proceder sin estar obligada a dar motivos 
de ello; testigos, que como ha sido alegado, depusieron 
que Montes de Oca venía "bandiado", o "como un bólido"; 
expresiones éstas de las cuales la Corte a-qua, y en consi-
deración de las circunstancias en que ocurrió el hecho, 
pudo libremente establecer, como cuestión de hecho que 
es, que la velocidad a que transitaba el ya dicho preveni-
do Montes de Oca, era excesiva en el caso; no estando, por 
otra parte, obligada la Corte a-qua a dar ningún motivo 
especial en cuanto a la diferente apreciación que hizo de 
los hechos, en relación con la del juez de primer grado, ya 
que los jueces de la apelación, al igual que los de primer 
grado, gozan de un poder soberano de apreciación al pon-
derar los hechos de la causa que le son deferidos; 

Considerando, en cuanto a los alegatos de los re-
currentes señalados con las letras c) y d); que carece de 
relevancia que el vehículo manejado por Montes de Oca, 
ro chocara con uno que pudiese venir en sentido contra-
io, pues las precauciones que el artículo 67, apt. 3 de la 

Ley N9 241, exige del vehículo que va a rebasar a otro 
por la izquierda, no solamente prevé la eventuaildad in-
dicada por los recurrentes, sino cualquier otra en que di-
cha maniobra pueda culminar en la provocación de algún 

   

   

   

   

   

   

   

           

           



nida Máximo Gómez; que además ninguno de los testigos 
declaró que el prevenido "tomó gran parte del lado iz-
quierdo" de la vía, como se afirma en el fallo impugnado; 
que, por el contrario, uno de los testigos oídos, Genao, de-
claró que el prevenido Montes de Oca, en vez de doblar a 
la izquierda, "viró hacia la derecha" y que fue el con-
ductor de la motocicleta, que ya casi había rebasado la 
calle, quien perdió el control y dió a la camioneta; d) que, 
por último también se imputa a Montes de Oca, no haber 
tocado bocina; que aparte de que ningún testigo ha hecho 
semejan* afirmación,' él no estaba obligado a hacerlo, 
pues la Ordenanza N 9  1346-63 del Ayuntamiento de San-
tiagi, prohibe el haaerlo a los vehículos que transiten por 
las calles de preferencia, como lo es la Avenida Valerio; 
pero, 

Considerando que para dictar su fallo, la Corte a-qua 
dió por establecido que el prevenido Montes de Oca, tran-
sitaba por la Avenida Valerio, de la ciudad de Santiago, 
que es una avenida de tránsito preferente de sur a norte, 
en fecha 29 del mes de junio de 1968; que delante de la 
camioneta que manejaba, marchaba un carro al que trató 
de rebasar por la izquierda, sin tomar en consideración 
que por donde transitaba era una vía de dos direcciones, 
y que al tratar de rebasar a dicho vehículo lo hizo a ex 
cesiva velocidad, sin tocar bocina ni asegurarse de que 
la vía por donde había desviado, apreciable parte de la 
cual ocupó, estaba completamente libre; que igualmente 

trataba 	una motociclea2 recurrido Rodríguez Ro- 
dríguez, de este a oeste, por la avenida • --n Gómez, el 

cual detuvo su marcha algunos metros dentro'i l- inter- 

sección, con la Valerio, reanudando la marcha si: xio,. 

rarse de que podía existir todavía algún peligro, T.  

alcanzado por la camioneta manejada por el prever 
Montes de Oca, con las consecuencias consiguientes; de t• 

do lo cual la Corte a-qua llegó a la conclusión de que el ac. 
vidente se debió a las faltas de uno y otro prevenidos; 

Considerando, en cuanto a los alegatos de los recu-
rrentes particularizados con las letras a) y b), que en la 
sentencia impugnada se consigna, que para formar su con-
vicción en el sentido en que lo hizo, la Corte a-qua se Tun-
eó, entre otros elementos de juicio, en el ,`testimonio de 
los testigos oídos en la audiencia", lo que no puede sine 
entenderse en el sentido de que las declaraciones de to4 
dos los testigos de la causa, sin excepción, fueron pondera-
dos, aunque la expresada Corte concedió más crédito a 
las de los testigos Rafael de los Santos y Enrique Genao, 
a lo que podía proceder sin estar obligada a dar motivos 
de ello; testigos, que como ha sido alegado, depusieron 
que Montes de Oca venía "bandiado", o "como un bólido"; 
expresiones éstas de las cuales la Corte a-qua, y en consi-
deración de las circunstancias en que ocurrió el hecho, 
pudo libremente establecer, como cuestión de hecho que 
es, que la velocidad a que transitaba el ya dicho preveni-
do Montes de Oca, era excesiva en el caso; no estando, por 
otra parte, obligada la Corte a-qua a dar ningún motivo 
especial en cuanto a la diferente apreciación que hizo de 
los hechos, en relación con la del juez de primer grado, ya 
que los jueces de la apelación, al igual que los de primer 
grado, gozan de un poder soberano de apreciación al pon-
derar los hechos de la causa que le son deferidos; 

Considerando, en cuanto a los alegatos de los re-
currentes señalados con las letras c) y d); que carece de 
relevancia que el vehículo manejado por Montes de Oca, 
ro chocara con uno que pudiese venir en sentido contra-
r io, pues las precauciones que el artículo 67, apt. 3 de la 
Ley N9 241, exige del vehículo que va a rebasar a otro 
por la izquierda, no solamente prevé la eventuaildad in-
dicada por los recurrentes, sino cualquier otra en que di-
cha maniobra pueda culminar en la provocación de algún 
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accidente; que aunque ningún testigo declarara, como se 
alega, que el prevenido al desviarse "tomó gran parte del 
lado izquierdo de la vía", la Corte a-qua podía inferirlo del 
hecho por ella establecido de que el choque con la motoci-
cleta tuvo lugar dentro de la intersección de la Máximo 
Gómez con la Valerio, y en ocasión del desvío que hizo 
hacia la izquierda, Montes de Oca; que con respecto a la 
alegada declaración de que el prevenido Montes de Oca, 
según el testigo Genao, dobló a la derecha y no a la iz-
quierda, el examen de su deposición revela que sí hizo tal 
afirmación, pero fue refiriéndose a que, ante la inminen-
cia de la colisión, podría haber sido posiblemente evitada 
si Montes de Oca, en lugar de girar a la derecha, hubie-
se girado a la izquierda, haciéndose así inevitable el cho. 
que; que, por último, en la hipótesis de la existencia de 
una Ordenanza Municipal, que no ha sido presentada, que 
prohiba el tocar bocina en la Avenida Valerio, tal prohi-
bición, de existir no puede sino tener excepción cuando 
el usarla sea una apremiante necesidad; que, en todo ca-
so, el haber el prevenido imprudentemente y a excesiva 
velocidad intentado rebasar el carro que iba delante de la 
camioneta, sin asegurarse de que la vía estaba libre, son 
faltas que justifican por sí solas la decisión de la Corte 
a-qua; que en razón de todo lo anteriormente expuesto, 
el primer medio del recurso debe ser desestimado por ca- 
recer de fundamento; 

Considerando que en el desenvolvimiento del segundo 
medio de su memorial, los recurrentes alegan, en síntesis, 
que contrariamente a las afirmaciones de la Corte a-qua, 
el prevenido Montes de Oca no incurrió, al producirse la 
colisión, en falta algura de su parte; que aún en el caso 
de que así lo fuera, no existiría ningún lazo de causalidad 
entre las supuestas faltas y el daño sufrido por la perso-
na constituída en parte civil, o sea Rómulo Rodríguez y Ro- 

dríguez, interviniente en el presente recurso, ya que si el 
motociclista hubiese cumplido con las obligaciones que 
la ley impone a todo conductor que va a irrumpir en una 
calle de preferencia, el accidente no se hubiese produci-
do, bajo ningún concepto; pero, 

Considerando que es constante, como se consigna en 
los resultados del examen del primer medio del memorial, 
que los jueces del fondo no solamente retuvieron ciertas 
faltas a cargo del recurrido constituído en parte civil, que 
incidieron en los resultados de la colisión, sino también a 
cargo del prevenido, las que según lo determinó correcta-
mente la Corte a-qua, también concurrieron en los mis-
mos resultados; que por tanto el presente medio, al igual 
que el anterior, debe ser desestimado; 

Considerando que en apoyo de ltercer medio de su 
memorial, los recurrentes alegan, en síntesis, que la Cor-
te a-qua, al fijar en la suma de RD$1,500.00 la indemniza-
ción acordada al recurrido Rodríguez y Rodríguez, como 
justa reparación por los daños y perjuicios morales y ma-
teriales sufridos por él, omite, sin embargo, hacer una 
descripción de dichos daños, como era su obligación, por 
lo que la sentencia impugnada debe ser casada también 
en este aspecto; 

Considerando que el fallo impugnado describe como 
lesión corporal la rotura de la clavícula del hoy recurrido 
en casación, y traumatismos diversos en el hombro iz-
quierdo, curables después de treinta días, lo que es sufu-
ciente, sobre -todo si se tiene en cuenta que la indemni-
zación acordada incluye además de los daños materiales, 
los morales, y éstos son de la soberana apreciación de los 
jueces del fondo, y no pueden, por su naturaleza, ser ob-
jeto de descripción; que por tanto el medio propuesto 
carece también de fundamento y debe ser desestimado; 
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zación acordada incluye además de los daños materiales, 
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Considerando que examinada la sentencia en sus de-
más aspectos, en lo que concierne al interés del prevenido 
recurrente, ella no contiene vicio alguno que justifique 

su casación; 
Por tales motivos, Primero: Admite como Recha

zar  lo- te a Rómulo Rodríguez Rodríguez; Segundo: Rechaza los 
recursos de casación interpuestos por Raymundo Montes 
de Oca, Almacenes Yaque, C. por A., y la Quisqueyana, S. 
A., contra sentencia dictada en sus atribuciones correc-
cionales por la Corte de Apelación de Santiago, en fecha 3 
de julio de 1969, cuyo dispositivo ha sido copiado en par-
te anterior del presente fallo; Tercero: Condena a los re-
currentes al pago de las costas, distrayendo las civiles, a 
favor del Dr. Jaime Cruz Tejada, abogado del intervinien-
te, quien afirma estarlas avanzando en su mayor parte. 

(Firmados): Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Fran-
cisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan 
Bautista Rojas Almánzar.— Ernesto Curiel hijo, Secre- 

tario General. 
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado: Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 11 DE DICIEMBRE DEL 1970 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Francisco de 
Macorís, de fecha 19 de marzo de 1970. 

Materia: Penal, 

Recurrentes: José Alejandro Vásquez, Confesor Vásquez Herrera 
y Seguros Pepin, S. A. 

Abogados: Dr. Luciano Ambiorix Díaz y Ciro Isidro Castillo R. 

Intervinientes: Tomasina Crisolía Adames y Eusebia Mejía Zapata. 
Abogado: Dr. Héctor A. Almánzar. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel O. Ber-
gés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito 
Nacional, hoy día 11 del mes de diciembre de 1970, años 
1279  de la Independencia y 108 9  de la Restauración, dicta 
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente 
sentencia 

Sobre los recursos de casación interpuestos por José 
Alejandro Vásquez, dominicano, mayor de edad, soltero, 
chófer, cédula 8856, serie 64, domiciliado en la sección de 
Loma Azul, del Municipio de Tenares; Confesor Vásquez 
Herrera, dominicano, mayor de edad, domiciliado en la 
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cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito 
Nacional, hoy día 11 del mes de diciembre de 1970, años 
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sección de Ojo de Agua, del Municipio de Salcedo, cédula 
7735, serie 64, y Seguros Pepín, S. A., domiciliada en la 
ciudad de Santo Domingo, contra la sentencia dictada en 
sus atribuciones correccionales por la Corte de Apelación 
de San Francisco de Macorís, el día 19 de marzo de 1970, 
cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: Primero: Declarar 
r egulares y válidos los recursos de apelación interpuestos 
por el Doctor Ramón Tapia Espinal a nombre y-represen-
tación del prevenido Rafael Lora y del dueño del vehícu-
lo Ramón Santos y de la Compañía aseguradora "San Ra-
fael C. por A.", y del Dr. Ramón Octavio Portela a nom-
bre y representación del coprevenido José Alejandro Vás-
quez Martínez, de la persona civilmente responsable sebor 
Confesor Herrera Vásquez y de la entidad aseguradora 
"Compabía Pepín S. A.", por haber sido intentado en tiem-
po hábil y de acuerdo a las leyes de procedimeinto, contra 
sentencia dictada por el Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Salcedo, de fecha í3 de junio del año 
'969, cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: Primero: Se 
Declara a José Alejandro Vásquez y Rafael Lora culpables 
oe violar la Ley 577', en perjuicio de Crisolina Adames y 
Eusebia Mejía Zapata (golpes curables después de diez 
días y antes de veinte), y curables antes de diez respecti-
vamente- y acogiendo en su favor ambos prevenidos cir-
cunstancias atenuantes se condenan al pago de una multa 
de diez pesos oro cada uno; Segundo: Se Declara buena y 
válida la constar ción en parte civil hecha por Crisolina 
Adames y Eusebia Mejía Zapata en contra del prevenido 
José Alejandro Vásquez y de su comitente Confesor He-
rrera Vásquez, así como del otro prevenido Rafael Lora y 
de su empleador Ramón Santos; Tercero: Se Condena.a Ja-
sé Alejandro Vásquez solidariamente con su comitente 
Confesor Herrera Vásquez al pago de una indemnización 
de RD$900.00 (Novecientos Pesos Oro) y RD$300.00 (Tres-
cientos Pesos Oro) a favor de Cristina Adames y Eusebia 

Mejía Zapata respectivamente por los daños y perjuicios 
sufridos por éstas como consecuencia del hecho cometdo 
por el prevenido José Alejandro Vásquez; Cuarto: Se Con-
dena a Rafael Lora solidariamente con su empleador Ra-
món Santos al pago de una indemnización de RD$300.00 
(Trescientos Pesos Oro) y RD$900.00 (Novecientos Pesos 
Oro) a favor de Cristina Adames y Eusebia Mejía Zapa-
ta, respectivamente como justa reparación por los daños 
y perjuicios sufridos por ambas como consecuencia del 
hecho cometido no rel prevenido Rafael Lora; Quinto: Se 
Condena a los prevenidos penales y civiles con distracción 
de las ciivles a favor del Dr. Héctor A. Almánzar, aboga-
do que afirma haberlas avanzado en su totalidad; Sexto: 
La presente sentencia es común, ejecutoria y oponible en 
el aspecto civil, a las compañías de seguro "San Rafael C. 
por A." y "Pepín S. A.", como aseguradoras de los ries-
gos de los vehículos conducidos por Rafael Lora y José 
Alejandro Vásquez". Segundo: Modifica los ordinales ter-
cero y cuarto de la sentencia apelada y la Corte obrando 
por autoridad propia y contrario imperoi condena a los 
prevenidos José Alejandro Vásquez Martínez y Rafael Lo-
ra solidariamente con sus comitentes respectivos señores 
Confesor Herrera Vásquez y Ramón Santos al pago de una 
indemnización de Novecientos Pesos (RD$900.00) en fa-
vor de la señora Crisolina Adames y de la suma de Tres-
cientos Pesos (RD$300.00) en favor de la señora Eusebia 
Mejía Zapata, por los daños morales y materiales sufri-
dos; Tercero: Confirma la sentencia reclrrida en sus de-
más aspectos; Cuarto: Condena a las partes apelantes al 
pago de la tercera parte de las costas por haber obtenido 
ganancia de causa en algunos aspectos de las mismas; or-
denando la distracción de las costas iiviles, en provecho del 
Dr. Héctor A. Almánzar, abogado de la parte civil cons-
tituída quien afirma haberlas avanzado en su mayor par-
te"; 



2962 	 BOLETIN JUDICIAL 
BOLETIN JUDICIAL 	 2963 

sección de Ojo de Agua, del Municipio de Salcedo, cédula 
7735, serie 64, y Seguros Pepín, S. A., domiciliada en la 
ciudad de Santo Domingo, contra la sentencia dictada en 
sus atribuciones correccionales por la Corte de Apelación 
de San Francisco de Macorís, el día 19 de marzo de 1970, 
cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: Primero: Declarar 
regulares y válidos los recursos de apelación interpuestos 
por el Doctor Ramón Tapia Espinal a nombre y-represen-
tación del prevenido Rafael Lora y del dueño del vehícu-
lo Ramón Santos y de la Compañía aseguradora "San Ra-
fael C. por A.", y del Dr. Ramón Octavio Portela a nom-
bre y representación del coprevenido José Alejandro Vás-
quez Martínez, de la persona civilmente responsable sebor 
Confesor Herrera Vásquez y de la entidad aseguradora 
"Compabía Pepín S. A.", por haber sido intentado en tiem-
po hábil y de acuerdo a las leyes de procedimeinto, contra 
sentencia dictada por el Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Salcedo, de fecha í3 de junio del año 
'969, cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: Primero: Se 
Declara a José Alejandro Vásquez y Rafael Lora culpables 
o e violar la Ley 577', en perjuicio de Crisolina Adames y 
Eusebia Mejía Zapata (golpes curables después de diez 
días y antes de veinte), y curables antes de diez respecti-
vamente- y acogiendo en su favor ambos prevenidos cir-
cunstancias atenuantes se condenan al pago de una multa 
de diez pesos oro cada uno; Segundo: Se Declara buena y 
válida la constitución en parte civil hecha por Crisolina 
Adames y Eusebia Mejía Zapata en contra del prevenido 
José Alejandro V4squez y de su comitente Confesor He-
rrera Vásquez, así como del otro prevenido Rafael Lora y 
de su empleador Ramón Santos; Tercero: Se Condena.a Ja-
sé Alejandro Vásquez solidariamente con su comitente 
Confesor Herrera Vásquez al pago de una indemnización 
de RD$900.00 (Novecientos Pesos Oro) y RD$300.00 (Tres-
cientos Pesos Oro) a favor de Cristina Adames y Eusebia 

Mejía Zapata respectivamente por los daños y perjuicios 
sufridos por éstas como consecuencia del hecho cometdo 
por el prevenido José Alejandro Vásquez; Cuarto: Se Con-
dena a Rafael Lora solidariamente con su empleador Ra-
món Santos al pago de una indemnización de RD$300.00 
(Trescientos Pesos Oro) y RD$900.00 (Novecientos Pesos 
Oro) a favor de Cristina Adames y Eusebia Mejía Zapa-
ta, respectivamente como justa reparación por los daños 
y perjuicios sufridos por ambas como consecuencia del 
hecho cometido po rel prevenido Rafael Lora; Quinto: Se 
Condena a los prevenidos penales y civiles con distracción 
de las ciivles a favor del Dr. Héctor A. Almánzar, aboga-
do que afirma haberlas avanzado en su totalidad; Sexto: 
La presente sentencia es común, ejecutoria y oponible en 
e] aspecto civil, a las compañías de seguro "San Rafael C. 
por A." y "Pepín S. A.", como aseguradoras de los ries-
gos de los vehículos conducidos por Rafael Lora y José 
Alejandro Vásquez". Segundo: Modifica los ordinales ter-
cero y cuarto de la sentencia apelada y la Corte obrando 
por autoridad propia y contrario imperoi condena a los 
prevenidos José Alejandro Vásquez Martínez y Rafael Lo-
ra solidariamente con sus comitentes respectivos señores 
Confesor Herrera Vásquez y Ramón Santos al pago de una 
indemnización de Novecientos Pesos (RD$900.00) en fa-
vor de la señora Crisolina Adames y de la suma de Tres-
cientos Pesos (RD$300.00) en favor de la señora Eusebia 
Mejía Zapata, por los daños morales y materiales sufri-
dos; Tercero: Confirma la sentencia recirrida en sus de-
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Francisco Antonio Avelino, en la lectura 

de sus conclusiones, en representación del Dr. Luciano 
Ambriorix Díaz Estrella, abogado de los recurrentes; 

Oído el dictamen del Magistrado Procorador General 

de la República; 
Visto el memorial de los recurrentes suscrito por su 

abogado y depositado en la Secretaría de la Suprema Cor-
te de Justicia el día 28 de septiembre de 1970; 

Visto el escrito de intervención de Tomasina Crisolía 
Adames y Eusebia Mejía Zapata, personas constituidas en 
parte civil, firmado por su abogado el Dr. Héctor A. Al-

mánzar; 

Vista el acta de los recursos de casación levantada en 
la Secretaría de la Corte a-qua el día 7 de mayo de 1970, 
a requerimiento del abogado Dr. Ciro Isidro Castillo Ro-
sario, en la cual no se invoca ningún medio determinado 

de casación; 

Considerando que los recurrentes invocan en su me-
morial los siguientes medios de casación: Primer Medio: 
Violación a la Ley (Art. 141 del Código de Procedimiento 
Civil);. Segundo Medio: Desnaturalización de los hechos 
de la causa y motivación insuficiente. Tercer Medio: Falta 
de motivos y falta de base legal; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 34 de la Ley de Organiza-
ción Judicial y 1, 23 y 65 de la Ley Sobre Procedimiento 

de Casación; 

En cuanto el recurso de Seguros Pepín, S. A. 

Considerando que de conformidad con el inciso 3 del 
artículo 23 de la Ley Sobre Procedimiento de Casación, 
las sentencias dictadas en materia penal, serán anuladas  

si han sido pronunciadas 'por jueces que no han asistido a 
todas las audiencias de la causa; 

Considerando que en el expediente figura un acta de 
fecha 19 de noviembre de 1969, en la cual consta que el 
juez de la Corte de Apealción de San Francisco de Maco-
rís, Antonio Manuel Florencio, se inhibe de conocer y fa-
llar entre otras causas, la que se le sigue en esa Corte, a 
José A. Vásquez y Rafael Lora, por violación a la ley 241 
de 1967, en razón de que fue él quien decidió ese caso co-
mo Juez de Salcedo; que no obstante eso, en la audiencia 
oel 13 de marzo de 1970, fijada por la Corte de Apela-
ción de San Francisco de Macorís, para conocer de ese 
caso, dicha Corte estuvo constituida de la siguiente ma-
nera: Juan Domingo Cordero, Presidente, Blas Alfredo 
Ouasis, Primer Sustituto, Eurípides García, Segundo Sus-
tituto y Antonio Manuel Florencio, Juez; que ese día la 
Corte "reenvió el fallo para una próxima audiencia"; que 
el 19 de marzo de 1970, el Presidente de la Corte dictó un 
Auto llamando al Juez de la Primera Cámara del Distrito 
Judicial de Duarte, Dr. Priamo Peña López, para que com-
plete la Corte, en razón de la inhibición del Juez Florencio 
y de la enfermedad del Juez García; que ese mismo día 19 
de marzo de 1970, la Corte de Apelación se constituyó pci 
los Jueces Cordero, Ouais y Peña, para "dictar el 'fallo 
pendiente de la causa que se le sigue a los nombrados Ra-
fael Lora y José Alejandro Vásquez, prevenidos de vio-
lación a la ley 241, en perjuicio de Eduardo de la Cruz y 
Tomasina Adames"; 

Considerando que por todo lo anteriormente expuesto 
se advierte que la referida Corte falló el caso penal en 
que está interesada la recurrente, sin que el Juez Peña 
hubiese estado presente en la audiencia en que se conoció 
del mismo, y sin que, por otra parte, se hubiese dado la 
oportunidad a ese juez de participar en toda la instrucción 
pública de dicha causa; 
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Francisco Antonio Avelino, en la lectura 

de sus conclusiones, en representación del Dr. Luciano 
Ambriorix Díaz Estrella, abogado de los recurrentes; 

Oído el dictamen del Magistrado Procorador General 

de la República; 
Visto el memorial de los recurrentes suscrito por su 

&bogado y depositado en la Secretaría de la Suprema Cor-
te de Justicia el día 28 de septiembre de 1970; 

Visto el escrito de intervención de Tomasina Crisolía 
Adames y Eusebia Mejía Zapata, personas constituidas en 
parte civil, firmado por su abogado el Dr. Héctor A. Al-
mánzar; 

Vista el acta de los recursos de casación levantada en 
la Secretaría de la Corte a-qua el día 7 de mayo de 1970, 

a requerimiento del abogado Dr. Ciro Isidro Castillo Ro-
sario, en la cual no se invoca ningún medio determinado 
de casación; 

Considerando que los recurrentes invocan en su me-
morial los siguientes medios de casación: Primer Medio: 
Violación a la Ley (Art. 141 del Código de Procedimiento 
Civil). Segundo Medio: Desnaturalización de los hechos 
de la causa y motivación insuficiente. Tercer Medio: Falta 

de motivos y falta de base legal; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 34 de la Ley de Organiza-
ción Judicial y 1, 23 y 65 de la Ley Sobre Procedimiento 
de Casación; 

En cuanto el recurso de Seguros Pepín, S. A. 

Considerando que de conformidad con el inciso 3 del 
artículo 23 de la Ley Sobre Procedimiento de Casación, 
las sentencias dictadas en materia penal serán anuladas  

si han sido pronunciadas por jueces que no han asistido a 
todas las audiencias de la causa; 

Considerando que en el expediente figura un acta de 
fecha 19 de noviembre de 1969, en la cual consta que el 
juez de la Corte de Apealción de San Francisco de Maco-
rís, Antonio Manuel Florencio, se inhibe de conocer y fa-
llar entre otras causas, la que se le sigue en esa Corte, a 
José A. Vásquez y Rafael Lora, por violación a la ley 241 
de 1967, en razón de que fue él quien decidió ese caso co-
mo Juez de Salcedo; que no obstante eso, en la audiencia 
o.el 13 de marzo de 1970, fijada por la Corte de Apela-
ción de San Francisco de Macorís, para conocer de ese 
caso, dicha Corte estuvo constituida de la siguiente ma-
nera: Juan Domingo Cordero, Presidente, Blas Alfredo 
Ouasis, Primer Sustituto, Eurípides García, Segundo Sus-
tituto y Antonio Manuel Florencio, Juez; que ese día la 
Corte "reenvió el fallo para una próxima audiencia"; que 
el 19 de marzo de 1970, el Presidente de la Corte dictó un 
Auto llamando al Juez de la Primera Cámara del Distrito 
Judicial de Duarte, Dr. Priamo Peña López, para que com-
plete la Corte, en razón de la inhibición del Juez Florencit, 
y de la enfermedad del Juez García; que ese mismo día 19 
de marzo de 1970, la Corte de Apelación se constituyó pul 
los Jueces Cordero, Ouais y Peña, para "dictar el Tallo 
pendiente de la causa que se le sigue a los nombrados Ra-
fael Lora y José Alejandro Vásquez, prevenidos de vio-
lación a la ley 241, en perjuicio de Eduardo de la Cruz y 
Tomasina Adames"; 

Considerando que por todo lo anteriormente expuesto 
se advierte que la referida Corte falló el caso penal en 
que está interesada la recurrente, sin que el Juez Peña 
hubiese estado presente en la audiencia en que se conoció 
del mismo, y sin que, por otra parte, se hubiese dado la 
oportunidad a ese juez de participar en toda la instrucción 
pública de dicha causa; 



2966 	 BOLETIN JUDICIAL BOLETIN JUDICIAL 	 2967 

Considerando que como en la especie se trata de una 
sentencia radicalmente nula por haber sido dictada por 
una Corte de Apelación irregularmente constituida, en 
violación de una formalidad que es obviamente de orden 
público, procede casar la referida sentencia, sin ponde-
rar ios medios de casación de la Compañía recurrente, ni 
los demás recursos interpuestos, ni el medio de inadmi-
sión propuesto por las intervinientes; 

Considerando que cuando una sentencia es casado por 
violación de reglas procesales cuyo cumplimiento está a 
cargo de los jueces, las costas pueden ser compensadas; 

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
tes a Tomasina Crisolía Adames y Eusebia Mejía Zapata; 
Segundo: Casa en todas sus partes, la sentencia dictada en 
sus atribuciones r.orreccionales por la Corte de Apelación 
de San Francisco de Macorís, en fecha 19 de marzo de 1970, 
cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del pre-
sente fallo; y envía el asunto por ante la Corte de Apela-
ción de La Vega; Tercero: Compensa las costas entre las 
partes. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupani.— Ma-
ruel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. 
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— San-
tiago Osvaldo Rojo Marbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Se-
cretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 11 DE DICIEMBRE DEL 1970 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de 
fecha 21 de marzo de 1969. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Miguel Cruz Ureña. 

Abogado: Dr. Pedro Flores Ortiz. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada. Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, 
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Na-
cional, hoy día 11 de diciembre del año 1970, años 127o. 
de la Independencia y 1089 de la Restauración, dicta en 
audiencia pública. como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Miguel 
Cruz Ureña, dominicano, mayor de edad, domiciliado y re-
sidente en la ciudad de Santo Domingo, cédula personal 
de identidad N 9  3191, serie ira., contra la sentencia de 
fecha 21 de marzo de 1969, dictada por la Corte de Apela-
ción de Santo Domingo, en sus atribuciones correccionales, 
cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turnó en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
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Considerando que como en la especie se trata de una 
sentencia radicalmente nula por haber sido dictada por 
una Corte de Apelación irregularmente constituída, en 
violación de una formalidad que es obviamente de orden 
público, procede casar la referida sentencia, sin ponde-
rar ios medios de casación de la Compañía recurrente, ni 
los demás recurscs interpuestos, ni el medio de inadmi-
Sión propuesto por las intervinientes; 

Considerando que cuando una sentencia es casado por 
violación de reglas procesales cuyo cumplimiento está a 
cargo de los jueces, las costas pueden ser compensadas; 

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
tes a Tomasina Crisolia Adames y Eusebia Mejía Zapata; 

Segundo: Casa en todas sus partes, la sentencia dictada en 
sus atribuciones correccionales por la Corte de Apelación 
de San Francisco de Macorís, en fecha 19 de marzo de 1970, 
cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del pre-
sente fallo; y envía el asunto por ante la Corte de Apela-

ción de La Vega; Tercero: Compensa las costas entre las 

partes. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupani.— Ma-
nuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. 
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— San-
tiago Osvaldo Rojo Marbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Se-

cretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 11 DE DICIEMBRE DEL 1970 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de 
fecha 21 de marzo de 1969. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Miguel Cruz Ureña. 
Abogado: Dr. Pedro Flores Ortiz. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada. Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras. 
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Na-
cional. hoy día 11 de diciembre del año 1970, años 127o. 
de la Independencia y 108 9  de la Restauración, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Miguel 
Cruz Ureña, dominicano, mayor de edad, domiciliado y re-
sidente en la ciudad de Santo Domingo, cédula personal 
de identidad N 9  3191, serie lra., contra la sentencia de 
fecha 21 de marzo de 1969, dictada por la Corte de Apela-
ción de Santo Domingo, en sus atribuciones correccionales, 
cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
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Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 
Secretaría de la Corte a-qua en fecha 30 de junio de 1969, 
a requerimiento del Dr. Pedro Flores Oritz, abogado del 
recurrente, a nombre de éste, en la cual no expone ningún 
medio determinado de casación; 

Visto el memorial de casación de fecha 30 de octubre 
de 1970, suscrito por el Dr. José M. Acosta Torres, cédu-
la No. 32511, serie 31, a nombre del recurrente, en el cual 
invoca los medios que se indican más adelante; 

La Suprema Corte de Justicia después de haber de-
liberado y vistos los artículos 202 y 203 del Código de 
Procedimiento Criminal; 29 de la Ley de Organización Ju-
dicial; y 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) Que con mo-
tivo de un choque ocurrido en esta ciudad en fecha 26 de 
agosto de 1964, entre un automóvil manejado por Miguel 
Cruz Ureña y una bicicleta en la que iba Delfín Agüero, 
en el cual choque este último recibió golpes y heridas, la 
Primera Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, regularmente apoderada, dic• 
tó en fecha 25 de enero de 1966, una sentencia en defecto 
cuyo dispositivo figura más adelante inserto en el del fallo 
ahora impugnado; b) Que contra esa sentencia dedujo re-
curso de oposición el prevenido, pero luego desistió del mis 
mo, dictando el citado Juzgado, en 'fecha 11 de noviembre 
de 1966, una sentencia, por la cual acogió un desistimien-
to, y le condenó en costas; c) Que sobre recursos interpues-
tos por el prevenido, y por la compañía aseguradora, la 
Corte de Apelación de Santo Domingo, dictó en fecha 21 
de marzo de 1969, la sentencia ahora imuugnada en casa-
ción, con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO. De-
clara inadmisible por improcedente, el recurso de apela- 

ción interpuesto en fecha 8 de marzo de 1967, por el pre-
venido Miguel Cruz Ureña, contra sentencia dictada en 
lecha 25 de enero de 1966, por la Primera Cámara Penal 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, 
que contiene el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Se 
admite el desistimiento del recurso de oposición interpues-
to po rel nombrado Miguel Cruz Ureña, contra la sentencia 
de fecha 25 del mes de enero del año 1966, cuyo disposi 
ti vo dice así: Falla: Primero: Se pronuncia el defecto en 
contra del nombrado Miguel Cruz Ureña, de generales ig-
noradas, por no haber comparecido a esta audiencia no obs 
tante haber sido regularmente citado; Segundo: Declara 
al prevenido Miguel Cruz, de generales ignoradas, Cul-
pable del delito de violación a la Ley N 9  5171 (Artñ 1ro. 
letra c) sobre accidentes producidos con el manejo o con-
ducción de vehículos de motor, en perjuicio de Delfin 
Agüero, y, en consecuencia se le condena a sufrir la pena 
de seis (6) meses de prisión correccional y al pago de una 
multa de Cien Pesos Oro Dominicanos (RD$100.00), así 
como al pago de las iostas; Tercero: se ordena la iancela-
ci8n de la licencia expedida en favor del prevenido Miguel 
Cruz Ureña, para manejar vehículos de motor, por un pe-
ríodo de seis (6- meses, a partir de la extinción de la pena 
principal impuéstale; Cuarto: Se ordena la cancelación cds 
la fianza judicial FJ-N 90022, de fecha 27 del mes de agos-
to del año 1964, por la suma de Cinco Mil Pesos Oro Do-
minicanos (RD$5,000.00) :  expedita por la Compañía de Se-
guros Pepín, S. A., que garantizaba la libertad psovisional 
bajo fianza del nombrado Migoel Cruz Ureña; Quinto: Se 
declara buena y válida, en cuanto a la forma, y justa en 
el fondo, la constitución en parte civil, incoada por el se-
ñor Delfín Agüero, en contra del nombrado Miguel Croz 
Ureña, en sd calidad de prevenido y persona civilmente 
responsable, y en contra de la Compañía Dominicana de 
Seguros, C. por A., en su calidad de entidad aseguradora 
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Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 
Secretaría de la Corte a-qua en fecha 30 de junio de 1969, 
a requerimiento del Dr. Pedro Flores Oritz, abogado del 
recurrente, a nombre de éste, en la cual no expone ningún 
medio determinado de casación; 

Visto el memorial de casación de fecha 30 de octubre 
de 1970, suscrito por el Dr. José M. Acosta Torres, cédu-
la No. 32511, serie 31, a nombre del recurrente, en el cual 
invoca los medios que se indican más adelante; 

La Suprema Corte de Justicia después de haber de-
liberado y vistos los artículos 202 y 203 del Código de 
Procedimiento Criminal; 29 de la Ley de Organización Ju-
dicial; y 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) Que con mo-
tivo de un choque ocurrido en esta ciudad en fecha 26 de 
agosto de 1964, entre un automóvil manejado por Miguel 
Cruz Ureña y una bicicleta en la que iba Delfín Agüero, 
en el cual choque este último recibió golpes y heridas, la 
Primera Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, regularmente apoderada, dic. 
tó en fecha 25 de enero de 1966, una sentencia en defecto 
cuyo dispositivo figura más adelante inserto en el del fallo 
ahora impugnado; b) Que contra esa sentencia dedujo re-
curso de oposición el prevenido, pero luego desistió del mis-
mo, dictando el citado Juzgado, en fecha 11 de noviembre 
de 1966, una sentencia, por la cual acogió un desistimien-
to, y le condenó en costas; c) Que sobre recursos interpues-
tos por el prevenido, y por la compañía aseguradora, la 
Corte de Apelación de Santo Domingo, dictó en fecha 21 
de marzo de 1969, la sentencia ahora imuugnada en casa-
ción, con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO. De-
clara inadmisible por improcedente, el recurso de apela- 

ción interpuesto en fecha 8 de marzo de 1967, por el pre-
venido Miguel Cruz Ureña, contra sentencia dictada en 
techa 25 de enero de 1966, por la Primera Cámara Penal 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, 
que contiene el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Se 
admite el desistimiento del recurso de oposición interpues-
to po rel nombrado Miguel Cruz Ureña, contra la sentencia 
de fecha 25 del mes de enero del año 1966, cuyo disposi 
tivo dice así: Falla: Primero: Se pronuncia el defecto en 
contra del nombrado Miguel Cruz Ureña, de generales ig-
noradas, por no haber comparecido a esta audiencia no obs 
tante haber sido regularmente citado; Segundo: Declara 
al prevenido Miguel Cruz, de generales ignoradas, Cul-
pable del delito de violación a la Ley N 9  5171 (Artñ 1ro. 
letra c) sobre accidentes producidos con el manejo o con-
ducción de vehículos de motor, en perjuicio de Delfin 
Agüero, y, en consecuencia se le condena a sufrir la pena 
de seis (6) meses de prisión correccional y al pago de una 
multa de Cien Pesos Oro Dominicanos (RD$100.00), así 
como al pago de las iostas; Tercero: se ordena la iancela-
ci8n de la licencia expedida en favor del prevenido Miguel 
Cruz Ureña, para manejar vehículos de motor, por un pe-
ríodo de seis (6- meses, a partir de la extinción de la pena 
principal impuéstale; Cuarto: Se ordena la cancelación ds 
la fianza judicial FJ-1\1 90022, de fecha 27 del mes de agos-
to del año 1964, por la suma de Cinco Mil Pesos Oro Do-
minicanos (RD$5,000.00), expedita por la Compañía de Se-
guros Pepín, S. A., que garantizaba la libertad psovisional 
bajo fianza del nombrado Migoel Cruz Ureña; Quinto: Se 
declara buena y válida, en cuanto a la forma, y justa en 
el fondo, la constitución en parte civil, incoada por el se-
ñor Delfín Agüero, en contra del nombrado Miguel Croz 
Ureña, en sd calidad de prevenido y persona civilmente 
responsable, y en contra de la Compañía Dominicana de 
Seguros, C. por A., en su calidad de entidad aseguradora 
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del Vehículo que ocasionó el acdidente, conducido por 
el prevenido Miguel Cruz Ureña, hecha por mediación de 
un abogado constituido, Dr. Thelmo Cordones Moreno; 
Sexto: Condena al nombrado Miguel Cruz Ureña, en su ca-
lidad de prevenido y persona ciivlmente responsable, a 
pagar al agraviado Delfín Agüero, la suma indemnizatoria 

c-.4e Tres Mil Pesos Oro (RD$3,000.00), como justa repara-
ción por los daños materiales y morales sufridos por la 
parte civil constituida, a conseclencia del hecho culposo 
cometido por el prevenido Miguel Cruz Ureña; Séptimo: 
Se condena al prevenido y persona civilmente responsable, 
Miguel Cruz Ureña, al pago de las costas civiles del pro-
cedimiento, distrayendo las mismas en favor del Dr. Thel-
mo Cordones Moreno, abogado de la parte civil constituí-
da, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad; Octa-
vo: Se declara que la presente sentencia sea oponible en 
todas sus parets, a la Compañía Dominicana de Seguros, 
C. por A., por ser ésta la entidad aseguradora del carro pla-

ca N9  28121"; Segundo: Se da acta al señor Delfín Agüe-
ro, parte eivil constituida, de ldesistimiento a que se alu-
de y de la aceptación del mismo, por parte del desistentt 
Miguel Cruz Ureña; Tercero: Se condena al nombrado Mi-
guel Cruz Ureña, al pago de las costas civiles inherentes a 
dicho desistimiento, con distracción de las mismas en fa-
vor del Dr. Thelmo Cordones Moreno, abogado de la par-
te civil constituida, quien afirma haberlas avanzado en 
su totalidad; por haberlo interpuesto al año y dos meses 
después de haber desistido de su recurso de oposición que 
interpusiera contra ella y al mismo tribunal haber dicta-
do con tal motivo, su sentencia de fecha 11 de noviembre 
ae 1966; SEGUNDO: Ordena la continuación de la causa, 
a fin de conocer el recurso de apelación interpuesto en fe-
cha 8 de marzo de 1967, por la Compañía Dominicana de 
Seguros, C. por A.. contra la referida sentencia del 25 de 
enero de 1966; y TERCERO: Reserva las costas para fa- 
llarlas conjuntamente con el fondo". 

Considerando que el recurrente invoca en su memo-
rial de casación, los siguientes medios: Primer Medio: Fal-
sa aplicación del artículo 203 del Código de Procedimien-
to Criminal; Segund. Medio: Falsa aplicación del princi-
pio de que nadie se cierra a sí mismo una vía de recurso; 
Tercer Medio: Violación al principio legal de que la Corte 
de Apelación no puede conocer de un recurso de apela-
ción cuando más partes en el proceso no se le ha notifica-
do la sentencia apelada; Cuarto Medio: La Corte debió 
decidir por una misma sentencia el recurso de apelación 
de Miguel Cruz Ureña y la Compañía de Seguros C. por 
A. Quinto Medio: Falta de base legal, de motivos e insu-
ficiencia de éstos; 

Considerando que en el desarrollo de los medios pri-
mero y segundo, los cuales se reúnen para su examen, el 
recurrente alega en síntesis que la Corte a-qua al decla-
rar inadmisible su recurso de apelación por tardío no dice 
si él estaba presente cuando se dictó en Primera Instan-
cia el 25 el fallo apelado; y que eso era necesario porque 
una sentencia puede ser recurrida en apelación "hasta tan-
to no hayan puesto los plazos establecidos por el art. 203 
del Código de Procedimiento Criminal; que la Corte pa-
rece haber entendido que el 'fallo fue dictado en presencia 
del prevenido, y que "esa circunstancia determinante y 
decisiva debió enunciarse en la sentencia recurrida"; Que 
si la Corte a-qua pretendía extraer esos datos del conoci-
miento que tenía el recurrente de la sentencia apelada, 
entonces razonó falsamente porque nadie se cierra un 
vía de recurso a sí mismo; que, por ello, estima el recu-
rrente, que el fallo impugnado debe ser casado; 

Considerando que el, examen del fallo objeto de este 
recurso, revela que la Corte a-qua para declarar inadmi-
sible el recurso de apelación del prevenido, hizo un his-
torial del proceso y en los Resultados de dicho fallo, se 
establece que la sentencia de Primera Instancia dictada 
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del Vehículo que ocasionó el acdidente, conducido por 
el prevenido Miguel Cruz Ureña, hecha por mediación de 
un abogado constituido, Dr. Thelmo Cordones Moreno; 
Sexto: Condena al nombrado Miguel Cruz Ureña, en su ca-
lidad de prevenido y persona ciivlmente responsable, a 
pagar al agraviado Delfín Agüero, la suma indemnizatoria 
c:e Tres Mil Pesos Oro (RD$3,000.00), como justa repara-
ción por los daños materiales y morales sufridos por la 
parte civil constituida, a conseclencia del hecho culposo 
cometido por el prevenido Miguel Cruz Ureña; Séptimo: 
Se condena al prevenido y persona civilmente responsable, 
Miguel Cruz Ureña, al pago de las costas civiles del pro-
cedimiento, distrayendo las mismas en favor del Dr. Thel-
mo Cordones Moreno, abogado de la parte civil constitui-
da, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad; Octa-
vo: Se declara que la presente sentencia sea oponible en 

todas sus parets, a la Compañía Dominicana de Seguros, 
C. por A., por ser ésta la entidad aseguradora del carro pla-

ca N9  28121"; Segundo: Se da acta al señor Delfín Agüe-
ro, parte eivil constituida, de ldesistimiento a que se alu-
de y de la aceptación del mismo, por parte del desistentt 
Miguel Cruz Ureña; Tercero: Se condena al nombrado Mi-
guel Cruz Ureña, al pago de las costas civiles inherentes a 
dicho desistimiento, con distracción de las mismas en fa-
vor del Dr. Thelmo Cordones Moreno, abogado de la par-
te civil constituirla, quien afirma haberlas avanzado en 
su totalidad; por haberlo interpuesto al año y dos meses 
después de haber desistido de su recurso de oposición que 
interpusiera contra ella y al mismo tribunal haber dicta-
do con tal motivo, su sentencia de fecha 11 de noviembre 
de 1966; SEGUNDO: Ordena la continuación de la causa, 
a fin de conocer el recurso de apelación interpuesto en fe- 
cha 8 de marzo de 1967, por la Compañía Dominicana de 
Seguros, C. por A., contra la referida sentencia del 25 de 
enero de 1966; y TERCERO: Reserva las costas para fa- 
llarlas conjuntamente con el fondo". 

Considerando que el recurrente invoca en su memo-
rial de casación, los siguientes medios: Primer Medio: Fal-
sa aplicación del artículo 203 del Código de Procedimien-
to Criminal; Segund , • Medio: Falsa aplicación del princi-
pio de que nadie se cierra a sí mismo una vía de recurso; 
Tercer Medio: Violación al principio legal de que la Corte 
de Apelación no puede conocer de un recurso de apela-
ción cuando más partes en el proceso no se le ha notifica-
do la sentencia apelada; Cuarto Medio: La Corte debió 
decidir por una misma sentencia el recurso de apelación 
de Miguel Cruz Ureña y la Compañía de Seguros C. por 
A. Quinto Medio: Falta de base legal, de motivos e insu-
ficiencia de éstos; 

Considerando que en el desarrollo de los medios pri-
mero y segundo, los cuales se reúnen para su examen, el 
recurrente alega en síntesis que la Corte a-qua al decla-
rar inadmisible su recurso de apelación por tardío no dice 
si él estaba presente cuando se dictó en Primera Instan-
cia el 25 el fallo apelado; y que eso era necesario porque 
una sentencia puede ser recurrida en apelación "hasta tan-
to no hayan puesto los plazos establecidos por el art. 203 
del Código de Procedimiento Criminal; que la Corte pa-
rece haber entendido que el Tallo fue dictado en presencia 
del prevenido, y que "esa circunstancia determinante y 
decisiva debió enunciarse en la sentencia recurrida"; Que 
si la Corte a-qua pretendía extraer esos datos del conoci-
miento que tenía el recurrente de la sentencia apelada, 
entonces razonó falsamente porque nadie se cierra un 
vía de recurso a sí mismo; que, por ello, estima el recu-
rrente, que el fallo impugnado debe ser casado; 

Considerando que el examen del fallo objeto de este 
recurso, revela que la Corte a-qua para declarar inadmi-
sible el recurso de apelación del prevenido, hizo un his-
torial del proceso y en los Resultados de dicho fallo, se 
establece que la sentencia de Primera Instancia dictada 
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en defecto el día 25 de enero de 1966, fue primeramente 
objeto de una oposición por parte del hoy recurrente en 
casación, y que éste desistió de su recurso de oposición, 
en la audiencia en que iba a conocerse del mismo, desisti-
miento que fue aceptado por sentencia de fecha 11 de no-
viembre de 1966. interponiento entonces recurso de ape 
lación tanto el prevenido como la compañía aseguradora; 
que siendo esa la situación del proceso en apelación, la 
Corte comprobó (según consta en la página 7 de su sen-
tencia) que el recurso de apelación había sido declarado el 
3 de marzo de 1967, por el Dr. Nanita Cuello a nombre del 
-revenido y de la Compañía de Seguros, contra la senten-
cia de Primera Instancia de fecha 25 de enero de 1966, y, 
en esa virtud, la Corte a-qua en el Cuarto Considerando 
de su sentencia dijo así: "que en fecha 25 del mes de ene-
ro del año 1966, la Primera Cámara de lo Penal del Juz 
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional pronun-
ció una sentencia cuyo dispositivo aparece copiado en otro 
lugar del presente fallo; que en fecha 4 de marzo de 1966,  
el Dr. Leo Nanita Cuello interpuso recurso de oposición 
centra dicha sentencia pronunciada en defecto, en repre-
sentación del prevenido Miguel Cruz Ureña, recurso que 
fue resuelto por sentencia de fecha 11 de noviembre de 
1966, cuyo dispositivo aparece copiado en otro lugar del 
presente fallo; que en fecha 8 de marzo de 1967, el Dr. 
Leo Fabián Nanita Cuello, en nombre y representación 
de la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., inter-
puso recurso de apelación contra sentencia dictada en fe-
cha 25 de enero de 1966, por la Primera Cámara de lo Pe-
nal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judi-
cial, recurso del cual se encuentra apoderada esta Corte; 
que el recurso de apelación fue interpuesto un año y dos 
meses después de haber desistido de su recurso de oposi-
ción contra la sentencia apelada y después de haber dicta-
do el mismo tribunal una sentencia en fecha 11 de no-
viembre de 1966; razón por la cual el recurso de apela- 

ción interpuesto por el prevenido Miguel Cruz Ureña debe 
ser declarado inadmisible por improcedente"; 

Considerando que como se advierte la Corte a-qna ad-
mite en los motivos del fallo dictado que el recurso de 
apelación de que estaba apoderada era contra la primera 
sentencia de fecha 25 de enero de 1966, que fue dictada 
En defecto, y obviamente para declarar vencido el plazo 
de la apelación era necesario que se comprobara que esa 
sentencia le había sido notificada al prevenido, y que cuan-
do él interpuso su apelación ya se había vencido a partir 
de la notificación., el plazo de diez días que establece el 
artículo 203 del Código de Procedimiento Criminal, pues 
aunque el prevenido había interpuesto erróneamente una 
oposición, de la cual luego desistió, si aún no se le había 
notificado la sentencia condenatoria dada en defecto, él 
tenía abierto el plazo de la apelación, pues nadie se cierra 
a sí mismo una vía de recurso; que, en consecuencia se ha 
hecho en el caso una errónea aplicación del artículo 203 
cel Código de Procedimiento Criminal, por lo cual el fallo 
impugnado debe ser casado, sin necesidad de ponderar 
los otros medios del recurso; 

Considerando que al disponerse el envío de este asun-
to a otra Corte de Apelación con motivo de la casación ad-
mitida, se resuelve desapoderar a la Corte de Apelación de 
Santo Domingo del recurso aún pendiente de la Compañía 
Aseguradora, a fin de que la Corte de envío conozca del 
proceso en su totalidad, todo para dar unidad al caso y 
evitar contradicción de sentencias; 

Considerando que no procede estatuir sobre las cos-
tas civiles, porque la parte con interés contrario no ha 
comparecido en esta instancia a solicitarlo, y dicha conde-
nación, por su carácter, no puede pronunciarse de oficio; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia de fecha 
21 de marzo de 1969, dictada por la Corte de Apelación 
de Santo Domingo en sus atribuciones correccionales, cu- 
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en defecto el día 25 de enero de 1966, fue primeramente 
objeto de una oposición por parte del hoy recurrente en 
casación, y que éste desistió de su recurso de oposición, 
en la audiencia en que iba a conocerse del mismo, desisti-
miento que fue aceptado por sentencia de fecha 11 de no-
viembre de 1966. interponiento entonces recurso de ape-
lación tanto el prevenido como la compañía aseguradora; 
que siendo esa la situación del proceso en apelación, la 
Corte comprobó (según consta en la página 7 de su sen-
tencia) que el recurso de apelación había sido declarado el 
3 de marzo de 1967, por el Dr. Nanita Cuello a nombre del 

r- -revenido y de la Compañía de Seguros, contra la senten-
cia de Primera Instancia de fecha 25 de enero de 1966, y, 
en esa virtud, la Corte a-qua en el Cuarto Considerando 
de su sentencia dijo así: "que en fecha 25 del mes de ene-
ro del año 1966, la Primera Cámara de lo Penal del Juz 
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional pronun-
ció una sentencia cuyo dispositivo aparece copiado en otro 
lugar del presente fallo; que en fecha 4 de marzo de 1966.  
el Dr. Leo Nanita Cuello interpuso recurso de oposición 
contra dicha sentencia pronunciada en defecto, en repre-
sentación del prevenido Miguel Cruz Ureña, recurso que 
fue resuelto por sentencia de fecha 11 de noviembre de 
1966, cuyo dispositivo aparece copiado en otro lugar del 
presente fallo; que en fecha 8 de marzo de 1967, el Dr. 
Leo Fabián Nanita Cuello, en nombre y representación 
de la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., inter-
puso recurso de apelación contra sentencia dictada en fe-
cha 25 de enero de 1966, por la Primera Cámara de lo Pe-
nal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judi-
cial, recurso del cual se encuentra apoderada esta Corte; 
que el recurso de apelación fue interpuesto un año y dos 
meses después de haber desistido de su recurso de oposi-
ción contra la sentencia apelada y después de haber dicta-
do el mismo tribunal una sentencia en fecha 11 de no-
viembre de 1966; razón por la cual el recurso de apela- 

ción interpuesto por el prevenido Miguel Cruz Ureña debe 
ser declarado inadmisible por improcedente"; 

Considerando que como se advierte la Corte a-qna ad-
mite en los motivos del fallo dictado que el recurso de 
apelación de que estaba apoderada era contra la primera 
sentencia de fecha 25 de enero de 1966, que fue dictada 
En defecto, y obviamente para declarar vencido el plazo 
de la apelación era necesario que se comprobara que esa 
sentencia le había sido notificada al prevenido, y que cuan-
c!o él interpuso su apelación ya se había vencido a partir 
de la notificación, el plazo de diez días que establece el 
¿, rtículo 203 del Código de Procedimiento Criminal, pues 
aunque el prevenido había interpuesto erróneamente una 
oposición, de la real luego desistió, si aún no se le había 
notificado la sentencia condenatoria dada en defecto, él 
tenía abierto el plazo de la apelación, pues nadie se cierra 
a sí mismo una vía de recurso; que, en consecuencia se ha 
hecho en el caso una errónea aplicación del artículo 203 
gel Código de Procedimiento Criminal, por lo cual el fallo 
impugnado debe ser casado, sin necesidad de ponderar 
los otros medios del recurso; 

Considerando que al disponerse el envío de este asun-
to a otra Corte de Apelación con motivo de la casación ad-
mitida, se resuelve desapoderar a la Corte de Apelación de 
Santo Domingo del recurso aún pendiente de la Compañía 
Aseguradora, a fin de que la Corte de envío conozca del 
proceso en su totalidad, todo para dar unidad al caso y 
evitar contradicción de sentencias; 

Considerando que no procede estatuir sobre las cos-
tas civiles, porque la parte con interés contrario no ha 
comparecido en esta instancia a solicitarlo, y dicha conde-
ración, por su carácter, no puede pronunciarse de oficio; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia de fecha 
21 de marzo de 1969, dictada por la Corte de Apelación 
de Santo Domingo en sus atribuciones correccionales, cu- 
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yo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del pre-
l'ente fallo; y envía el asunto por ante la Corte de Ape-
lación de San Pedro de Macorís, la cual es apoderada del 
caso en su totalidad; Segundo: Declara las costas penales 
de oficio; Tercero: Declara que no ha lugar a estatuir so- 

bre las costas civiles. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
9. Ravelo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupan.--
Manuel A. Amiarna.— Francisco 9lpidio Beras.— Joaquín 
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.—
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, 

Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
Ciencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 16 DE DICIEMBRE DEL 1970 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo de 
fecha 3 de marzo de 1969. 

Materia: Penal. 

Recurrentes: Rosa Elena Antún, Rafael Antún, Federico Antú:i 
y Anuar Antún. 

Abogado: Lic. Luis Henríquez Castillo. 

Inteminiente: San Rafael C. por A. 

Abogado: Lic. Barón T. Sánchez L. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel D. Ber 
gés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito 
Nacional, hoy día 16 de Diciembre de 1970, años 127 9  dt 
la Independencia y 108c de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Rosa 
Elena Antún, Rafael Antún, Federico Antún, y Anuar An-
tún, dominicanos-,–mayores de edad, comerciantes, respec-
tivamente, cédulas Nos. 649, 6141, 18146 y 334, serie 23, 
lesidentes y domiciliados los dos primeros en la casa N9 
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yo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del pre-
Fente fallo; y envía el asunto por ante la Corte de Ape-
lación de San Pedro de Macorís, la cual es apoderada del 
caso en su totalidad; Segundo: Declara las costas penales 
de oficio; Tercero: Declara que no ha lugar a estatuir so-

bre las costas civiles. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
9. Ravelo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupani.--
Manuel A. Amiatna.— Francisco 91pidio Beras.— Joaquín 
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.—
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, 

Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 16 DE DICIEMBRE DEL 1970 

Sentencia Impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo de 
fecha 3 de marzo de 1969. 

Materia: Penal. 

Recurrentes: Rosa Elena Antún, Rafael Antún, Federico Antúa 
y Anuar Antún. 

Abogado: Lic. Luis Henríquez Castillo. 

Interviniente: San Rafael C. por A. 
Abogado: Lic. Barón T. Sánchez L. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada. Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel D. Ber 
gés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito 
Nacional, hoy día 16 de Diciembre de 1970, años 127 9  de 
la Independencia y 108c de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Rasa 
Elena Antún, Raftzl Antún, Federico Antún, y Anuar An-
tún, dominicanos, mayores de edad, comerciantes, respec-
tivamente, cédulas Nos. 649, 6141, 18146 y 334, serie 23, 
esidentes y domiciliados los dos primeros en la casa N9 



BOLETIN JUDICIAL 	 2977 2976 
	 BOLETIN JUDICIAL 

173 de la Avenida Independencia de la ciudad de San Pe-
dro de Macorís, Federico Antún en la casa No. 65 de la 
calle Gustavo Adolfo Mejía Ricart, del Ensanche Naco, 
cie esta ciudad de Santo Domingo, y Anuar Antún, en el 
kilómetro 9 de la Autopista Duarte, Distrito Nacional, con-
tra algunos puntos de la sentencia dictada en sus atribu-
ciones correccionales por la Corte de Apelación de Santo 
Domingo en Techa 3 de marzo de 1969, cuyo dispositivo 
se transcribe más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Lic. Luis Henríquez Castillo, cédula 28037, 

serie Ira., abogado de los recurrentes, en la lectura de 

sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 10 de marzo de 
1969, a requerimiento del abogado de los recurrentes, en 
nombre y representación de los mismos, acta en la cual 
no se invoca ningún medio determinado de casación; 

Visto el memorial depositado en la Suprema Corte 
por el abogado de los recurrentes en fecha 19 de octubre 
de 1970, en el cual invocan contra la sentencia impugna-
da los medios que se indican más adelante, así como los 
memoriales ampliativos y aclaratorios que depositaron el 
9, el 20 y 23 de noviembre de 1970; 

Visto el memorial depositado en la Suprema Corte 
por el Lic. Barón T. Sánchez L., en nombre y representa-
ción de la San Rafael, C. por A., empresa estatal de Se. 
guros, domiciliada en esta capital, mediante el cual inter-
viene en la instancia de casación pidiendo que el recur- 

so sea rechazado; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos tos artículos 10 de la Ley sobre Libertad 
Provisional Bajo Fianza, No. 5439 de 1915; y 1, 42, 62, y 65 
cie la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que, en la sentencia impugnada y en 
los documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: 
a) "que con motivo de la causa seguida a los nombrados 
Ruperto Lucía Vanderpool, Luis Mateo y Jesús Avila, pre-
venidos del delito de violación a la Ley N 9  5771, en per-
juicio de la señora María Vda. Antún, el Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de San Pedro de Ma-
corís, dictó en fecha 29 de mayo de 1967, una sentencia 
con el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Qoe debe ad-
mitir como en efecto admite, la constitdción en parte civil 
de los Sres. Rosa Elena Antún, Rafael Antún, Federico An-
tún y Anuar Antún, quienes han sido representados por 
sus abogados Dres. Oscar Hazin y Lic. Luis Henriquez Cas-
tillo; Segundo: Que debe declarar, como en efecto declara 
el defecto contra el nombrado Ruperto Lucía Vanderpool, 
por no haber comparecido a la audiencia no obstante haber 
sido citado legalmente; Tercero: Que debe declarar como 
en efecto declara culpable a Ruperto Lucía Vanderpool y 
Luis Mateo, de violación a la ley 5771, en perjuicio de la 
Sra. María Abud Vda. Antún; Cuarto: Que debe conde-
nar, como en efecto ocndena, a Ruperto Lucía Vanderpool, 
a sufrir la pena de Dos (2) años de prisión correccional y 
al pago de una multa de RD$200.00 y a Luis Mateo, al pa-
go de una multa de RD$100.00 por el hecho puesto a sil 
caryo; Quinto: Que debe condenar como en efecto condena 
rl Inycnio Santa Fe y a Ramón Viniico Mercedes, como • 
personas civilmente responsables, a pagar a los Sres. Rosa 
Elena Antún, Rafael Antún, Federico Antún y Anuar An-
tún, una indemnización de RD$10s000.00 en reparación 
de los daños y !perjuicios, morales y mateirales sufridos 
po rellos en el awidente ocasionado por la Locomotora Nii 
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173 de la Avenida Independencia de la ciudad de San Pe-
dro de Macorís, Federico Antún en la casa No. 65 de la 
calle Gustavo Adolfo Mejía Ricart, del Ensanche Naco, 
de esta ciudad de Santo Domingo, y Anuar Antún, en el 
kilómetro 9 de la Autopista Duarte, Distrito Nacional, con-
tra algunos puntos de la sentencia dictada en sus atribu-
ciones correccionales por la Corte de Apelación de Santo 
Domingo en Techa 3 de marzo de 1969, cuyo dispositivo 

se transcribe más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Lic. Luis Henríquez Castillo, cédula 28037, 

serie lra., abogado de los recurrentes, en la lectura de 

sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 10 de marzo de 
1969, a requerimiento del abogado de los recurrentes, en 
nombre y representación de los mismos, acta en la cual 
no se invoca ningún medio determinado de casación; 

Visto el memorial depositado en la Suprema Corte 
por el abogado de los recurrentes en fecha 19 de octubre 
de 1970, en el cual invocan contra la sentencia impugna-
da los medios que se indican más adelante, así como los 
memoriales ampliativos y aclaratorios que depositaron el 
9, el 20 y 23 de noviembre de 1970; 

Visto el memorial depositado en la Suprema Corte 
por el Lic. Barón T. Sánchez L., en nombre y representa-
ción de la San Rafael, C. por A., empresa estatal de Se. 
guros, domiciliada en esta capital, mediante el cual inter-
viene en la instancia de casación pidiendo que el recur- 

so sea rechazado; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos tos artículos 10 de la Ley sobre Libertad 
Provisional Bajo Fianza, No. 5439 de 1915; y 1, 42, 62, y 65 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que, en la sentencia impugnada y en 
los documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: 
a) "que con motivo de la causa seguida a los nombrados 
Ruperto Lucía Vanderpool, Luis Mateo y Jesús Avila, pre-
venidos del delito de violación a la Ley N 9  5771, en per-
juicio de la señora María Vda. Antún, el Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de San Pedro de Ma-
corís, dictó en fecha 29 de mayo de 1967, una sentencia 
con el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Qoe debe ad-
mitir como en efecto admite, la constitdción en parte civil 
de los Sres. Rosa Elena Antún, Rafael Antún, Federico An-
tún y Anuar Antún, quienes han sido representados por 
sus abogados Dres. Oscar Hazin y Lic. Luis Henriquez Cas-
tillo; Segundo: Que debe declarar, como en efecto declara 
el defecto contra el nombrado Ruperto Lucía Vanderpool, 
por no haber comparecido a la audiencia no obstante haber 
sido citado legalmente; Tercero: Que debe declarar como 
en efecto declara culpable a Ruperto Lucía Vanderpool y 
Luis Mateo, de vi9lación a la ley 5771, en perjuicio de la 
Sra. María Abud Vda. Antún; Cuarto: Que debe conde-
nar, como en efecto ocndena, a Ruperto Lucía Vanderpool, 
a sufrir la pena rie Dos (2) años de prisión correccional y 
al pago de una multa de RD$200.00 y a Luis Mateo, al pa-
go de una multa de RD$100.00 por el hecho puesto a sil 
caryo; Quinto: Que debe condenar como en efecto condena 
rl Inycnio Santa Fe y a Ramón Viniico Mercedes, como ' 
personas civilmente responsables, a pagar a los Sres. Rosa 
Elena Antún, Rafael Antún, Federico Antún y Anuar An-
tún, una indemnización de RD$10000.00 en reparación 
de los daños y perjuicios, morales y mateirales sufridos 
po rellos en el aczidente ocasionado por la Locomotora Nri 
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18 propiedad del Ingenio Santa Fe, conducida por Luis 
Mateo y la guagua placa N 9  46428 propiedad del Sr. Ra-
món Vinicio Mercedes conducida por el Sr. Ruperto Lucía 
Vanderpool, en dicho accidente perdió la vida María Abud 
Vda. Antún; Sexto: Que debe cancelar como en efecto can-
cela, la fianza que ampara al inculpado Ruperto Lucía 
Vanderpool y por esta misma sentencia se ordena al Mi-
nisterio Público, requerir de la Compaíña de Seguros. San 
Rafael, C. por A., la presencia del inculpado Ruperto Lu-
cía Vanderpool, en el término de 11 días por haber esta 
compañía garantizado la fianza que Ruperto Luis Vander-
poo pudiera obtener su libertad provisional, ya que di-
cha compañía Sa..1 Rafael, ha violado los términos del art. 

1 0 de la Ley Nc 1439 sobre libertad provisional de fianza 
de fecha 11-12-11, reformada ésta en lo que respecta al 
Art. 10 de la Ley N9  643 de fecha 20-12-41, y de no pre-
sentarse el nombrado Ruperto Lucía Vaiderpool, en el 
término arriba señalado, el Ministerio Público exigirá a 
dicha compañía aseguradora el monto total de RD$30,- 
000.00 pesos oro que es con lo que está amparada la fian 
za de Ruperto Lucía Vanderpool ,a beneficio del Estado 
Dominicano; Séptimo: Que debe descargar como en efec-
to descarga al co-inculpado Jesús Avila, del hecho puesto 
a su cargo por no haberlo cometido; Octavo: Que debe con 
denar como en efecto condena al Ingenio Santa Fe y a Ra-

món Vinicio Mercedes1  al pago de las costas, en provecho 
del Lic. Luis Henríquez Castillo y Dr. Oscar Hazin, quie-
nes afirman haberlas avanzado en su mayor parte"; b) 
"que sobre los recursos de apelación interpuestos por el 
prevenido Luis Mateo, por el Ingenio Santa Fe, puesto 
en causa como persona civilmente responsable, por la Com- 
pañía de Seguros San Rafael, C. poe A., y por la parte ci- 
vil constituida, señores Rafael, Federico, Rosa Elena y 
Anuar Antún, la Corte de Apelación de San Pedro de Ma- 
corís, pronunció en fecha 4 de junio de 1968, una sen- 
tencia cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Admi- 

te como regulares y válidos, en cuanto a la forma, los re-
cursos de apelación interpuestos respectivamente, por el 
Doctor Juan Bautista Richiez Acevedo, abogado, a nombre 
y en representación del inculpado Luis Mateo, Ingenio San-
ta Fe, empresa ciivlmente responsable y la Compañía Sal. 
ta Fe, empresa civilmente responsable y la Compañía de 
Seguros San Rafael, C. por A., entidad aseguradora; el 
doctor José A. Hazin Azar, abogado, por sí y en represen-
tación del Licenciado Luis Henríquez Castillo, abogado 
constituído de la parte civil; y el Licenciado Luis Henrí• 
quez Castillo, abogado, por sí y el doctor Oscar Hazim Su-
bero, abogado, y a nombre y en representación de Rafael 
Antún, Federico Antún, Rosa Elena Antún y Anuar An-
tún, parte civil constituída, contra sentencia dictada en 
atribuciones correccionales y en fecha 29 de mayo de 1967, 
por el Juzgado de Primera Instancia de este Distrito Judi-
cial de San Pedro de Macorís, que condenó al inculpado 
Luis Mateo, a una multa de cien pesos oro (RD$100.001 por 
el delito de violación a la Ley N 9  5771, de fecha 31 de di-
ciembre de 1961 (golpes y heridas involuntarios que cau-
saron la muerte a la persona que en vida respondía al 
nombre de María Abud Viuda Antún, y golpes y herida^ 
también involuntarios, en perjuicio de Charles Kent, De-
iores Haumephny, Elena Natividad Wilken de Todman y 
César Antonio Felipe; condenó a la parte civilmente res-
ponsable, a pagar una indemnización de cincuenta mil pe-
sos oro (RD$50,000.00), en favor de Rafael Antún, Federi- 

Antún, Rosa Elena Antún y Anuar Antún, parte civil 
constituída, en reparación de los daños y perjuicios mora-
les y materiales sufridos por dicha parte civil constituída, 
a consecuencia de lhecho en que perdió la vida la señora 
María Abud Vida Antún; y condenó a la referida parte ci-
vilmente responsable al pago de las costas, en provecho del 
Licenciado Luis Henríquez Castillo y el Doctor Oscar Ha-
zin Subero, por afirmar haberlas avanzado en su mayor 
parte; Segundo: Declara extinguida la acción pública, re- 
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18 propiedad del Ingenio Santa Fe, conducida por Luis 
Mateo y la guagua placa N 9  46428 propiedad del Sr. Ra-
món Vinicio Mercedes conducida por el Sr. Ruperto Lucid 
Vanderpool, en dicho accidente perdió la vida María Abud 
Vda. Antún; Sexto: Que debe cancelar como en efecto can-
cela, la fianza que ampara al inculpado Ruperto Lucía 
Vanderpool y por esta misma sentencia se ordena al, Mi-
nisterio Público, requerir de la Compaíña de Seguros San 
Rafael, C. por A.. la presencia del inculpado Ruperto Lu-
cía Vanderpool, en el término de 11 días por haber esta 
compañía garantizado la fianza que Ruperto Luis Vander-
poo pudiera obtener su libertad provisional, ya que di-
cha compañía San Rafael, ha violado los términos del art. 
'0 de la Ley Nc 1439 sobre libertad provisional de fianza 
de fecha 11-12-11, reformada ésta en lo que respecta al 
Art. 10 de la Ley N 9  643 de fecha 20-12-41, y de no pre-
sentarse el nombrado Ruperto Lucía Vaiderpool, en el 
término arriba señalado, el Ministerio Público exigirá a 
dicha compañía aseguradora el monto total de RD$30,- 
000.00 pesos oro que es con lo que está amparada la fian 
za de Ruperto Lucía Vanderpool ,a beneficio del Estado 
Dominicano; Séptimo: Que debe descargar como en efec-
to descarga al co-inculpado Jesús Avila, del hecho puesto, 
a su cargo por no haberlo cometido; Octavo: Que debe con• 
llenar como en efecto condena al Ingenio Santa Fe y a Ra-
món Vinicio Mercedes1  al pago de las costas, en provecho 
del Lic. Luis Henríquez Castillo y Dr. Oscar Hazin, quie-
nes afirman haberlas avanzado en su mayor parte"; b) 
"que sobre los recursos de apelación interpuestos por el 
prevenido Luis Mateo, por el Ingenio Santa Fe, puesto 
en causa como pe"sona civilmente responsable, por la Com-
pañía de Seguros San Rafael, C. poe A., y por la parte ci-
vil constituida, señores Rafael, Federico, Rosa Elena y 
Anuar Antún, la Corte de Apelación de San Pedro de Ma-
corís, pronunció en fecha 4 de junio de 1968, una sen-
tencia cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Admi- 

te como regulares y válidos, en cuanto a la forma, los re- 
cursos de apelación interpuestos respectivamente, por el 
Doctor Juan Bautista Richiez Acevedo, abogado, a nombre 
y en representación del inculpado Luis Mateo, Ingenio San-
ta Fe, empresa ciivlmente responsable y la Compañía San 
ta Fe, empresa civilmente responsable y la Compañía de 
Seguros San Rafael, C. por A., entidad aseguradora; el 
doctor José A. Hazin Azar, abogado, por sí y en represen-
tación del Licenciado Luis Henríquez Castillo, abogado 
constituido de la parte civil; y el Licenciado Luis Henrí• 
quez Castillo, abogado, por sí y el doctor Oscar Hazim Su-
bero, abogado, y a nombre y en representación de Rafael 
Antún, Federico kntún, Rosa Elena Antún y Anuar An-
tún, parte civil constituida, contra sentencia dictada en 
atribuciones correccionales y en 'fecha 29 de mayo de 1967, 
por el Juzgado de Primera Instancia de este Distrito Judi-
cial de San Pedro de Macorís, que condenó al inculpado 
Luis Mateo, a una multa de cien pesos oro (RD$100.001 por 
el delito de violación a la Ley N 9  5771, de fecha 31 de di-
ciembre de 1961 (golpes y heridas involuntarios que cau-
saron la muerte a la persona que en vida respondía al 
nombre de María Abud Viuda Antún, y golpes y herida; 
también involuntarios, en perjuicio de Charles Kent, Do-
lores Haumephny, Elena Natividad Wilken de Todman y 
César Antonio Felipe; condenó a la parte civilmente res-
~sable, a pagar una indemnización de cincuenta mil pe-
sos oro (RD$50,000.00), en favor de Rafael Antún, Federi-
co Antún, Rosa Elena Antún y Anuar Antún, parte civil 
constituida, en renaración de los daños y perjuicios mora-
les y materiales sufridos por dicha parte civil constituída, 
a consecuencia de lhecho en que perdió la vida la señora 
María Abud Vida Antún; y condenó a la referida parte ci-
vilmente responsable al pago de las costas, en provecho ckl 
Licenciado Luis Henríquez Castillo y el Doctor Oscar Ha-
zin Subero, por afirmar haberlas avanzado en su mayor 
parte; Segundo: Declara extinguida la acción pública, re- 
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iativa a la causa seguida al nombrado Luis Mateo', incul-
pado del delito de violación a la Ley Nc 5771, de fecha 
31 de diciembre de 1961 (golpes y heridas involuntarios que 
causaron la muerte a la persona que en vida respondía al 
nombre de María Abud Viuda Antún y golpes y heridas 
también involuntarios en perjuicio de Charles Kent, De-
iores Haumephny, Elena Natividad Wilkin de Todman y 
César Antonio Felipe), en razón de haber fallecido el re-
ferido inculpado Luis Mateo, según consta en el extracto 
de acta de defunción expedida en fecha 30 de noviembre 
de 1967, por el Oficial del Estado Civil de la Segunda Cir-
cunscripción del municipio de San Pedro de Macorís, que 
figura en el expediente; Tehcero: Pronuncia defecto con-
tra e ]señor Ramón Vinicio Mercedes y Mercedes, perso-
na civilmente responsable, por no haber comparecido a la 
audiencia, no obstante haber sido debidamente citado; 
Cuarto. Rechaza, po rimprocedente y mal fundadas, las 
"conclusiones formuladas por los señores Rafael Antún, Fe-
derico Antún, Rosa Elena Antún y Anuar Antún, parte 
civil constituída, por mediación de sus abogados constituí-
dos Licenciado Luis Henríquez Castillo y Dr. Oscar Hazini 
Subero, en cuanto tienden a que considere al nombrado 
Jesús Avila, conductor o chuchero de la locomotora N 9  18, 
descargado en lo penal, responsable de faltas civiles, en 
función de su cargo, en el instante del accidente que oca-
sionó la muerte de la señora María Abud Viuda Antún; 
Quinto: Revoca el ordinal quinto de la sentencia apelada 
y por propia autoridad, condena al Ingenio Santa Fe, en 
su condición de empresa civilmente responsable de su em-
pleado; quien en vida resondía al nombre de Luis Mateo 
y al señor Ramón Vinicio Mercedes y Mercedes, también 
en su condición de ersona ciivlmente responsable, como 
comitente del nombrado Ruperto Lucía Vanderpool, a pa-
gar a cada uno, una indemnización de veinte mil pesos oro 
(RD$20,000.00) más los intereses legales, con carácter de 
suplemento, a partir del día de la demanda, en favor de 

la parte civil constituída señores Rafael Antún, Federico 
Antún, Rosa Elena Antún y Anual Antún, como justa re-
paración de los daños y perjuicios morales y materiales, 
sufridos por ellos, en el accidente ocurrido en esta ciu-
dad, en fecha 9 de enero de 1964, entre la locomotora Ng 
18, ropiedad del Ingenio Santa Fe, conducida por Luis 
Mateo y la guagua placa pública N9 46í28, para el primer 
semestre de 196í, propiedad del señor Ramón Vinicio Mer-
cedes y Mercedes, conducida por Ruperto Lucía Vander-
pool y en cuyo accidente perdió la vida la señora María 
Abud Vda. Antún, pago que debe realizar el señor Ramón 
Vinicio Mercedes y Mercedes, solidariamente con su pre 
posé Ruberto Lucía Vanderpool, rechazándose en conse-
cuencia, las conclusiones de la parte civil constituída, en 
cuanto ellas tienden a que se condene solidariamente al In-
genio Santa Fe, y al señor Ramón Vinicio Mercedes y Mer- 
cedes, como personas civilmente responsables, por ser es-
te pedimento improcedente y mal fundado; Sexto: Recha-
za, por improcedentes y mal fundadas, las conclusiones de 
la parte civil constituida, en cuanto tiende a que se refor-
me / sentencia apelada, a los fines de que se declara ven 
cida, en vez de cancelada, la fianza de treinta mil pesos 
cro (RD$30,000.00) moneda de curso legal, otorgada por 
la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., a Ruper-
to Lucía Vanderpool, para obtener su libertad provisional 
y a que se haga la distribución del valor de esa fianza, de 
acuerdo con el artículo 11 de la ley N9 5í39, de 1915. Sép-
timo: Acoge las conclusiones de la Compañía de Seguros 
San Rafael C. por A., en cuanto solicita que se revoque el 
ordinal sexto de la sentencia apelada, que cancel la fian-
za que amparaba al sc-anculpado Ruperto Lucía Vander-
pool y ordenaba a t Ministerio Público, requerir de la Com-
pañía de Seguros San Rafael, C. por A., la presencia de 
dicho inculpado Ruperto Lucía Vanderpool, en el término 
de quince (15) días y que de no hacerlo en el término se-
ñalado, dicho funcionario exigiera de la referida compa- 
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iativa a la causa seguida al nombrado Luis Mateo, incul-
pado del delito de violación a la Ley Nc 5771, de fecha 
31 de diciembre de 1961 (golpes y heridas involuntarios que 
causaron la muerte a la persona que en vida respondía al 
nombre de María Abud Viuda Antún y golpes y heridas 
también involuntarios en perjuicio de Charles Kent, De-
iores Haumephny, Elena Natividad Wilkin de Todman y 
César Antonio Felipe), en razón de haber fallecido el re-
ferido inculpado Luis Mateo, según consta en el extracto 
de acta de defunción expedida en fecha 30 de noviembre 
de 1967, por el Oficial del Estado Civil de la Segunda Cir-
cunscripción del municipio de San Pedro de Macorís, que 
figura en el expediente; Tehcero: Pronuncia defecto con- 1., 
tra e lseñor Ramón Vinicio Mercedes y Mercedes, perso-
na civilmente responsable, por no haber comparecido a la 
audiencia, no obstante haber sido debidamente citado; 
Cuarto. Rechaza, po rimprocedente y mal fundadas, las 
conclusiones formuladas por los señores Rafael Antún, Fe-
derico Antún, Rosa Elena Antún y Anuar Antún, parte 
civil constituida, por mediación de sus abogados constituí-
dos Licenciado Luis Henríquez Castillo y Dr. Oscar Hazim 
Subero, en cuanto tienden a que considere al nombrado 
Jesús Avila, conductor o chuchero de la locomotora N9 18, 
descargado en lo penal, responsable de faltas civiles, en 
función de su cargo, en el instante del accidente que oca-
sionó la muerte de la señora María Abud Viuda Antún; 
Quinto: Revoca el ordinal quinto de la sentencia apelada 
y por propia autoridad, condena al Ingenio Santa Fe, en 
su condición de empresa civilmente responsable de su em-
pleado; quien en vida resondía al nombre de Luis Mateo 
y al señor Ramón Vinicio Mercedes y Mercedes, también 
en su condición de ersona ciivlmente responsable, como 
comitente del nombrado Ruperto Lucía Vanderpool, a pa-
gar a cada uno, una indemnización de veinte mil pesos oro 
(RD$20,000.00) más los intereses legales, con carácter de 
suplemento, a partir del día de la demanda, en favor de 

la parte civil constituida señores Rafael Antún, Federico 
Antún, Rosa Elena Antún y Anual Antún, como justa re-
paración de los daños y perjuicios morales y materiales, 
sufridos por ellos, en el accidente ocurrido en esta ciu-
dad, en fecha 9 de enero de 1964, entre la locomotora Ng 
18, ropiedad del Ingenio Santa Fe, conducida por Luis 
Mateo y la guagua placa pública N9 46í28, para el primer 
semestre de 196í, propiedad del señor Ramón Vinicio Mer-
cedes y Mercedes, conducida por Ruperto Lucía Vander-
pool y en cuyo accidente perdió la vida la señora María 
Abud Vda. Antún, pago que debe realizar el señor Ramón 
Vinicio Mercedes y Mercedes, solidariamente con su pre 
posé Ruberto Lucía Vanderpool, rechazándose en conse-
cuencia, las conclusiones de la parte civil constituida, en 
cuanto ellas tienien a que se condene solidariamente al In-
genio Santa Fe, y al señor Ramón Vinicio Mercedes y Mer- 
cedes, como personas civilmente responsables, por ser es-
te pedimento improcedente y mal fundado; Sexto: Recha-
za, por improcedentes y mal fundadas, las conclusiones de 
la parte civil constituida, en cuanto tiende a que se refor 
me Ya sentencia apelada, a los fines de que se declara ven 
cida, en vez de cancelada, la fianza de treinta mil pesos 
cro (RD$30,000.00) moneda de curso legal, otorgada por 
la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., a Ruper-
to Lucía Vanderpool, para obtener su libertad provisional 
y a que se haga la distribución del valor de esa fianza, de 
acuerdo con el artículo 11 de la ley N9 5í39, de 1915. Sép-
timo: Acoge las conclusiones de la Compañía de Seguros 
San Rafael C. por A., en cuanto solicita que se revoque el 
ordinal sexto de la sentencia apelada, que canee* la fian-
za que amparaba al sc-anculpado Ruperto Lucía Vander-
pool y ordenaba a t Ministerio Público, requerir de la Com-
pañía de Seguros San Rafael, C. por A., la presencia de 
dicho inculpado Ruperto Lucía Vanderpool, en el término 
de quince (15) días y que de no hacerlo en el término se-
ñalado, dicho 'funcionario exigiera de la referida compa- 
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ñía aseguradora, a beneficio del Estado Dominicano, el 
monto total que amparaba la fianza ya aludida y, en con-
secuencia, revoca dicho ordinal; Octavo: Rechaza, por im-
procedente y mal fundada las conclusiones de la parte ci-
vil constituida, en cuanto ellas tienden a que le sea opo-
nible a la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., en-
tidad aseguradora. la  cendenación impuesta al ingenio San-
ta Fe y al señor Ramón Vinicio Mercedes y Mercedes, por 
no haberse establecido su condición de aseguradora de las 
personas civilmente responsables; Noveno: Condena con-
junta y solidariamente al señor Ramón Vinicio Merce-
des y Mercedes, en su calidad de persona civilmente res-
ponsable y al nombrado Ruperto Lucía Vanderpool, en 
su condición de preposé de aquél, al pago de las costas ci-
viles, ordenando su distracción en provecho del Licencia-
do Luis Henríquez Castillo y el Doctor Oscar Hazim Su-
bero, quienes afirman haberla savanzado en su mayor par-
te; Décimo: Condena a la parte civil constituida, al pago 
de las costas civiles, frente a la Compañía de Seguros San 
Rafael, C. por A., ordenando su distracción en provecho 
del Licenciado Baón T. Sánchez y el doctor J. F. Monclús, 
quienes afirman haberlas avanzado en su mayor parte; 
Undécimo: Compensa las costas civiles entre el Ingenio 
Santa Fe y la pa --te civil constituída"; e' "que sobre los 
recursos de casación interpuestos por la parte civil consti-
tuida y el Ingenio Santa Fe, la Suprema Corte de Justicia 
cictó en fecha 4 de julio de 1969, una sentencia por me-
dio de la cual casó la sentencia y envió el asunto a la Cor-
te de Apelación de Santo Domingo; limitado a los puntos 
señalados en los motivos de la supradicha decisión"; d' que 
en fecha 3 de marzo de 1969 intervino la sentencia ahora 
impugnada en algunas de sus partes, cuyo dispositivo dice 
así: "Falla: Primero: Declara regular el apoderamiento 
de esta Corte en virtud a envío de casación, en relación 
con el recurso de apelación interpuestos respectivamente 

por el Dr. Juan Bautista Richiez Acevedo, a nombre y en 
representación del inculpado Luis Mateo, Ingenio Santa 
Fe, empresa civilmente responsable, y la Compañía de Se-
guros San Rafael, C. por A., entidad aseguradora; el Dr. 
José A. Hazin Azar, por sí y en representación del Lic. 
Luis Henríquez Castillo, y por el Lic. Luis Henríquez Cas-
tillo, por sí y por el Dr. Oscar Hazin Subero, a nombre y 
en representación de Rafael Antún, Federico Antún, Rosa 
Elena Antún y Anuar Antún. parte civil constituida, con-
tra sentencia del Juzgado de Primera Instancia del Distri-
to Judicial de San Pedro de Macorís, de fecha 29 de ma-
yo de 1967, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Que 
debe admitir corno en efecto Admite, la constitución en 
parte civil de los señores Rosa Elena Antún, Rafael Antún, 
Federico Antún y Anuar Antún, quienes han sido repre-
sentados por sus abogados Dr. Oscar Hazin y Lic. Henrí-
quez Castillo; Segundo: Que debe declarar como en efecto 
Declara el defecto contra el nombrado Ruperto Lucía Van-
derpool, por no haber comparecido a la audiencia no obs-
tante haber sido citado legalmente; Tercero: Que debe de-
clarar corno en erecto declara culpable a Ruperto Lucía 
Vanderpool, y Luis Mateo, de violación a la ley 5771, en 
erjuicio de la Sra. María Abud Vda. Antún; Cuarto: Que 
debe condenar como en efecto condena, a Ruperto Lucía 
Vanderpool, a sufri ra pena de dos (2- años de prisión co-
rreccional y al pago de una multa de RD$200.00, y a Luis 
Mateo, al pago d2 una multa de RD$100.00, por el hecho 
puesto a su cargo; Quinto: Que debe condenar como en 
efecto condena al Ingenio Santa Fe y a Ramón Vinicio Mer-
cedes, como persona civilmente responsable, a pagar a los 
señores Rosa Elena Antún, Rafael Antún, Federico Antún 
y Anuar Antún, una indemnización de RD$50,000.00, en 
iearación de los daños y perjuicios, morales y materiales 
sufridos por ello sen el accidente ocasionado por la Loco-
notora N9  18 propiedad del Ingenio Santa Fe, conducida 
por Luis Mateo y la guagua placa N° 46428, propiedad del 
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ñía aseguradora, a beneficio del Estado Dominicano, el 
monto total que amparaba la fianza ya aludida y, en con-
secuencia, revoca dicho ordinal; Octavo: Rechaza, por im-
procedente y mal fundada las conclusiones de la parte ci-
vil constituída, en cuanto ellas tienden a que le sea opo-
nible a la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., en-
tidad aseguradora. la  condenación impuesta al ingenio San-
ta Fe y al señor Ramón Vinicio Mercedes y Mercedes, por 
no haberse establecido su condición de aseguradora de las 
personas civilmente responsables; Noveno: Condena con-
junta y solidariamente al señor Ramón Vinicio Merce-
des y Mercedes, en su calidad de persona civilmente res-
ponsable y al nombrado Ruperto Lucía Vanderpool, en 
su condición de preposé de aquél, al pago de las costas ci-
viles, ordenando su distracción en provecho del Licencia-
do Luis Henríquez Castillo y el Doctor Oscar Hazim Su-
bero, quienes afirman haberla savanzado en su mayor par-
te; Décimo: Condena a la parte civil constituída, al pago 
de las costas civiles, frente a la Compañía de Seguros San 
Rafael, C. por A., ordenando su distracción en provecho 
del Licenciado Barón T. Sánchez y el doctor J. F. Monclús, 
quienes afirman haberlas avanzado en su mayor parte; 
Undécimo: Compensa las costas civiles entre el Ingenio 
Santa Fe y la par-te civil constituida"; c' "que sobre los 
recursos de casación interpuestos por la parte civil consti-
tuida y el Ingenio Santa Fe, la Suprema Corte de Justicia 
oictó en fecha 4 de julio de 1969, una sentencia por me-
dio de la cual casó la sentencia y envió el asunto a la Cor-
te de Apelación de Santo Domingo; limitado a los puntos 
señalados en los motivos de la supradicha decisión"; d' que 
en fecha 3 de marzo de 1969 intervino la sentencia ahora 
impugnada en algunas de sus partes, cuyo dispositivo dice 
así: "Falla: Primero: Declara regular el apoderamiento 
de esta Corte en virtud a envío de casación, en relación 
con el recurso de apelación interpuestos respectivamente 

por el Dr. Juan Bautista Richiez Acevedo, a nombre y en 
representación del inculpado Luis Mateo, Ingenio Santa 
Fe, empresa civilmente responsable, y la Compañía de Se-
guros San Rafael, C. por A., entidad aseguradora; el Dr. 
José A. Hazin Azar, por sí y en representación del Lic. 
Luis Henríquez C astillo , y por el Lic. Luis Henríquez Cas-
tillo, por sí y por el Dr. Oscar Hazin Subero, a nombre y 
en representación de Rafael Antún, Federico Antún, Rosa 
Elena Antún y Anuar Antún. parte civil constituída, con-
tra sentencia del Juzgado de Primera Instancia del Distri-
to Judicial de San Pedro de Macorís, de fecha 29 de ma-
yo de k967, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Que 
debe admitir como en efecto Admite, la constitución en 
parte civil de los señores Rosa Elena Antún, Rafael Antún, 
Federico Antún y Anuar Antún, quienes han sido repre-
sentados por sus abogados Dr. Oscar Hazin y Lic. Henrí-
quez Castillo; Segundo: Que debe declarar como en efecto 
Declara el defecto contra el nombrado Ruperto Lucía Van-
cierpool, por no haber comparecido a la audiencia no obs-
tante haber sido citado legalmente; Tercero: Que debe de- , 

 clarar como en efecto declara culpable a Ruperto Lucía 
Vanderpool, y Luis Mateo, de violación a la ley 5771, en 
erjuicio de la Sra. María Abud Vda. Antún; Cuarto: Que 
debe condenar como en efecto condena, a Ruperto Lucía 
Vanderpool, a sufri ra pena de dos (2- años de prisión co-
rreccional y al pago de una multa de RD$200.00, y a Luis 
Mateo, al pago de una multa de RD$100.00, por el hecho 
puesto a su cargo; Quinto: Que debe condenar como en 
efecto condena al Ingenio Santa Fe y a Ramón Vinicio Mer-
cedes, como persona civilmente responsable, a pagar a los 
señores Rosa Elena Antún, Rafael Antún, Federico Antún 
y Anuar Antún, una indemnización de RD$50,000.00, en 
earación de los daños y perjuicios, morales y materiales 

sufridos por ello sen el accidente ocasionado por la Loco-
r iotora N9  18 propiedad del Ingenio Santa Fe, conducida 
por Luis Mateo y la guagua placa N 9  46428, propiedad del 
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Sr. Ramón Vinicio Mercedes conducida por el Sr. Ruperto 
Lucía Vanderpool, en dicho accidente perdió la vida Ma-
ría Abud Vda. Antún. Sexto: Que debe cancelar como en 
efecto cancela, la fianza que ampara al inculpado Ruper-
to Lucía Vanderpool, y por esta misma sentencia se orde-
na al Ministerio Público, requerir de la Compañía de Se-
guros San Rafael. C. por A., la presencia del inculpado Ru-
perto Lucía Vanderpool. en el término de 15 días por ha-
ber esta compañía garantizado la fianza que Ruperto Lu-
cía Vanderpool pudiera obtener su libertad provisional, ya 
que dicha compañía San Rafael, ha violado los términos 
del Art. 10 de la Ley N 9  5439, sobre Libertad Provisional 
de Fianza de feCiv,. 11-12-11 reformada ésta en lo que res-
pecta al Art. 10 de la Ley 643 de fecha 20-12-41, y de no 
presentarse el nombrado Ruperto Lucía Vanderpool, en 
e] término arriba señalado, el Ministerio Público eyigirá 
a dicha Compañía aseguradora el monto total de RD$30 -
000.00 pesos oro que es con lo que está amparada la fian-
za de Ruperto Lucía Vanderpool, a beneficio del Estado 
Dominicano; Séptimo: Que debe descargar como en efec-
ot descarga al co-prevenido Jesús Avila, del hecho puesto 
a su cargo por no haberlo cometido; Octavo: Que debe con-
denar como en efecto condena al Ingenio Santa Fe y a Ra-
món Vinicio Mercedes, al pago de las costas, en provecho 
del Lic. Luis Henríquez Castillo y Dr. Oscar Hazin, quie-
nes afirman haborlas avanzado en su mayor parte". En 
los aspectos limitados por la sentencia de la Suprema Cor-
te de Justicia, de fecha 4 de julio de 1969; Segundo: Modi-
fica el ordinal quinto de la sentencia apelada, en e lsenti-
do de reducir la indemnización a la suma de RD$12,500.00 
(doce mil quinientos pesos), que debe pagar cada una de. 
las personas puestas en causa como civilmente responsa-
ble, en favor de la parte civil constituida, en razón de que • 
las respectivas faltas de pus preposén concurrieron en 
proporción igual a la realización del daño; Tercero: Re- 
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chaza las conclusiones de la parte civil constituida, en 
cuanto solicita se declare vencida la fianza que ampara la 
libertad provisional del prevenido Ruperto Lucía Vander-
pool, en razón de que éste no fue legalmente ciatdo para 
comparecer a la audiencia celebrada por el tribunal a-quo, 
el día 28 de abril de 1967, ni tampoco a la celebrada por 
la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, el día 13 
de mayo de 1968; revocando en esa forma el ordinal seqto 
ce la sentencia recurrida; Cuarto: Ordena que la presen-
te sentencia sea oponible, en lo que respecta a las conde-
naciones pronunciadas contra el Ingelio Santa Fe, a la 
Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., en su condi-
ción de aseguradora de la locomotora N9 18 del Ingenio 
Santa Fe; Quinto: Compensa entre las partes en causa, las 
costas de la presente instancia"; 

Considerando. que, en su memorial de casación los 
recurrentes alegan en síntesis, lo que sigue: que, al dic-
tar su sentencia, la Corte a-qua se ha excedido en el apo-
deramiento que, por medio del envío, le hizo la Suprema 
Corte por su sentencia del 4 de julio de 1969; que en la 
sentencia de la Suprema Corte se da por admitido que la 
fianza puesta por la actual interviniente para la libertad 
riel prevenido Ruperto Lucía Vanderpool estaba vencida, 
que, en tales condiciones, la Corte a-qua no podía decir 
ya que no se había vencido esa fianza, sino limitarse a 
declarar, como tribunal de fondo, su vencimiento; que, de 
todos modos, la Corte a-qua debió declarar vencida la fiar.- 
za, puesto que se (lió por establecido como cuestión de he-
cho, que el prevenido Vanderpool no se había presentado 
ante los Tribunales que conocieron de la causa que se le 
seguía, en las ocasiones en que debía hacerlo, concreta-
mente a la audiencia del Juzgado de Primera Instancia 
de San Pedro de Macorís del 28 de abril de 1967; que, al 
no declarar el vencimiento de la fianza, en virtud de esa 
incomparecencia, la Corte a-qua violó el artículo 10 de la 
Ley Sobre Libertad Provisional Bajo Fianza; pero, 
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Sr. Ramón Vinicio Mercedes conducida por el Sr. Ruperto 
Lucía Vanderpool, en dicho accidente perdió la vida Ma-
ría Abud Vda. Antún. Sexto: Que debe cancelar como en 
efecto cancela, la fianza que ampara al inculpado Ruper-
to Lucía Vanderpool, y por esta misma sentencia se orde-
na al Ministerio Público, requerir de la Compañía de Se-
guros San Rafael. C. por A., la presencia del inculpado Ru-
perto Lucía Vanderpool, en el término de 15 días por ha-
ber esta compañía garantizado la fianza que Ruperto Lu-
cía Vanderpool pudiera obtener su libertad provisional, ya 
que dicha compañía San Rafael, ha violado los términos 
del Art. 10 de la Ley N 9  5439, sobre Libertad Provisional 
de Fianza de feChf, 11-12-11 reformada ésta en lo que res-
pecta al Art. 10 de la Ley 643 de fecha 20-12-41, y de no 
presentarse el nombrado Ruperto Lucía Vanderpool, en 
el término arriba señalado, el Ministerio Público eyigirá 
a dicha Compañía aseguradora el monto total de RD$30 
000.00 pesos oro que es con lo que está amparada la fian-
za de Ruperto Lucía Vanderpool, a beneficio del Estado 
Dominicano; Sépiimo: Que debe descargar como en efec-
ot descarga al co-prevenido Jesús Avila, del hecho puesto 
r. su cargo por no haberlo cometido; Octavo: Que debe con-
denar como en efecto condena al Ingenio Santa Fe y a Ra-
món Vinicio Mercedes, al pago de las costas, en provecho 
del Lic. Luis Henríquez Castillo y Dr. Oscar Hazin, quie-
nes afirman hablas avanzado en su mayor parte". En 
los aspectos limitados por la sentencia de la Suprema Cor-
te de Justicia, de fecha 4 de julio de 1969; Segundo: Modi-
fica el ordinal quinto de la sentencia apelada, en e lsenti-
do de reducir la indemnización a la suma de RD$12,500.00 
(doce mil quinientos pesos), que debe pagar cada una de 
las personas puestas en causa como civilmente responsa-
ble, en favor de la parte civil constituida, en razón de que 
las respectivas faltas de Ous preposén concurrieron en 
proporción igual a la realización del daño; Tercero: Re- 

chaza las conclusiones de la parte civil constituída, en 
cuanto solicita se declare vencida la fianza que ampara la 
libertad provisional del prevenido Ruperto Lucía Vander-
pool, en razón de que éste no fue legalmente ciatdo para 
comparecer a la audiencia celebrada por el tribunal a-quo, 
el día 28 de abril de 1967, ni tampoco a la celebrada por 
la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, el día 13 
de mayo de 1968; revocando en esa forma el ordinal seqto 
Ge la sentencia recurrida; Cuarto: Ordena que la presen-
te sentencia sea oponible, en lo que respecta a las conde-
naciones pronunciadas contra el Ingelio Santa Fe, a la 
Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., en su condi-
ción de aseguradora de la locomotora N9 18 del Ingenio 
Santa Fe; Quinto: Compensa entre las partes en causa, las 
costas de la presente instancia"; 

Considerando. que, en su memorial de casación los 
recurrentes alegan en síntesis, lo que sigue: que, al dic-
tar su sentencia, la Corte a-qua se ha excedido en el apo-
deramiento que, por medio del envío, le hizo la Suprema 
Corte por su sentencia del 4 de julio de 1969; que en la 
sentencia de la Suprema Corte se da por admitido que la 
fianza puesta por la actual interviniente para la libertad 
del prevenido Ruperto Lucía Vanderpool estaba vencida, 
que, en tales condiciones, la Corte a-qua no podía decir 
ya que no se había vencido esa fianza, sino limitarse a 
declarar, como tribunal de fondo, su vencimiento; que, de 
todos modos, la Corte a-qua debió declarar vencida la fian-
za, puesto que se filió por establecido como cuestión de he-
cho, que el prevenido Vanderpool no se había presentado 
ente los Tribunales que conocieron de la causa que se le 
seguía, en las ocasiones en que debía hacerlo, concreta-
mente a la audiencia del Juzgado de Primera Instancia 
de San Pedro de Macorís del 28 de abril de 1967; que, al 
no declarar el vencimiento de la fianza, en virtud de esa 
incomparecencia, la Corte a-qua violó el artículo 10 de la 
Ley Sobre Libertad Provisional Bajo Fianza; pero, 
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artículo 10 de la Ley No. 1539 del 1941 sobre Libertad Pro-
visional Bajo Fianza, y, en consecuencia dicha sentencia 
debe ser casada también en este punto; en cuanto al ale-
gato contenido en el medio que se examina relativo a la 
,:tplicación errónea, en el caso, del artículo 464 del Código 
de Procedimiento Civil; que el examen de la sentencia im-
pugnada muestra que, si bien en ella se hace alusión a di-
cha disposición legal, no es en relación con el asunto ex-
puesto por el recurrente en el medio que se examina, sino 
con respecto a otros aspectos del fallo que no han sido im-
pugnados por los. recurrentes, por lo cual estos alegatos 
carecen de pertinencia y deben ser desestimados"; que, 
del contexto de esos Considerandos (y no del examen de 
un párrafo aislado de los mismos) resulta obvio que la Su-
prema Corte no casó la sentencia de la Corte de Apela-
ción de San Pedro de Macorís, en el punto de que se tra-
ta, por el simple hecho de que hubiera rechazado el ven-
cimiento de la fianza, como alega la parte recurrente, sino 
por el hecho de haber rechazado el pedimento dirigido a 
ese fin con el motivo erróneo de que tal pedimento no se 
había producido en primera instancia, sino en el grado de 
apelación, lo cual era pertinente conforme a una razonable 
interpretación del artículo 464 del Código de Procedimien-
to Civil; que, por tanto, la Corte a-qua, al conocer de todo 
lo relativo al vencimiento o no de la fianza, no se excedió 
en el apoderamiento resultante de la sentencia de la Su-
prema Corte a que ya se ha hecho referencia; que, en cuan-
to al sentido en que la Corte a-qua ha decidido el punto 
en controversia, o sea si la fianza debió declararse o no 
vencida, esta Suprema Corte estima correcta en derecho 
la decisión de la Corte a-qua en el sentidln de que no pro-
cedía declarar vencida la fianza relativa al prevenido Van-
derpool, pues los jueces del fondo han dado por estableci-
do, como cuestión de hecho que no puede ser alterada por 
esIg Suprema Corte, que en las ocasiones en que dicho 
prevenido no compareció ante los tribunales para la ins- 

Considerando, que, por su sentencia del 4 de julio de 
1969, la Suprema Corte de Justicia declaró lo siguiente: 
"que por el tercer medio del recurso, los recurrentes An-
tún alegan lo siguiente: que en la sentencia impugnada se 
expresa que el Juez de Primera Instancia declaró vencida 
la fianza prestada por el prevenido Ruperto Luc,:a. Van-
derpool para obtener su libertad provisional a pesar de 
aue dicho vencimiento no fue pedido por el Ministerio Pú-
blico, ni por la parte civil, como lo exige el artículo 10 de 
la Ley de la materia, N 9  1539, del 1941; que, sin embargo. 
la  Corte a-qua no tuvo en cuenta que en las conclusiones 
presentadas por los recurrentes ante dicha Corte se pi-
dió que se declarara vencida dicha fianza en vista de que 
el prevenido Ruperto Lucía Vanderpool no había compare-
cido a las audiencias celebradas en relación con esta li-
tis; que alegan, además los recurrentes que no se trata en 
el caso de una demanda nueva en apelación prohibida por 
el artículo 464 del Código de Procedimiento Civil, como 
se afirma en la sentencia impugnada, sino de un asunto 
que fue fallado en primera instancia y que, luego, por el 
efecto devolutivo de la apelación interpuesta por los re-
currentes, podía ser planteado en la alzada, como lo fue; 
que, en efecto, tal como lo alegan los recurrentes, en la 
sentencia impugnada se expresa que no ha lugar a decla-
rar vencida la fianza prestada por Ruperto Lucía Vander-
pool para obtener su libertad provisional, porque no había 
sido solicitada por el Ministerio Público ni por la parte 
civil; sin embargo que los pedimentos tendientes a que 
se declare vencida una fianza prestada para obtener la li-
bertad provisional pueden ser presentados por primera vez 
tanto en primera instancia como en apelación; que, por 
consiguiente, la Corte a-qua debió declarar dicho venci-
miento en vista de que la parte civil presentó conclusiones 
a ese respecto en la audiencia celebrada por dicha Corte 
para conocer de su recurso de apelación; que al no hacer-
lo así incurrió en el fallo impugnado en la violación del 
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Considerando, que, por su sentencia del 4 de julio de 
1969, la Suprema Corte de Justicia declaró lo siguiente: 
"que por el tercer medio del recurso, los recurrentes An-
ún alegan lo siguiente: que en la sentencia impugnada se 

expresa que el Juez de Primera Instancia declaró vencida 
la fianza prestada por el prevenido Ruperto Lucla Van-
derpool para obtener su libertad provisional a pesar de 
aue dicho vencimiento no fue pedido por el Ministerio Pú-
blico, ni por la parte civil, como lo exige el artículo 10 de 
la Ley de la materia, N° 1539, del 1941; que, sin embargo, 
la Corte a-qua no tuvo en cuenta que en las conclusiones 
presentadas por los recurrentes ante dicha Corte se pi-
dió que se declargra vencida dicha fianza en vista de que 
el prevenido Ruperto Lucía Vanderpool no había compare-
cido a las audiencias celebradas en relación con esta li-
tis; que alegan, además los recurrentes que no se trata en 
el caso de una demanda nueva en apelación prohibida por 
el artículo 464 del Código de Procedimiento Civil, como 
se a'firma en la sentencia impugnada, sino de un asunto 
que fue fallado en primera instancia y que, luego, por el 
efecto devolutivo de la apelación interpuesta por los re-
currentes, podía ser planteado en la alzada, como lo fue; 
que, en efecto, tal como lo alegan los recurrentes, en la 
sentencia impugnada se expresa que no ha lugar a decla-
rar vencida la fianza prestada por Ruperto Lucía Vander-
pool para obtener su libertad provisional, porque no había 
sido solicitada por el Ministerio Público ni por la parte 
civil; sin embargo, que los pedimentos tendientes a que 
se declare vencida una fianza prestada para obtener la li-
bertad provisional pueden ser presentados por primera vez 
tanto en primera instancia como en apelación; que, per 
consiguiente, la Corte a-qua debió declarar dicho venci-
miento en vista de que la parte civil presentó conclusiones 
a ese respecto en la audiencia celebrada por dicha Corte 
para conocer de su recurso de apelación; que al no hacer-
lo así incurrió en el fallo impugnado en la violación del 

artículo 10 de la Ley No. 1539 del 1941 sobre Libertad Pro-
visional Bajo Fianza, y, en consecuencia dicha sentencia 
debe ser casada también en este punto; en cuanto al ale-
gato contenido en el medio que se examina relativo a la 
aplicación erróneo, en el caso, del artículo 464 del Código 
de Procedimiento Civil; que el examen de la sentencia im-
pugnada muestra que, si bien en ella se hace alusión a di-
cha disposición legal, no es en relación con el asunto ex-
puesto por el recurrente en el medio que se examina, sino 
con respecto a otros aspectos del fallo que no han sido im-
pugnados por lo; recurrentes, por lo cual estos alegatos 
carecen de pertinencia y deben ser desestimados"; que, 
del contexto de esos Considerandos (y no del examen de 
on párrafo aislado de los mismos) resulta obvio que la Su-
prema Corte no casó la sentencia de la Corte de Apela-
ción de San Pedro de Macorís, en el punto de que se tra-
ta, por el simple hecho de que hubiera rechazado el ven-
cimiento de la fianza, como alega la parte recurrente, sino 
por el hecho de haber rechazado el pedimento dirigido a 
ese fin con el motivo erróneo de que tal pedimento no se 
había producido en primera instancia, sino en el grado de 
apelación, lo cual era pertinente conforme a una razonable 
interpretación del artículo 464 del Código de Procedimien-
to Civil; que, por tanto, la Corte a-qua, al conocer de todo 
lo relativo al vencimiento o no de la fianza, no se excedió 
en el apoderamiento resultante de la sentencia de la Su-
prema Corte a que ya se ha hecho referencia; que, en cuan-
to al sentido en que la Corte a-qua ha decidido el punto 
en controversia, o sea si la fianza debió declararse o no 
vencida, esta Suprema Corte estima correcta en derecho 
la decisión de la Corte a-qua en el sentido de que no pro-
cedía declarar vencida la fianza relativa al prevenido Van-
derpool, pues los jueces del fondo han dado por estableci-
do, como cuestión de hecho que no puede ser alterada poi. 
esta Suprema Corte, que en las ocasiones en que dicho 
prevenido no compareció ante los tribunales para la ins- 

      



BOLETIN JUDICIAL 	 2989 2988 	 BOLETIN JUDICIAL 

trucción de su causa, no había sido puesto en la obligación 
de hacerlo mediante las citaciones regulares correspondien-
tes, lo cual podía emanar de cualquiera de las partes in-
teresadas tanto en esa comparecencia, como en sacar pro-
vecho de dejar constancia de la inexcusabilidad de la in-
comparecencia; que, por todo lo expuesto, los medios de 
los recurrentes, en sus dos aspectos, carecen de fundamen-
to y deben ser desestimados; 

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente 
a la San Rafael, C. x A.; Segundo: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Rosa Elena Antún, Rafael Antún, 
Federico Antún y Anuar Antún, contra la sentencia dic-
tada en fecha 3 de marzo de 1969 por la Corte de Apela-
ción de Santo Domingo en sus atribuciones correccionales, 
cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del pre-
sente fallo, recurso limitado a lo ya analizado en los mo-
tivos de la presente sentencia; Tercero: Condena a los re-
currentes al pago de las costas. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupani.-
Manuel A. Amiania.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín 
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.—
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, 
Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
seores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diancia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DF FECHA 16 DE DICIEMBRE DEL 1970 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de 
fecha 5 de noviembre de 1969. 

Materia: Pral. 

Recurrente: Gaspar González y Seguros Pepín, S. A. 
Abogado: Dr. Francisco R. Carvajal. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Eduardo Read Ba-
rreras, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Ber-
gés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló y Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, asistidos del Secretario General, en la Sala don 
de celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo 
de Guzmán ,Distrito Nacional, hoy día 16 de diciembre 
del año 1970, años 127 9  de la Indeppendencia y 108 9  de la 
Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de 
casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Gas-
par González y Seguros Pepín, S. A., el primero, dominica-
no, mayor de edad, domiciliado y residente en la calle Sey-
bo N9  39 de esta ciudad, y la segunda, con asiento social n 
la calle Isabel la Católica N9 21 de esta ciudad, contra la 
sentencia de fecha 5 de noviembre de 1969, dictada en sus 
atribuciones correccionales por la Corte de Apelación de 
Santo Domingo, cuyo dispositivo se copia más adelante; 
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SENTENCIA DF FECHA 16 DE DICIEMBRE DEL 1970 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de 
fecha 5 de noviembre de 1969. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Gaspar González y Seguros Pepín, S. A, 
Abogado: Dr. Francisco R. Carvajal. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre d.€ la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Eduardo Read Ba-
rreras, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Ber-
gés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló y Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, asistidos del Secretario General, en la Sala don 
de celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo 
de Guzmán ,Distrito Nacional, hoy día 16 de diciembre 
del año 1970, años 127 9  de la Indeppendencia y 108 9  de la 
Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de 
casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Gas-
par González y Seguros Pepín, S. A., el primero, dominica-
no, mayor de edad, domiciliado y residente en la calle Sey-
bo N9 39 de esta ciudad, y la segunda, con asiento social n 
la calle Isabel la Católica N9  21 de esta ciudad, contra la 
sentencia de fecha 5 de noviembre de 1969, dictada en sus 
atribuciones correccionales por la Corte de Apelación de 
Santo Domingo, cuyo dispositivo se copia más adelante; 
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trucción de su causa, no había sido puesto en la obligación 
de hacerlo mediante las citaciones regulares correspondien-
tes, lo cual podía emanar de cualquiera de las partes in• 
teresadas tanto en esa comparecencia, como en sacar pro-
vecho de dejar constancia de la inexcusabilidad de la in-
comparecencia; que. por todo lo expuesto, los medios de 
los recurrentes, en sus dos aspectos, carecen de fundamen-
to y deben ser desestimados; 

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente 
a la San Rafael, C. x A.; Segundo: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Rosa Elena Antún, Rafael Antún, 
Federico Antún y Anuar Antún, contra la sentencia dic-
tada en fecha 3 de marzo de 1969 por la Corte de Apela-
ción de Santo Domingo en sus atribuciones correccionales, 
cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del pre-
sente fallo, recurso limitado a lo ya analizado en los mo- 
tivos de la presente sentencia; Tercero: Condena a los re-

currentes al pago de las costas. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupani.-
Manuel A. Amianta.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín 
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.—
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, 

Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
seores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diancia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta de los recursos de casación, levantada en 
:a Secretaría de ',a Corte a-qua en fecha 19 de enero de 
1970, a requerimiento del Dr. Fco. R. Carvajal, abogado 
de lo srecurrente3, en la cual no se expone ningún medio 

determinado de 'tasación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 49 de la Ley N 9  241, del 1967; 

10 de la Ley N° 4117, de 1955; y 1, 36 y 65 de la Ley so-

bre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en 
los documentos a que ella se refiere, consta; a) que con 
motivo de un choque sobre dos vehículos ocurrido en es-
ta ciudad el día 17 de marzo de 1969, la Segunda Cámara 
de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Nacional, dictó en 'fecha 15 de julio de 1969, una sen-
tencia, cuyo dispositivo se copia más adelante; b) que so-
bre apelación de Juan Bautista Ferrad, en su condición de 
parte civil constituida, la Corte a-qua rindió en fecha 5 de 
noviembre de 1969, la sentencia ahora impugnada en ca-
sación, con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRDIERO: 
Declara regular y válido e lrecurso de apelación interpues -

to por el nombrado Juan Bautista Ferrad, en su condición 
de parte civil colistituída. contra sentencia de la Segunda 
Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Nacional, de fecha 16 de julio de 1969, cuyo dis-

positivo dice así: "Falla: Primero: Declara al nombrado 

Gaspar González. no culpable de violar las disposiciones 

de la Ley N9  241, de Tránsito de Vehículo en perjuicio de 
Juan Bautista Ferrand, y en consecuencia lo descarga por 
no haber cometid) el hecho, por haberse establecido en et 

plenario que el accidente se debió a la falta única y ex- 
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elusivamente de la víctima y declara las costas penales de 
oficio; Segundo: Declara al nombrado Juan Bautista Fe- 
rrand, culpable de viola rel inciso a) del art. 74 de la Ley 
N9  241 de Tránsito de Vehículos en perjuicio del nombra- 
do Gaspar Gonzáez, y en consecuencia lo condena al pa-
go de una multa de RD$5.00 (Cinco Pesos Oro) así como 
al pago de las costas; Tercero: Declara regular y válido 
en cuanto a la forma la constitución en parte civil formu-
lada en audiencia por el nombrado Juan Bautista Ferrand, 
por órgano de su abogado Dr. Darío Dorrejo Espinal, en 
contra del nombrado Gaspar González, con oponibilidad 
de la sentencia a intervenir en contra de la compañía de 
Seguros Pepín S. A., por haber sido formulada conforme 
al art. 3 del Cóiigo de Procedimiento Criminal; Cuarto: 
En cuanto al fondo rechaza dicha constitución en parte 
civil, por improcedente y mal fundada"; por haberlo in-
terpuesto en tiempo hábil y de acuerdo con las normas pro-
cedimentales; SEGUNDO: Declara inadmisible dicho re-
curso en lo que respecta a su calidad de prevenido, por no 
ser esa parte de la sentencia susceptible del recurso de 
apelación; TERCERO: Declara buena y válida la consti-
tución en parte civil, hecha por e lseñor Juan Bautista Fe-
tución en parte civil, hecha por el señor Juan Bautista Fe-
rrand, contra el nombrado Gaspar González; CUARTO: 
Declara que en el presente caso existe falta común de am-
bas partes en la comisión de los hechos que se les imputar 
de violación a la Ley N 9  241; QUINTO: Condena al señor 
Gaspar González, a pagar una indemnización de Un Mil 
Pesos (RD$1,000 )0) moneda de curso legal, en favor de 
Juan Bautista F2rrand, con motivo del accidente automo-
vilístico que le ocasionaron lesiones que curan después de 
los cuarentiún días; declarando dicha sentencia oponible a 
la Compañía de Seguros Pepín S. A., en su calidad de com-
pañía aseguradora puesta en causa; SEXTO: Condena al 
co-prevenido Gaspar González, y a la compañía asegura- 
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motivo de un choque sobre dos vehículos ocurrido en es-
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elusivamente de la víctima y declara las costas penales de 
oficio; Segundo: Declara al nombrado Juan Bautista Fe- 
rrand, culpable de viola rel inciso a) del art. 74 de la Ley 
N9  241 de Tránsito de Vehículos en perjuicio del nombra- 
do Gaspar Gonaez, y en consecuencia lo condena al pa- 
go de una multa de RD$5.00 (Cinco Pesos Oro) así como 
al pago de las costas; Tercero: Declara regular y válido 
en cuanto a la forma la constitución en parte civil formu-
lada en audiencia por el nombrado Juan Bautista Ferrand, 
por órgano de su abogado Dr. Darío Dorrejo Espinal, en 
contra del nombrado Gaspar González, con oponibilidad 
de la sentencia a intervenir en contra de la compañía de 
Seguros Pepín S. A., por haber sido formulada conforme 
al art. 3 del Có-ligo de Procedimiento Criminal; Cuarto: 
En cuanto al fondo rechaza dicha constitución en parte 
civil, por improcedente y mal fundada"; por haberlo in-
terpuesto en tiempo hábil y de acuerdo con las normas pro-
cedimentales; SEGUNDO: Declara inadmisible dicho re-
curso en lo que respecta a su calidad de prevenido, por no 
ser esa parte de la sentencia susceptible del recurso de 
apelación; TERCERO: Declara buena y válida la consti-
tución en parte civil, hecha por e lseñor Juan Bautista Fe-
tución en parte civil, hecha por el señor Juan Bautista Fe-
rrand, contra el nombrado Gaspar González; CUARTO: 
Declara que en el presente caso existe falta común de am-
bas partes en la comisión de los hechos que se les imputar 
de violación a la Ley N 9  241; QUINTO: Condena al señor 
Gaspar González, a pagar una indemnización de Un Mil 
Pesos (RD$1,000 -)01 moneda de curso legal, en favor de 
Juan Bautista F2rrand, con motivo del accidente automo-
vilístico que le ocasionaron lesiones que curan después de 
los cuarentiún días; declarando dicha sentencia oponible a 
la Compañía de Seguros Pepín S. A., en su calidad de com-
pañía aseguradora puesta en causa; SEXTO: Condena al 
co-prevenido Gaspar González, y a la compañía asegura- 
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dora Seguros Pepín S. A., al pago de las costas civiles, or 
denando su distracción en provecho del Dr. Darío Dorrejc 
Espinal, quien afirma haberlas avanzado en su mayor par-
te; SEPTIMO: Condena al nombrado Juan Bautista Fe-
rrand, al pago de las costas"; 

En cuanto al recurso de Gaspar González. 

Considerando que del examen del fallo impugnado, se 
advierte que el hoy recurrente en casación, Garspar Gon-
zález, quien había figurado en el proceso como prevenido 
junto a Juan Bautista Ferrand, acusados ambos de violar 
la Ley N9 241, de 1967, sobre Tránsito de Vehículos, no fue 
apelante del fallo de primera instancia en razón a que ha-
bía sido descargado por el juez del primer grado; que él 
figuró ante la Corte a-qua como recurrido por haber ape-
lado el coprevenido Ferrand a quien le había sido recha-
zada la reclamación en daños y perjuicios que este últi• 
mo (Ferrand) hizo contra el hoy recurrente en casación 
Gaspar González; que, por tanto, el recurso por González 
ahora interpuesto, y por la compañía aseguradora del ve-
hículo que él manejaba, está necesariamente limitado al 
interés de ambos recurrentes en cuanto al aspecto civil del 
proceso, en razón de que la Corte a-qua acordó contra él 

la indemnización que en primera instancia había sido ne- 

gada; 

Considerando que los jueces del fondo dieron por es-
tablecido: a) "que siendo poco más o menos la 1:20 de la • 
tarde, del día 17 de marzo del año 1969, mientras el 'ca-
rro placa pública 52562, transitaba en dirección de Norte 

Sur por la calle Av. Máximo Gómez, conducido por el 
Sr. Gaspar González, al llegar a la esquina formada con 
la calle 27 de Febrero de esta ciudad, se produjo una co-
lisión con la motoneta placa número 10712 que transitaba 
conducida por el nombrado Juan Bta. Ferrand en diree- 

  

    

ción de Oeste a Este"; b) que ambos prevenidos cometie-
ron faltas porque no tomaron todas las precauciones nece-
sarias para evitar el choque, como era detener la marcha 
de sus respectivos vehículos; 

Considerando que como consecuencia de los hechos 
así establecidos, la Corte a-qua aunque no podía imponer 
condenación penal al prevenido Gaspar González, porque 
su descargo de primera instancia no fue apelado por el 
Ministerio Público, sí podía, como lo hizo, en cuanto a los 
interése4 civiles retener esos hechos para/ justificar las 
condenaciones civiles impuestas; que a este respecto, la 
Corte a-qua dijo lo siguiente: "que la Corte ha apreciado 
soberanamente: a) que los daños y perjuicios, tanto mora-
les como materiales sufridos por el señor Juan Bautista 
Ferrand, están suficiente y equitativamente evaluados en 
la suma de dos mil pesos oro (RD$2,000.00); b) que ambos 
conductores concurrieron con faltas iguales a la produc-
ción de los mencionados daños y perjuicios; c) que el co-
prevenido y parte civil constituida señor Juan Bautista 
Ferrand, debe absorver, el 50% de dichos daños y perjui-
cios, en razón de haber participado, por su falta personal, 
en un cincuenta por ciento a producir los mismos; d) que 
en consecuencia; el co-prevenido Gaspar González, por su 
hecho personal d'he ser condenado al pago de un mil pe-
sos oro de indemnización en favor del co-prevenido y par-
te civil constituida Juan Bautista Ferrand, equivalente al 
cincuenta por ciento de los daños y perjuicios sufridos por 
la víctima, quien sufrió lesiones que le ocasionaron en-
fermedad o impo4ibilidad para dedicarse a sus labores ha-
bituales, por un período de más de 20 días"; 

Considerando que al decidir de ese modo la Corte 
a-qua ha hecho, por las razones previamente expuestas, 
una correcta aplicación de la ley; 
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conductores concurrieron con faltas iguales a la produc-
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prevenido y parte civil constituída señor Juan Bautista 
Ferrand, debe absorver, el 50% de dichos daños y perjui-
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en un cincuenta por ciento a producir los mismos; d) que 
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Considerando que los jueces del fondo dieron por es-
tablecido: a) "que siendo poco más o menos la 1:20 de la 
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En cuanto al recurso de la Compañía Aseguradora. ta Rojas Almánwr.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 

Considerando que al tenor del artículo 37 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso sea 
interpuesto por el Ministerio Público, por la parte civil 
por la persona puesta en causa como civilmente respon-
sable, el depósito de un memorial con la exposición de los 
medios en que se funda, será obligatorio, a pena de nuli-
dad, si no se ha motivado el recurso en la declaración co-
rrespondiente; lo cual se extiende a la entidad asegurado-
•a que ha sido puesta en causa en virtud del artículo 10 

de la Ley NQ 4117, de 1955, sobre Seguro Obligatorio de 
Vehículos de Motor; 

Considerando que en la especie, ni en el momento de 
declarar su recurso, ni después por medio de un memo-
rial, y hasta el día de la audiencia, la compañía recurren-
te ha expuesto los fundamentos de su recurso, el cual, en 
tales condiciones, resulta nulo, al tenor del artículo 37 de 
la Ley antes citada; 

Considerando que no procede estatuir sobre las costas 
civiles porque la parte con interés contrario no ha com-
parecido a esta instancia a solicitarlo; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Gaspar González contra la senten-
cia dictada por la Corte de Apelación de Santo Domingo. 
en sus atribuciones correccionales, en fecha 5 de noviem-
bre de 1969, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte an 
terior del presente Tallo; Segundo: Declara nulo el recur-
so de Seguros Penín, S. A., contra la indicada sentencia; 
Tercero: Condena a los recurrentes al pago de las costas. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
\ elo de la Fuente.— Eduardo Read Barreras.— Manuel D. 
Bergés Chupani. -- Manuel A. Amiama.— Francisco Elpi-
dio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautis- 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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En cuanto al recurso de la Compañía Aseguradora. 

  

ta Rojas Almánzrr.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 

  

Considerando que al tenor del artículo 37 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso sea 
interpuesto por el Ministerio Público, por la parte civil -) 
por la persona puesta en causa como civilmente respon-
sable, el depósito de un memorial con la exposición de los 
medios en que se funda, será obligatorio, a pena de nuli-
dad, si no se ha motivado el recurso en la declaración co-
rrespondiente; lo cual se extiende a la entidad asegurado-
ra que ha sido puesta en causa en virtud del artículo 10 
de la Ley N9  4117, de 1955, sobre Seguro Obligatorio de 
Vehículos de Motor; 

Considerando que en la especie, ni en el momento de 
declarar su recurso, ni después por medio de un memo-
rial, y hasta el día de la audiencia, la compañía recurren-
te ha expuesto los fundamentos de su recurso, el cual, en 
tales condiciones, resulta nulo, al tenor del artículo 37 de 
ia Ley antes citada; 

Considerando que no procede estatuir sobre las costas 
civiles porque la parte con interés contrario no ha com-
parecido a esta instancia a solicitarlo; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Gaspar González contra la senten-
cia dictada por la Corte de Apelación de Santo Domingo. 
en sus atribuciones correccionales, en fecha 5 de noviem-
bre de 1969, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte an 
terior del presente Tallo; Segundo: Declara nulo el recur-
so de Seguros Penín, S. A., contra la indicada sentencia; 
Tercero: Condena a los recurrentes al pago de las costas. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
‘elo de la Fuente.— Eduardo Read Barreras.— Manuel D. 
Bergés Chupani. -- Manuel A. Amiama.— Francisco Elpi-
dio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautis• 

 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por ]os 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 16 DE DICIEMBRE DEL 1970 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo de 

fecha 19 de enero de 1970. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Petronila Ovalle Vda. Núñez y compartes. 
Abogados: Dr. Francisco L. Chía Troncoso y Rafael A. Sierra. 

Prevenido: Juan Esteban Bautista García. 

Ahogado: Lic. Héctor Sánchez Morcelo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Eduardo Read 
Barreras, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Ber-
gés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Be-
tas, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Ro-
o Carbuccia, asistidos del Secretario Generala en la Sa-

la donde celebra sis audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 16 de di-
ciembre del año 1970, años 127 9  de la Independencia y 108 9  
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte 
de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Petroni-
la Ovalle Vda. Núñez, Jesús María Núñez, Hilario Paula 
Contreras y Severina Pérez, dominicanos, mayores de edad, 
de quehaceres domésticos, comerciante, obrero, y de que-
haceres domésticos, respectivamente, portadores de las 
cédulas de identificación personal Nos. 12856, S-48; 169, 

S-53; 11425, S-43, sellos hábiles, respectivamente, domici-
liados y residentes el segundo en la casa N9 53 de la calle 
"La Suiza", y los demás en la Sección "Boca de Juma" del 
Municipio de Monseñor Nouel (Bonao), contra la sentencia 
de fecha 19 de enero de 1970, dictada en sus atribuciones 
correccionales po. ,? la Corte de Apelación de Santo Domin-
go, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Francisco L. Chía Troncoso, cédula N° 

44919, serie 31, ptr sí y por el Dr. Rafael A. Sierra, abo-
gado de los recurrentes, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación de fecha 19 de 
enero de 1970, levantada en la Secretaría de la Corte a-qua, 
a requerimiento del Dr. Francisco L. Chía Troncoso, abo-
gado de los recurrentes, en la cual no expone ningún me-
dio determinado de casación; 

Visto el memorial de casación de fecha 9 de noviem-
bre de 1970, suscrito por los abogados de los recurrentes, 
en el cual se exponen los medios que se indican más ade-
lante; 

Visto el escrito de fecha 9 de noviembre de 1970, fir-
mado por el Lic. Héctor Sánchez Morcelo, abogado de Juan 
Esteban Bautista García, dominicano, mayor de edad, agri-
cultor, portador de la Cédula de Identificación Personal 
N9 5735? serie 48, domiciliado en Bonao, calle Padre Fan-
tino N9  19; 

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
kerado y vistos les artículos 6 y 28 de la Ley N9 4809, 
de 1957; 1 9  y 4 de la Ley N 9  5771, de 1961; 1315, 1382 y 
1383 del Código Civil; y 141 del Código de Procedimiento 
Civil, invocado por los recurrentes; y 1 y 65 de la Ley so-
bre Procedimiento de Casación; 
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SENTENCIA DE FECHA 16 DE DICIEMBRE DEL 1970 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo de 

fecha 19 de enero de 1970. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Petronila Ovalle Vda. Núñez y compartes. 
Abogados: Dr. Francisco L. Chía Troncoso y Rafael A. Sierra. 

Prevenido: Juan Esteban Bautista García. 
Abogado: Lic, Héctor Sánchez Morcelo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Eduardo Read 
Barreras, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Ber-
gés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Be-
i as, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Ro-
jo Carbuccia, asistidos del Secretario Generala en la Sa-
la donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 16 de di-
ciembre del año 1970, años 1279  de la Independencia y 108 9 

 de la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte 
de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Petroni-
la Ovalle Vda. Núñez, Jesús María Núñez, Hilario Paula 
Contreras y Severina Pérez, dominicanos, mayores de edad, 
de quehaceres domésticos, comerciante, obrero, y de que-
haceres domésticos, respectivamente, portadores de las 
cédulas de identifIcación personal Nos. 12856, S-48; 169, 

S-53; 11425, S-43, sellos hábiles, respectivamente, domici-
liados y residentes el segundo en la casa N 9  53 de la calle 
"La Suiza", y los demás en la Sección "Boca de Juma" del 
Municipio de Monseñor Nouel (Bonao), contra la sentencia 
de fecha 19 de enero de 1970, dictada en sus atribuciones 
correccionales la Corte de Apelación de Santo Domin-
go, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Francisco L. Chía Troncoso, cédula N° 

44919, serie 31, per sí y por el Dr. Rafael A. Sierra, abo-
gado de los recurrentes, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación de fecha 19 de 
enero de 1970, levantada en la Secretaría de la Corte a-qua, 
a requerimiento del Dr. Francisco L. Chía Troncoso, abo-
gado de los recurrentes, en la cual no expone ningún me-
dio determinado de casación; 

Visto el memorial de casación de fecha 9 de noviem-
bre de 1970, suscrito por los abogados de los recurrentes, 
en el cual se exponen los medios que se indican más ade-
lante; 

Visto el escrito de fecha 9 de noviembre de 1970, fir- 
mado por el Lic. Héctor Sánchez Morcelo, abogado de Juan 
Esteban Bautista García, dominicano, mayor de edad, agri-
cultor, portador de la Cédula de Identificación Personal 
N9  5735; serie 48, domiciliado en Bonao, calle Padre Fan-
tino N° 19; 

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
"t erado y vistos lcs artículos 6 y 28 de la Ley N 9  4809, 
de 1957; 1 9  y 4 de la Ley N9  5771, de 1961; 1315, 1382 y 
1383 del Código Civil; y 141 del.Código de Procedimiento 
Civil, invocado por los recurrentes; y 1 y 65 de la Ley so-
bre Procedimiento de Casación; 
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Considerando que en la sentencia impugnada y en 
los documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con 
motivo de un accidente automovilístico ocurrido en esta 
ciudad el día 14 de octubre de 1966, la Tercera Cámara 
de lo Penal del .Juzgado de Primera Instancia del Distri-
to Nacional, regularmente apoderada, dictó en fecha 3 de 
octubre de 1967, una sentencia cuyo dispositivo figura in-
serto a continuación en el del fallo que ahora se impugna; 
b) Que sobre recursos del prevenido y de la parte civil 
constituida, la Corte de Apelación de Santo Domingo, dic-
tó en fecha 19 de enero de 1970, la sentencia ahora impug-
nada, con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: 
Declara regulares y válidos los recursos de apelación in-
tentados por el Dr. Salvador Cornielle Segura, a nombre 
y en representación del prevenido Juan Esteban Batista 
García, y por el Dr. Rafael A. Sierra C., a nombre y en 
representación de las partes civiles constituidas, contra 
sentencia de la Tercera Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Nacional, de fecha 3 del mes 
de octubre del año 1967, cuyo dispositivo dice así: "Falla: 
Primero: Se declara buena y válida en la forma y justa en 
el fondo, la constitución en parte civil hecha por Petroni-
la Ovalle Vda. Núñez, a nombre y representación de su hi-
ja menor Anincia Núñez Ovalle, por Jesús María Núñez; 
por los Sres. Hilario Paula Contreras y Severina Pérez, 
a nombre y representación de sus hijos menores José Mi-
guel y Fermina Pérez Paula; por Severina Pérez, por sí, 
contra el prevenido Juan Esteban Bautista García, por 
haberlo hecho de conformidad con la ley; Segundo: Se de-
clara a Juan Esteban Bautista García, de generales que 
constan, culpable de haber violado el artículo 6, letra B y 
artículo 28 de la ley 4809 y el artículo 1, de la Ley 5771, 
ocasionando un accidente en el que pereció el nombrado 
Francisco Antonio Núñez, y recibieron golpes y heridas 
los nombrados Severina Pérez, Jesús María Núñez, Fer- 

mina Pérez Paula, José Miguel Pérez Paula, y el conduc-
tor Juan Esteban Bautista García, curables respectivamen-
te, después de 30 días, después de 3 meses y antes de 4 me-
ses, después de 20 y antes de 30 días, después de 10 y an-
tes de 20 días y después de 3 meses y antes de 4 meses, 

en consecuencia en virtud de lo dispuesto por el párrafo 
I del artículo lro. de la ley 5771, se condena a sufrir dos 
(2) años de prisión correccional y al pago de una multa de 
Quinientos Pesos Oro (RD$500.00) y al pago de las costas 
penales; Tercero: Condenar asimismo al prevenido Juan 
Esteban Baitsta García, al pago de las siguientes idemni-
zaciones: a) (RD$7,000.00) Siete mil Pesos a favor de Pe-
tronila Ovalle V<-3a. Núñez, a nombre y representación de 
su hija menor Anincia Núñez Ovalle, b) Mil Quinientos 

- Pesos Oro (RD$1,500.00) a favor de Jesús María Núñez, c) 
Ochocientos Pesó; (RD$800.00) a favor de Severina Pé-
rez, por sí. d) Quinientos pesos (RD$500.00) a favor de Hi-
lario Paula Contreras y Severina Pérez, ambos a nombre 
y representación de sus hijos menores José Miguel y Fer-
mina Pérez Paula, por los daños tanto morales como ma 
teriales sufridos por cada uno, con ocasión del accidente, 
en que pereció el nombrado Francisco Antonio Núñez, y 
recibieron golpes y heridas, Severina Pérez, Jesús María 
Núñez, Fermina Pérez, y José Miguel Pérez Paula, cura-
bles respectivamente, después de 30 días, después de 3 
meses y antes de 4 meses, después de 20 y antes de 30 
días, después de 10 y antes de 20 días. Cuarto: Se conde-
na además al prevenido Juan Esteban Bautista García, 
pago de las costas civiles, con distracción de éstas en pro-
vecho de los Drcs. Francisco Chía Troncoso, y Rafael A. 
Sierra, quienes afirman haberlas avanzado en su totali-
dad. Quinto: Se ordena que tanto la multa como las indem-
izaciones impuestas por esta sentencia, en caso de insol-
encia del prevenido, sean compensadas con dos años de 
risión". SEGUNDO: Revoca la sentencia apelada, y la 
orte obrando por contrario imperio y autoridad propia, 
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mina Pérez Paula, José Miguel Pérez Paula, y el conduc-
tor Juan Esteban Bautista García, curables respectivamen-
te, después de 30 días, después de 3 meses y antes de 4 me-
ses, después de 20 y antes de 30 días, después de 10 y an-
tes de 20 días y después de 3 meses y antes de 4 meses, 
y en consecuencia en virtud de lo dispuesto por el párrafo 
I del artículo 1ro. de la ley 5771, se condena a sufrir dos 
(2) años de prisión correccional y al pago de una multa de 
Quinientos Pesos Oro (RD$500.00) y al pago de las costas 
penales; Tercero: Condenar asimismo al prevenido Juan 
Esteban Baitsta García, al pago de las siguientes idemni-
zaciones: a) (RD$7,000.00) Siete Mil Pesos a favor de Pe-
tronila Ovalle Vda. Núñez, a nombre y representación de 
su hija menor Anincia Núñez Ovalle, b) Mil Quinientos 
Pesos Oro (RD$1,500.00) a favor de Jesús María Núñez, c) 
Ochocientos Peso.; (RD$800.00) a favor de Severina Pé-
rez, por sí. d) Quirientos pesos (RD$500.00) a favor de Hi-
lado Paula Contreras y Severina Pérez, ambos a nombre 

representación de sus hijos menores José Miguel y Fer-
mina Pérez Paula, por los daños tanto morales como ma 
teriales sufridos por cada uno, con ocasión del accidente, 
en que pereció el nombrado Francisco Antonio Núñez, y 
recibieron golpes y heridas, Severina Pérez, Jesús María 
Núñez, Fermina Pérez, y José Miguel Pérez Paula, cura-
bles respectivamente, después de 30 días, después de 3 
meses y antes de 4 meses, después de 20 y antes de 30 
días, después de 10 y antes de 20 días. Cuarto: Se conde-

' 	r.a además al prevenido Juan Esteban Bautista García, a. 
pago de las costas civiles, con distracción de éstas en pro- 
vecho de los Dres. Francisco Chía Troncoso, y Rafael A. 
Sierra, quienes afirman haberlas avanzado en su totali- 
dad. Quinto: Se ordena que tanto la multa como las indem- 
nizaciones impuestas por esta sentencia, en caso de insol- 
vencia del prevenido, sean compensadas con dos años de 
prisión". SEGUNDO: Revoca la sentencia apelada, y la 
Corte obrando por contrario imperio y autoridad propia, 

Considerando que en la sentencia impugnada y en 
ios documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con 
motivo de un accidente automovilístico ocurrido en esta 
ciudad el día 14 de octubre de 1966, la Tercera Cámara 
de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distri-
to Nacional, regularmente apoderada, dictó en fecha 3 de 
octubre de 1967, una sentencia cuyo dispositivo figura in-
serto a continuación en el del fallo que ahora se impugna; 
b) Que sobre recursos del prevenido y de la parte civil 
constituida, la Corte de Apelación de Santo Domingo, dic-
tó en fecha 19 de enero de 1970, la sentencia ahora impug-
nada, con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: 
Declara regulares y válidos los recursos de apelación in-
tentados por el Dr. Salvador Cornielle Segura, a nombre 
y en representación del prevenido Juan Esteban Batista 
García, y por el Dr. Rafael A. Sierra C., a nombre y en 
representación de las partes civiles constituidas, contra 
sentencia de la Tercera Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Nacional, de fecha 3 del mes 
de octubre del año 1967, cuyo dispositivo dice así: "Falla: 
Primero: Se declara buena y válida en la 'forma y justa en 
el fondo, la constitución en parte civil hecha por Petroni-
la Ovalle Vda. Núñez, a nombre y representación de su hi-
ja menor Anincia Núñez Ovalle, por Jesús María Núñez; 
por los Sres. Hilario Paula Contreras y Severina Pérez, 
a nombre y representación de sus hijos menores José Mi-
guel y Fermina Pérez Paula; por Severina Pérez, por sí, 
contra el prevenido Juan Esteban Bautista García, por 
haberlo hecho de conformidad con la ley; Segundo: Se de-
clara a Juan Esteban Bautista García, de generales que 
constan, culpable de haber violado el artículo 6, letra B y 
artículo 28 de la ley 4809 y el artículo 1, de la Ley 5771, 
ocasionando un accidente en el que pereció el nombrado 
Francisco Antonio Núñez, y recibieron golpes y heridas 
los nombrados Severina Pérez, Jesús María Núñez, Fer- 
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declara al nombrado Juan Esteban Bautista García, no 
culpable del delito de violación a la Ley 5771, que se le 
imputa, y en consecuencia lo descarga de toda responsa-
bilidad penal y civil, por insuficiencia de pruebas;" 

Considerando que los recurrentes en su memorial de 
casación, invocan el siguiente medio: Desnaturalización de_ 
testimonio y de 1Js hechos de la causa. Falsa apreciación 
de los hechos. Violación al Art. 1315 del Código Civil y 
de las reglas de la prueba. Violación por desconocimiento 
e inaplicación de los Arts. 6 letra B y Artículo 28 de la 
Ley 4809; y del Art. lro., letra B y C. y párrafos 1 y 4 
de la Ley 5771. Violación por inaplicación de los arts. 1382 
y 1383 del Código Civil. Contradicción e insuficiencia de 
motivos. Violación del Art. 141 del Cód. de Proc. Civil. 
Falta de base legal; 

Considerando que en el desarrollo del medio propues-
to, los recurrentes sostienen en síntesis, que la Corte a-qua 
en los motivos del fallo impugnado dijo que se encontra-
ba "frente a una enorme duda" y que los testimonios y 
versiones "resultaban contradictorios"; que eso es 'falso 
porque ellos, los recurrentes, probaron que quien venía 
manejando la camioneta que produjo el accidente era e] 
prevenido Juan Esteban Bautista García, propietario de 
la misma; y al efecto citan y transcriben el testimonio de 
Casimiro Susaña Delgadillo, quien así lo afirmó tanto en 
la fase inicial de las investigaciones como en la Fiscalía, 
y en ambos grades de jurisdicción; que esa declaración 
confirma las dadas por los agraviados Jesús María Núñez 
y Severina Pérez; y exponen los recurrentes que la nebu-
losa la produjo "a ',o mejor sin quererlo" el Dr. García Var-
gas, Ayudante del Fiscal, por ser nativo del mismo pueblo 
que el prevenido, y al efecto comentan el cohtenido dei 
acta de traslado que realizó dicho ayudante, estimando que 
fue éste quien "puso sobre el tapete que quien manejaba 
era el señor Esteban"; que el testigo Delgadillo debió ser  

creído porque conocía perfectamente a las dos personas 
arriba citadas" y al ser rebasado por la camioneta pudo 
observar momentcs antes del accidente que quien maneja-
ba era Esteban, o sea el prevenido; y en. ese orden de ideas, 
los recurrentes hacen una pormenorizada exposición sobre 
la dirección que seguían los vehículos, y otros detalles del 
suceso; para concluir que mientras todos esos hechos los 
ponderó el juez de primer grado quien declaró culpable 
al prevenido J. Esteban Bautista García, la Corte a-qua 
los desconoció en su sentencia sobre la base de que los 
testimonios y versiones eran contradictorios; que la Corte 
estaba obligada a decir con claridad aunque fuera en for-
ma somera, en qué se basó para fallar como lo hizo; que, 
en cambio, dió, dicha Corte, una confusa motivación al res-
pecto, cuando deció decir por qué eran contradictorias las 
declaraciones; que, al efecto, "el testimonio de los testi-
gos a descargo", Nicolás Mejía y Joaquín Peña, los cua-
les comenta la Corte a-qua, ellos los recurrentes estiman 
que carecen de realidad; que si la Corte no se hallaba su-
ficientemente edificada debió reenviar la causa para ci-
tar al Ayudante del Fiscal, que no había comparecido, y 
así aclarar "su confusa acta que había levantado"; que 
de haberse ésto aclarado otra hubiera sido la decisión; que 
el prevenido a juicio de ellos era él quien manejaba la ca-
mioneta, y que en el momento del accidente manejaba sin 
licencia; que, en tales condiciones no debe favorecer 
al prevenido la máxima "in dubio pro reo"; pues el acci-
dente, estiman los recurrentes se produjo por negligencia, 
imprudencia e impericia del prevenido; por todo lo cual 
estiman que en el fallo impugnado se incurrió en los vi-
cios y violaciones por ellos denunciados, y que debe ser 
casado; pero, 

Considerando que el examen del Tallo impugnado po 
ne de manifiesto que la Corte a-qua en el segundo conside-
rando de dicho fallo dió por establecido estos hechos: "a) 
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declara al nombrado Juan Esteban Bautista García, no 
culpable del delito de violación a la Ley 5771, que se le 
imputa, y en consecuencia lo descarga de toda responsa-
bilidad penal y civil, por insuficiencia de pruebas;" 

Considerando que los recurrentes en su memorial de 
casación, invocan el siguiente medio: Desnaturalización de. 
testimonio y de :1  JS hechos de la causa. Falsa apreciación 
de los hechos. Violación al Art. 1315 del Código Civil y 
de las reglas de la prueba. Violación por desconocimiento 
e inaplicación de los Arts. 6 letra B y Artículo 28 de la 
Ley 4809; y del Art. lro., letra B y C. y párrafos 1 y 4 
de la Ley 5771. Violación por inaplicación de los arts. 1382 
y 1383 del Código Civil. Contradicción e insuficiencia de 
motivos. Violación del Art. 141 del Cód. de Proc. Civil. 
Falta de base legal; 

Considerando que en el desarrollo del medio propues-
to, los recurrentes sostienen en síntesis, que la Corte a-qua 
en los motivos del fallo impugnado dijo que se encontra-
ba "frente a una enorme duda" y que los testimonios y 
versiones "resultaban contradictorios"; que eso es 'falso 
porque ellos, los recurrentes, probaron que quien venía 
manejando la camioneta que produjo el accidente era el 
prevenido Juan Esteban Bautista García, propietario de 
la misma; y al efecto citan y transcriben el testimonio de 
Casimiro Susaña Delgadillo, quien así lo afirmó tanto en 
la fase inicial de las investigaciones como en la Fiscalía, 
y en ambos grados de jurisdicción; que esa declaración 
confirma las dadas por los agraviados Jesús María Núñez 
y Severina Pérez; y exponen los recurrentes que la nebu-
losa la produjo "a mejor sin quererlo" el Dr. García Var-
gas, Ayudante del Fiscal, por ser nativo del mismo pueblo 
que el prevenido; y al efecto comentan el con-  tenido dei 
acta de traslado que realizó dicho ayudante, estimando que 
fue éste quien "puso sobre el tapete que quien manejaba 
era el señor Esteban"; que el testigo Delgadillo debió ser  

creído porque conocía perfectamente a las dos personas 
arriba citadas" y al ser rebasado por la camioneta pudo 
observar momentcs antes del accidente que quien maneja-
ba era Esteban, o sea el prevenido; y en ese orden de ideas, 
los recurrentes hacen una pormenorizada exposición sobre 
la dirección que seguían los vehículos, y otros detalles del 
suceso; para concluir que mientras todos esos hechos los 
ponderó el juez de primer grado quien declaró culpable 
al prevenido J. Esteban Bautista García, la Corte a-qua 
los desconoció en su sentencia sobre la base de que los 
testimonios y versiones eran contradictorios; que la Corte 
estaba obligada a decir con claridad aunque fuera en for-
ma somera, en qué se basó para fallar como lo hizo; que, 
en cambio, dió, dicha Corte, una confusa motivación al res-
pecto, cuando deció decir por qué eran contradictorias las 
declaraciones; que, al efecto, "el testimonio de los testi-
gos a descargo", Nicolás Mejía y Joaquín Peña, los cua-
les comenta la Corte a-qua, ellos los recurrentes estiman 
que carecen de realidad; que si la Corte no se hallaba su-
ficientemente edificada debió reenviar la causa para ci-
tar al Ayudante del Fiscal, que no había comparecido, y 
así aclarar "su cz.,nfusa acta que había levantado"; que 
de haberse ésto aclarado otra hubiera sido la decisión; que 
el prevenido a juicio de ellos era él quien manejaba la ca-
mioneta, y que en el momento del accidente manejaba sin 
licencia; que, en tales condiciones no debe favorecer 
al prevenido la máxima "in dubio pro reo"; pues el acci-
dente, estiman los recurrentes se produjo por negligencia, 
imprudencia e impericia del prevenido; por todo lo cuas 
estiman que en el fallo impugnado se incurrió en los vi-
cios y violaciones por ellos denunciados, y que debe ser 
casado; pero, 

Considerando que el examen del fallo impugnado po 
De de manifiesto que la Corte a-qua en el segundo conside-
rando de dicho fallo dió por establecido estos hechos: "a) 
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Que aproximadamente a las seis de la mañana del día 14 
de octubre de 1967, ocurrió un accidente automovilístico 
en el kilómetro 28 de la autopista Duarte, al volcarse la ca-
mioneta placa N" 29826, propiedad del prevenido Juan 
Esteban Bautista García; b) Que a consecuencia de ese ac-
cidente murió el señor Francisco Antonio Núñez y reci-
bieron lesiones de consideración el propietario del vehícu-
lo, Juan Esteban Bautista García, y los señores Severina 
Pérez y Jesús María Núñez, así como los menores Lucina 
Pérez Paula, todos los cuales viajaban en el vehículo ac-
cidentado; c) que ese vehículo salió de la sección de Juma 
jurisdicción del Muincipio de Bonao, entre las cuatro y me-
dia o cinco de la mañana del día de autos; d) Que no se 
detuvo en ningún sitio durante todo el trayecto hasta lle-
gar al lugar del accidente; e) que dicho vehículo era con-
ducido a una elevada velocidad; f) Que el occiso había si-
do contratado como chófer del vehículo y venía laborando 
hacía unos veinte días"; que luego en los Considerando 3 9 

 y 49 , pondera el acta a que se refieren los recurrentes y los 
testimonios vertidos en esa acta, según los cuales el fun-
cionario actuante llegó a la conclusión de quien manejaba 
el vehículo era 'el occiso Francisco Antonio Núñez"; y 
a continuación la Corte a-qua pondera también la versión 
opuesta dadas poi otros declarantes en el sentido de que 
quien manejaba era el prevenido, llegando a la conclusión 
de que no quedó establecido que quien manejaba era el 
prevenido; 

Considerando que toda la exposición de los recurren-
tes, según se advierte fácilmente, tiende a exponer el cri-
terio que ellos tienen del proceso y a criticar la conclusión 
final a que llegó la Corte a-qua en uso de los poderes so-
beranos de apreciación que tienen los jueces del fondo so-
bre los elementos de juicio que se le someten; que en di-
cha ponderación no se advierte desnaturalización alguna, 
ya que fueron examinadas las dos versiones opuestas que  

se ofrecieron sobre el hecho; que, en tales condiciones, no 
ha podido configurarse ninguno de los vicios y violaciones 
que los recurrentes denuncian; que, además, no se les pue-
de exigir a los Jueces del fondo nuevos reenvíos para ins-
truir más ampliamente un proceso, si ellos, haciendo use 
de los poderes de que están investidos al respecto, no lo es-
timan pertinente; que no incurren en falta alguna los jue-
ces del fondo al exponer su opinión sobre los testimonios 
y documentos sometidos, si al hacerlo los ponderan todos, 
como ocurrió en la especie, sin alterar su sentido y alcan-
ce; que en tales condiciones, si los jueces estiman que no 
se le han prestado pruebas claras de la culpabilidad de. 
prevenido y como consecuencia de ello lo descargan por 
"insuficiencia de pruebas como dice el dispositivo, tal so-
lución es correcta, aunque en los motivos se hagan otra 
consideraciones, que aunque se refieren a la aplicación de 
la máxima "in dubio pro-reo", en definitiva lo que seña-
lan es que a los jueces del fondo no se les aportaron prue-
bas suficientes s.:bre la culpabilidad del prevenido; que, 
por tanto, los medios propuestos carecen de fundamente: 
y deben ser desest 4 mados; 

Considerando que no procede condenar a los recurren-
tes al pago de las estas civiles, porque la parte intervinien-
te no lo ha solicitado y éstas no pueden ser pronunciadas 
de oficio; 

Por tales motivos, Unico: Rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por Petronila Ovalle Vda. Núñez, Jesús 
María Núñez, Hilario Paula Contreras y Severina Pérez, 
contra sentencia dictada en sus atribuciones correccionales 
por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en fecha 19 
de enero del 1970. cuyo dispositivo ha sido copiado en par-
te anterior del presente fallo. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Eduardo Read Barreras.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francist 

rt 
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Que aproximadamente a las seis de la mañana del día 14 
de octubre de 1967, ocurrió un accidente automovilístico 
en el kilómetro 28 de la autopista Duarte, al volcarse la ca-
mioneta placa N° 29826, propiedad del prevenido Juan 
Esteban Bautista (rarcía; b) Que a consecuencia de ese ac-
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Pérez y Jesús María Núñez, así como los menores Lucina 
Pérez Paula, todos los cuales viajaban en el vehículo ac-
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dia o cinco de la mañana del día de autos; d) Que no se 
detuvo en ningún sitio durante todo el trayecto hasta lle-
gar al lugar del accidente; e) que dicho vehículo era con-
ducido a una elevada velocidad; f) Que el occiso había si-
do contratado como chófer del vehículo y venía laborando 
hacía unos veinte días"; que luego en los Considerando 3 9 

 y 4°, pondera el acta a que se refieren los recurrentes y los 
testimonios vertidos en esa acta, según los cuales el fun-
cionario actuante llegó a la conclusión de quien manejaba 
el vehículo era 'el occiso Francisco Antonio Núñez"; y 
a continuación la Corte a-qua pondera también la versión 
c,puesta dadas por otros declarantes en el sentido de que 
quien manejaba era el prevenido, llegando a la conclusión 
de que no quedó establecido que quien manejaba era el 
prevenido; 

Considerando que toda la exposición de los recurren-
tes, según se advierte fácilmente, tiende a exponer el cri-
terio que ellos tienen del proceso y a criticar la conclusión 
final a que llegó la Corte a-qua en uso de los poderes so-
beranos de apreciación que tienen los jueces del fondo so-
bre los elementos de juicio que se le someten; que en di-
cha ponderación no se advierte desnaturalización alguna, 
ya que fueron examinadas las dos versiones opuestas que 

se ofrecieron sobre el hecho; que, en tales condiciones, no 
ha podido configurarse ninguno de los vicios y violaciones 
que los recurrentes denuncian; que, además, no se les pue-
de exigir a los Jueces del fondo nuevos reenvíos para ins-
truír más ampliamente un proceso, si ellos, haciendo use 
de los poderes de que están investidos al respecto, no lo es-
timan pertinente; que no incurren en falta alguna los jue-
ces del fondo al Pxponer su opinión sobre los testimonios 
y documentos sometidos, si al hacerlo los ponderan todos. 
como ocurrió en la especie, sin alterar su sentido y alcan-
ce; que en tales condiciones, si los jueces estiman que no 
se le han prestado pruebas claras de la culpabilidad de. 
prevenido y como consecuencia de ello lo descargan por 
"insuficiencia de pruebas como dice el dispositivo, tal so-
lución es correcta, aunque en los motivos se hagan otras 
consideraciones, que aunque se refieren a la aplicación de 
la máxima "in dubio pro-reo", en definitiva lo que seña-
lan es que a los jueces del fondo no se les aportaron prue-
bas suficientes sebre la culpabilidad del prevenido; que, 
por tanto, los medios propuestos carecen de fundamente 
y deben ser desestimados; 

Considerando que no procede condenar a los recurren-
tes al pago de las castas civiles, porque la parte intervinien-
te no lo ha solicitado y éstas no pueden ser pronunciadas 
de oficio; 

Por tales motivos, Unico: Rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por Petronila Ovalle Vda. Núñez, Jesús 
María Núñez, Hilario Paula Contreras y Severina Pérez, 
contra sentencia dictada en sus atribuciones correccionales 
por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en fecha 19 
de enero del 1970. cuyo dispositivo ha sido copiado en par-
te anterior del presente fallo. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Eduardo Read Barreras.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francis& 
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co Elpidio Beras.- -- Juan Bautista Rojas Almánzar.— San-
tiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Se- 

cretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 16 DE DICIEMBRE DEL 1970 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Francisco de 

Macorís, de fecha 3 de junio de 1970. 

Materia: Penal. 

Icecurrente: Pedro María Núñez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Eduardo Read Ba-
rreras, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Ber-
gés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, 
Joaquín M. Alvarez Perelló y Juan Bautista Rojas Almán-
zar, asistidos del Secretario General, en la Sala donde ce-
lebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de 
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 16 del mes de di-
ciembre de 1970, años 1279 de la Independencia y 108 9  de 
la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte 
de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Pedro 
-2-fiaría Núñez, dominicano, mayor de edad, soltero, agricul-
tor, domiciliado y residente en el Paraje La Rosa, Cenovi, 
contra la sentencia de fecha 3 de junio de 1970, dictada 
por la Corte de Apelación de San Francisco de Macorís, 
en sus atribuciones criminales cuyo dispositivo dice así: 
"FALLA: PRIMERO: Declara regulares y válidos los re 
cursos de apelación, interpuestos por el Magistrado Pro-
curador General de esta Corte, por el prevenido Juan Mo-
negro y por el Lic. César A. Ariza, a nombre y represen- 
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co Elpidio Beras.- -- Juan Bautista Rojas Almánzar.— San-
tiago Osvaldo Rolo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Se- 

cretario General. 
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 16 DE DICIEMBRE DEL 1970 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Francisco de 

Macorís, de fecha 3 de junio de 1970. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Pedro María Núñez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Eduardo Read Ba-
rreras, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Ber-
gés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, 
3oaquín M. Alvarez Perelló y Juan Bautista Rojas Almán-
zar, asistidos del Secretario General, en la Sala donde ce-
lebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de 
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 16 del mes de di-
ciembre de 1970, años 1279 de la Independencia y 108 9  de 
la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte 
de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Pedro 
María Núñez, dominicano, mayor de edad, soltero, agricul-
tor, domiciliado y residente en el Paraje La Rosa, Cenovi, 
contra la sentencia de fecha 3 de junio de 1970, dictada 
por la Corte de Apelación de San Francisco de Macorís, 
en sus atribuciones criminales cuyo dispositivo dice así: 
"FALLA: PRIMERO: Declara regulares y válidos los re 
cursos de apelación, interpuestos por el Magistrado Pro-
curador General de esta Corte, por el prevenido Juan Mo-
negro y por el Lic. César A. Ariza, a nombre y represen- 
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ción del señor Pedro María Núñez, parte civil constituida, 
por haber sido intentado en tiempo hábil y de acuerdo a 
las leyes de procedimiento, contra sentencia dictada por la 
Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Duarte, de fecha 8 de junio del año 
1967, cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: Primero: Que 
debe Declarar y Declara, buena y válida la constitución en 
Parte Civil, hecha por el Lic. César Ariza, a nombre y re-
in-esentación del señor Pedro María Núñez, padre de la 
víctima José Amado Núñez por estar ajustada a la Ley; 
Segundo: que debe Declarar y Declara al inculpado Juan 
Monegro, de generales anotadas, culpable del crimen de 
Homicidio Voluntario, en perjuicio del que en vida res-
pondía al nombre de José Amado Núñez, y en consecuen-
cia se condena a sufrir la pena de cuatro (4) años de Tra-
bajos Públicos, acogiendo a su favor circunstancias ate-
nuantes (escala 3ra. del Código Penal); Tercero: que debe 
condenar y Condena además al inculpado Juan Monegro, 
al pago de una indemnización de RD$10,000.00 (Diez Mil 
Pesos Oro), en beneficio de la parte civil constituida, señor 
Pedro María Núñez; Cuarto: que en lo que respecta al in-
culpado Cecilio Monegro (a) Marino, acoge plenamente e 
dictamen del Representante del Ministerio Público, en el 
sentido de descargarlo por insuficiencia de pruebas; Quin-
to: que debe Condenar y Condena al inculpado Juan Mo-
negro, al pago de tas costas penales y civiles y las declara 
de oficio en cuanto a Cecilio Monegro; Sexto: en lo que se 
refiere a Cecilio Monegro, que debe condenar y Condena a 
:a parte civil constituida al pago de las costas civiles, con 
distracción en provecho de los Dres. Marino Vinicio Cas-
tillo, Miguel Angel Luna Molina y Emil Esmurdoc". SE-
GUNDO: Modifica la sentencia apelada y la Corte obran -

do por autoridad propia y contrario imperio impone la pe-
na de Cinco Años de Trabajos Públicos al prevenido Juar 
Monegro; TERCERO: Ordena la compensación en caso de 

insolvencia de la indemnización impuesta, por un año de 
prisión correccional; CUARTO: Condena a dicho prevenido 
Juan Monegro al pago de las costas penales y civiles, con 
distracción de las últimas a favor del Dr. Luis Felipe Ni-
casio, abogado quien a'firma haberlas avanzado en su ma-
yor parte; QUINTO: Confirma la sentencia apelada en sus 
demás aspectos"; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

ce la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría de la Corte a-qua en fecha 12 de junio de 1970, 
a requerimiento del Dr. Luis F. Nicasio Rodríguez, aboga-
do del recurrente, en la cual no se expone ningún medio 
determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia después de haber de-
liberado y vistos los artículos 1, 37 y 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que al tenor del artículo 37 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso sea 
interpuesto por e: Ministerio Público, por la parte civil o 
por la persona civilmente responsable, el depósito de un 
memorial con la exposición de los medios en que se funda, 
será obligatorio, a pena de nulidad, si -  no se ha motiva-
do el recurso en la declaración correspondiente; 

Considerando que en la especie el recurrente Pedro 
María Núñez, parte icvil constituida, no expuso/al hacer 
la declaración de su recurso los medios en que lo funda-
mente, ni tampoco lo ha hecho posteriormente por medio 
de un memorial, .nasta el día de la audiencia; que, en ta-
las condiciones, el citado recurso resulta nulo al tenor del 
z.rtículo 37 antes citado; 

Por tales motivos, Primero: Declara nulo, el recurso 
de casación interpuesto por Pedro María Núñez, contra la 
sentencia dictada en sus atribuciones criminales, por la Cor- 
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ción del señor Pedro María Núñez, parte civil constituida, 
por haber sido intentado en tiempo hábil y de acuerdo a 
las leyes de procedimiento, contra sentencia dictada por la 
Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Duarte, de fecha 8 de junio del año 
1967, cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: Primero: Que 
debe Declarar y Declara, buena y válida la constitución en 
Parte Civil, hecha por el Lic. César Ariza, a nombre y re-
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víctima José Amado Núñez por estar ajustada a la Ley; 
Segundo: que debe Declarar y Declara al inculpado Juan 
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pondía al nombre de José Amado Núñez, y en consecuen-
cia se condena a sufrir la pena de cuatro (4) años de Tra- ' - 
bajos Públicos, acogiendo a su favor circunstancias ate-
nuantes (escala 3ra. del Código Penal); Tercero: que debe 
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al pago de una indemnización de RD$10,000.00 (Diez Mil 
Pesos Oro), en beneficio de la parte civil constituída, señor 
Pedro María Núñez; Cuarto: que en lo que respecta al in-
culpado Cecilio Monegro (a) Marino, acoge plenamente e 
dictamen del Representante del Ministerio Público, en el 
sentido de descargarlo por insuficiencia de pruebas; Quin-
to: que debe Condenar y Condena al inculpado Juan Mo-
negro, al pago de tas costas penales y civiles y las declara 
de oficio en cuanto a Cecilio Monegro; Sexto: en lo que se 
refiere a Cecilio Monegro, que debe condenar y Condena a 
:a parte civil constituida al pago de las costas civiles, con 
distracción en provecho de los Dres. Marino Vinicio Cas-
tillo, Miguel Angel Luna Molina y Emil Esmurdoc". SE-
GUNDO: Modifica la sentencia apelada y la Corte obran-
do por autoridad propia y contrario imperio impone la pe-
na de Cinco Años de Trabajos Públicos al prevenido Juar 
Monegro; TERCERO: Ordena la compensación en caso de 

insolvencia de la indemnización impuesta, por un año de 
prisión correccional; CUARTO: Condena a dicho prevenido 
Juan Monegro al }:ago de las costas penales y civiles, con 
distracción de las últimas a favor del Dr. Luis Felipe Ni-
casio, abogado quien a'firma haberlas avanzado en su ma-
yor parte; QUINTO: Confirma la sentencia apelada en sus 
demás aspectos"; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

ce la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría de la Corte a-qua en fecha 12 de junio de 1970, 
a requerimiento del Dr. Luis F. Nicasio Rodríguez, aboga-
do del recurrente, en la cual no se expone ningún medio 
determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia después de haber de-
liberado y vistos los artículos 1, 37 y 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que al tenor del artículo 37 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso sea 
interpuesto por e: Ministerio Público, por la parte civil o 
por la persona civilmente responsable, el depósito de un 
memorial con la exposición de los medios en que se funda, 
será obligatorio, a pena de nulidad, si' no se ha motiva-
do el recurso en la declaración correspondiente; 

Considerando que en la especie el recurrente Pedro 
María Núñez, pacte icvil constituida, no expuso"al hacer 
la declaración de su recurso los medios en que lo funda-
mente, ni tampoco lo ha hecho posteriormente por medio 
de un memorial, basta el día de la audiencia; que, en ta-
las condiciones, el citado recurso resulta nulo al tenor del 
artículo 37 antes citado; 

Por tales motivos, Primero: Declara nulo, el recurso 
de casación interpuesto por Pedro María Núñez, contra la 
sentencia dictada en sus atribuciones criminales, por la Cor- 
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te de Apelación de San Francisco de Macorís, en fecha 3 
de Junio de 1970, cuyo dispositivo se ha copiado en parte 
anterior del presente fallo; Segundo: Condena al recurren-

te al pago de las costas. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente. —Eduardo Read Barreras.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiáma.— Fran-
cisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan 
Bautista Rojas Almánzar.— Ernesto Curiel hijo, Secreta- 

rio General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 18 DE DICIEMBRE DEL 1970 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de 
fecha 17 marzo de 1970. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Freite Bienvenido Cabral Ortiz, Manuel de Regla 
Cabral Romero y Seguros Pepín, S. A. 

Abogados: Dres. Ralael Rodríguez Lara y Félix A. Brito Mata. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Eduardo Read Ba-
rreras, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Berges 
Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joa-
quín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar . 

 y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secreta-
rio General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 
la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacio-
nal, hoy día 18 cíe diciembre de 1970, años 127 9  de la in-
dependencia y 1089  de la Restauración, dicta en audiencia 
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Freite 
Bienvenido Cabral Ortiz, dominicano mayor de edad, ca-
sado, chófer, cédula N 9  19820, serie 3, residente en la Sec-
ción Boca Canasta, Baní, Manuel de Regla Cabral Rome-
ro, domiciliado y residente en la calle 13, casa N 9  5, de 
esta ciudad, y Seguros Pepín, S. A., con domicilio social 
en la calle Isabel la Católica esquina Padre Billini, de es-
ta ciudad, contra la sentencia de fecha 17 de marzo de 
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te de Apelación de San Francisco de Macorís, en fecha 3 
de Junio de 1970, cuyo dispositivo se ha copiado en parte 
anterior del presente fallo; Segundo: Condena al recurren-
te al pago de las costas. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la F'uente. —Eduardo Read Barreras.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiáma.— Fran-
cisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan 
Bautista Rojas Almánzar.— Ernesto Curiel hijo, Secreta- 

rio General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces qme figuran en su encabezamiento, en la -

audiencia pública del día, mes y año en él expresados y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 18 DE DICIEMBRE DEL 1970 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de 
fecha 17 marzo de 1970. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Freite Bienvenido Cabral Ortiz, Manuel de Regla 

Cabral Romero y Seguros Pepín, S. A. 
Abogados: Dres. Rafael Rodríguez Lara y Félix A. Brito Mata. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Eduardo Read Ba-
rreras, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Berges 
Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joa-
quín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar . 

 y Santiago Osvalno Rojo Carbuccia, asistidos del Secreta-
rio General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 
la ciudad de Sante Domingo de Guzmán, Distrito Nacio-
nal, hoy día 18 de diciembre de 1970, años 127 9  de la in-
dependencia y 108 9  de la Restauración, dicta en audiencia 
pública, como co: te de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Freite 
Bienvenido Cabral Ortiz, dominicano mayor de edad, ca-
sado, chófer, cédula N9 19820, serie 3, residente en la Sec-
ción Boca Canasta, Baní, Manuel de Regla Cabral Rome-
ro, domiciliado y residente en la calle 13, casa N 9  5, de 
esta ciudad, y Seguros Pepín, S. A., con domicilio social 
en la calle Isabel la Católica esquina Padre Billini, de es-
ta ciudad, contra la sentencia de fecha 17 de marzo de 
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1970, dictada en sus atribuciones correccionales por la Cor-
te de Apelación da Santo Domingo, cuyo dispositivo se co-
pia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta de los recursos de casación, levantada en 
la Secretaría de la Corte a-qua en fecha 20 de marzo de 
1970, a requerimiento de los Doctores Rafael Rodríguez 
Lara, cédula 417 serie 10 y Félix A. Brito Mata, cédula 
29194, serie 47, abogados de los recurrentes, en la cual no 
se expone ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos lcs artículos 49, 52, 61 y 65 de la Ley NQ 
241 de 1967; 10 de la Ley N 9  4117 de 1955; 1383 y 1384 del 
Código Civil y 1, 20 y 65 de la Ley Sobre Procedimiento 
de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con mo-
tivo de un accidente automovilístico ocurrido en. esta ciu-
dad el día 27 de junio de 1969, la Tercera Cámara de le 
Penal del Juzgado de Primera Distancia del Distrito Na-
cional, dictó en fecha 10 de octubre de 1969, una senten-
cia cuyo dispositivo figura inserto a continuación en el del 
fallo ahora impugnado; b) Que sobre los recursos inter-
puestos, la Corte de Apelación de Santo Domingo dictó 
en fecha 17 de marzo de 1970, la sentencia que ahora se 
impugna con el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: 
Declara regulares y válidos los recursos de apelación in-
terpuestos por el Dr. Rafael E. Agramonte Polanco, a nom-
bre y representación de Angel Danubio Vólquez, prevenido 
y parte civil constituida; y por el Dr. Antonio Lockward Ar-
tiles, a nombre y en representación del prevenido Freite 

Bienvenido Cabral Ortiz, de la persona civilmente resperr 
sable, señor Manuel de Regla Cabral y de la Compañía Se-
guros Pepín S. A., contra sentencia de la Tercero Cáma-
ra de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis 
trito Nacional, de fecha 10 del mes de octubre del año 1969, 
cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Que se declara 
buena y válida la constitución en parte civil hecha pol 
Angel Danubio Vólquez, contra. el co-prevhnido Freite 
Bienvenido Cabral Ortiz, y el señor Manuel de Regla Ca-
bral Romero, este último en su calidad de persona civil-
mente responsable por ser regular en la forma y justa en 
el fondo; Segundo: Se declara a los nombrados Freite Bien-
venido Cabral Ortiz y Angel Danubio Vólquez, culpables 
de violación a los artículos 49 acápite "C" y 65 y 61 de la 
Ley 241; y en cubsecuencia se condenan al pago de una 
multa de veinticinco pesos oro (RD$25.00) cada uno aco-
giendo a su favor circunstancias atenuantes; Tercero: Se 
condena al co-prevenido Freite Bienvenido Cabral Ortiz, 
y al señor Manuel de Reglas Cabral Romero, este último 
en su calidad de presona civilmente responsable conjunta-' 
mente y solidariamente al pago de una indemnización de 
tres mil pesos oro (RD$3,000.00) en favor de Angel Danu-
bio Vólquez, a título de reparación por los daños tanto mo-
rales como materiales sufridos; a consecuencia del he .no 
del cual es personalmente responsable el co-prevenido Frei-
te Bienvenido Cabral Ortiz; Cuarto: Se condena al señor 
Manuel de Reglas Cabral Romero, a pagarle al señor An- 

, gel Danubio Vólquez, los intereses legales de la suma acor 
dada, a partir de la fecha de la demanda, como indemniza-
ción suplementaria; Quinto: Se condena al co-prevenido 
Freite Bienvenido Cabral Ortiz y al señor Manuel de Re-
gla Cabral Romero, este último en su calidad de persona 
civilmente responsable, el primero al pago de las costas 
penales y el segundo a las civiles; con distracción de estas 
¡últimas en favor del Dr. Rafael E. Agramonte, quien afir- 
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1970, dictada en sus atribuciones correccionales por la Cor-
te de Apelación da Santo Domingo, cuyo dispositivo se co-
pia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta de los recursos de casación, levantada en 
la Secretaría de la Corte a-qua en fecha 20 de marzo de 
1970, a requerimiento de los Doctores Rafael Rodríguez 
Lara, cédula 417 serie 10 y Félix A. Brito Mata, cédula 
29194, serie 47, abogados de los recurrentes, en la cual no 
se expone ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos les artículos 49, 52, 61 y 65 de la Ley N 9 

 241 de 1967; 10 d' la Ley N9  4117 de 1955; 1383 y 1384 del 
Código Civil y 1. 20 y 65 de la Ley Sobre Procedimiento 
de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con mo-
tivo de un accidente automovilístico ocurrido en esta ciu-
ciad el día 27 de junio de 1969, la Tercera Cámara de lo 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
cional, dictó en fecha 10 de octubre de 1969, una senten-
cia cuyo dispositivo figura inserto a continuación en el del 
fallo ahora impugnado; b) Que sobre los recursos inter-
puestos, la Corte de Apelación de Santo Domingo dictó 
en fecha 17 de marzo de 1970, la sentencia que ahora se 
impugna con el siguiente dispositivo: "Falla Primero: 
Declara regulares y válidos los recursos de apelación in-
terpuestos por el Dr. Rafael E. Agramonte Polanco, a nom-
bre y representación de Angel Danubio Vólquez, prevenido 
y parte civil constituida; y por el Dr. Antonio Lockward Ar-
tiles, a nombre y en representación del prevenido Freite 

Bienvenido Cabral Ortiz, de la persona civilmente respon-
sable, señor Manuel de Regla Cabral y de la Compañía Se-
guros Pepín S. A., contra sentencia de la Tercero Cáma-
ra de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis 
trito Nacional, de fecha 10 del mes de octubre del año 1969, 
cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Que se declara 
buena y válida la constitución en parte civil hecha poi 
Angel Danubio Vólquez, contra el co-prevenido Freite 
Bienvenido Cabral Ortiz, y el señor Manuel de Regla Ca-
bral Romero, este último en su calidad de persona civil-
mente responsable por ser regular en la forma y justa en 
el fondo; Segundo: Se declara a los nombrados Freite Bien-
venido Cabral Chez y Angel Danubio Vólquez, culpables 
de violación a los artículos 49 acápite "C" y 65 y 61 de la 
Ley 241; y en consecuencia se condenan al pago de una 
multa de veinticinco pesos oro (RD$25.00) cada uno aco-
giendo a su favor circunstancias atenuantes; Tercero: Se 
condena al co-prevenido Freite Bienvenido Cabral Ortiz, 
y al señor Manuel de Reglas Cabral Romero, este último 
en su calidad de presona civilmente responsable conjunta-
mente y solidariamente al pago de una indemnización de 
tres mil pesos oro (RD$3,000.00) en favor de Angel Danu-
bio Vólquez, a título de reparación por los daños tanto mo-
rales como materiales sufridos; a consecuencia del hc '19 

del cual es personalmente responsable el co-prevenido Frei-
te Bienvenido Cabral. Ortiz; Cuarto: Se condena al señor 
Manuel de Reglas Cabral Romero, a pagarle al señor An- 

, gel Danubio Vólquez, los intereses legales de la suma acor 
dada, a partir de la fecha de la demanda, como indemniza-
ción suplementaria ; Quinto: Se condena al co-prevenido 
Freite Bienvenido Cabral Ortiz y al señor Manuel de Re-
gla Cabral Romero, este último en su calidad de persona 
civilmente responsable ;  el primero al pago de las costas 
penales y el segundo a las civiles; con distracción de estas 
últimas en favor del Dr. Rafael E. Agramonte, quien af ir- 
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:na haberlas avanzado en su totalidad; Sexto: Se declara 
la presente sentencia oponible a la Compañía de Seguros 
l'epín, S. A., en su calidad de entidad aseguradora del ve-
hículo productor del accidente, puesta en causa, por apli-
cación del art. 10 de la Ley 4117". Segundo: Modifica el 
ordinal tercero de la sentencia apelada, en el sentido de 
rebajar el monto de la indemnización acordada, a la suma 
de (RD$1,000.00) un mil pesos oro, apreciando falta de la 
víctima; Tercero: Confirma en sus demás aspectos la sen-
tencia recurrida; Quinto: Condena a los prevenidos apelan-
tes al pago de las costas penales; Sexto: Compensa entre 
las partes en causa las costas civiles; Séptimo: Ordena que 
la presente sentencia sea oponible a la Compañía de Segu-
ros Pepín S. A."; 

En cuanto al recurso del prevenido Cabral Ortiz: 

Considerando que mediante la ponderación de los ele-
mentos de juicio regularmente administrados en la instruc-
ción de la causa, les jueces del fondo dieron por estableci-
do que las dos personas envueltas en el accidente fueron 
culpables, pero la Corte a-qua dió esta única motivación 
cn cuanto a las faltas por ellos cometidas: "que la Corte es 
de criterio que e' accidente entre los vehículos envueltos 
en el presente caso se debió a que ambos conductores o 
descuidada y atolondrada, despreciando desconsiderable-
mente los derechos y la seguridad recíprocas, de una ma-
nera tal que puso en peligro sus vidas y las propiedades 
mismas de los vehículos por ellos conducidos, hechos por 
los cuales deben ser sancionados ambos infractores, como 
culpables de conducción temeraria descuidada"; y en los 
Considerandos subsiguientes se analizan las reclamaciones 
civiles, sin revelar tampoco el hecho relativo a la falta, si-
no repitiendo que 'ambos, victimario y víctima, concurrie- 

ion con su falta al accidente" y que la falta es apreciada 
por la Corte a-qua en partes iguales, sin decir por qué; que, 
sn embargo, corr.c en el penúltimo Considerando del fa-
llo impugnado la Corte a-qua adopta, al confirmarlos, los 
motivos del juez de primer grado, esta Suprema Corte de 
Justicia ha procedido a examinar el fallo de primera ins-
tancia, a fin de ver si se suplen de ese modo los motivos; 
que hecho ese examen resulta comprobado que en la sen-
tencia apelada el juez de primer grado tampoco ofrece la 
relación de hechos necesaria para que esta Suprema Cor-
te pueda ejercer su poder de control; y tampoco señala 
cuál es la falta de ambos prevenidos, pues en el segundo 
Considerando se limita a decir: "Que de acuerdo a los tes-
timonios vertidos en el plenario ha quedado plenamente 
demostrado, que ambos co-prevenidos han violado las dis-
posiciones de la Ley 241; conformé sus propias asevera-
ciones las cuales constan en el acta de audiencia"; agre-
gando que el único testigo dijo que el accidente ocurrió en 
el centro de la vía, y "que es del juez del fondo la apre-
ciación de los hechos y circunstancias de la causa"; que, 
en tales condiciones es evidente que se trata de motivos va-
gos e imprecisos lo que equivale a falta de motivos; y que 
z.:1 no ofrecer la sentencia impugnada la descripción de los 
hechos necesarios que caracterizan la imprudencia puesta 
a cargo de los prevenidos, se ha incurrido en dicho fallo en 
el vicio de falta de base legal, por lo cual debe ser casado; 

En cuanto a los recursos de la persona puesta en 
causa y de la entidad aseguradora: 

Considerando que el recurso de casación del prev.- 
nido Cabral Ortiz, a lser admitido, aprovecha, por vía de 
consecuencia a la persona puesta en causa como civilmen-
te responsable y a la compañía aseguradora de su respon-
sabilidad civil, sin que sea necesario ponderar estos re- 
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Ina haberlas avanzado en su totalidad; Sexto: Se declara 
la presente sentencia oponible a la Compañía de Seguros 
l'epín, S. A., en su calidad de entidad aseguradora del ve-
hículo productor del accidente, puesta en causa, por apli 
catión del art. 10 de la Ley 4117". Segundo: Modifica el 
cardinal tercero de la sentencia apelada, en el sentido de 
rebajar el monto de la indemnización acordada, a la suma 
de (RD$1,000.00) un mil pesos oro, apreciando falta de la 
víctima; Tercero: Confirma en sus demás aspectos la sen-
tencia recurrida; Quinto: Condena a los prevenidos apelan-
tes al pago de las costas penales; Sexto: Compensa entre 
las partes en causa las costas civiles; Séptimo: Ordena que 
la presente sentencia sea oponible a la Compañía de Segu-
ros Pepín S. A."; 

En cuanto al recurso del prevenido Cabral Ortiz: 

Considerando que mediante la ponderación de los ele-
mentos de juicio regularmente administrados en la instruc-
ción de la causa, lcs jueces del fondo dieron por estableci-
do que las dos personas envueltas en el accidente fueron 
culpables, pero la Corte a-qua dió esta única motivación 
cn cuanto a las faltas por ellos cometidas: "que la Corte es 
de criterio que el accidente entre los vehículos envueltos 
en el presente caso se debió a que ambos conductores o 
descuidada y atolondrada, despreciando desconsiderable-
mente los derechos y la seguridad recíprocas, de una ma-
nera tal que puso en peligro sus vidas y las propiedades 
mismas de los vehículos por ellos conducidos, hechos por 
los cuales deben ser sancionados ambos infractores, como 
culpables de conducción temeraria descuidada"; y en los 
Considerandos subsiguientes se analizan las reclamaciones 
civiles, sin revelar tampoco el hecho relativo a la falta, si-
no repitiendo que 'ambos, victimario y víctima, concurrie- 

i on con su 'falta al accidente" y que la falta es apreciada 
por la Corte a-qua en partes iguales, sin decir por qué; que, 
s:n embargo, cor.o en el penúltimo Considerando del fa-
llo impugnado la Corte a-qua adopta, al confirmarlos, los 
motivos del juez de primer grado, esta Suprema Corte de 
Justicia ha procedido a examinar el fallo de primera ins-
tancia, a fin de ver si se suplen de ese modo los motivos; 
que hecho ese examen resulta comprobado que en la sen-
tencia apelada el juez de primer grado tampoco ofrece la 
relación de hechos necesaria para que esta Suprema Cor-
te pueda ejercer su poder de control; y tampoco señala 
cuál es la falta de ambos prevenidos, pues en el segundo 
Considerando se limita a decir: "Que de acuerdo a los tes-
timonios vertidos en el plenario ha quedado plenamente 
demostrado, que ambos co-prevenidos han violado las dis-
posiciones de la Ley 241; conforme' sus propias asevera-
ciones las cuales constan en el acta de audiencia"; agre-
gando que el único testigo dijo que el accidente ocurrió en 
el centro de la vía, y "que es del juez del fondo la apre-
ciación de los hechos y circunstancias de la causa"; que, 
en tales condicionEs es evidente que se trata de motivos va-
gos e imprecisos lo que equivale a falta de motivos; y que 
1.1 no ofrecer la sentencia impugnada la descripción de los 
hechos necesarios que caracterizan la imprudencia puesta 
a cargo de los prevenidos, se ha incurrido en dicho fallo en 
el vicio de falta de base legal, por lo cual debe ser casado, 

En cuanta a los recursos de la persona puesta en 
causa y de la entidad aseguradora: 

Considerando que el recurso de casación del prev..- 
nido Cabral Ortiz, a lser admitido, aprovecha, por vía de 
consecuencia a la persona puesta en causa como civilmen-
te responsable y a la compañía aseguradora de su respon-
sabilidad civil, sin que sea necesario ponderar estos re- 
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cursos; pbr consiguiente, el fallo que se examina debe ser 
casado en su totalidad; 

Por tales motivos, Primero: Casa en su totalidad la 
sentencia de fecha 17 de marzo de 1970, dictada en sus 
atribuciones correccionales por la Corte de Apelación de 
Santo Domingo, cuyo dispositivo ha sido copiado en par-
te anterior del presente fallo, y envía el asunto por ante 
la Corte de Apelación de San Cristóbal; Segundo: Decla-
ra las costas de oficio. • 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Eduardo Read Barreras.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Fran-
cisco Elpidio Beras.— Joquín M. Alvarez Perelló.— Juan 
Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo. Car-
buccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General 
uue certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 18 DE DICIEMBRE DEL 1970 

Sentenda impugnada: Tercera Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Inbtancia del Distrito Nacional de fecha 29 de 

junio de 1970. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Manuel Ernesto Peguero Martínez. 

Abogados: Dres. César Pujols D., y Aurea Vásquez de Alcántara. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Manuel 
Ramón Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Eduardo Read Ba-
rreras, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Ber-
gés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del 
Secretario General. en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito 
Nacional, hoy día 18 del mes de diciembre de 1970, años 
127Q de la Independencia y 108 9  de la Restauración, dicta 
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente 
sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Manuel 
Erneso Peguero Martínez, dominicano, mayor de edad, ca-
sado, obrero, de este domicilio y residencia, calle Respal-
do 21 número 234 parte atrás, cédula N 9  7447, serie 13, 
contra la sentencie, de 'fecha 29 de junio de 1970, dictada 
en sus atribucior es: correccionales por la Tercera Cámara 
de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
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SENTENCIA DE FECHA 18 DE DICIEMBRE DEL 1970 

Sentencia impugnada: Tercera Cámara Penal del Juzgado de 

Primera Instancia del Distrito Nacional de fecha 29 de 

junio de 1970. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Manuel Ernesto Peguero Martínez. 

Abogados: Dres. Césrr Pujels D., y Aurea Vásquez de Alcántara. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituída por los Jueces Manuel 
Ramón Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Eduardo Read Ba-
rreras, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Ber 
gés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del 
Secretario Geneu.l. en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito 
Nacional, hoy día 18 del mes de diciembre de 1970, años 
1279  de la Independencia y 108 9  de la Restauración, dicta 
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente 
sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Manuel 
Erneso Peguero Martínez, dominicano, mayor de edad, ca-
sado, obrero, de este domicilio y residencia, calle Respal-
do 21 número 234 parte atrás, cédula N 9  7447, serie 13, 
contra la sentenci, de fecha 29 de junio de 1970, dictada 
en sus atribuciones correccionales por la Tercera Cámara 
de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
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cursos; por consiguiente, el fallo que se examina debe ser 
casado en su totalidad; 

Por tales motivos, Primero: Casa en su totalidad la 
sentencia de fecha 17 de marzo de 1970, dictada en sus 
atribuciones correccionales por la Corte de Apelación de 
Santo Domingo, cuyo dispositivo ha sido copiado en par-
te anterior del presente fallo, y envía el asunto por ante 
la Corte de Apelación de San Cristóbal; Segundo: Decla-
ra las costas de oficio. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernandc 
E. Ravelo de la Fuente.— Eduardo Read Barreras.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Fran-
cisco Elpidio Beras.— Joquín M. Alvarez Perelló.— Juan 
Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo. Car-
buccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General 
oue certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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Nacional, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: 
Se declara bueno y válido el recurso de apelación inter 
puesto en fecha 12 del mes de mayo del año 1970, por e! 
nombrado Manuel Ernesto Martínez Peguero, contra sen-
tencia dictada en fecha doce (12) del mes de mayo del 1970, 
por el Juzgado (le Paz de la Tercera Circunscripción del 
Distrito Nacional, cuyo dispositivo es el siguiente: Prime 
ro: Declara la paternidad del señor Manuel Ernesto Mar-
tínez Peguero, en favor del menor de 4 años Francisco Ja-
vier Fuentes; Segundo: Declara culpable al señor Manuel 
Ernesto Martínez Peguero de haber violado las disposicio-
nes de la ley 2402 sobre paternidad en sus artículos lro. y 
2do., y en consecuencia se condena a 2 años de prisión co 
rreccional, suspeiviva en el caso de que éste cumpla con 
sus obligaciones de padre de dicho menor Francisco Javier 
Fuentes; Tercero: Se condena al nombrado Manuel Emes-
1 o Martínez Peguero al pago de las costas del presente pro-
<:edimiento y ésta nuestra sentencia sea ejecutoria no obs-
tante cualquier recurso a partir de la fecha de la querella, 
por haber sido hecho en tiempo hábil; SEGUNDO: Se con-
Prma en todas sus partes la sentencia objeto del presen-
te recurso que condenó al señor Manuel Ernesto Martínez 
Peguero, a dos años de prisión correccional y a pasar una 
pensión de RD$15 00 mensuales en favor del menor Fran-
cisco Javier Fuentes, procreado con la señora Juana Fuen-
tes. TERCERO: Se condena al prevenido Manuel Ernesto 
Martínez Peguero, al pago de las costas"; 

Oído al alguacil de turna -én la lectura del rol; 
Oído al Dr. César Pujols D., cédula N 9  10245, serie 13, 

por sí y por la Dra. Aurea Vásquez de Alcántara, cédula 
N9  '13605, serie 12, abogados del recurrente, en la lectura 
de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría del Juzgado a-quo, en fecha lro. de julio de 
1970, a requerimiento del Dr. César Pujols D., abogado 
del recurrente; 

Visto el memorial de casación de fecha 28 d eagosto 
de 1970, sometido por el recurrente, y suscrito por su abo-
gado Dr. César Pujols D., en el cual se invocan los siguien-
tes medios: Primer Medio: Violación de la Ley, desnatu-
ralización de los hochos y falsa aplicación del Derecho. Se-
gundo Medio: Falta de Motivos.; 

La Suprema Corte de Justicia después de haber de-
liberado y vistos les artículos 1 y siguientes de la Ley N• 
2402, de 1950; y 1, 36 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Considerando que al tenor del artículo 36 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación "Los condenados a una 
pena que exceda de seis meses de prisión correccional no 
podrán recurrir en casación, si no estuvieren presos o en 
libertad provisional bajo fianza"; 

Considerando a que el recurrente fue condenado a la 
pena de dos años de prisión correccional; que no se ha 
establecido que dicho recurrente esté en prisión, ni tampo-
co que haya obtenido su libertad provisional bajo fianza, 
o la suspensión de la ejecución de la pena que le fue im-
puesta de conformidad con las disposiciones de los artícu-
los 7 y 8 de la Ley 2402 de 1950; que, por tanto, el presen-
te recurso de casación no debe ser admitido; lo que hace 
innecesario ponderar los medios propuestos por el recu-
rrente; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
cursos de casación interpuesto por Manuel Ernesto Pegue-
ro Martínez, contra sentencia dictada por la Tercera Cá-
mara Penal del Distrito Nacional, de fecha 29 de junio de 
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Nacional, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: 
Se declara bueno y válido el recurso de apelación inter 
puesto en fecha 12 del mes de mayo del año 1970, por e! 
nombrado Manuel Ernesto Martínez Peguero, contra sen-
tencia dictada en iecha doce (12) del mes de mayo del 1970, 
por el Juzgado de Paz de la Tercera Circunscripción del 
Distrito Nacional, cuyo dispositivo es el siguiente: Prime 
ro: Declara la paternidad del señor Manuel Ernesto Mar-
tínez Peguero, en favor del menor de 4 años Francisco Ja-
vier Fuentes; Segundo: Declara culpable al señor Manuel 
Ernesto Martínez Peguero de haber violado las disposicio-
nes de la ley 2402 sobre paternidad en sus artículos lro. y 
2do., y en consecuencia se condena a 2 años de prisión co • 
rreccional, suspensiva en el caso de que éste cumpla con 
sus obligaciones de padre de dicho menor Francisco Javier 
Fuentes; Tercero: Se condena al nombrado Manuel Ernes-
to Martínez Peguero al pago de las costas del presente pro-
cedimiento y ésta nuestra sentencia sea ejecutoria no obs-
tante cualquier recurso a partir de la fecha de la querella, 
por haber sido hecho en tiempo hábil; SEGUNDO: Se con-
Prma en todas sus partes la sentencia objeto del presen-
te recurso que condenó al señor Manuel Ernesto Martínez 
Peguero, a dos años de prisión correccional y a pasar una 
pensión de RD$15 00 mensuales en favor del menor Fran-
cisco Javier Fuentes, procreado con la señora Juana Fuen-
tes. TERCERO: Se condena al prevenido Manuel Ernesto 
Martínez Peguero, al pago de las costas"; 

Oído al alguacil de turnoén la lectura del rol; 
Oído al Dr. César Pujols D., cédula N 9  10245, serie 13, 

por sí y por la Dra. Aurea Vásquez de Alcántara, cédula 
N9  '13605, serie 12, abogados del recurrente, en la lectura 
de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría del Juzgado a-quo, en fecha lro. de julio de 
1970, a requerimiento del Dr. César Pujols D., abogado 
del recurrente; 

Visto el memorial de casación de fecha 28 d eagosto 
de 1970, sometido por el recurrente, y suscrito por su abo-
gado Dr. César Pujols D., en el cual se invocan los siguien-
tes medios: Primer Medio: Violación de la Ley, desnatu-
ralización de los hechos y falsa aplicación del Derecho. Se-
gundo Medio: Falta de Motivos.; 

La Suprema Corte de Justicia después de haber de-
liberado y vistos les artículos 1 y siguientes de la Ley N'• 
2402, de 1950; y 1, 36 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Considerando que al tenor del artículo 36 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación "Los condenados a una 
pena que exceda de seis meses de prisión correccional no 
podrán recurrir en casación, si no estuvieren presos o en 
libertad provisional bajo fianza"; 

Considerando a que el recurrente fue condenado a la 
pena de dos años de prisión correccional; que no se ha 
establecido que dicho recurrente esté en prisión, ni tampo-
co que haya obtenido su libertad provisional bajo fianza, 
o la suspensión de la ejecución de la pena que le fue im-
puesta de conformidad con las disposiciones de los artícu-
los 7 y 8 de la Ley 2402 de 1950; que, por tanto, el presen-
te recurso de casación no debe ser admitido; lo que hace 
innecesario ponderar los medios propuestos por el recu-
rrente; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
cursos de casación interpuesto por Manuel Ernesto Pegue-
ro Martínez, contra sentencia dictada por la Tercera Cá-
mara Penal del Dirtrito Nacional, de fecha 29 de junio de 
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1970, en sus atribuciones correccionales, cuyo dispositivo 
ha sido copiado en parte anterior del presente fallo; Se-
gundo: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Eduardo Read Barreras.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Fran-
cisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan 
Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuc-
cia.— Erneso Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 18 DE DICIEMBRE DEL 1970 

Sentencia impugnada: Tercera Cámara Penal del Distrito Nacional, 
de fecha 12 de enero de 1970. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Argentina Peguero Pérez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
t'cia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Eduardo Read 
Barreras, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Ber-
gés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, 
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar y Santiago Crwaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Se-
cretario General. en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Na-
cional, hoy día 18 del mes de diciembre del año 1970, años 
1279  de la Independencia y 108 9  de la Restauración, dicta 
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente 
-entencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Argenti-
na Peguero Pérez, dominicana, mayor de edad, casada, de 
oficios domésticos, domiciliada y residente en la calle Juan 
J osé Duarte, casa N 9  33, de esta ciudad, contra la senten-
cia de fecha 20 de enero de 1970, dictada en atribuciones 
correccionales y en grado de apelación, por la Tercera Cá-
mara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Nacional, cuyo dispositivo será copiado más adelante; 
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1970, en sus atribuciones correccionales, cuyo dispositivo 
ha sido copiado en parte anterior del presente fallo; Se-
gundo: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Eduardo Read Barreras.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Fran-
cisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan 
Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuc-
cia.— Erneso Curiel hijo, Secretario General. 

La presente :sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General 
que certifico. (Fi-mado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 18 DE DICIEMBRE DEL 1970 

Sentencia impugnada: Tercera Cámara Penal del Distrito Nacional, 

de fecha 12 de enero de 1970, 

Materia: Penal. 

Recurrente: Argentina Peguero Pérez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus- 
cia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-

món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Eduardo Read 
Barreras, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Ber-
gés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, 
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar y Santiago 0:zvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Se-
cretario General. en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Na-
cional, hoy día 18 del mes de diciembre del año 1970, años 
1279  de la Independencia y 108 9  de la Restauración, dicta 
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente 
ent encia 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Argenti-
na Peguero Pérez, dominicana, mayor de edad, casada, de 
oficios domésticos, domiciliada y residente en la calle Juan 
José Duarte, casa N 9  33, de esta ciudad, contra la senten-
cia de fecha 20 d. enero de 1970, dictada en atribuciones 
correccionales y en grado de apelación, por la Tercera Cá-
mara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Nacional, cuyo dispositivo será copiado más adelante; 
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Cámara a-qua, en fecho 15 de enero de 
1970, a requerimiento de la recurrente; acta en la que nc, 
se invoca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de JustiCia, después de haber deli• 
berado y vistos les artículos 1 y siguientes de la Ley N 9 

 2402 de 1950 y sus modificaciones y 1, 20 y 65 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a qua ella se refiere, consta: a) que en fecha 17 
del mes de junio de 1969, David Bautista Mesa fue some-
tido a la acción e:e la justicia por ante el Juzgado de Paz 
de la Tercera Circunscripción del Distrito Nacional, incul-
pado del delito de violación a la Ley N9 2402 de 1950, en 
perjuicio de su hija legítima, la menor Divina María Bau-
tista Peguero, de nueve meses de edad, procreada con la 
madre querellante Argentina Peguero Pérez; b) que dicho 
Juzgado de Paz resolvió el caso mediante su sentencia de 
fecha 11 de diciembre de 1969, cuyo dispositivo dice así: 
FALLA: Primero: Pronuncia el defecto contra David Bau• 
tista Mesa por no haber comparecido a la audiencia no obs-
tante haber sido citado legalmente; Segundo: Se declara 
culpable a David Bautista Mesa de violar los artículos lro. 
y 2do. de la Ley N9  2402 sobre paternidad y en consecuen 
cia se condena a dos años de prisión correccional y al pago 
de las costas; Tercero: Se condena a David Bautista Mesa 
a pagar una pensión alimenticia de RD$30.00 mensuales a 
la madre querellante Argentina Peguero Pérez, y en fa-
vor de la menor Divina María Bautista Pérez; Cuarto: Se 
ordena la ejecución de la presente sentencia no obstante 
cualquier recurso que se interponga contra ella y a partir  

de la fecha de la querella"; c) que sobre el recurso de ape-
lación interpuesto por el procesado David Bautista Mesa, 
intervino la sentencia ahora impugnada, la que contiene 
el dispositivo siguiente: "FALLA: Primero: Se declara bue-
no y válido el recurso de apelación interpuesto por el Dr. 
Quintino Ramírez Sánchez, a nombre y representación del 
señor David Bautista Mesa contra la sentencia N 9  6372 
de fecha 11 de diciembre del año 1969, que lo condenó al 
pago de RD$30.00 (Treinta pesos oro) y dos años de pri-
sión correccional por violación a la Ley 2402; Segundo: Se 
revoca en todas sus partes la sentencia anterior y obrando 
por propia autoridad y contrario imperio se declara al pre-
venido David Bautista Mesa, culpable de violación a la 
Ley 2402; y en consecuencia se condena a sufrir dos años 
de prisión correccional y al pago de una pensión alimenti-
cia de RD$15.00 (quince pesos oro) mensuales) a la madre 
querellante señora Argentina Peguero Pérez y en favor 
de la menor Divina María Bautista Peguero; Tercero: Se 
c:ondena al prevenido David Bautista mesa al pago de las 
costas"; 

Considerando que como en apelación fue mantenida la 
pena de dos años de prisión correccional impuesta al pre-
venido, quien no ha recurrido en casación, es claro que 
el recurso de la madre querellante está limitado al monto 
de la pensión; 

Considerando que el examen del fallo impugnado po-
ne de manifiesto que el tribunal a-quo no ponderó las con-
diciones económicas de los padres ni las necesidades de 
la menor, dando los datos pertinentes al respecto, es decir, 
ofreciendo los hechos en que se basaba para reducir el 
monto de dicha pensión; que en tales condiciones el fallo 
impugnado debe ser casado, en cuanto al monto de la pen-
sión, por falta de motivos y de base legal; 

Por tales motivos: Primero: Casa en cuanto al monto 
de la pensión, la sentencia de fecha 12 de enero de 1970, 



BOLETIN JUDICIAL 	 3021 3020 	 BOLETIN JUDICIAL 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Cámara a-qua, en fecho 15 de enero de 
1970, a requerimiento de la recurrente; acta en la que nc, 
se invoca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de JustiCia, después de haber deli-
berado y vistos les artículos 1 y siguientes de la Ley Ne 
2402 de 1950 y sus modificaciones y 1, 20 y 65 de la Ley 
cobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a qua ella se refiere, consta: a) que en fecha 17 
del mes de junio de 1969, David Bautista Mesa fue some-
tido a la acción c,e la justicia por ante el Juzgado de Paz 
de la Tercera Circunscripción del Distrito Nacional, incul-
pado del delito de violación a la Ley N 9  2402 de 1950, en 
perjuicio de su hija legítima la menor Divina María Bau-
tista Peguero, de nueve meses de edad, procreada con ta 
madre querellante Argentina Peguero Pérez; b) que dicho 
Juzgado de Paz resolvió el caso mediante su sentencia de 
fecha 11 de diciembre de 1969, cuyo dispositivo dice así: 
FALLA: Primero: Pronuncia el defecto contra David Bau-
tista Mesa por no haber comparecido a la audiencia no obs-
tante haber sido '..:itado legalmente; Segundo: Se declara 
culpable a David Bautista Mesa de violar los artículos lro. 
y 2do. de la Ley N 9  2402 sobre paternidad y en consecuen 
da se condena a dos años de prisión correccional y al pago 
de las costas; Tercero: Se condena a David Bautista Mesa 
a pagar una pensión alimenticia de RD$30.00 mensuales a 
la madre querellante Argentina Peguero Pérez, y en fa-
vor de la menor Divina María Bautista Pérez; Cuarto: Se 
ordena la ejecución de la presente sentencia no obstante 
cualquier recurso que se interponga contra ella y a partir .  

de la fecha de la querella"; c) que sobre el recurso de ape-
lación interpuesto por el procesado David Bautista Mesa, 
intervino la sentencia ahora impugnada, la que contiene 
el dispositivo siguiente: "FALLA: Primero: Se declara bue-
no y válido el recurso de apelación interpuesto por el Dr. 
Quintino Ramírez Sánchez, a nombre y representación del 
señor David Bautista Mesa contra la sentencia N9 6372 
c1e fecha 11 de diciembre del año 1969, que lo condenó al 
pago de RD$30.00 (Treinta pesos oro) y dos años de pri-
sión correccional por violación a la Ley 2402; Segundo: Se 
revoca en todas sus partes la sentencia anterior y obrando 
por propia autoridad y contrario imperio se declara al pre-
venido David Bautista Mesa, culpable de violación a la 
Ley 2402; y en consecuencia se condena a sufrir dos años 
de prisión correccional y al pago de una pensión alimenti-
cia de RD$15.00 (quince pesos oro) mensuales) a la madre 
querellante señora Argentina Peguero Pérez y en favor 
de la menor Divina María Bautista Peguero; Tercero: Se 
condena al prevenido David Bautista Mesa al pago de las 
costas"; 

Considerando que como en apelación fue mantenida la 
pena de dos años de prisión correccional impuesta al pre-
venido, quien no ha recurrido en casación, es claro que 
el recurso de la madre querellante está limitado al monto 
de la pensión; 

Considerando que el examen del fallo impugnado po-
ne de manifiesto que el tribunal a-quo no ponderó las con-
diciones económicas de los padres ni las necesidades de 
Ja menor, dando los datos pertinentes al respecto, es decir, 
ofreciendo los hechos en que se basaba para reducir el 
monto de dicha pensión; que en tales condiciones el fallo 
impugnado debe ser casado, en cuanto al monto de la pen-
sión, por falta de motivos y de base legal; 

Por tales motivos: Primero: Casa en cuanto al monto 
de la pensión, la sentencia de fecha 12 de enero de 1970, 
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dictada por la Tercera Cámara Penal del Distrito Nacio-
nal, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del 
presente fallo, y, ;a envía a la Primera Cámara de lo Pe-
ral del Juzgado 'e Primera Instancia del Distrito Nacio-
nal, como tribunal de segundo grado; Segundo: Declara las 
costas de oficio. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Eduardo Read Barreras.— Ma-
Auel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francis-
co Elpidio Beras.— Joquín M. Alvarez Perelló.— Juan 
Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojos Car-
buccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados ST 

fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. . 

SENTENCIA DE FECHA 21 DE DICIEMBRE DEL 1970 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo de 
fecha 9 de julio de 1970. 

Materia: Civil. 

Recurrente: Raymundo Eduardo Mejía. 
Abogado: Dr. Bienv':nido Mejía y Mejía. 

Recurrido: Ramiro Martínez Canales. 
Abogados: Lic, Pablo A. Pérez y Dr. José Martín Elseviff López. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, 
Joaquín M. Alvarez Perelló y Juan Bautista Rojas Almán-
zar, asistidos del Secretario General, en la Sala donde ce-
lebra sus audien.:ias, en la ciudad de Santo Domingo de 
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 21 de diciembre del 
1970, años 1279 de la Independencia y 108 9  de la Restau-
ración, dicta en audiencia pública, como corte de casa-
ción, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Raymun-
do Eduardo Mejía, dominicano, mayor de edad, casado, pro-
pietario, domiciliado en la casa N9 105, de la calle Abréu, 
de esta ciudad, con cédula N 9  29943, serie lra., contra sen-
tencia dictada en sus atribuciones civiles por la Corte de 
Apelación de Santo Domingo en fecha 9 de julio de 1969, 
cuyo dispositivo :7.e copia más adelante; 
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dictada por la Tercera Cámara Penal del Distrito Nacio-
nal, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del 
;presente fallo, y, ;a envía a la Primera' Cámara de lo Pe-
ral del Juzgado 'e Primera Instancia del Distrito Nacio-
nal, como tribunal de segundo grado; Segundo: Declara las 
costas de oficio. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Eduardo Read Barreras.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francis-
co Elpidio Beras.— Joquín M. Alvarez Perelló.— Juan 
Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojos Car-
buccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces eple figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados -y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. . 

SENTENCIA DE FECHA 21 DE DICIEMBRE DEL 1970 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo de 
fecha 9 de julio de 1970. 

Materia: Civil. 

Recurrente: Raymundo Eduardo Mejía. 

Abogado: Dr. Bienv':nido Mejía y Mejía. 

Recurrido: Ramiro Martínez Canales. 

Abogados: Lic. Pablo A. Pérez y Dr. José Martín Elseviff López. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, 
Joaquín M. Alvarez Perelló y Juan Bautista Rojas Almán-
zar, asistidos del Secretario General, en la Sala donde ce-
lebra sus audien.:ias, en la ciudad de Santo Domingo de 
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 21 de diciembre del 
1970, años 127 9  de la Independencia y 108 9  de la Restau-
ración, dicta en audiencia pública, como corte de casa-
ción, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Raymun-
do Eduardo Mejía, dominicano, mayor de edad, casado, pro-
pietario, domiciliado en la casa N9 105, de la calle Abréu, 
de esta ciudad, con cédula N9 29943, serie 1ra., contra sen-
tencia dictada en sus atribuciones civiles por la Corte de 
Apelación de Santo Domingo en fecha 9 de julio de 1969, 
cuyo dispositivo ce copia más adelante; 
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Bienvenido Mejía y Mejía, cédula N 9  46688, 

serie 1ra., abogado del recurrente, en la lectura de sus 
conclusiones; 

Oído a los Dres. Pablo A. Pérez y José Martín Elseviff 
López, cédulas Nos. 3662, serie 31, y 49724, serie lra. abo-
gados del recurrido Ramiro Martínez Canales, español, ma-
yor de edad, Ingeniero Mecánico, domiciliado en la casa 
N9  8 de•la calle 4 Este del Ensanche Esperilla de esta ciu- 
dad, en la lectura da sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación, suscrito en fecha 5 de 
agosto de 1959, po rel abogado del recurrente, en el cual 
se invocan los medios de casación que se indican más ade-
lante; 

Visto el memorial de defensa suscrito en fecha 15 de 
mayo de 1970, por los abogados del recurrido. 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 8, inciso 13 de la Constitu-
ción de la República, 554, 1134, 1315, 1719, 1726, 1721 y 
1743 del Código Civil, 141 del Código de Procedimiento 
Civil y 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo 
de una demanda e n reparación de daños y perjuicios in-
tentada por Ramiro Martínez Canales contra Raymundo 
Eduardo Mejía, la Cámara Civil y Comercial de la Segunda 
Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Nacional, dictó en sus atribuciones civiles en fecha 
20 del mes de junio de 1968, una sentencia con el siguiente 
dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Acoge las conclusiones 
formuladas por la parte demandada Raymundo Eduardo 

Mejía, por los motivos anteriormente expuestos; SEGUN-
DO: Rechaza por improcedente la demanda en reclama-
ción de Daños y Perjuicios intenada por Ramiro Martínez 
Canales, contra Raymundo Eduardo Mejía, por no haber 
aportado aquél ningún documento en apoyo a su deman-
da; y, TERCERO: Condena al demandante Ramiro Martí-
nez Canales, parte que sucumbe, al pago de las costas oca-
sionadas con motivo de la presente instancia; distraídas en 
provecho del Dr. Bienvenido Mejía y Mejía, quien afirma 
haberlas avanzado en su mayor parte; "b) que sobre ape-
lación de Ramiro Martínez Canales, la Corte de Apelación 
de Santo Domingo, dictó la sentencia ahora impugnada, 
cuyo dispositivo se transcribe a continuación: "FALLA: 
PRIMERO: Declara regular y válido, en cuanto a la forma, 
el recurso de apelación interpuesto por Ramiro Martínez 
Canales. SEGUNDO: Revoca la sentencia apelada, dictada 
por la Cámara de lo Civil y Comercial de la Segunda Cir-
cunscripción del Juzgado de Primera Instancia del Distri-
to Naiconal, en atribuciones civiles, de fecha 20 de junio 
de 1968, y cuyo dispositivo aparece copiado en otro lugar 
del presente fallo; TERCERO: Obrando por propia autori-
dad condena al señor Raymundo Eduardo Mejía, al pago 
de la suma de Seis Mil Pesos Oro Dominicanos (RD$6,- 
000.00) a título de indemnización; CUARTO: Condena a 
Raymundo Eduardo Mejía, al pago de los intereses legales 
de la predicha suma, a-partir de la denianda, a título de 
indemnización supletoria; QUINTO: Condena al señor Ray-
mundo Eduardo Mejía, al pago de las costas de ambas ins-
tancias con distracción de las mismas en favor del licen-
rciado Pablo A. Pérez y del Dr. José Martín Elseviff Ló-
pez, quienes afirman haberlas avanzado en su mayor par-
te;" 

Considerando que en su memorial de Casación el re-
currente invoca los siguientes medios: Primer Medio: Fal-
ta de motivos y de base legal. Desnaturalización de la prue- 
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Bienvenido Mejía y Mejía, cédula N 9  46688. 

serie 1ra., abogado del recurrente, en la lectura de sus 
conclusiones; 

Oído a los Dres. Pablo A. Pérez y José Martín Elseviff 
López, cédulas Nos. 3662, serie 31, y 49724, serie Ira. abo-
gados del recurrido Ramiro Martínez Canales, español, ma-
yor de edad, Ingeniero Mecánico, domiciliado en la casa 
N9  8 de-la calle 4 Este del Ensanche Esperilla de esta ciu-
dad, en la lectura da sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación, suscrito en fecha 5 de 
agosto de 1959, po rel abogado del recurrente, en el cual 
se invocan los medios de casación que se indican más ade-
lante; 

Visto el memorial de defensa suscrito en fecha 15 de 
mayo de 1970, por los abogados del recurrido. 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 8, inciso 13 de la Constitu-
ción de la República, 554, 1134, 1315, 1719, 1726, 1721 y 
1743 del Código Civil, 141 del Código de Procedimiento 
Civil y 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 

documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo 
de una demanda tfn reparación de daños y perjuicios in-
tentada por Ramiro Martínez Canales contra Raymundo 
Eduardo Mejía, la Cámara Civil y Comercial de la Segunda 
Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Nacional, dictó en sus atribuciones civiles en fecha 
20 del mes de junio de 1968, una sentencia con el siguiente 
dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Acoge las conclusiones 
formuladas por la parte demandada Raymundo Eduardo 

Mejía, por los motivos anteriormente expuestos; SEGUN-
DO: Rechaza por improcedente la demanda en reclama-
ción de Daños y Perjuicios intenada por Ramiro Martínez 
Canales, contra Raymundo Eduardo Mejía, por no haber 
aportado aquél ningún documento en apoyo a su deman-
da; y, TERCERO: Condena al demandante Ramiro Martí-
nez Canales, parte que sucumbe, al pago de las costas oca-
sionadas con motivo de la presente instancia; distraídas en 
provecho del Dr. Bienvenido Mejía y Mejía, quien afirma 
haberlas avanzado en su mayor parte; "b) que sobre ape-
lación de Ramiro Martínez Canales, la Corte de Apelación 
de Santo Domingo, dictó la sentencia ahora impugnada, 
cuyo dispositivo se transcribe a continuación: "FALLA: 
PRIMERO: Declara regular y válido, en cuanto a la forma, 
el recurso de apelación interpuesto por Ramiro Martínez 
Canales. SEGUNDO: Revoca la sentencia apelada, dictada 
por la Cámara de lo Civil y Comercial de la Segunda Cir-
cunscripción del Juzgado de Primera Instancia del Distri-
to Naiconal, en atribuciones civiles, de fecha 20 de junio 
de 1968, y cuyo dispositivo aparece copiado en otro lugar 
del presente fallo; TERCERO: Obrando por propia autori-
dad condena al señor Raymundo Eduardo Mejía, al pago 
de la suma de Seis Mil Pesos Oro Dominicanos (RD$6,- 
000.00) a título de indemnización; CUARTO: Condena a 
Raymundo Eduardo Mejía, al pago de los intereses legales 
de la predicha suma, a-partir de la derranda, a título de 
indemnización supletoria; QUINTO: Condena al señor Ray-
mundo Eduardo Mejía, al pago de las costas de ambas ins-
tancias con distracción de las mismas en 'favor del licen-
rciado Pablo A. Pérez y del Dr. José Martín Elseviff Ló-
pez, quienes afirman haberlas avanzado en su mayor par-
te;" 

Considerando que en su memorial de Casación el re-
currente invoca los siguientes medios: Primer Medio: Fal-
ta de motivos y de base legal. Desnaturalización de la prue- 
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ba y falsa aplicación de la misma. Violación de los artícu-
los 1315, 1134 y 1743, del Código Civil Dominicano. Se-
gundo Medio: Violación de los artículos 1719, párrafo ter-
cero; 1725, 1726 y 1727 del Código Civil. Errada aplica-
ción del artículo 1382 del Código Civil. Tercer Medio: Vio-
lación al artículo 8, inciso 13, de la sesión primera del tí-
tulo Segundo de la Constitución de la República. Violación 
del artículo 544 del Código Civil; 

    

             

          

se entre el nuevo propietario y el arrendatario; que, de 
acuerdo con la interpretación de los mismos textos, el ven-
dedor no es responsable de daños y perjuicios en provecho 
del arrendatario, sino cuando, como resultado de un previo 
litigio entre el arrendatario y el nuevo propietario, se ha-
ya reconocido judicialmente que el contrato de arrenda-
miento no tenía fecha cierta por culpa imputable del arren-
dador, o porque el contrato de arrendamiento contenía una 
estipulación que autorizaba al adquiriente a expulsar al 
arrendatario, causando una u otra circunstancia que el 
arrendatario haya sucumbido en su litigio con el adqui-
riente; quedando el monto de la indemnización imponible 
en esas hipótesis al vendedor, sujeta, a la regla taxativa 
prescrito en el artículo 1745 y no, en este caso especial, a 
la apreciación de los jueces; que, en el caso que se exami-
na, se ha impuesto al propietario que había hecho el arren-
damiento y vendido el inmueble, una obligación impro-
cedente mientras no se hubiera establecido que el arrenda-
tario recurrido demandó al adquiriente a los mismos fi-
nes, sucumbiendo en su demanda por las causas ya ano-
tadas; que, por tanto, la sentencia impugnada debe ser ca-
sada por violación de las reglas contenidas en los artículos 
1743 a 1751 del Código Civil, sin necesidad de ponderar 
los demás alegatos del recurrente; 

Por tales motivos, Primero: Casa en todas sus partes 
la sentencia dictada en fecha 9 de julio de 1969, por la 
Corte de Apelación de Santo Domingo, en sus atribucio-
nes civiles, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior 
del presente fallo, y envía el asunto a la Corte de Apela-
ción de San Cristóbal; Segundo: Condena al recurrido al 
pago de las costas, distrayéndolas en provecho del Dr. 
Bienvenido Mejía y Mejía, abogado del recurrente quien 
afirma haberlas avanzado en su totalidad. 

          

          

          

          

          

          

Considerando, que el recurrente en el desarrollo de su 
tercer medio de casaciór, que por estar relacionado según 
lo pretende dicho recurrente, con un precepto constitu-
cional, se examina en primer término, alega en síntesis, 
que la Corte a-qua al imponerle al arrendador Raymundo 
Eduardo Mejía, la obligación de haber notificado un des-
ahucio por acto de alguacil a Ramiro Martínez Canales, 
con 60 días de anticipación, antes de vender la propiedad 
alquilada, cláusula no consentida ni redactada en el Con-
trato de inquilinato intervenido entre ellos, ha proclama-
do así una restricción ilegal al derecho de disponer de su 
propiedad que le asistía al arrendador Raymundo Eduar-
do Mejía cuando vendió el inmueble alquilado al Estado 
Dominicano. Que esa restricción motivada en la sentencia 
recurrida constituye una violación del artículo 8 inciso 13, 
544 del Código Civil, y en consecuencia dicha sentencia de-
be ser casada; 

Considerando, que tal como resulta del régimen de 
la venta y del arrendamiento establecido por nuestro Có-
digo Civil, tal como lo alega el recurrente, cuando el pro-
pietario de un inmueble, o de otro bien cualquiera, dado en 
arrendamiento, realiza la venta del mismo, en ejercicio 
de sus derechos legítimos, las estipulaciones del contrato 
de arrendamiento quedan transferidas de pleno derecho al 
nuevo propietario, y en consecuencia, todo litigio, deriva-
do de ese contrato y de esas estipulaciones, debe resolver- 

 

           

           

           

           

           

           

           

           

           

           

           

           

           

           

           

           

           

           

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupani.— 
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ba y falsa aplicación de la misma. Violación de los artícu-
los 1315, 1134 y 1743, del Código Civil Dominicano. Se-
gundo Medio: Violación de los artículos 1719, párrafo ter-
cero; 1725, 1726 y 1727 del Código Civil. Errada aplica-
ción del artículo 1382 del Código Civil. Tercer Medio: Vio-
lación al artículo 8, inciso 13, de la sesión primera del tí-
tulo Segundo de la Constitución de la República. Violación 
del artículo 544 del Código Civil; 

Considerando, que el recurrente en el desarrollo de su 
tercer medio de casaciór, que por estar relacionado según 
lo pretende dicho recurrente, con un precepto constitu-
cional, se examina en primer término, alega en síntesis, 
que la Corte a-qua al imponerle al arrendador Raymundo 
Eduardo Mejía, la obligación de haber notificado un des-
ahucio por acto de alguacil a Ramiro Martínez Canales, 
con 60 días de anticipación, antes de vender la propiedad 
alquilada, cláusula no consentida ni redactada en el Con-
trato de inquilinato int'rvenido entre ellos, ha proclama-
do así una restricción ilegal al derecho de disponer de su 
propiedad que le asistía al arrendador Raymundo Eduar-
do Mejía cuando vendió el inmueble alquilado al Estado 
Dominicano. Que esa restricción motivada en la sentencia 
recurrida constituye una violación del artículo 8 inciso 13, 
544 del Código Civil, y en consecuencia dicha sentencia de-
be ser casada; 

Considerando, que tal como resulta del régimen de 
la venta y del arrendamiento establecido por nuestro Có-
digo Civil, tal como lo alega el recurrente, cuando el pro-
pietario de un inmueble, o de otro bien cualquiera, dado en 
arrendamiento, realiza la venta del mismo, en ejercicio 
de sus derechos legítimos, las estipulaciones del contrato 
de arrendamiento quedan transferidas de pleno derecho al 
nuevo propietario, y en consecuencia, todo litigio, deriva-
do de ese contrato y cl? esas estipulaciones, debe resolver- 

se entre el nuevo propietario y el arrendatario; que, de 
acuerdo con la interpretación de los mismos textos, el ven-
dedor no es responsable de daños y perjuicios en provecho 
del arrendatario, sino cuando, como resultado de un previo 
litigio entre el arrendatario y el nuevo propietario, se ha-
ya reconocido judicialmente que el contrato de arrenda-
miento no tenía fecha cierta por culpa imputable del arren-
dador, o porque el contrato de arrendamiento contenía una 
estipulación que autorizaba al adquiriente a expulsar al 
arrendatario, causando una u otra circunstancia que el 
arrendatario haya sucumbido en su litigio con el adqui-
riente; quedando el monto de la indemnización imponible 
en esas hipótesis al vendedor, sujeta, a la regla taxativa 
prescrito en el artículo 1745 y no, en este caso especial, a 
la apreciación de los jueces; que, en el caso que se exami-
na, se ha impuesto al propietario que había hecho el arren-
damiento y vendido el inmueble, una obligación impro-
cedente mientras no se hubiera establecido que el arrenda-
tario recurrido demandó al adquiriente a los mismos fi-
nes, sucumbiendo en su demanda por las causas ya ano-
tadas; que, por tanto, k sentencia impugnada debe ser ca-
sada por violación de las reglas contenidas en los artículos 
1743 a 1751 del Código Civil, sin necesidad de ponderar 
los demás alegatos del recurrente; 

Por tales motivos, Primero: Casa en todas sus partes 
la sentencia dictada en fecha 9 de julio de 1969, por la 
Corte de Apelación de Santo Domingo, en sus atribucio-
nes civiles, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior 
del presente fallo, y envía el asunto a la Corte de Apela-
ción de San Cristóbal; Segundo: Condena al recurrido al 
pago de las costas, distrayéndolas en provecho del Dr. 
Bienvenido' Mejía y Mejía, abogado del recurrente quien 
afirma haberlas avanzado en su totalidad. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupani.— 



Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín 
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y ario en él expresados y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 21 DE DICIEMBRE DEL 1970 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Francisco de 
Macorís, de fecha 3 de junio de 1970. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Luis Tehn Javier. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Eduardo Read Ba-
rreras, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Ber-
gés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Be-
ras, oJaquín M. Alvarez Perelló y Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, asistidos del Secretario General en la Sala donde 
celebi.a sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de 
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 21 del mes de Di-
ciembre de 1970, años 127 9  de la Independencia y 108 9  de 
la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de 
casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Luis 
Then Javier, dominicano, casado ,comerciante, mayor de 
edad, domiciliado y residente en la Sección de Gran Para-
da del Municipio de Tenares, Provincia de Salcedo, cédu-
la N9  8237, serie 64, contra la sentenccia de fecha 3 de 
junio de 1970, dictada en sus atribuciones correccionales 
por la Corte de Apelación de San Francisco de Macorís, 
cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
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Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín 
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento; en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 21 DE DICIEMB RE DEL 1970 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Francisco de 
Macorís, de fecha 3 de junio de 1970. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Luis Tehn Javier. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Eduardo Read Ba-
rreras, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Ber-
gés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Be-
ras, oJaquín M. Alvarez Perelló y Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, asistidos del Secretario General en la Sala donde 
celebi.a sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de 
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 21 del mes de Di-
ciembre de 1970, años 127 9  de la Independencia y 108 9  de 
la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de 
casación, la siguiente scntencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Luis 
Then Javier, dominicano, casado ,comerciante, mayor de 
edad, domiciliado y residente en la Sección de Gran Para-
da del Municipio de Tenares, Provincia de Salcedo, cédu-
la N9  8237, serie 64, contra la sentenccia de fecha 3 de 
junio de 1970, dictada en sus atribuciones correccionales 
por la Corte de Apelación de San Francisco de Macorís, 
cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
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Vista el acta del recurso, levantada en la Secretaría 
'de la Corte a-qua en fecha 22 de julio de 1970, a requeri-
miento del prevenido, en la cual no se expone ningún me-
dio determinado de casación; 

Visto el Memorial de Casación de fecha 25 de no-
viembre de 1970, suscrito por el prevenido, en el-cual 
se invocan los medios que se indican más adelante; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 188 del Código de Procedi-
miento Civil; y 1, 20 y 65 de la Ley Sobre Procédimienn) 
de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
cocumentos a que ella se refiere, consta: a) Que con mo-
tivo de una querella presentada por la Atlántica C. por A., 
contra Luis Then Javier, por violación a la Ley de Che-
ques, el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Salcedo, dictó una primera sentencia en defecto en fe-
cha 5 de julio de 1967 condenando al prevenido a un año 
de prisión, al pago de la suma adeudada y las costas; b) 
Que sobre oposición del prevenido, el citado Juzgado en fe-
cha 8 de enero de 1968 dictó sentencia declarando nulo ese 
recurso por no haber cnmparecido el prevenido oponente; 
c) Que sobre recurso dc; alzada de dicho prevenido, la Cor-
te de Apelación de San Francisco de Macorís dictó en fe-
cha 5 de marzo de 1969, una primera sentencia en defec-
to, confirmando el fallo apelado; d) Que sobre oposición 
del prevenido la citada Corte dictó en fecha 3 de julio de 
1970, la sentencia ahora impugnada en casación, con el si-
guiente dispositivo: "Falla: Primero: Declara regular y vá-
lido el recurso de oposición interpuesto por el prevenido 
Luis Then Javier, en cuanto a la forma, por haber sido in-
tentado en tiempo hábil y de acuerdo a las leyes de proce-
dimiento, contra sentencia dictada por esta Corte de Ape-
lación del Departamento Judicial de San Francisco de Ma-
corís, de fecha 5 de marzo del año 1969, cuyo dispositivo  

es el siguiente: "Falla: Primero: Declara regular y válido 
el recurso de apelación interpuesto por el prevenido Luis 
Then Javier, contra sentencia dictada por el Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Salcedo, de fe-
cha 8 de enero del año 1968, cuyo dispositivo es el siguien-
te: "Falla: Primero: Se declara bueno y válido en cuanto 
a la forma el recurso de oposición interpuesto por el pre-
venido Luis Then Javier. y en cuanto al fondo se decla-
ra nulo y sin ningún efecto jurídico la sentencia dictada por 
este tribunal en fecha 5 del mes de julio del año 1967, cu-
yo dispositivo es el siguiente: "Primero: Se pronuncia el 
defecto contra el nombrado Luis Then Javier, inculpado 
de violación a la ley de cheque, en perjuicio de la Atlán-
tica C. por A., por no haber comparecido a la audiencia no 
obstante haber sido legalmente citado; Segundo: Se decla-
ra culpable y se condena a sufrir la pena de un (1) año 
de prisión correccional, así como al pago de la suma adeu-
dada, dosciendos diez y ocho pesos oro (RD$218.00) y Ter-
cero: Se condena al prevenido Luis Then Javier al pago de 
las costas penales y civiles, ordenándose la distracción de 
las últimas en favor del Dr. Gustavo A. Latour, abogado 
que afirma haberlas avanzado en su totalidad". segundo: 
Pronuncia Defecto contra el prevenido Luis Then Javier, 
por no haber comparecido a esta audiencia, no obstante 
haber sido legalmente citado; Tercero: Confirma en todas 
sus partes la sentencia apelada; Cuarto: Condena al pre-
venido Luis Then Javier al pago de las costas penales y 
civiles, ordenando la distracción de las civiles en favor del 
Dr. Gustavo A. Latour, quien afirma haberlas avanzadc 
en su totalidad". Segundo: Pronuncia el Defecto del pre-
venido por no haber comparecido a esta audiencia, no 
obstante haber sido legalmente citado; Tercero: Declara en 
cuanto al fondo nulo el recurso de oposición interpuesto 
por el prevenido; Cuarto: Condena al prevenido al pago 
de las costas"; 



  

3030 	 BOLETIN JUDICIAL 

  

BOLETIN JUDICIAL 	 3031 

       

 

Vista el acta del recurso, levantada en la Secretaría 
de la Corte a-qua en fecha 22 de julio de 1970, a requesi-
miento del prevenido, en la cual no se expone ningún me-
die determinado de casación; 

Visto el Memorial de Casación de fecha 25 de no-
viembre de 1970, suscrito por el prevenido, en el- cual 
se invocan los medios que se indican más adelante; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 188 del Código de Procedi-
miento Civil; y 1, 20 y 65 de la Ley Sobre Procedimiento 
de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
cocumentos a que ella zie refiere, consta: a) Que con mo-
tivo de una querella presentada por la Atlántica C. por A., 
contra Luis Then Javier, por violación a la Ley de Che-
ques, el Juzgado de Prknera Instancia del Distrito Judicial 
de Salcedo, dictó una primera sentencia en defecto en fe-
cha 5 de julio de 1967 condenando al prevenido a un año 
de prisión, al pago de la suma adeudada y las costas; b) 
Que sobre oposición del prevenido, el citado Juzgado en fe-
cha 8 de enero de 1968 dictó sentencia declarando nulo ese 
recurso por no haber ccmparecido el prevenido oponente; 
c) Que sobre recurso c1 ,1 alzada de dicho prevenido, la Cor-
te de Apelación de San Francisco de Macorís dictó en fe-
cha 5 de marzo de 1969, una primera sentencia en defec-
to, confirmando el fallo apelado; d) Que sobre oposición 
del prevenido la citada Corte dictó en fecha 3 de julio de 
1970, la sentencia ahoro impugnada en casación, con el si-
guiente dispositivo: "Falla: Primero: Declara regular y vá-
lido el recurso de oposición interpuesto por el prevenido 
Luis Then Javier, en cuanto a la forma, por haber sido in-
tentado en tiempo hábil y de acuerdo a las leyes de proce-
dimiento, contra sentencia dictada por esta Corte de Ape-
lación del Departamento Judicial de San Francisco de Ma-
corís, de fecha 5 de marzo del año 1969, cuyo dispositivo 

 

es el siguiente: "Falla: Primero: Declara regular y válido 
el recurso de apelación interpuesto por el prevenido Luis 
Then Javier, contra sentencia dictada por el Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Salcedo, de fe-
cha 8 de enero del año 1968, cuyo dispositivo es el siguien-
te: "Falla: Primero: Se declara bueno y válido en cuanto 
a la forma el recurso de oposición interpuesto por el pre-
venido Luis Then Javier, y en cuanto al fondo se decla-
ra nulo y sin ningún efecto jurídico la sentencia dictada por 
este tribunal en fecha 5 del mes de julio del año 1967, cu-
yo dispositivo es el siguiente: "Primero: Se pronuncia el 
defecto contra el nombrado Luis Then Javier, inculpado 
de violación a la ley de cheque, en perjuicio de la Atlán-
tica C. por A., por no haber comparecido a la audiencia no 
obstante haber sido legalmente citado; Segundo: Se decla-
ra culpable y se condena a sufrir la pena de un (1) año 
de prisión correccional, así como al pago de la suma adeu-
dada, dosciendos diez y ocho pesos oro (RD$218.00) y Ter-
cero: Se condena al prevenido Luis Then Javier al pago de 
las costas penales y civiles, ordenándose la distracción de 
las últimas en favor del Dr. Gustavo A. Latour, abogado 
que afirma haberlas avanzado en su totalidad". segundo: 
Pronuncia Defecto contra el prevenido Luis Then Javier, 
por no haber comparecido a esta audiencia, no obstante 
haber sido legalmente citado; Tercero: Confirma en todas 
sus partes la sentencia apelada; Cuarto: Condena al pre-
venido Luis Then Javier al pago de las costas penales y 
civiles, ordenando la distracción de las civiles en favor del 
Dr. Gustavo A. Latour, quien afirma haberlas avanzadc 
en su totalidad". Segundo: Pronuncia el Defecto del pre-
venido por no haber comparecido a esta audiencia, no 
obstante haber sido legalmente citado; Tercero: Declara en 
cuanto al fondo nulo el recurso de oposición interpuesto 
por el prevenido; Cuarto: Condena al prevenido al pago 
de las costas"; 
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Considerando que en su memorial de casación, el re-
currente invoca los siguientes medios: Primer Medio: Vio-
lación de los artículos 183 y 208 del Código de Procedimien-
to Criminal; Segundo Medio: Insuficiencia de motivos; 
Tercer Medio: Falta de base legal; _ 

Considerando que en el detsarrollo del primer medio 
de su recurso sostiene el recurrente que la Corte a-qua 
declaró nula su oposicié.n a la sentencia que en defecto le 
había condenado, sin que ninguna de las partes lo pidie-
ra, pues la parte civil no compareció y el ministerio pú-
blico no pidió dicha nulidad, sino .que concluyó al fondo 
pidiendo que se confirmaran las condenaciones contra él 
pronunciadas; 

Considerando que la nulidad de la oposición por no 
haber comparecido el oponente no puede ser pronuncia-
da de oficio por el tribunal; que para ello es preciso que 
la parte civil o el ministerio público la haya pedido; que 
en la especie el examen del fallo impugnado revela que 
la parte civil no compareció y que las conclusiones pro-
ducidas por el ministerio público lo fueron al fondo, es 
decir que no solicitó formalmente la nulidad de la oposi-
ción; que, en tales condiciones, era deber de la corte co-
nocer del fondo del asunto y no limitarse como lo hizo a 
declarar la nulidad de la oposición; que, por tanto, y sin 
necesidad de examinar los otros medios del recurso, proce-
de casar el fallo impugnado por violación del artículo 188 
del Código de Procedimiento Criminal; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia de fe-
cha 3 de julio de 1970, dictada por la Corte de Apelación 
de San Francisco de Macorís en sus atribuciones correc-
cionales, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte ante-
rior del presente fallo; y envía el caso por ante la Corte 
de Apelación de La Vega para su conocimiento al fondo; 
Segundo: Declara las costas de oficio. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Eduardo Read Barreras.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Fran-
cisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan 
Bautista Rojas Almánzar.— Erneso Curiel hijo, Secre.. 
tario General. 

La presente -;entencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General 
eue certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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Considerando que en su memorial de casación, el re-
currente invoca los siguientes medios: Primer Medio: Vio-
lación de los artículos 183 y 208 del Código de Procedimien-
to Criminal; Segundo Medio: Insuficiencia de motivos; 
Tercer Medio: Falta de base legal; 

Considerando que en el desarrollo del primer medio 
de su recurso sostiene el recurrente que la Corte a-qua 
declaró nula su oposición a la sentencia que en defecto le 
había condenado, sin que ninguna de las partes lo pidie-
ra, pues la parte civil no compareció y el ministerio pú-
blico no pidió dicha nulidad, sino que concluyó al fondo 
pidiendo que se confirmaran las condenaciones contra él 
pronunciadas; 

Considerando que la nulidad de la oposición por no 
haber comparecido el oponente no puede ser pronuncia-
da de oficio por el tribunal; que para ello es preciso que 
la parte civil o el ministerio público la haya pedido; que 
en la especie el examen del fallo impugnado revela que 
la parte civil no compareció y que las conclusiones pro-
ducidas por el ministerio público lo fueron al fondo, es 
decir que no solicitó formalmente la nulidad de la oposi-
ción; que, en tales condiciones, era deber de la corte co-
nocer del fondo del asunto y no limitarse como lo hizo a 
declarar la nulidad de la oposición; que, por tanto, y sin 
necesidad de examinar los otros medios del recurso, proce-
de casar el fallo impugnado por violación del artículo 188 
del Código de Procedimiento Criminal; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia de fe-
cha 3 de julio de 1970, dictada por la Corte de Apelación 
de San Francisco de Macorís en sus atribuciones correc-
cionales, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte ante-
rior del presente fallo; y envía el caso por ante la Corte 
de Apelación de La Vega para su conocimiento al fondo; 
Segundo: Declara las costas de oficio. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Eduardo Read Barreras.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Fran-
cisco Elpidio Beras.— J'aquín M. Alvarez Perelló.— Juan 
Bautista Rojas Almánzar.— Erneso Curiel hijo, Secre-
tario General. 

La presente 'entencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General 
clue certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo de 

fecha 23 de diciembre de 1969. 

Materia: Penal. 

Recurrentes: Miguel A. Peña y Patria Reyes de Peña y la Com 

palia Dominicana de Seguros, C. por A. 
Abogados: Dr. Francisco Chía Troncoso (abogado de los recurrentes 

Miguel A. Peña y Patria de Peña), Dr. José Ma. Acosta 

Torres (abogado dt los recurrentes Miguel A. Peña y la 

Compañía Dominicana de Seguros, C. por A.) 

Interviniente: Santiago Jiménez. 

Abogado: Dr. José A. Rodríguez Conde. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de 
Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amia-
ma, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, 
Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo 
Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la Sala don-
de celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo 
de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 21 de diciembre del 
año 1970, años 127 9  de la Independencia y 1089  de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como corte de ca-
sación, la siguiente senirncia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Miguel 
A. Peña y Patria Reyes de Peña, dominicanos, mayores de 
edad, casados, comerciante el primero y de quehaceres do- 

mésticos la segunda, domiciliados en esta ciudad, cédulas 
Nos. 3217 y 3774, serie 34, respectivamente, y la Compa-
ñía Dominicana de Seguros, C. por A., domiciliada en es-
ta ciudad, contra la sentencia dictada en fecha 23 de di-
ciembre de 1969, en atribuciones correccionales, por la 
Corte de Apelación de Santo Domingo, cuyo dispositivo se 
copia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Francisco Chía Troncoso, cédula N 9  44919, 

serie 31, abogado de los recurrentes Miguel A. Peña y Pa-
tria de Peña, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído al Dr. Jasé A. Rodríguez Conde, abogado del in-
terviniente, Santiago Jiménez, dominicano, mayor de edad, 
casado, cédula N9  4887, serie 68, en la lectura de sus con-
clusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación de los recurrentes re-
presentados por el Dr. Chía Troncos, suscrito en fecha 18 
de septiembre de 1970, y en el cual se invocan los medios 
de casación que más adelante se indican; 

Visto el memorial de los recurrentes Miguel A. Peña, 
y la Compañía Dominicana de Seguros, suscrito por su 
abogado, Dr. José María Acosta Torres, en fecha 18 de 
septiembre de 1970, y en el cual se consignan los medios 
que se indican más adelante; 

Visto el escrito de intervención de Santiago Jiménez, 
parte civil constituida, firmado por su abogado; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 141 del Código de Procedi-
miento Civil; y 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 
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mésticos la segunda, domiciliados en esta ciudad, cédulas 
Nos. 3217 y 3774, serie 34, respectivamente, y la Compa-
ñía Dominicana de Seguros, C. por A., domiciliada en es-
ta ciudad, contra la sentencia dictada en fecha 23 de di-
ciembre de 1969, en atribuciones correccionales, por la 
Corte de Apelación de Santo Domingo, cuyo dispositivo se 
copia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Francisco Chía Troncoso, cédula N 9  44919, 

serie 31, abogado de los recurrentes Miguel A. Peña y Pa-
tria de Peña, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído al Dr. José A. Rodríguez Conde, abogado del in-
terviniente, Santiago Jiménez, dominicano, mayor de edad, 
casado, cédula N9 4887, serie 68, en la lectura de sus con-
clusiones; 

Oído el dictamen del. Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación de los recurrentes re-
presentados por el Dr. Chía Troncos, suscrito en fecha 18 
de septiembre de 1970, y en el cual se invocan los medios 
de casación que más adelante se indican; 

Visto el memorial de los recurrentes Miguel A. Peña, 
y la Compañía Dominicana de Seguros, suscrito por su 
abogado, Dr. José María Acosta Torres, en fecha 18 de 
septiembre de 1970, y en el cual se consignan los medios 
que se indican más adelante; 

Visto el escrito de intervención de Santiago Jiménez, 
parte civil constituida, firmado por su abogado; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 141 del Código de Procedi-
miento Civil; y 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 
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Recurrentes: Miguel A. Peña y Patria Reyes de Peña y la Com 

pañía Dominicana de Seguros, C. por A. 

Abogados: Dr. Francisco Chía Troncoso (abogado de los recurrentes 
Miguel A. Peña y Patria de Peña), Dr. José Ma. Acosta 

Torres (abogado dt los recurrentes Miguel A. Peña y la 

Compañía Dominicana de Seguros, C. por A.) 
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Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de 
Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amia-
ma, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, 
Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo 
Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la Sala don-
de celebra sus audiencias,, en la ciudad de Santo Domingo 
de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 21 de diciembre del 
año 1970, años 127 9  de la Independencia y 1089  de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como corte de ca-
sación, la siguiente sen( ncia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Miguel 
A. Peña y Patria Reyes de Peña, dominicanos, mayores de 
edad, casados, comerciante el primero y de quehaceres do- 
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Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) 
que con motivo de un accidente automovilístico ocurrido 
en esta ciudad, en fecha 2 de febrero de 1967, entre la 
guagua placa pública N9 51263, propiedad de la Compa-
ñía Nacional de Autobuses, C. por A., manejada por el 
chófer Angel Amado Guante, y el automóvil placa priva-
da N9  26321, conducido por su propietario, Miguel A. Pe-
ña, accidente del cual resultaron con lesiones varias Mi-
guel A. Peña, Patria Reyes de Peña y Santiago Jiménez, 
la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Nacional, dictó en fecha 4 de diciembre de 
1967, una sentencia cuyo dispositivo se transcribe en el de 
la impugnada; b) que contra dicha sentencia recurrieron 
en apelación Miguel A. Peña y Patria Reyes de Peña, y la 
Compañía Dominicana de Seguros, C. por A.; c) que en fe-
cha 23 de diciembre de 1969, la Corte de Apelación de San-
to Domingo, apoderada de dichos recursos, dictó la senten-
cia ahora impugnada en casación, de la cual es el siguiente 
dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara regulares y vá-
lidos los recursos de apelación interpuestos por el Dr. Fran-
cisco Chía Troncoso, a nombre y en representación de Mi-
guel A. Peña y Patria Reyes de Peña, en sus calidades de 
partes civiles constituidas; y por el Dr. Luis A. de la Cruz 
Débora, a nombre y en representación del prevenido Mi-
guel A. Peña y de la Compañía de Seguros, contra senten-
cia de la Segunda Cámara de lo Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Nacional, de fecha 4 del mes 
de diciembre del año 1967, cuyo dispositivo dice así: "Fa-
lla: Primero: Condena a los nombrados Miguel A. Peña y 
Angel Amado Germán Guante, de generales anotadas, al 
pago de sendas multas de RD$75.00 (Setenta y Cinco Pe-
sos) M/N, por haber violadp la Ley 5771, sobre acciden-
tes producidos con vehículos de motor, en perjuicio de 
Santiago Jiménez, Patria de Peña y en cuanto al segun- 
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do co-prevenido en perjklicio de Miguel A. Peña; Segundo: 
Condena a ambos co-prevenidos al pago de las costas pe-
nales; Tercero: Declara regular y válida en la forma la 
constitución en parte civil formulada en audiencia por 
Miguel A. Peña y Patria de Peña en contra de Angel Ama-
do Germán Guante, el Colegio Apostolado Sagrado Cora-
zón de Jesús, la Compañía Nacional de Autobuses, C. por 
A., y la Compañía de Seguros Pepín, S. A., por órgano de 
los Dres. Francisco L. Chía Troncoso y Sol José Reyes 
Nouel; Cuarto: Pronuncia el defecto contra el Colegio Apos-
tolado Sagrado Corazón de Jesús y la Cía. Nacional de Au-
tobuses, C. por A., personas puestas en causa como civil-
mente responsables,. por. falta. de . comparecer; .Quin-
to: En cuanto al fondo rechaza la solicitud de con-
denación civil solicitada en contra del Colegio Apos-
tolado Sagrado Corazón de Jesús y la Compañía Na-
cional de Autobuses, C. por A., así como la oponibi-
lidad de la condenación a intervenir en contra de la 
Cía. de Seguros Pepín, S. A., por no haberse establecido 
la relación de comitente a preposé entre el prevenido An-
gel Amado Germán Guante y las personas puestas en cau-
sa como civilmente responsables; Sexto: Condena en cam-
bio, al prevenido Angel Amado Germán Guante, al pago 
de sendas indemnizaciones de Doscientos Pesos M/N (RD$ 
200.00) y Setecientos Pesos M/N (RD$700.00) en favor 
de Miguel A. Peña y Patria de Peña, como justa repara-
ción de los daños y perjuicios por ellos experimentados; 
Séptimo: Condena a Angel Amado Germán Guante al pa-
go de las costas civiles con distracción de las mismas en fa-
vor de los Dres. Francisco L. Chía Troncoso y Sol José 
Reyes Nouel, quienes afirman haberlas avanzado; Octavo: 
Declara regular y válida la constitución en parte civil he-
cha en audiencia por Santiago Jiménez en contra de Mi-
guel Peña y la Cía. Dominicana de Seguros, C. por A., por 
órgano del Dr. José A. Rodríguez Conde, en cuanto a la 
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Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) 
que con motivo de un accidente automovilístico ocurrido 
en esta ciudad, en fecha 2 de febrero de 1967, entre la 
guagua placa pública N° 51263, propiedad de la Compa-
ñía Nacional de Autobuses, C. por A., manejada por el 
chófer Angel Amado Guante, y el automóvil placa priva-

da N9  26321, conducido por su propietario, Miguel A. Pe-
ña, accidente del cual resultaron con lesiones varias Mi-
guel A. Peña, Patria Reyes de Peña y Santiago Jiménez, 
la Segunda Cámara Penal del Juzgádo de Primera Instan-
cia del Distrito Nacional, dictó en fecha 4 de diciembre de 
1967, una sentencia cuyo dispositivo se transcribe en el de 
la impugnada; b) que contra dicha sentencia recurrieron 
en apelación Miguel A. Peña y Patria Reyes de Peña, y la 
Compañía Dominicana de Seguros, C. por A.; c) que en fe-
cha 23 de diciembre de 1969, la Corte de Apelación de San-
to Domingo, apoderada de dichos recursos, dictó la senten-
cia ahora impugnada en casación, de la cual es el siguiente 
dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara regulares y vá-
lidos los recursos de apelación interpuestos por el Dr. Fran-
cisco Chía Troncoso, a nombre y en representación de Mi-
guel A. Peña y Patria Reyes de Peña, en sus calidades de 
partes civiles constituidas; y por el Dr. Luis A. de la Cruz 
Débora, a nombre y en representación del prevenido Mi-
guel A. Peña y de la Compañía de Seguros, contra senten-
cia de la Segunda Cámara de lo Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Nacional, de fecha 4 del mes 
de diciembre del año 1967, cuyo dispositivo dice así: "Fa-
lla: Primero: Condena a los nombrados Miguel A. Peña y 
Angel Amado Germán Guante, de generales anotadas, al 
pago de sendas multas de RD$75.00 (Setenta y Cinco Pe-
sos) M/N, por haber violadp la Ley 5771, sobre acciden -

tes producidos con vehículos de motor, en perjuicio de 
Santiago Jiménez, Patria de Peña y en cuanto al segun- 

do co-prevenido en perj Liicio de Miguel A. Peña; Segundo: 
Condena a ambos co-prevenidos al pago de las costas pe-
nales; Tercero: Declara regular y válida en la forma la 
constitución en parte civil formulada en audiencia por 
Miguel A. Peña y Patria de Peña en contra de Angel Ama-
do Germán Guante, el Colegio Apostolado Sagrado Cora-
zón de Jesús, la Compañía Nacional de Autobuses, C. por 
A., y la Compañía de Seguros Pepín, S. A., por órgano de 
los Dres. Francisco L. Chía Troncoso y Sol José Reyes 
Nouel; Cuarto: Pronuncia el defecto contra el Colegio Apos-
tolado Sagrado Corazór. de Jesús y la Cía. Nacional de Au-
tobuses, C. por A., personas puestas en causa como civil-
mente responsables,. por. falta. de . comparecer; . Quin-
to: En cuanto al fondo rechaza la solicitud de con-
denación civil solicitada en contra del Colegio Apos-
tolado Sagrado Corazón de Jesús y la Compañía Na-
cional de Autobuses, C. por A., así como la oponibi-
lidad de la condenación a intervenir en contra de la 
Cía. de Seguros Pepín, S. A., por no haberse establecido 
la relación de comitente a preposé entre el prevenido An-
gel Amado Germán Guante y las personas puestas en cau-
sa como civilmente responsables; Sexto: Condena en cam-
bio, al prevenido Angel Amado Germán Guante, al pago 
de sendas indemnizaciones de Doscientos Pesos M/N (RD$ 
200.00) y Setecientos Pesos M/N (RD$700.00) en favor 
de Miguel A. Peña y Pntria de Peña, como justa repara-
ción de los daños y perjuicios por ellos experimentados; 
Séptimo: Condena a Angel Amado Germán Guante al pa-
go de las costas civiles con distracción de las mismas en fa-
vor de los Dres. Francisco L. Chía Troncoso y Sol José 
Reyes Nouel, quienes afirman haberlas avanzado; Octavo: 
Declara regular y válida la constitución en parte civil he-
cha en audiencia por Santiago Jiménez en contra de Mi-
guel Peña y la Cía. Dominicana de Seguros, C. por A., por 
órgano del Dr. José A. Rodríguez Conde, en cuanto a la 
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forma, y en cuanto al fondo, condena a Miguel A. Peña, al 
pago de una indemnización de RD$1,500.00 (Un Mil Qui-
nientos Pesos M/N) en favor de Santiago Jiménez, como 
justa reparación de los daños morales y materiales por es-
te sufridos; Noveno: Condena a Miguel A. Peña, al pago 
de las costas civiles con distracción de las mismas en fa-
vor del Dr. José A. Rodríguez Conde, quien afirma haber-
las avanzado; y Décimo: Ordena la oponibilidad de esta 
sentencia en cuanto a las ordinales octavo y noveno en 
contra de la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., 
conforme al art. 10 de .a Ley 4117, sobre Seguro Obliga-
torio de vehículos de motor"; SEGUNDO: Confirma el or-
dinal primero de la sentencia apelada, en cuanto condena 
al prevenido Miguel A. Peña, al pago de una multa de RD 
$75.00, por el hecho qu^ se le imputa; TERCERO: Modifi-
ca el ordinal quinto de la sentencia aludida, en el sentido 
de ordenar que las disposiciones en él contenidas, sean 
porque no se ha establecido falta alguna a cargo del pre-
venido Angel Amado Germán Guante; CUARTO: Confir-
ma los ordinales octavo, noveno y décimo, de la sentencia 
recurrida; QUINTO: Da acta a los señores Miguel A. Peña 
y Patria Reyes de Peña, del desistimiento de su constitu-
ción en parte civil, contra el Colegio Apostolado Sagrado 
Corazón de Jesús; SEXTO: Condena a Miguel A. Peña y 
Patria Reyes de Peña, al pago de las costas causadas con 
motivo de su acción contra la Compañía Nacional de Auto-
buses, C. por A., y la Compañía de Seguros Pepín, S. A., 
ordenando su distracción en 'favor del Dr. J. A. Viñas Bon-
nelly, quien afirma estarlas avanzando en su mayor par-
te; SEPTIMO: Condena al prevenido Miguel A. Peña, al 
pago de las costas penales; OCTAVO: Condena a Miguel A. 
Peña y a la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., 
al pago de las costas causadas con motivo de la acción ejer-
cida por Santiago Jiménez, ordenando su distracción en 
favor del Dr. José A. Rodríguez Conde, quien afirma ha- 

berlas avanzado en su totalidad; NOVENA Ordena que la 
presente sentencia sea oponible a la Compañía Dominica-
na de Seguros, C. por A."; 

Considerando que en apoyo de su recurso los recurren-
tes Miguel A. Peña y Patria Reyes de Peña, invocan los 
siguientes medios: Primer Medio: Violación del art. 3 del 
Código de Procedimiento Criminal. Violación del art. 1351 
del Código Civil. Violación del Principio de la autoridad 
en lo civil de la cosa juzgada en lo penal. Exceso de Po-
der. Fallo extra-petita. Violación por desconocimiento de 
los arts. 1382, 1383 y 1384 en su 3ra. parte del Código Ci-
vil, y de los arts. 1 y 10 de la Ley 4117. Violación a los arts. 
141 del Código de Procedimiento Civil y 195 del Código 
de Procedimiento Criminal. Falta de Base Legal. Insufi-
ciencia de Motivos; Segundo Medio: Desnaturalización de 
los hechos, de los documentos y del testimonio de la cau-
sa. Violación del art. 1315 del Código Civil y de las Re-
glas de la Prueba. Violación por desconocimiento de la 
Ley 5771, art. 1, letras A y B, y de los arts. 5 y 101 de la 
Ley 4809. Falsa Concepción de la teoría de la falta. Vio-
lación a las arts. 130 y 133 del Código de Procedimiento 
Civil, 194 del Código de Procedimiento Civil y de la Ley 
N9 302, sobre Honorarios de los Abogados.) Insuficiencia 
de Motivos; 

Considerando que, a su vez, el prevenido Miguel A. 
Peña y la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., 
invocan los medios que siguen: Violación del artículo 1 9 

 de la Ley N9 5771. Falsa aplicación del artículo 10 de la 
Ley N° 4117, sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de 
Motor; Falta de Base Legal y desnaturalización de los he-
chos de la causa; 

Considerando que, entre otros agravios, los recurren-
tes Miguel A. Peña y Patria Reyes, partes civiles consti-
tuidas, alegan, en síntesis, que la Corte a-qua desestimó 
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sus recursos de apelación contra la sentencia impugnada, 
tendientes a que se revocara lo decidido por el juez de 
primer grado en cuanto al aspecto civil del caso, "por no 
estar conformes con la ínfima indemnización que les fue 
acordada a cada uno... ni mucho menos con el aspecto de 
la sentencia que les rechazó su constitución en parte civil 
contra las personas civilmente responsables, y la entidad 
aseguradora puesta en causa", dando dicha Corte como mo-
tivo único de su decisión que "sólo Miguel A. Peña, y só-
lo él", fue responsable del accidente, conclusión a la que 
llegó mediante una ponderacin, a su manera, de las de-
claraciones de las partes y del acta policial levantada al 
efecto; cuando lo que ciertamente se probó en las dos ju-
risdicciones recorridas por la contestación, fue que la gua-
gua, que transitaba a una velocidad de más de 100 kilóme-
tros por hora, fue la que chocó al carro de Peña; velocidad 
excesiva que quedó demostrada cuando la guagua, des-
pués de chocar al carro. fue a estrellarse a un poste del 
tendido eléctrico, distante más de 30 metros de donde ocu-
rrió la colisión; que, por último, en el curso del procedi-
miento por ante la Corte a-qua, el prevenido Peña, por ór-
gano de su abogado constituido, declaró desistir de su ac-
ción contra el Colegio Apostolado del Sagrado Corazón, 
que no se hizo representar en ninguna de las fases del 
procedimiento, debido a que fue puesto en causa errónea-
mente; que el abogado de la contraparte se opuso a la ad-
misión del desistimiento alegando que debían ofrecérseles 
las costas del procedimiento causadas hasta dicho desisti-
miento, lo que a petición del abogado del prevenido Peña 
fue desestimado por la Corte sin que se condenara a la 
contra parte, como le fue pedido, al pago de las costas del 
incidente; por lo que la Corte a-qua incurrió en su fallo en 
la violación de los artículos invocados del Código de Pro-
cedimiento Civil, Código de Procedimiento Criminal, y 
también de la Ley N 9  302, sobre Honorarios de los Abo-

gados; 

BOLETIN JUDICIAL 	 3041 

Considerando que el examen de la decisión impugna-
cia pone de manifiesto que la Corte a-qua, para dictar su 
fallo, en el aspecto ahora examinado, dió el siguiente mo-
tivo: "que en la audiencia se ha establecido que "él y sola-
mente él fue" (Peña) el responsable del accidente en que 
recibió golpes y heridas curables después de 20 días el se-
ñor Santiago Jiménez, según se desprende de las declara-
ciones de dicho señor Santiago Jiménez y de las declara-
ciones dadas en Primera Instancia por el co-prevenido An-
gel Amado Germán Guante, corroboradas dichas declara-
ciones por los hechos y circunstancias de que, por la lec-
tura del acta de la Policía, se establece que el carro con-
ducido por Peña, resultó con abolladura y rotura en toda 
la parte delantera, rotura del vidrio parabrisa, tren delan-
tero y desperfectos en el motor y otros daños más, todo 
lo cual desmiente total y categóricamente las declaracio-
nes de Miguel A. Peña y las declaraciones de su esposa se-
ñora Patria Reyes de Peña, quienes afirman que fue la 
guagua la que chocó al carro, pues de haber ocurrido los 
hechos como ellos los señalan, los desperfectos y roturas 
sufridos por el carro, habrían estado principalmente en 
el lado delantero izquierdo y no en el frente"; 

Considerando, que como se advierte de lo anterior-
mente expuesto, la Corte a-qua, como motivo único de su 
decisión, en el punto examinado, expuso que el prevenido 
Peña, con el carro que manejaba, fue quien chocó la gua-
gua conducida por Guante, y no lo contrario, como fue sos-
tenido por los entonces apelantes y ahora recurrentes; que 
al declarar al prevenido Peña, único responsable del acci-
dente, dicha Corte eximió, concomitantemente, con su de-
claración, de toda responsabilidad al prevenido Guante, 
motivación a todas luces insuficiente, para justificar lo de-
cidido, en el punto que ahora se examina, pues la simple 
afirmación de la culpabilidad de Peña no excluía, necesa-
riamente, la posibilidad de que Guante, hubiese incurrido, 
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tendientes a que se revocara lo decidido por el juez de 
primer grado en cuanto al aspecto civil del caso, "por no 
estar conformes con la ínfima indemnización que les fue 
acordada a cada uno... ni mucho menos con el aspecto de 
la sentencia que les rechazó su constitución en parte civil 
contra las personas civilmente responsables, y la entidad 
aseguradora puesta en causa", dando dicha Corte como mo-
tivo único de su decisión que "sólo Miguel A. Peña, y só-
lo él", fue responsable del accidente, conclusión a la que 
llegó mediante una ponderacin, a su manera, de las de-
claraciones de las partes y del acta policial levantada al 
efecto; cuando lo que ciertamente se probó en las dos ju-
risdicciones recorridas por la contestación, fue que la gua-
gua, que transitaba a una velocidad de más de 100 kilóme-
tros por hora, fue la que chocó al carro de Peña; velocidad 
excesiva que quedó demostrada cuando la guagua, des-
pués de chocar al carro, fue a estrellarse a un poste del 
tendido eléctrico, distante más de 30 metros de donde ocu-
rrió la colisión; que, por último, en el curso del procedi-
miento por ante la Corte a-qua, el prevenido Peña, por ór-
gano de su abogado constituido, declaró desistir de su ac-
ción contra el Colegio Apostolado del Sagrado Corazón, 
que no se hizo representar en ninguna de las fases del 
procedimiento, debido a que fue puesto en causa errónea-
mente; que el abogado de la contraparte se opuso a la ad-
misión del desistimiento alegando que debían ofrecérseles 
las costas del procedimiento causadas hasta dicho desisti-
miento, lo que a petición del abogado del prevenido Peña 
fue desestimado por la Corte sin que se condenara a la 
contra parte, como le f de pedido, al pago de las costas del 
incidente; por lo que la Corte a-qua incurrió en su fallo en 
la violación de los artículos invocados del Código de Pro-
cedimiento Civil, Código de Procedimiento Criminal, y 
también de la Ley N 9  302, sobre Honorarios de los Abo-

gados; 

Considerando que el examen de la decisión impugna-
cia pone de manifiesto que la Corte a-qua, para dictar su 
fallo, en el aspecto ahora examinado, dió el siguiente mo-
tivo: "que en la audiencia se ha establecido que "él y sola-
mente él fue" (Peña) el responsable del accidente en que 
recibió golpes y heridas curables después de 20 días el se-
ñor Santiago Jiménez, según se desprende de las declara-
ciones de dicho señor Santiago Jiménez y de las declara-
ciones dadas en Primera Instancia . por el co-prevenido An-
gel Amado Germán Guante, corroboradas dichas declara-
ciones por los hechos y circunstancias de que, por la lec-
tura del acta de la Policía, se establece que el carro con-
ducido por Peña, resulfó con abolladura y rotura en toda 
la parte delantera, rotura del vidrio parabrisa, tren delan-
tero y desperfectos en el motor y otros daños más, todo 
lo cual desmiente total y categóricamente las declaracio-
nes de Miguel A. Peña y las declaraciones de su esposa se-
ñora Patria Reyes de Peña, quienes afirman que fue la 
guagua la que chocó al carro, pues de haber ocurrido los 
hechos como ellos los señalan, los desperfectos y roturas 
sufridos por el carro, habrían estado principalmente en 
el lado delantero izquierdo y no en el frente"; 

Considerando, que como se advierte de lo anterior-
mente expuesto, la Corte a-qua, como motivo único de su 
decisión, en el punto examinado, expuso que el prevenido 
Peña, con el carro que manejaba, fue quien chocó la gua-
gua conducida por Guante, y no lo contrario, como fue sos-
tenido por los entonces apelantes y ahora recurrentes; que 
al declarar al prevenido Peña, único responsable del acci-
dente, dicha Corte eximió, concomitantemente, con su de-
claración, de toda responsabilidad al prevenido Guante, 
motivación a todas luces insuficiente, para justificar lo de-
cidido, en el punto que ahora se examina, pues la simple 
afirmación de la culpabilidad de Peña no excluía, necesa-
riamente, la posibilidad de que Guante, hubiese incurrido, 
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al producirse el choque, en la comisión de alguna falta que 
le fuera imputable; resultado al que la Corte a-qua habría 
podido llegar, eventualmente, de haber hecho una ponde-
ración más completa de los hechos y circunstancias de_ 
proceso, específicamente del acta policial levantada en la 
especie, y en la que se consigna que la guagua manejada 
por el prevenido Guante, después de chocar con el carro 
del Prevenido Peña, "se estrelló contra un poste del ten-
dido eléctrico", el que "resultó totalmente roto"; que, re-
lativamente al incidente suscitado con motivo del desisti-
miento, que tal como se alega, al proponer Peña el desisti-
miento de la acción intentada contra el Colegio Apostola-
do del Corazón de Jesús, el que nunca se hizo representar 
en los actos del procedimiento, el abogado de Guante y de 
la Compañía Nacional de Autobuses, C. por A., y de la Se-
guros Pepín, C. por A., demandó que las costas del desis-
timiento de ser autorizadas, se distrajeran en su provecho; 
que, a su vez, los abogados dé Peña se opusieron a di-
cho pedimento, pidiendo se condenara a los oponentes al 
pago de las castas del ;ncidente; que la Corte a-qua, tal 
como se alega, die) acta del desistimiento, omitiendo, sin 
embargo, pronunciarse acerca de si tal pedimento era o 
no procedente; que todo lo anteriormente expuesto pone 
de manifiesto que la Corte a-qua, no solamente ha incu-
rrido al dictar su fallo, y en el aspecto aquí examinado, en 
los vicios de falta de motivos y de base legal, sino también 
en omisión de estatuir, por lo que, sin que haya que exami-
nar los demás medios relacionados con el aspecto del caso 
que aquí se examina, la sentencia impugnada debe ser 

casada; 

Considerando que Peña y la Compañía Dominicana de 

Seguros, C. por A., aseguradora ésta de la responsabilidad 
civil de aquél, alegan, en síntesis, en sus memoriales, que 
en el fallo impugnado no se especifican las presuntas fal-
tas del prevenido Peña, ni tampoco se dice en qué consis- 

tieron, pues todos los motivos de su decisión se concretan 
a afirmar que el carro manejado por Peña, fue el que chocó 
a la Guagua, lo cual se pretende deducir del hecho de que 
el carro recibiera la mayor parte de las averías que pre-
sentó después de la colisión, en su parte delantera; y ade-
más de las declaraciones del prevenido Guante, chófer de 
la guagua, y de Santiago Jiménez, constituido en parte ci-
vil, las cuales no debieron merecerle crédito alguno por 
provenir de partes interesadas, en particular la del último, 
que aparte de declarar que no se encontraba en la parte 
delantera de la guagua, al ocurrir la colisión, sino en su 
parte posterior, por lo que no podía ver lo que aconteciera 
afuera, declaró que cayó sin sentido al momento del cho-
que; que lo cierto es que el carro de Peña, estaba deteni-
do adecuadamente, "dos o tres pies dentro de la Bolívar" 
que 'era la única manera de poder vigilar el tránsito que 
viniera del lado izquierdo, o sea de oeste a este, debido a 
que el carro de Peña es de los llamados de pescuezo 
largo, en los que la cabina está algo retirada' de la parte 
delantera del vehículo, y también debido a que allí hay 
una curva muy prolongada que reduce la visibilidad hacia 
el lado izquierdo; que la situación topográfica del lugar fue 
comprobada por la Corte a-qua, en el descenso de lugares 
que practicó, sin que hiciera ninguna ponderación de ello 
y de las declaraciones de los deponentes; que, por último, 
es notorio que la sentencia impugnada carece de una expo-
sición de los hechos circunstancias de la causa que permi-
ta a la uprema Corte de Justicia, determinar si en la sen-
tencia impugnada se hr hecho una correcta aplicación de 
la Ley; 

Considerando, que si ciertamente, como se alega, la 
Corte a-qua admitió que el prevenido Peña fue el respon-
sable único del accidente, y que en el motivo ya transcrito 
en parte anterior del presente fallo, no se ha expresado 
con la suficiente precisión, la falta en que dicho preveni- 
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do incurrió, ello no agota el examen a que esta Suprema 
Corte de Justicia debe proceder, en orden a los agravios 
aquí invocados por los recurrentes, sino que es necesa-
rio también proceder al examen de la motivación de la 
sentencia del juez de primer grado; que, en efecto, hecho 
ese examen resulta que aún cuando el Juez de Primera 
Instancia dió una motivación sobre el hecho que a su jui-
cio, caracterizaba la falta de ambos prevenidos, como la 
Corte a-qua varió el criterio de dicho juez, pues sólo atri-
buyó falta a uno solo de los prevenidos, no puede admitir-
se que hubo adopción pura y simple de motivos, por lo 
cual el fallo debe ser casado también en el aspecto que 
ahora se examina lo que conduce a la casación del mismo 
en su totalidad, sin necesidad de examinar los otros me-
dios y alegatos de estos recurrentes; 

Considerando que las costas pueden ser compensadas 
cuando un fallo es casado por falta de motivos y de base 
legal, según el artículo 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a Santiago Jiménez, parte civil constituída; Segundo: 
Casa en todas sus partes la sentencia de fecha 23 de di-
ciembre de 1969, dictada por la Corte de Apelación de 
Santo Domingo, en sus atribuciones correccionales, cuyo 
dispositivo ha sido copiado en parte anterior del presente 
fallo; y envía el asunto por ante la Corte de Apelación de 
San Pedro de Macorís: Tercero: Compensa las costas. 

(Firmados): Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.-- Manuel A. Amiama.— Francis-
co Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan 
Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Car-
buccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General 
aue certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 23 DE DICIEMBRE DEL 1970 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 

Judicial de Monte Cristy, de fecha 10 de septiembre de 1968. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: Demetrio de la Cruz y compartes. 

Abogado: Dr. Federico Guillermo Julio. 

Recurrido: César Bordas. 

Abogado: Dr. A. Flavio Sosa, 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; Manuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, 
Frahcisco Elpidio Beras, Juan Bautista Rojas Almánzar y 
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secreta-
rio General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 
la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacio-
nal, hoy día 23 de diciembre del año 1970, años 1279  de la 
Independencia y 1089  de la Restauración, dicta en audien-
cia pública ,como corte de casación, la siguiente senten-
cia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Demetrio 
de la Cruz, dominicano. mayor de edad, soltero, jornalero, 
de Hatillo Palma, cédula N 9  10212, serie 33; Cándido Pas-
cual, dominicano, mayor de edad, soltero, jornalero, de Ha-
tillo Palma, cédula N 9  3849, serie 38; Norberto.Reyes Ma-
ría, dominicano, mayor dé edad, 'soltero, jornalero, de Ha-
tillo Palma, cédula N9  1944, serie 39; Francisco Batista, 
dominicano, mayor de edad, soltero, jornalero, de Hatillo 

Palma, cédula N° 9431, serie 40; Bienvenido Ferreira, do-
minicano, mayor de edad, soltero, jornalero, de Hatillo 
Palma, cédula N 9  1118. serie 38; Demetrio Rodríguez, do-
minicano, mayor de edad, soltero, jornalero, de Hatillo 
Palma, cédula N 9  144, serie 43; Olegario Capellán Reyno-
so, dominicano, mayor de edad, soltero, jornalero, de Ha-
tillo Palma, cédula N9  6698, serie 45, y Belarminio Jorge 
Recarey, dominicano, mayor de edad, soltero, jornalero, 61.. 
Hatillo Palma, cédula N9 9430, serie 45, contra la senten-
cia dictada por el Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Monte Cristy, como tribunal de segundo 
grado en materia laboral, en fecha 10 de 'septiembre de 
1968, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Federico Guillermo Juliao G., cédula N 9 

 3943, serie 41, abogado de los recurrentes, en la lectuía 
de sus conclusiones; 

Oído al Dr. Wencesiao Vega B., a nombre del Dr. Fla-
vio Sosa, cédula N 9  61541, serie lra. abogado del intimado 
César Bordas, domiciliado y residente en Puerto Plata, en 
la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación suscrito por el aboga-
do de los recurrentes, depositado en la Secretaría de la Su-
prema Corte de Justicia, en fecha 19 de enero de 1970, en 
el cual se invocan los medios que más adelante se indican; 

Visto el memorial de defensa del intimado, suscrito 
por su abogado en fecha 2 de marzo de 1970; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 265 del Código de Trabajo; 
1315 del Código Civil; y 1, 20, 43 y 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 
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1315 del Código Civil; y 1, 20, 43 y 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 



3048 	 BOLETIN JUDICIAL 

Considerando que en la sentencia impugnada \y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
que con motivo de una reclamación laboral que no pudo 
ser conciliada, el Juzgado de Paz de Guayubín, dictó en 
fecha 11 de enero de 1968, una sentencia cuyo dispositivo 
se copia en el de la sentencia impugnada; b) que no con-
forme con la expresada sentencia, los actuales recurrentes 
recurrieron en apelación contra la misma, y el Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Monte Cristy, 
apoderado de dicho recurso, dictó en fecha 10 de septiem-
bre de 1968, la sentencia ahora impugnada en casación, 
cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: De-
clarar y Declaramos, en cuanto a la forma, regular y váli-
do, el recurso de apelación interpuesto por los señores De-
metrio de la Cruz, Cándido Pascual, Norberto Reyes Ma-
ría, Francisco Batista, Bienevenido Ferreira, Demetrio Ro-
dríguez, Olegario Capellán Reynoso y Belarminio Jorge 
Recarey, contra la sentencia dictada por el Juzgado de 
Paz del Municipio de Guayubín, en funciones de Tribunal 
de Trabajo de Primer Grado, en fecha 11 del mes de ene-
ro del año en curso, 1968, cuyo dispositivo se copia más 
adelante; SEGUNDO: Rechazar y Rechazamos, la deman-
do de los señores Demetrio de la Cruz, Cándido Pascual, 
Nolberto Reyes. María, Francisco Batista, Bienvenido Fe-
rreira, Demetrio Rodríguez, Olegario Capellán Reynoso y 
Belarminio Jorge Recarey, contra el señor César Bordas, 
en pago de prestacione,: laborales, por improcedente y mal 
fundada; TERCERO: Confirmar y Confirmamos, la sen-
tencia objeto del presente recurso de apelación, cuyo dis-
positivo copiado textualmente dice así: "Primero: Que de-
be Rechazar como al efecto Rechaza en todas sus partes 
las pretensiones de los demandantes, en razón de que por 
los documentos aportados. no existen en la Tinca del señor 
César Bordas por lo menos Diez (10) trabajadores fijos o 
permanentes (Art. 265 del Código de Trabajo); Segundo: 
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Que debe Condenar y se Condena a los demandantes al pa-
go de las costas del procedimiento"; CUARTO: Condenar 
y Condenamos, a la parte demandante y apelante al pago 
de las costas de su recurso"; 

Considerando que en apoyo de su recurso los recu-
rrentes invocan los siguientes medios: Primer Medio: Vio-
lación del artículo 81 del Código de Trabajo; Segundo Me-
dio: Violación del artículo 265 del Código de Trabajo. Des-
naturalización de los hechos de la causa. Violación conco-
mitante de los artículos 141 del Código de Procedimiento 
Civil y 1315 del Código Civil, en sus dos aspectos funda-
mentales; 

Considerando, que entre otros alegatos, los recurrentes 
invocan en su memorial, en síntesis, que el Juzgado a-quo, 
desechando la prueba resultante de las informaciones tes-
timoniales efectuadas, la que es favorable a los actuales 
recurrentes, se funda, para rechazar su demanda, en do-
cumentos que son la creación del patrono, y acomodados 
a su interés, por lo que no pueden ser admitidos como prue: - 

 ba válida; 

Considerando que el Juzgado .a-quo, después de pon-
derar dos certificaciones existentes en el expediente, una 
mediante la cual declara el representante local del Depar-
tamento de Trabajo en Monte Cristy, "que no existe en su' 
oficina documento alguno con trabajadores fijos utiliza-
dos por César Bordas, en su finca de Hatillo de Palma", y 
la otra relativa a la declaración hecha por Bordas, solici-, 
tando el aseguramiento de sus trabajadores móviles en el 

Seguro Social, expresa en apoyo de su decisión que: "en 
el informativo celebrado por este Tribunal en fecha 25 de 
junio de 1968, a requerimiento de los demandantes, depu-
sieron los testigos Juan Peralta, Inspector de Trabajo de 
Monte Cristy, Bienvenido Disla, Luis Payamps y Casiano 
Villamán, pero sus declaraciones, a pesar de no estar ajus- 
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Considerando que el Juzgado .a-quo, después de pon-
derar dos certificaciones existentes en el expediente, una 
mediante la cual declara el representante local del Depar-
tamento de Trabajo en Monte Cristy, "que no existe en su' 
oficina documento alguno con trabajadores fijos utiliza-
dos por César Bordas, en su finca de Hatillo de Palma", y 
la otra relativa a la declaración hecha por Bordas, solici-
tando el aseguramiento de sus trabajadores móviles en eI 
Seguro Social, expresa en apoyo de su decisión que: "en 
el informativo celebrado: por este Tribunal en fecha 25 de 
junio de 1968, a requerimiento de los demandantes, depu-
sieron los testigos Juan Peralta, Inspector de Trabajo de 
Monte Cristy, Bienvenido Disla, Luis Payamps y Casiano 
Villamán, pero sus declaraciones, a pesar de no estar ajus- 



tadas a la realidad de la demanda, por su imprecisión y va-
guedad, no tienen un valor preponderante frente a las cer-
tificaciones mencionadas, en razón de que esos documen-
tos, emanados de fuente oficial atestan o comprueban que 
César Bordas, no tenía más de diez trabajadores fijos o 
permanentes en su finca de Hatillo de Palma, circunstan-
cia que hacía ocioso el informativo solicitado y superabun-
dante las declaraciones de los testigos vertidas en el mis-
mo"; pero, 

Considerando que el artículo 265 del Código de Tra-
bajo, dice así: "No se aplican las disposiciones de este Có-
digo a las empresas agrícolas, agrícola-industriales, pecua-
rias o forestales que ocupen de manera continua y perma-
nente no más de diez trabajadores"; 

Considerando que el examen del fallo impugnado po-
ne de manifiesto que ne.; tse hizo la prueba de si los traba-
jadores que tenía el patrono eran más de diez, y si los de-
mandantes eran trabajadores fijos; que, en efecto, las cer-
tificaciones en que se basó el juez a-quo, fueron errónea-
mente calificadas como pruebas oficiales de que el patro-
no tenía menos de diez trabajadores permanentes, cuando 
lo cierto es que ecos documentos, por sí solos, no eran su-
ficientes para probar ese punto esencial de la litis, ya que 
tales certificaciones son el resultado de declaraciones he-
chas por el propio patrono, y no de comprobaciones reali-
zadas por las autoridades laborales que, por tanto, el fallo 
impugnado debe ser casado por violación del artículo 265 
del Código de Trabajo, y el 1315 del Código Civil, denun-
ciados por los trabajadores recurrentes y por falta de base 
legal, al dejar de ponderar suficientemente el resultado 
del informativo que efectuó, sin que haya que ponderar 
los demás alegatos de los recurrentes;, 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada 
por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Monte Cristy, en atribuciones de Juzgado de Trabajo  

de segundo grado, en fecha 10 de septiembre de 1968, cu-
yo dispositivo se ha transcrito en parte anterior del pre-
sente fallo, y envía el asunto por ante la Primera Cámara 
Civil, Comercial y de Trabajo, del Juzgado de Primera 
Instancia de Santiago; Segundo: Compensa las costas. 

(Firmados!: Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani — Manuel . A. Amiama.— Francis-
co Elpidio Beras.— Juar. Bautista Rojas Almánzar.— San-
tiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Se-
cretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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tadas a la realidad de la demanda, por su imprecisión y va-
guedad, no tienen un valor preponderante frente a las cer-
tificaciones mencionadas, en razón de que esos documen-
tos, emanados de fuente oficial atestan o comprueban que 
César Bordas, no tenía más de diez trabajadores 'fijos o 
permanentes en su finca de Hatillo de Palma, circunstan-
cia que hacía ocioso el informativo solicitado y superabun-
dante las declaraciones de los testigos vertidas en el mis-
mo"; pero, 

Considerando que el artículo 265 del Código de Tra-
bajo, dice así: "No se aplican las disposiciones de este Có-
digo a las empresas agrícolas, agrícola-industriales, pecua-
rias o forestales que ocupen de manera continua y perma-
nente no más de diez trabajadores"; 

Considerando que el examen del fallo impugnado po-
ne de manifiesto que nri se hizo la prueba de si los traba-
jadores que tenía el patrono eran más de diez, y si los de-
mandantes eran trabajadores fijos; que, en efecto, las cer-
tificaciones en que se basó el juez a-quo, fueron errónea-
mente calificadas como pruebas oficiales de que el patro-
no tenía menos de diez trabajadores permanentes, cuando 
lo cierto es que esos documentos, por sí solos, no eran su-
ficientes para probar ese punto esencial de la litis, ya que 
tales certificaciones son el resultado de declaraciones he-
chas por el propio patrono, y no de comprobaciones reali-
zadas por las autoridades laborales que, por tanto, el fallo 
impugnado debe ser casado por violación del artículo 265 
del Código de Trabajo, y el 1315 del Código Civil, denun-
ciados por los trabajadores recurrentes y por falta de base 
legal, al dejar de ponderar suficientemente el resultado 
del informativo que efectuó, sin que haya que ponderar 
los demás alegatos de los recurrentes;, 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada 
por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Monte Cristy, en atribuciones de Juzgado de Trabajo 
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de segundo grado, en fecha 10 de septiembre de 1968, cu-
yo dispositivo se ha transcrito -en parte anterior del pre-
sente fallo, y envía el asunto por ante la Primera Cámara 
Civil, Comercial y de Trabajo, del Juzgado de Primera 
Instancia de Santiago; Segundo: Compensa las costas. 

(Firmados): Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani — Manuel A. Amiama.— Francis-
co Elpidio Beras.— Juar. Bautista Rojas Almánzar.— San-
tiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Se-
cretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 23 DE DICIEMBRE DEL 1970 

Sentencia impugnada: Coste de Apelación de San Francisco de 

Macorís, de fecha 17 de marzo de 1970..  

Materia: Penal. 

Recurrente: Isidro Rojas José. 

Abogado: Dr. Hildemaro Arvelo, 

Interviniente: Natalia Vasallo Vda. Sosa. 
Abogados: Lic. R. Furcy (7astellano y Dr. Manuel Sosa Vasallo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, 
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar 
y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secreta-
rio General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, 
hoy día 23 de diciembre del año 1970, años 127 9  de la In-

dependencia y 108 9  de la Restauración, dicta en audien-
cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Isidro Ro-
jas José, dominicano, mayor de edad, casado, comerciante, 
domiciliado en el Distrito Municipal de Hostos, Provincia 

Duarte, Con cédula N 9  1344, serie 63, contra la sentencia 
dictada en atribuciones correccionales, por la Corte de 
Apelación de San Francisco de Macorís, en fecha 17 de 
marzo de 1970, cuyo dispositivo se transcribe más ade-

lante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Manuel Sosa Vasallo, cédula N 9  15802, se-

rie 47, por sí y por el Lcdo. R. Furcy Castellanos O., cé-
dula N9  7104, serie 1ra., abogados de la parte civil, in-
terviniente, Natalia Vasallo Vda. Sosa, dominiacna, ha-
cendada, mayor de edad, domiciliada en Hostos, Provin-
cia Duarte, en la lectura de sus conclusiones; 

Vista el acta del recurso levantada en la Secretaría 
de la Corte a-qua, en fecha 7 de abril de 1970, a requeri-
miento de Isidro Rojas José (a) Sivín, en la cual se invo-
can los medios de casación que se indican más adelante; 

Visto el memorial de casación del recurrente, suscri-
to por su abogado Dr. Hildemaro Arvelo, cédula .N 9  56590, 
serie lra., fechado a 11 de septiembre de 1970 y en el cual 
se invocan los medios de casación que también se indica-
rás más adelante; 

Visto el escrito de la parte civil interviniente de fecha 
7 de septiembre de 1970. firmado por sus abogados; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistas las leyes 5869 de 1962 y 2344 de 1964, 
1315 y 1382 del Código Civil; 141 del Código de Procedi-
miento Civil y, 1, 43 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada, y en 
los documentos a que ella se refiere, consta lo 'siguiente: 
a) que con motivo de lAna querella presentada por Nata-
lia Vda. Sosa, contra Isidro Rojas José y compartes, por 
violación de propiedad, la Segunda Cámara Penal, del Dis-
trito Judicial de Duarte en fecha 4 de febrero de  1969_ 
dictó una sentencia cuyo dispositivo dice así: '"FALLA: 
PRIMERO: Declarar y declara: buena y válida la Consti-
tución en parte civil, hecha por la Sra. Natalia Vassallo 
Vda. Sosa, por intermedio de BUS abogados constituidos 
Dres. Manuel Ramón Sosa Vassallo y Ramón Tapia Es- 
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SENTENCIA DE FECHA 23 DE DICIEMBRE DEL 1970 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Francisco de 

Macorís, de fecha 17 de marzo de 1970. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Isidro Rojas José. 

Abogado: Dr. Hildemaro Arvelo, 

Interviniente: Natalia Vasallo Vda. Sosa. 
Abogados: Lic. R. Furcy castellano y Dr. Manuel Sosa Vasallo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, 
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar 
y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secreta-
rio General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, 
hoy día 23 de diciembre del año 1970, años 127 9  de la In-

dependencia y 108 9  de la Restauración, dicta en audien-
cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Isidro Ro-
jas José, dominicano, mayor de edad, casado, comerciante, 
domiciliado en el Distrito Municipal de Hostos, Provincia 

Duarte, don cédula N 9  1344, serie 63, contra la sentencia 
dictada en atribuciones correccionales, por la Corte de 
Apelación de San Francisco de Macorís, en fecha 17 de 
marzo de 1970, cuyo dispositivo se transcribe más ade-

lante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Manuel Sosa Vasallo, cédula N 9  15802, se-

rie 47, por sí y por el Lcdo. R. Furcy Castellanos O., cé-
dula N9  7104, serie lra., abogados de la parte civil, in-
terviniente, Natalia Vasallo Vda. Sosa, dominiacna, ha-
cendada, mayor de edad, domiciliada en Hostos, Provin-
cia Duarte, en la lectura de sus conclusiones; 

Vista el acta del recurso levantada en la Secretaría 
de la Corte a-qua, en fecha 7 de abril de 1970, a requeri-
miento de Isidro Rojas José (a) Sivín, en la cual se invo-
can los medios de casación que se indican más adelante; 

Visto el memorial de casación del recurrente, suscri-
to por su abogado Dr. Hildemaro Arvelo, cédula N 9  56590, 
serie lra., fechado a 11 de septiembre de 1970 y en el cual 
se invocan los medios de casación que también se indica-
rás más adelante; 

Visto el escrito de la parte civil interviniente de fecha 
7 de septiembre de 1970. firmado por sus abogados; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistas las leyes 5869 de 1962 y 2344 de 1964, 
1315 y 1382 del Código Civil; 141 del Código de Procedi-
miento Civil y, 1, 43 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada, y en 
los documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: 
a) que con motivo de una querella presentada por Nata-
lia Vda. Sosa, contra Isidro Rojas José y compartes, por 
violación de propiedad, la Segunda Cámara Penal, del Dis-
trito Judicial de Duarte en fecha 4 de febrero de 1969,_4 - 

 dictó una sentencia cuyo dispositivo dice así: "FALLA: 
PRIMERO: Declarar y declara: buena y válida la Consti-
tución en parte civil, hecha por la Sra. Natalia Vassallo 
Vda. Sosa, por intermedio de sus abogados constituídos 
Dres. Manuel Ramón Sosa Vassallo y Ramón Tapia Es- 
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pinál, en contra de los nombrados Isidro Rojas José, Sen-
ción Rosa V., Ramón Castro, Pedro Marte, Ramón Peña, 
Jacobo de Js., Ramón Amparo, Gabriel Rosa G. (a) Caín, 
Juan Rosa, Agustín de Js. Papín Amparo (a) Heredito, Luis 
Rosa, Tomás de la Cruz y Bienvenido Acosta, por ser jus-
ta y haber sido hecha de acuerdo a la Ley; SEGUNDO: 
Pronunciar y pronuncia el defecto, contra los nombrados 
Isidro Rojas José, Sención Rosa V., Ramón Castro, Pedro 
Marte, Jacobo de Jesús, Ramón Amparo, Gabriel Rosa Ger-
mán (a) Caín, Juan Rosa, Agustín de Jesús, Papín Amparo 
(a) Herodito, Bienvenido Acosta y Tomás de la Cruz o de 
la Rosa, por no haber comparecido no obstante estar le-
galmente citados; TERCERO: Declarar y declara: a los pre-
venidos Isidro Rojas José, Sención Rosa V., Ramón Cas-
tro, Pedro Marte. Jacobo de Jesús, Ramón Peña, Ramón 
Amparo, Gabriel Rosa Germán (a) Caín, Juan Rosa, Agus-
tín de Jesús, Papín Amparo (a) Herodito, Tomás de la Cruz, 
Bienvenido Acosta y 'AM Rosa, Culpables del hecho pues-
to a su cargo del delito de Violación de Propiedad, en per-
juicio de la Sra. Natalia Vassallo Vda. Sosa, hecho ocurri-
do en la Sección "Acicate" del Municipio de Hostos, y en 
consecuencia se condena a sufrir la pena de tres (3) me-
ses de prisión correccional, y al pago de las costas pena-
les, acogiendo en su favor circunstancias atenuantes; igual-
mente se Condenan al Desalojo inmediato de la propiedad 
violada, ordenando la ejecución provisional y sin fianza 
de la presente sentencia, no obstante cualquier recurso; 
CUARTO: Se condena a los prevenidos: Isidro Rojas José, 
Sención Rosa V., Ramón Castro, Luis Rosa, Ramón Peña, 
Pedro Marte, Jacobo de Jesús, Ramón Amparo, Gabriel 
Rosa Germán (a) Caín, Juan Rosa, Agustín de Jesús, Pa-
pín Amparo (a) Herodito, Bienvenido Acosta y Tomás de 
la Cruz o de la Rosa, al pago solidario de una indemniza: 
ción ascendente a la suma de RD$5,000.00 (Cinco Mil Pe-, 
sos Oro), en favor de la Sra. Natalia Vassallo Vda. Sosa, 

como justa reparación por los daños morales y materiales 
sufridos por ella como consecuencia del hecho delictuoso 
cometido por los co-prevenidos, exceptuando a los nombra-
dos Tomás de la Cruz o de la Rosa y Bienvenido Acosta, de 
conformidad con la sentencia dictada por la Corte de Ape-
lación de esta ciudad, en fecha 2 de junio del año 1968; 
QUINTO: Se condena a los prevenidos Isidro Rojas José 
y compartes, al pago solidario de las costas civiles con dis-
tracción de las mismos en provecho de los Dres. Manuel 
Sosa V., y Ramón Tapia Espinal, abogados constituidos por 
la Sra. Natalia Vassallo Vda. Sosa, quien afirma haberlas 
avanzado en su totalidad"; b) que sobre apelación, la Cor-
te a-qua dictó la sentencia ahora impugnada, cuyo dispo-
sitivo se transcribe a continuación: "FALLA: PRIMERO: 
Declara regular y válido el recurso de apelación interpues-
to por el Dr. Víctor Guerrero Rojas, por haber sido inten-
tado en tiempo hábil y de acuerdo a las leyes de procedi-
miento, a nombre y representación de los prevenidos Isi-
dro Rojas (alias) Sirin, José Sención Rosa V., Ramón Cas-
tro, Pedro Marte, Ramón Peña, Jacobo de Jesús, Ramón 
Amparo, Gabriel Rosa Germán (a) Caín, Juan Rosa, Agus-
tín de Jesús, Papín Amparo (a) Herodito, y Luis Rosa, con-
tra sentencia dictada por la Segunda Cámara Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Duarte, de fecha 4 de febrero del año 1969, cuyo disposi-
tivo es el siguiente: "Falla: Primero: Declarar y declara: 
buena y válida la Constitución en parte Civil, hecha por 
la Sra. Natalia Vassallo Vda. Sosa, por intermedio de sus 
abogados constituídos Dres. Manuel Ramón Sosa Vassallo, 
y Ramón Tapia Espinal, en contra de los nombrados Isi-
dro Rojas José, Sensiór Rosa V., Ramón Castro, Pedro 
Marte. Ramón Peña, Jacobo de Js. Ramón Amparo, Ga-
briel Rosa G. (a) Caín, Juan Rosa, Agustín de Js., Papín 
Amparo (a) Herodito, Luis Rosa, Tomás de la Cruz y Bien-
venido Acosta, por ser justa y haber sido hecha de acuer- 
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pinal, en contra de los nombrados Isidro Rojas José, Sen-
ción Rosa V., Ramón Castro, Pedro Marte, Ramón Peña, 
Jacobo de Js., Ramón Amparo, Gabriel Rosa G. (a) Caín, 
Juan Rosa, Agustín de Js. Papín Amparo (a) Heredito, Luis 
Rosa, Tomás de la Cruz y Bienvenido Acosta, por ser jus-
ta y haber sido hecha de acuerdo a la Ley; SEGUNDO: 
Pronunciar y pronuncia el defecto, contra los nombrados 
Isidro Rojas José, Sención Rosa V., Ramón Castro, Pedro 
Marte, Jacobo de Jesús, Ramón Amparo, Gabriel Rosa Ger-
mán (a) Caín, Juan Rosa, Agustín de Jesús, Papín Amparo 
(a) Herodito, Bienvenido Acosta y Tomás de la Cruz o de 
la Rosa, por no haber comparecido no obstante estar le-
galmente citados; TERCERO: Declarar y declara: a los pre-
venidos Isidro Rojas José, Sención Rosa V., Ramón Cas-
tro, Pedro Marte, Jacobo de Jesús, Ramón Peña, Ramón 
Amparo, Gabriel Rosa Germán (a) Caín, Juan Rosa, Agus-
tín de Jesús, Papín Amparo (a) Herodito, Tomás de la Cruz, 
Bienvenido Acosta y Lhis Rosa, Culpables del hecho pues-
to a su cargo del delito de Violación de Propiedad, en per-
juicio de la Sra. Natalia Vassallo Vda. Sosa, hecho ocurri-
do en la Sección "Acicate" del Municipio de Hostos, y en 
consecuencia se condena a sufrir la pena de tres (3) me-
ses de prisión correccional, y al pago de las costas pena-
les, acogiendo en su favor circunstancias atenuantes; igual-
mente se Condenan al Desalojo inmediato de la propiedad 
violada, ordenando la ejecución provisional y sin fianza 
de la presente sentencia, no obstante cualquier recurso; 
CUARTO: Se condena a los prevenidos: Isidro Rojas José, 
Sención Rosa V., Ramón Castro, Luis Rosa, Ramón Peña, 
Pedro Marte, Jacobo de Jesús, Ramón Amparo, Gabriel 
Rosa Germán (a) Caín, Juan Rosa, Agustín de Jesús, Pa-
pín Amparo (a) Herodito, Bienvenido Acosta y Tomás de 
la Cruz o de la Rosa, al pago solidario de una indemniza-
ción ascendente a la suma de RD$5,000.00 (Cinco Mil Pe-
sos Oro), en favor de la Sra. Natalia Vassallo Vda. Sosa, 
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como justa reparación por los daños morales y materiales 
sufridos por ella como consecuencia del hecho delictuoso 
cometido por los co-prevenidos, exceptuando a los nombra-
dos Tomás de la Cruz o de la Rosa y Bienvenido Acosta, de 
conformidad con la sentencia dictada por la Corte de Ape-
lación de esta ciudad, en fecha 2 de junio del año 1968; 
QUINTO: Se condena a los prevenidos Isidro Rojas José 
y compartes, al pago solidario de las costas civiles con dis-
tracción de las mismos en provecho de los Dres. Manuel 
Sosa V., y Ramón Tapia Espinal, abogados constituidos por 
la Sra. Natalia Vassallo Vda. Sosa, quien afirma haberlas 
avanzado en su totalidad"; b) que sobre apelación, la Cor-
te a-qua dictó la sentencia ahora impugnada, cuyo dispo-
sitivo se transcribe a continuación: "FALLA: PRIMERO: 
Declara regular y válido el recurso de apelación interpues-
to por el Dr. Víctor Guerrero Rojas, por haber sido inten-
tado en tiempo hábil y de acuerdo a las leyes de procedi-
miento, a nombre y representación de los prevenidos Isi-
dro Rojas (alias) Sirin, José Sención Rosa V., Ramón Cas-
tro, Pedro Marte, Ramón Peña, Jacobo de Jesús, Ramón 
Amparo, Gabriel Rosa Germán (a) Caín, Juan Rosa, Agus-
tín de Jesús, Papín Amparo (a) Herodito, y Luis Rosa, con-
tra sentencia dictada por la Segunda Cámara Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Duarte, de fecha 4 de febrero del año 1969, cuyo disposi-
tivo es el siguiente: "Falla: Primero: Declarar y declara: 
buena y válida la Constitución en parte Civil, hecha por 
la Sra. Natalia Vassallo Vda. Sosa, por intermedio de sus 
abogados constituidos Dres. Manuel Ramón Sosa Vassallo, 
y Ramón Tapia Espinal, en contra de los nombrados Isi-
dro Rojas José, Sensión Rosa V., Ramón Castro, Pedro 
Marte, Ramón Peña, Jrcobo de Js. Ramón Amparo, Ga-
briel Rosa G. (a) Caín, Juan Rosa, Agustín de Js., Papín 
Amparo (a) Herodito, Luis Rosa, Tomás de la Cruz y Bien-
venido Acosta, por ser justa y haber sido hecha de acuer- 
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do a la Ley; SEGUNDO: Pronunciar y pronuncia defecto, 

contra los nombrados Isidro Rojas José, Sensión Rosa V., 
Ramón Castro, Pedro darte, Jacobo de Jesús, Ramón Am-
paro, Gabriel Rosa Germán (a) Caín, Juan Rosa, Agustín 
de Jesús, Papín Amparo (a) Herodito, Bienvenido Acosta 
y Tomás de la -Cruz o de la Rosa, por no haber compareci-
do no obstante estar legalmente citados; TERCERO: De-

clarar y declara: a los prevenidos Isidro Rojas, José, Sen-
ción Rosa V., Ramón Castro, Pedro Marte, Jacobo de Je-
sús, Ramón Peña. Ramón Amparo, Gabriel Rosa Germán 

(a) Caín, Juan Rosa, Agustín de Jesús, Papín Amparo (a) 
Herodito, Tomás de la Cruz, Bienvenido Acosta y Luis Ro-
sa, Culpables del hecho puesto a su cargo del delito de 
Violación de Propiedad, en perjuicio de la Sra. Natalia 
Vassallo Vda. Sosa, hecho ocurrido en la Sección de "Aci-
cate" del Municipio de Hostos, y en consecuencia se con-
denan a sufrir la pena de tres (3) meses de prisión correc-
cional, y al pago de las costas penales, acogiendo a su fa-
vor circunstancias atenuantes; igualmente se Condenan 
al desalojo inmediato de la propiedad violada, ordenando 
la ejecución, provisional y sin fianza de la presente senten-
cia, no obstante cualquier recurso; CUARTO: Se condena 

a los prevenidos Isidro Rojas José, Sención Castro Rosa V., 
Ramón Castro, Luis Rosa, Ramón Peña, Pedro Marte, Ja-
cobo de Jesús, Ramón Amparo, Gabriel Rosa Germán (a) 
Caín, Juan Rosa, Agustín de Jesús, Papín Amparo (a) He-
rodito, Bienvenido Acosta. y Tomás de la Cruz o de la Ro-
sa, al pago solidario de una indemnización ascendente a 
la suma de RD$5,000.00 (Cinco mil Pesos Oro), en favor 
de la Sra. Natalia Vassallo Vda. Sosa, como justa repara-
ción por los daños morales y materiales sufridos por ella 
como consecuencia del hecho delictuoso cometido por los 
co-prevenidos, exceptuando a los nombrados Tomás de la 
Cruz o de la Rosa y Bienvenido Acosta, de conformidad 
con la sentencia dictada por la Corte de Apelación de es- 

ta ciudad, en fecha 2 ch: junio del año 1968; QUINTO: Se 
condena a los prevenidos Isidro Rojas José y compartes, 
al pago solidario de las cosas civiles con distracción de las 
mismas en provecho de los Dres. Manuel Ramón Sosa V., 
y Ramón Tapia Espinal, abogados constituidos por la Sra. 
Natalia Vassallo Vda. Sosa, quienes afirman haberlas avan-, 
zado en su totalidad". SEGUNDO: Declara inadmisible el 
recurso de apelación de los nombrados Tomás de la Cruz 
y Bienvenido Acosta por no ser partes en este proceso; 
TERCERO: Modifica la sentencia apelada y la Corte obran-
do por autoridad propia y contrario imperio declara culpa-
ble del delito de Violación de Propiedad al nombrado Isi-
dro Rojas (a) Sirin y lo condena al pago de una multa de 
Veinticinco Pesos (RD$25.00) acogiendo a su favor circuns-
tancias atenuantes; CUARTO: Descarga a Jacobo Crous-
set, Agustín de Jesús y Juan Rosa por no haber cometido 
el hecho que se les imputa, y descarga a los demás incul-
pados por falta de intención delictuosa; QUINTO: Conde-
na al nombrado Isidro Rojas Alias Sirin al pago de una in-
demnización de Mil Pesos (RD$1,000.00) en favor de la par-
te civil constituída, señora Natalia Vassallo Vda. Sosa, co-
mo justa reparación por los daños morales y materiales su-
fridos; SEXTO: Condena además a dicho prevenido al pa-
go de las costas penales y civiles, con distracción de las 
últimas en favor del Dr. Manuel Ramón Sosa Vassallo y 
del Licenciado Justo Castellanos Ortega, abogados quienes 
afirman haberlas avanzado en su mayor parte; SEPTIMO: 
Declara las costas de oficio en cuanto a los demás preve-
nidos."; 

Considerando que el recurrente en apoyo de su recur-
so invoca los siguientes- medios: Primer Medio: Falta de 
base legal. Segundo Medio: Violación del Art. 1315 del Có-
digo Civil en cuanto a la prueba de la obligación recla-
mada y respecto de la concesión de las indemnizaciones 
acordadas. Tercer Medio: Violación del Art. 141 del Códi- 
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do a la Ley; SEGUNDO: Pronunciar y pronuncia defecto, 
contra los nombrados Isidro Rojas José, Sensión Rosa V., 
Ramón Castro, Pedro N'arte, Jacobo de Jesús, Ramón Am-
paro, Gabriel Rosa Germán (a) Caín, Juan Rosa, Agustín 
de Jesús, Papín Amparo (a) Herodito, Bienvenido Acosta 
y Tomás de la "Cruz o de la Rosa, por no haber compareci-
do no obstante estar legalmente citados; TERCERO: De-
clarar y declara: a loS prevenidos Isidro Rojas, José, Sen-
ción Rosa V., Ramón Castro, Pedro Marte, Jacobo de Je-
sús, Ramón Peña, Ramón Amparo, Gabriel Rosa Germán 
(a) Caín, Juan Rosa, Agustín de Jesús, Papín Amparo (a) 
Herodito, Tomás de la Cruz, Bienvenido Acosta y Luis Ro-
sa, Culpables del hecho puesto a su cargo del delito de 
Violación de Propiedad, en perjuicio de la Sra. Natalia 
Vassallo Vda. Sosa, hecho ocurrido en la Sección de "Aci-
cate" del Municipio de Hostos, y en consecuencia se con-
denan a sufrir la pena de tres (3) meses de prisión correc-
cional, y al pago de las costas penales, acogiendo a su fa-
vor circunstancias atenuantes; igualmente se Condenan 
al desalojo inmediato de la propiedad violada, ordenando 
la ejecución, provisional y sin fianza de la presente senten-
cia, no obstante cualquier recurso; CUARTO: Se condena 
a los prevenidos Isidro Rojas José, Sención Castro Rosa V., 
Ramón Castro, Luis Rosa, Ramón Peña, Pedro Marte, Ja-
cobo de Jesús, Ramón Amparo, Gabriel Rosa Germán (a) 
Caín, Juan Rosa, Agustín de Jesús, Papín Amparo (a) He-
rodito, Bienvenido Acosta y Tomás de la Cruz o de la Ro-
sa, al pago solidario de una indemnización ascendente a 
la suma de RD$5,000.00 (Cinco Mil Pesos Oro), en favor 
de la Sra. Natalia Vassallo Vda. Sosa, como justa repara-
ción por los daños morales y materiales sufridos por ella 
como consecuencia del hecho delictuoso cometido por los 
co-prevenidos, exceptuando a los nombrados Tomás de la 
Cruz o de la Rosa y Bienvenido Acosta, de conformidad 
con la sentencia dictada por la Corte de Apelación de es-      
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ta ciudad, en fecha 2 de junio del año 1968; QUINTO: Se 
condena a los prevenidos Isidro Rojas José y compartes, 
al pago solidario de las cosas civiles con distracción de las 
mismas en provecho de los Dres. Manuel Ramón Sosa V., 
y Ramón Tapia Espinal, abogados constituídos por la Sra. 
Natalia Vassallo Vda. Sosa, quienes afirman haberlas avan-, 
zado en su totalidad". SEGUNDO: Declara inadmisible el 
recurso de apelación de los nombrados Tomás de la Cruz 
y Bienvenido Acosta por no ser partes en este proceso; 
TERCERO: Modifica la sentencia apelada y la Corte obran-
do por autoridad propia y contrario imperio declara culpa-
ble del delito de_Violación de Propiedad al nombrado Isi-
dro Rojas (a) Sirin y lo condena al pago de una multa de 
Veinticinco Pesos (RD$25.00) acogiendo a su favor circuns-
tancias atenuantes; CUARTO: Descarga a Jacobo Crous-
set, Agustín de Jesús y Juan Rosa por no' haber cometido 
el hecho que se les imputa, y descarga a los demás incul-
pados por falta de intención delictuosa; QUINTO: Conde-
na al nombrado Isidro Rojas Alias Sirin al pago de una in-
demnización de Mil Pesos (RD$1,000.00) en favor de la par-
te civil constituída, señora Natalia Vassallo Vda. Sosa, co-
mo justa reparación por los daños morales y materiales su-
fridos; SEXTO: Condena además a dicho prevenido al pa-
go de las costas penales y civiles, con distracción de las 
últimas en favor del Dr. Manuel Ramón Sosa Vassallo y 
del Licenciado Justo Castellanos Ortega, abogados quienes 
afirman haberlas avanzado en su mayor parte; SEPTIMO: 
Declara las costas de oficio en cuanto a los demás preve-
nidos."; 

Considerando que el recurrente en apoyo de su recur-
so invoca los siguientes medios: Primer Medio: Falta de 
base legal. Segundo medio: Violación del Art. 1315 del Có-
digo Civil en cuanto a la prueba de la obligación recla-
mada y respecto de la concesión de las indemnizaciones 
acordadas. Tercer Medio: Violación del Art. 141 del Códi- 
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go de Procedimiento Civil por falta de motivos en la sen-
tencia. Cuarto Medio: Violación del Art. 1382 del Código 
Civil. Quinto Medio: Falta de base legal en otro aspecto; 

Considerando que independientemente de los funda-
mentos dados a su recurso en el acta de casación, por el 
recurrente, del examen del fallo impugnado resulta que 
la Corte a-qua no ofrece una relación de los hechos de la 
causa que permita a esta Suprema Corte de Justicia ejer-
cer su facultad de control, ni tampoco motivos suficientes 
para justificar su dispositivo, pues se ha limitado la Cor-
te a-qua a reproducir parte de las declaraciones de algu-
nos testigos, que nada dicen sobre la introducción a la pro-
piedad de la querellante de parte del prevenido recurren-
te, Isidro Rojas José; ni pondera dicha Corte la alegada 
autorización que éste obtuvo del hijo de la dueña; ni tam-
poco la certificación o autorización de la oficina corres-
pondiente; todo lo cual pudo eventualmente conducir a 
otra solución; que, por tanto, el fallo impugnado debe ser 
casado por falta de motivos y de base legal; 

Considerando que cuando se casa una sentencia por 
falta de base legal, las costas podrán ser compensadas; 

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a Natalia Vassallo Vda. Sosa; Segundo: Casa la senten-
cia dictada por la Corte de Apelación de San Francisco de 
Macorís en fecha 17 de marzo de 1970, cuyo dispositivo se 
copia en parte anterior del presente fallo y envía dicho 
asunto por ante .1a Corte de Apelación de La Vega, en las 
mismas atribuciones; Tercero: Compensa las costas. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuent'.— Manuel D. Bergés Chupani.— 
Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín 
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.—
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, 
Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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go de Procedimiento Civil por falta de motivos en la sen-
tencia. Cuarto Medio: Violación del Art. 1382 del Código 
Civil. Quinto Medio: Falta de base legal en otro aspecto; 

Considerando que independientemente de los funda-
mentos dados a su recurso en el acta de casación, por el 
recurrente, del examen del fallo impugnado resulta que 
la Corte af-qua no ofrece una relación de los hechos de la 
causa que permita a esta Suprema Corte de Justicia ejer-
cer su facultad de control, ni tampoco motivos suficientes 
para justificar su dispositivo, pues se ha limitado la Cor-
te a-qua a reproducir porte de las declaraciones de algu-
nos testigos, que nada dicen sobre la introducción a la pro-
piedad de la querellante de parte del prevenido recurren-
te, Isidro Rojas José; ni pondera dicha Corte la alegada 
autorización que éste obtuvo del hijo de la dueña; ni tam-
poco la certificación o autorización de la oficina corres-
pondiente; todo lo cual pudo eventualmente conducir a 
otra solución; que, por tanto, el fallo impugnado debe ser 
casado por falta de motivos y de base legal; 

Considerando que cuando se casa una sentencia por 
falta de base legal, las costas podrán ser compensadas; 

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a Natalia Vassallo Vda. Sosa; Segundo: Casa la senten-
cia dictada por la Corte de Apelación de San Francisco de 
Macorís en fecha 17 de marzo de 1970, cuyo dispositivo se 
copia en parte anterior del presente fallo y envía dicho 
asunto por ante .1a Corte de Apelación de La Vega, en las 
mismas atribuciones; Tercero: Compensa las costas. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuent.— Manuel D. Bergés Chupani.— 
Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín 
NI. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.—
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, 
Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 



Labor de la Suprema Corte de Justicia, durante 
el mes de diciembre de 1970 
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Ernesto J. Curiel 
Secretario General de la Suprema 

Corte de Justicia. 

Santo Domingo, D. N., 
23 de diciembre 1970 
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